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VII. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Notas.

-
De la diputada señora Pascal, por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 23 de enero de 2016, para dirigirse a Tel Aviv, Israel, donde participará, en misión oficial, en una reunión del Comité de Asuntos de Medio Oriente de la Unión Interparlamentaria (UIP) , en su calidad de Presidenta de la Comisión de Medio Ambiente de dicha organización internacional. 


-
Del diputado señor Morales, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, informa la realización de actividades propias de la función parlamentaria el día 21 de enero de 2016, con lo cual justifica su 
inasistencia a la sesión celebrada con esa fecha.


2.
Licencia médica:

-
Otorgada al diputado señor Ceroni por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de quince días, a contar del 21 de enero de 2016.


3.
Comunicaciones:


-
Del diputado señor Kast, don José Antonio, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, solicita permiso sin goce de sueldo para ausentarse, por razones personales, el día 12 de enero de 2016.


-
De la diputada señora Turres, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, solicita permiso sin goce de sueldo para ausentarse, por razones personales, por media jornada, el miércoles 13 de enero de 2016. 


-
Del jefe de bancada de diputados del Partido Radical Social Demócrata por la cual informa que la diputada señora Hernando reemplazará al diputado señor Jarpa en la Comisión Revisora de Cuentas. 


-
Del jefe de bancada de diputados del Partido Demócrata Cristiano por la cual informa que el diputado señor Arriagada reemplazará al diputado señor Morano en la Comisión Especial Investigadora de eventuales irregularidades ocurridas en Junaeb durante los años 2014 al 2015 con ocasión de la ejecución del programa de alimentación escolar en distintas regiones del país.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (113) 
NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito) 
Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Alvarado Ramírez Miguel Ángel
PPD
IV
9

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, el ministro del Interior y Seguridad Pública subrogante, señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo, el ministro secretario general de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y el ministro secretario general de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz.

-Se contó con la asistencia, también, de la subsecretaria de la Secretaría General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: La diputada señora Denise Pascal Allende.

-Con licencia médica: La diputada señora Loreto Carvajal Ambiado, y los diputados señores Guillermo Ceroni Fuentes, Rodrigo González Torres y Juan Enrique Morano Cornejo.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.38 horas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- El acta de la sesión 116ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 117ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Ofrezco la palabra para referirse a la Cuenta.

Tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, tal como se señala en el punto 2 de la Cuenta, efectivamente en la Comisión de Seguridad Ciudadana aprobamos por unanimidad el proyecto de ley que tipifica el delito de acoso sexual en público, originado en dos mociones refundidas presentadas por diversos diputados y diputadas. 

Finalmente, se presentó una indicación sustitutiva que fue suscrita por todos los miembros de la comisión, que fue aprobada por unanimidad, que recoge las sugerencias del Ministerio Público, del Poder Judicial, de profesores de derecho penal y del Observatorio contra el Acoso Callejero -en un principio se trató de una iniciativa ciudadana de ley- y, por lo tanto, su contenido quedó muy acotado a lo que todos los expertos recomendaron.

A solicitud del diputado Osvaldo Andrade, la Sala acordó remitir el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Sin embargo, dada su importancia y el hecho de que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene muchas iniciativas en agenda, solicito que recabe el asentimiento de la Sala para prescindir del trámite en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, en consecuencia, que el proyecto pase a la Sala para su discusión, pues solo consta de un artículo y, por tanto, bien podríamos despacharlo esta semana.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- ¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud del diputado Walker para prescindir del trámite en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento? 

No hay acuerdo.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- El señor Secretario informará sobre los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario) .- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Marco Antonio Núñez, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:

1.- Fijar las Tablas de las sesiones ordinarias de la semana, según documento que se encuentra a disposición de los señores diputados y señoras diputadas en los pupitres electrónicos, en conformidad al artículo 108 del Reglamento. 

2.- Remitir a la Comisión de Derechos Humanos y Pueblos Originarios el proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (boletín N° 10526-06) , una vez que sea despachado por la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización. 

3.- Remitir a la Comisión de Defensa Nacional el proyecto de ley que exige la publicación en el Diario Oficial de la Ley Reservada del Cobre (boletín 10518-07) , una vez que sea despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

4.- Limitar a cinco minutos las intervenciones pendientes en el marco del debate, en tercer trámite constitucional, del proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (boletín N° 9790-07) . Este proyecto se votará a las 12.30 horas. 

5.- Destinar al debate del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (boletín N° 10154-07) , ciento veinte minutos repartidos proporcionalmente, más cinco minutos base para cada una de las bancadas. Este proyecto se votará a las 15.30 horas. 

6.- Guardar en esta sesión un minuto de silencio en homenaje a Pedro Lemebel, con motivo de cumplirse un año de su fallecimiento.

Además, se adoptaron los siguientes acuerdos, que se precisarán en la sesión de mañana.

Si el proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia va a comisión mixta, mañana se discutirá su informe, para lo cual se otorgarán cuatro minutos para cada Comité. 

Si el proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias volviera en tercer trámite constitucional, las modificaciones del Senado también se discutirán en la sesión de mañana, para lo cual se destinarán siete minutos para las bancadas con más de quince diputados y cuatro minutos para las que tengan menos de esa cantidad de parlamentarios.

Respecto del proyecto de ley sobre carrera docente, se acordó quedar a la espera del resultado de su tramitación en el Senado.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Sobre los acuerdos de los Comités, tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Pérez.

El señor PÉREZ (don Leopoldo) .- Señor Presidente, me gustaría conocer las razones que tuvieron los jefes de Comités para acotar los tiempos de las intervenciones en relación con el proyecto de ley que figura en primer lugar de la Tabla.

Recuerdo que esa iniciativa fue discutida el jueves pasado. Quienes intervinieron en esa oportunidad tuvieron bastante más tiempo para hacerlo que las 19 personas que hoy se encuentran inscritas. 

No me parece que se esté actuando con la debida imparcialidad respecto de un tema que nos preocupa a todos y sobre el cual queremos debatir. Lo mismo sucede con el proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos. 

En verdad, no sé bien cuáles son los fundamentos que se esgrimieron en la reunión de Comités para fijar los tiempos de intervención. 

Si lo tiene a bien, me gustaría que su señoría lo explicara. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Diputado señor Leopoldo Pérez, los jefes de Comités debatieron este tema desde las 9 horas de hoy. La construcción del consenso fue unánime, pero no fácil. El jefe de bancada que lo representó fue uno de los primeros que dio el acuerdo en relación con los tiempos sugeridos para las intervenciones. Se evaluó que ellos son lo suficientemente amplios para que cada bancada exprese sus puntos de vista.

Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, primero, solicito que imparta instrucciones para colocar los acuerdos de los comités en los pupitres electrónicos.

Segundo, como se adoptó el acuerdo de votar los proyectos que figuran en Tabla en horarios diferentes, pido que se avise de ello con antelación a los señores diputados y a las señoras diputadas. Lo digo, además, porque muchos de ellos estarán trabajando en comisiones. No es habitual votar de este modo los proyectos de ley, pero así fue acordado y me parece bien. 

Tercero, sugiero prorrogar la hora de inicio de las sesiones de comisiones para las 16 horas. La última votación se verificará alrededor de las 15.30 y seguramente la sesión se levantará a las 15.40 horas. 

Por tal razón, sugiero prorrogar el inicio del funcionamiento de comisiones a las 16 o 16.30 horas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Respecto de los acuerdos de los Comités, esperamos que en pocos minutos estén publicados en los pupitres electrónicos.

Asimismo, se avisará, por medio de timbres, a lo menos con treinta minutos de antelación, el horario tentativo de votación del primer proyecto de ley en Tabla. 

Respecto del horario de funcionamiento de comisiones, desde ya convocamos su inicio a las 16 horas. 

Además, pongo en conocimiento de los señores diputados que las intervenciones se harán en estricto orden de inscripción. El diputado o diputada que no se encuentre en la Sala en el momento en que se le dé la palabra perderá irremediablemente su derecho a intervenir.

Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, no sé si entendí bien al señor Secretario, pero al parecer el proyecto de reforma a la reforma tributaria, que vendrá del Senado, al cual se le introdujeron algunas modificaciones, será remitido a la Comisión de Hacienda y no directamente a la Sala.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Señor diputado, en la sesión de mañana se discutirá en Sala el proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias.

MINUTO DE SILENCIO EN CONMEMORACIÓN DE PRIMER ANIVERSARIO DE FALLECIMIENTO DEL ESCRITOR PEDRO LEMEBEL

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Solicito guardar un minuto de silencio en conmemoración del primer aniversario del fallecimiento del escritor Pedro Lemebel.

-Las señoras diputadas, los señores diputados, funcionarios y asistentes en las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio. 

OMISIÓN DE TRÁMITE EN COMISIÓN

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Para referirse a un asunto de Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, al comienzo de las sesión pidió el asentimiento de la Sala para omitir el paso por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del proyecto de ley que tipifica el delito de acoso sexual en público (boletines refundidos Nos 7606-07 y 9936-07) , pero no se logró el acuerdo.

Fui uno de los diputados que se opuso a la petición; pero después de analizar el informe y las modificaciones que le introdujo la Comisión de Seguridad Ciudadana, estoy dispuesto a dar el asentimiento para omitir dicho trámite en comisión si vuelve a solicitar el acuerdo de la Sala.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- ¿Habría acuerdo para omitir el trámite en la Comisión de Constitución para el proyecto de ley que tipifica el delito de acoso sexual en público?

Acordado.

V. TABLA

FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA
(Tercer trámite constitucional. Boletín N° 9790-07) (Continuación) 
[Integración de la Comisión Mixta]

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde continuar tratando las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, sesión 123ª de la presente legislatura, en 20 de enero de 2016. Documentos de la Cuenta N° 4.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Se hace presente que se destinarán dos horas para la discusión del proyecto, con intervenciones de hasta cinco minutos por cada diputado o diputada. Solo podrán intervenir aquellos que no hicieron uso de la palabra en la sesión del jueves 21 de enero.

En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, llegamos a la última semana legislativa del año y pena parte importante de los siete proyectos que el Ejecutivo se había comprometido a tramitar durante enero. Las iniciativas que faltan son, ni más ni menos, la referida a la agenda corta antidelincuencia, la que establece pena de cárcel para la colusión y la reforma laboral. También está en veremos el proyecto sobre carrera docente. Era evidente -se lo dijimos al gobierno y a los integrantes de la Mesa- que era imposible tramitarlos todos. 

Lo que hoy estamos viendo es simplemente el reflejo del fracaso de una forma de hacer leyes y políticas públicas. Se pretende establecer, a través de urgencias desmedidas, una forma de legislar que, evidentemente, hace imposible sacar proyectos adelante. 

La gente está atenta a los proyectos que más le importan, especialmente la agenda corta antidelincuencia y el proyecto referido a la colusión, y observa cómo la Nueva Mayoría intenta ponerse de acuerdo.

Respecto del proyecto de ley en debate hay dos puntos esenciales. En primer lugar, la modificación introducida a los plazos de las campañas electorales. Si a ello se suman las modificaciones al sistema binominal, uno se da cuenta de que, lamentablemente, hay una sobreprotección a los incumbentes, lo cual se reflejará en la próxima campaña, donde nuevamente las expectativas de que se puedan rebarajar las fuerzas políticas serán bajas, puesto que se harán campañas cortas, sin financiamiento, en territorios electorales mucho más grandes, todo lo cual dificulta competir en igualdad de condiciones contra un parlamentario en ejercicio. Es más, ello será cada vez más difícil. La única forma de ser elegido es que el candidato sea un parlamentario que vaya a la reelección o tener una excesiva presencia en los medios de comunicación.

El otro punto -probablemente el más controvertido del proyecto- dice relación con los aportes anónimos, es decir, con la posibilidad de que las personas puedan aportar en forma reservada a una campaña política. En ese sentido hay que recordar dos aspectos importantes: primero, que los aportes anónimos -quiero defender esta postura- ha sido una solicitud formulada por organizaciones como Ciudadano Inteligente y la comisión Engel, que piden que se establezca la existencia de aportes anónimos. ¿Por qué es importante que existan? Porque si un funcionario público, por ejemplo, quiere aportar a una campaña electoral de oposición, lo más probable es que sufra persecución por parte del gobierno; asimismo, si un funcionario público no tiene la posibilidad de hacer un aporte anónimo, podría ser presionado por el gobierno para realizar un aporte, a lo cual obviamente no podría negarse, porque, de lo contrario, sufriría presiones. Así quedó de manifiesto en la discusión que hubo en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Respecto de los aportes anónimos, se da al candidato la posibilidad de rechazar el aporte. Con ello se establece una protección de la persona que aporta. Así como el voto es secreto, también es importante establecer que el aporte que se haga, aunque sea menor, también sea secreto. De esa forma se protegerá a la persona, especialmente a los funcionarios públicos que no son de gobierno y que saben que si realizan un aporte anónimo a una campaña de oposición, sufrirán persecuciones. 

Sin más que señalar, solo quiero ratificar que lamentablemente, como fue evidente y como lo señalamos desde el día uno, la agenda del gobierno era imposible de cumplir. Lamentablemente, la agenda corta antidelincuencia va a seguir esperando y, lo que es peor aún, la reforma laboral y el proyecto de ley que sanciona con pena de cárcel la colusión seguirán a la espera de acuerdos políticos en la Nueva Mayoría, a los cuales, como hemos visto en la prensa, va a ser difícil que logren arribar.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Leonardo Soto.

El señor SOTO.- Señor Presidente, si hay algo que distingue esta nueva regulación electoral, en comparación con el sistema aprobado en 2003, es que no ha sido fruto del acuerdo o consenso de los mismos partidos políticos causantes de la crisis, sino producto de un mandato de la Presidenta de la República en virtud del cual se recogió el trabajo y las propuestas originadas desde la propia ciudadanía y desde la academia, que sintetizó el informe de la Comisión Asesora Presidencial contra la Corrupción, presidida por don Eduardo Engel.

Y no solo fue así el impulso inicial del proyecto. Durante toda su tramitación ha habido un intenso seguimiento y evaluación que, en buena hora, ejercieron las organizaciones ciudadanas protransparencia, que fueron clave para mejorar o profundizar los mecanismos de control y transparencia. El hecho de tramitar una iniciativa de ley clave para nuestra democracia con un activo seguimiento ciudadano, sin duda le agrega solidez y mayor legitimidad, porque, como se dice: “la política es demasiado importante para dejarla en manos solo de los políticos”.

En consecuencia -nobleza obliga-, quiero dejar constancia y agradecer la enorme contribución a este proyecto de ley realizada por todos los integrantes de la comisión Engel, por los colectivos ciudadanos como Transparencia, Ciudadano Inteligente, por colectivos de mujeres, por el PNUD, por universidades y muchos otros. 

Ciertamente, se necesita mucha ayuda para salir del abismo institucional en que estamos. Hoy, nuestra democracia se encuentra cuestionada desde sus propios cimientos y bajo permanente sospecha por los ciudadanos, que ponen en duda, incluso, que Chile sea verdaderamente una republica democrática.

Pero Chile es un país reconocido en todo el orbe por enfrentar sus crisis y tragedias y salir fortalecido de ellas. Muy bien lo describió la Comisión Anticorrupción: el país puede corregir el rumbo y tomar las medidas que se requieren para fortalecer nuestra democracia, asegurar mercados que nos beneficien a todos y, así, recuperar la confianza. No es posible convivir sospechando permanentemente del prójimo. Para lograr este objetivo, se requieren reglas claras, transparentes y compartidas por todos.

Hoy daremos una nueva oportunidad de modernización a nuestra democracia; la abriremos al cambio y subiremos los estándares que piden los chilenos y chilenas.

En este tercer trámite constitucional quiero destacar que el Senado nos ha remitido un texto normativo que, en su gran mayoría, coincide con lo ya aprobado por la Cámara, tanto en su Sala como en su Comisión de Constitución, que me honro presidir.

Dentro de los cambios introducidos, cabe destacar aquellos que dicen relación con la obligación de presentar programa de gobierno para las candidaturas presidenciales. A partir de ahora, los candidatos a Presidente de la República, al momento de declarar sus candidaturas, estarán obligados a presentar un programa en el cual indiquen las principales acciones, iniciativas y proyectos que pretenden desarrollar durante su gestión.

Sin duda, la ciudadanía necesita mayor información al momento de ejercer su voto, y no guiarse solo por las sonrisas de los candidatos. 

Con todo, reconociendo que esta norma es un buen inicio, dejo planteada la inquietud de que debe estudiarse la posibilidad de que esa obligación se extienda además a las elecciones de alcaldes y, en su momento, a las de intendentes. No se comprende que los alcaldes y, a futuro, los intendentes, no deban dar a conocer su programa y su plan de acción cuando se postulan.

Con todo, quiero manifestar mis reparos respecto de aquella norma aprobada en el Senado que establece que seguirán existiendo aportes de dinero anónimos de personas a candidatos, en los que la identidad del donante no será conocida.

Cabe recordar que en la Cámara de Diputados se decidió que todos los aportes a campañas políticas que hagan las personas iban a ser públicos y transparentes, sin excepción. Por ello eliminamos los aportes reservados y los aportes anónimos. Sin embargo, en el segundo trámite constitucional se han vuelto a incluir estos últimos, en un rango de 15 a 50 UF.

Estimo que, concordando con la idea general de que personas naturales pueden realizar aportes de bajo monto a las campañas de aquellos candidatos que representen sus ideas, lo que propone el Senado para tener el privilegio del anonimato es abiertamente excesivo.

Legítimamente uno puede preguntarse cuál es el porcentaje de chilenos que está en condiciones de realizar un aporte para campañas por 1.500.000 pesos. ¿Por qué se necesitaría proteger la identidad de un donante de este monto de dinero?

Por lo tanto, lo que estamos haciendo en el proyecto de ley es mantener la existencia de los aportes anónimos en las campañas políticas y aumentar su cuantía, en vez de restringirlos. Esa decisión no constituye un avance para la transparencia de la política, claramente no va en la dirección de lo que la ciudadanía espera y no toma en consideración las recomendaciones de especialistas. 

Por tanto, llamamos a rechazar esa modificación del Senado.

Hemos establecido cambios importantes en nuestro sistema electoral: se cambio el sistema binominal, se estableció el derecho a voto de los ciudadanos desde el extranjero, se terminó con el aporte de las empresas a la política y se estableció un nuevo Servel. Pero ningún cambio legal se puede transformar en un cambio en los individuos y en la sociedad sin la participación ciudadana. Todos estos instrumentos necesitan de la democracia para que puedan ser aplicados. Por lo tanto, espero que podamos estar a la altura de ese nuevo estándar.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, quiero hacer una breve intervención sobre lo trascendental e interesante del proyecto que hoy tratamos. Al interiorizarse de su contenido, uno se encuentra con el planteamiento de ideas políticas diferentes. En el proyecto se ha plasmado aquello. Por eso, es interesante haber escuchado las opiniones de las distintas bancadas para tener un referente sobre lo que debemos votar. 

Me alegro de que el diputado Arturo Squella haya dicho que el gran ganador será Chile, el Chile democrático. Lo recalco como lo recalcó él.

Agradezco las profundas ideas y aportes que los estudiosos colegas Osvaldo Andrade, Leonardo Soto, René Saffirio, Arturo Squella y Pepe Auth han hecho sobre esta materia. Todos ellos aportaron lo que hoy está en discusión y le dieron claridad al proyecto. 

Valoro el trabajo realizado por nuestra Comisión de Constitución, como también valoro que el Senado haya incorporado todo un párrafo relativo a las funciones y estructura del Servel, a fin de mejorar su función y su control de los distintos procesos electorales que se desarrollen en el futuro, lo cual es de una importancia enorme. A lo mejor, cada uno de nosotros va a postular de nuevo al cargo de diputado, por lo que debemos tomar debida nota de ello.

Sin duda, hay una aguda crisis en la política, lo que ha llevado, incluso, a que muchos legisladores se encuentren formalizados. Parece que en esta discusión se olvida aquello. Muchos legisladores -repito- se encuentran formalizados, investigados y declarando en los tribunales de justicia. Esa es la política que no queremos. 

Por eso, tratamos este proyecto, en el cual se han invertido muchas horas de trabajo parlamentario. No ha sido fácil arribar al punto en que hoy nos encontramos. Sin embargo, pienso que lo verdaderamente importante va a suceder una vez que entren en vigencia estas disposiciones y demuestren en tiempo real su efectividad en las materias que tratan de reglar.

La iniciativa incorpora variadas disposiciones que pretenden ordenar de mejor manera lo relativo a las campañas y al gasto y financiamiento de la política en general.
Es bueno revisar, interiorizarse y entender todo eso. El que se incluyan tales disposiciones en este proyecto no significa que antes no existían. Normas al respecto sí las había, y muchas; pero poco a poco fueron siendo vulneradas, y, en la mayoría de los casos, su infracción no fue fiscalizada por quienes tenían la obligación en ese tiempo de hacerlas cumplir. Así, por ejemplo, los alcaldes no fiscalizaban ni retiraban la propaganda electoral. 

Lo novedoso de las modificaciones del Senado -por supuesto, me pronunciaré en contra de la correspondiente norma propuesta- es lo referente a los aportes anónimos. Eso no es un Chile democrático, por lo que no nos parece adecuado. Hoy, el país reclama participación, probidad; recalca que, una vez más, los políticos se vuelvan creíbles. Y eso no es un aporte. 

Sí me alegro de que se haya establecido que los candidatos a la Presidencia de la República deban presentar un programa de gobierno durante su campaña.

Por lo señalado, esperando que esta ley en proyecto sí dé frutos para una verdadera democracia, la cual hoy muchos tildan de “seudo” -alguna razón habrá para ello-, y haciendo notar lo que no apoyo, anuncio que votaré favorablemente las modificaciones del Senado. 

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Giorgio Jackson.

El señor JACKSON.- Señor Presidente, por su intermedio, saludo al ministro y a la subsecretaria presentes en la Sala.

Quiero señalar que desde que explotaron los escándalos, hace ya más de un año, hemos estado discutiendo bastante este proyecto. Asimismo, que hemos estado de acuerdo con varias medidas propuestas por el gobierno, y también hemos peleado por que otras medidas, que creemos insuficientes, se perfeccionen. 

Esto parte del diagnóstico de que nuestra actual democracia es elitista y endogámica, y del principio democrático que exige “el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo”. Ello implica elegir y ser elegido, y para eso no podemos dejar de advertir que, no obstante los avances alcanzados, esta ley en proyecto seguirá permitiendo las desigualdades económicas al momento de participar, de postularse como candidato en una elección. 

Si lo que se busca es que las ideas que tienen mayor respaldo sean aquellas que se puedan concretar a través de un gobierno, mediante la legislación respectiva, y que los mejores liderazgos, esto es, quienes se encuentren mejor preparados para persuadir a la ciudadanía, para conseguir apoyo ciudadano, estén en el Parlamento, entonces deberíamos pensar que quienes logren inscribir sus candidaturas debieran tener el mismo espacio regulado, para que la gente tenga la posibilidad de conocer las ideas de todos los candidatos por igual, sin diferencias en cuanto al respaldo económico que consiga cada cual. 

Sin embargo, eso no queda establecido así en este proyecto. Sin duda, se avanza al respecto; pero todavía nos queda un largo camino por recorrer para que este ideal pueda ejecutarse al máximo.

El daño que le ha generado este problema a la democracia nos obliga a cuestionar el proyecto hasta el término de su tramitación para poder mejorarlo, incluso si esto significa llevarlo a comisión mixta. 

Lo señalo porque, por ejemplo, el límite de los aportes a las campañas continúa siendo muy alto, sobre todo pensando que está asociado al número de electores, el cual crece con la expansión de los distritos. En el caso del distrito que me tocará representar, la división por dos del tope por elector y el aumento de la base electoral prácticamente en tres o cuatro veces, significará que cada candidato que se presente tendrá un tope más alto y la suma de las listas, un límite mayor, lo que podría generar una explosión en el gasto electoral, sobre todo respecto de aquellos que pueden alcanzar los recursos para enfrentarlo.

Los aportes anónimos llegan a un porcentaje del límite del gasto electoral que, como muchos parlamentarios ya han señalado, puede ser sumamente alto. ¡Qué decir de los aportes propios! Quien puede aportar el 25 por ciento de ese límite inmediatamente corre con una ventaja significativa sobre quien se presenta a una elección desde la organización social, sin tener recursos. 

Asimismo, hay un aspecto respecto del cual resulta interesante llamar la atención: se legitima la posibilidad de pagar propaganda electoral en radioemisoras. 

¿Por qué eso no se permite en el caso de la televisión, habida consideración de que este medio de comunicación forma parte del espectro público y cuya frecuencia está normada? 

En tal sentido, la propaganda en los espacios privados es un aspecto que me interesa dejar establecido como un detalle y una alerta. 

Por otra parte, ¿qué pasará con los voluntarios? La definición contenida en una de las disposiciones de esta ley en proyecto implica que todo debe cuantificarse, incluso aquello que pueda transformarse en voluntario. 

Me pregunto, entonces, qué sucederá si se da la siguiente paradoja: que una vez contabilizados los aportes voluntarios y transformados en uno cuantificable monetariamente, alguien supere el límite del gasto electoral por concepto de trabajo voluntario. 

Yo, al menos, veo eso como un vacío de esta iniciativa, y alguien podría demandar en tal sentido. 

¿Qué pasaría en caso de que uno movilizara masas de personas que le dan su apoyo y eso, cuantificado, resultara ser mayor al tope del posible gasto electoral? ¿Alguien podría alegar que uno incurrió en una falta respecto del gasto electoral por movilizar voluntades en vez de dineros? 

Nos parece que vale la pena revisar esa interpretación en el proyecto al menos desde lo que hemos visto, o por lo menos hacer la norma mucho más explícita. 

El tiempo de campaña. 

¡Para qué vamos a negar el hecho de que las campañas electorales parten antes! En el caso de los parlamentarios, el hacer campañas cortas favorece a los incumbentes y no a quienes quieren desafiarlos. 

En este punto, pienso que nos quedamos cortos con el plazo de campaña establecido en la iniciativa. Por lo tanto, solicito que se haga una revisión sobre el particular. 

Por último, sin una ley orgánica constitucional del Servel que tenga los dientes y la musculatura suficientes para poder contrastar los aportes que notifican los candidatos versus lo que efectivamente está en las calles, la norma pertinente quedará como letra muerta.

He dicho. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, por su intermedio saludo al señor ministro y a la señora subsecretaria presentes en esta sesión. 

Quiero manifestar que nosotros consideramos que este proyecto es de altísima importancia para la profundización democrática de la vida de la sociedad chilena, no solo porque viene a dar respuesta a una cantidad de elementos que descomponen la actividad política: de escándalos que comprometen la probidad y acusan claras señales de corrupción en dicha actividad y de distancia de la ciudadanía frente a las definiciones políticas, incluyendo la elección de sus representantes. 

En ese sentido, no es menor que el universo de ciudadanos que hacen uso del derecho a sufragar esté bajando crecientemente. Esa es una señal preocupante. 

Por eso, creo que el gobierno de la Presidenta Bachelet hizo muy bien en instalar una iniciativa como la que estamos debatiendo. 

Ministro, ojalá este proyecto se difunda de la forma más intensa posible, a través de muchos liderazgos de opinión en los campos social, sindical, estudiantil y cultural y en los medios de comunicación, para que la ciudanía sepa que, más allá de la comisión Engel, lo que hizo el gobierno fue escuchar la opinión sabia del conjunto de los ciudadanos, y que ante esa crítica respondió con esta iniciativa de ley, porque esto viene a empoderar a la ciudadanía y a fortalecer la soberanía democrática, que radica precisamente en aquella. 

Por tal razón, valoro altamente este proyecto. Por lo mismo, creo necesario difundirlo como una orientación, como una posición que da cuenta de lo que ha sido el juicio crítico de la base social y ciudadana. En este sentido, espero que esta iniciativa se complemente con otras sobre la materia. 

Mirar este tema desde esa perspectiva es un paso necesario para fortalecer la democracia, para que en ella opere la decisión soberana y libre de cada ciudadano en función de determinar de manera consciente cuáles son los intereses que representa tal o cual propuesta. Es decir, la idea es arrinconar y, ojalá, extinguir absolutamente el estilo de campaña de marketing que promueve un producto por vía de la publicidad, para que no se siga pensando que esto solo se trata de instalar nombres y elegir parlamentarios a través de una comprensión visual, sin que haya un compromiso real, tangible, y, como ocurre muchas veces, con candidatos sin ninguna experiencia en la lucha real para sostener por qué pretenden representar tal o cual planteamiento.

Creo que en tanto bajen los dineros vinculados a la actividad política, quienes quieren o queremos ser representantes de la soberanía ciudadana nos veremos obligados a encontrarnos cara a cara con los ciudadanos, a ponernos directamente delante de las personas y, en esa situación, comprometer y recabar su adhesión.

Ese es el camino correcto para recuperar el sentido de la representación democrática. Así no existirán más las brigadas de campaña como concepto de bolsa de trabajo, pero sí brigadistas que respondan a un compromiso consciente con lo que representa un candidato. Eso es lo profundo de este debate.

En ese sentido, no parece recomendable que exista una suerte de caja negra cuestionada por la ciudadanía, en este caso, los llamados “aportes anónimos”, aunque se trate de montos pequeños. Dicen que son muy bajos. Bueno, si es así, entonces no los tengamos. Ustedes son los más perjudicados, porque muchas figuras van a querer aportarles, pero sin decirlo públicamente.

Preferimos que no exista ese tipo de aportes y asumir las consecuencias de lo que ello significará. ¿En beneficio de qué? De que haya sanidad absoluta desde el punto de vista de la transparencia, para que se sepa que terminó el tiempo de la relación espuria entre el dinero y la política.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, por su intermedio saludo al ministro Nicolás 
Eyzaguirre y a la subsecretaria Patricia Silva.

Este proyecto es resultado de las circunstancias que estamos viviendo, pues surgió como consecuencia de los delitos asociados al financiamiento de la política que se investigan desde el año pasado. Sin embargo, nos da la posibilidad de legislar respecto del financiamiento público de la política, lo que me parece muy bueno.

Cada vez que se intentó debatir al respecto, pero en otras circunstancias, en otro contexto, se dijo, en términos populistas, que no podía haber un interés público en financiar la actividad política. Afortunadamente, el tiempo y los hechos ocurridos nos han demostrado que sí es necesario financiar la política con recursos públicos y que eso se debe hacer con transparencia.

Me parece un muy buen trabajo el que hicieron los diputados de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de nuestra Corporación. Hay que felicitarlos por ello, dado que añadieron una serie de regulaciones sobre la publicidad y la propaganda en campañas políticas, que me parecen muy atinentes, a fin de que sean mucho más modestas y para que, finalmente, lo que prime en la elección de los candidatos sea el debate de ideas y no quien reúne más dinero para financiar la propaganda.

Hay dos temas que han merecido un debate especial. Uno de ellos es el de los aportes anónimos. En principio comparto la idea de que todos los aportes deben ser públicos y transparentes; sin embargo, la propuesta del Senado, aun cuando podamos debatir acerca de los montos, me parece adecuada para la protección que merecen algunos trabajadores que po-
drían -digámoslo derechamente- sufrir represalias en el evento de que se publiquen sus aportes a determinadas candidaturas.

Hace algún tiempo, un periodista que trabajaba en una empresa transnacional como asesor comunicacional me planteó este problema. Me dijo que si se divulgaban los aportes que hizo a la campaña de un candidato, por modestos que hayan sido, lo echarían de la pega. Bueno, lo mismo le puede pasar a un funcionario público o a un funcionario municipal que quiera hacer un modesto aporte al candidato que está desafiando al alcalde en ejercicio del respectivo municipio. No es descartable pensar que esos trabajadores podrían sufrir represalias si se revela que hicieron aportes a ciertas candidaturas.

Insisto, podemos discutir los montos, pero debe quedar establecida la posibilidad de realizar aportes anónimos en ciertos casos, especialmente para las donaciones que hagan algunos trabajadores. Eso me parece correcto.

En cuanto a los aportes propios, lo lamentable es que el Senado no haya puesto ningún límite.

Como consecuencia de esas dos modificaciones quedaríamos en el peor de los mundos, porque no habría financiamiento público considerable, no se permitiría el financiamiento mediante aporte de empresas y no se autorizarían los aportes reservados, pero tampoco se limitarían los aportes propios. Con eso lo único que se lograría sería sembrar el Congreso Nacional con millonarios, con aristocracia, como ocurrió hasta comienzos del siglo XX, pues solo ellos podrían financiar su acceso al Senado o a la Cámara de Diputados.

De ahí que me parece bien que se haya puesto un límite, el 25 por ciento del costo total de la campaña, para financiarlos con aportes propios. Prefiero lo que aprobó la Comisión de Constitución: el 10 por ciento, porque lo que se aprobó en la Sala de la Cámara no establece ningún límite. Lo que propone esta modificación del Senado es acotarlo a 25 por ciento. Es un avance, pero, insisto, prefiero que sea solo 10 por ciento, para impedir -voy a decirlo derechamente- que solo los millonarios puedan acceder al Congreso Nacional.

Por último, señor Presidente, quiero compartir una reflexión con la Sala.

Voy a votar por aprobar las modificaciones que nos propone el Senado, pero me quedo con una preocupación: que lo que despachemos hoy sea el paraíso de los “incumbentes”, porque con ese escenario será muy difícil para un candidato joven, para una mujer que quiera llegar al Congreso Nacional -a propósito de la ley de cuotas, que aprobé- desafiar a un parlamentario en ejercicio, a causa de los límites que estamos poniendo para la propaganda electoral.

Estoy de acuerdo con que las campañas tienen que ser más austeras, más modestas; pero mucho me temo -lo quiero dejar planteado- que estemos legislando para favorecernos a nosotros mismos si, además, no se establece un límite para la reelección, dado que aún no se aprueba en el Senado el proyecto que despachamos desde la Cámara de Diputados al respecto.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Bernardo Berger.

El señor BERGER.- Señor Presidente, si bien falta mucho camino por recorrer en relación con la transparencia y democratización de nuestro país, creo que con este proyecto estamos introduciendo mejoras sustantivas al funcionamiento de nuestra democracia.

La construcción de un modelo distinto de financiamiento de campañas políticas da claridad a los procesos electorales. 

Por otra parte, la eliminación de los aportes de empresas y de los aportes reservados, que pasarán a ser públicos para la ciudadanía; el establecimiento de sanciones a los candidatos que infrinjan las normas electorales, las que incluso incluyen la posibilidad de perder el cargo, y el fortalecimiento del aporte estatal para los partidos políticos, me parecen grandes avances, sobre todo después de los amargos sucesos que hemos visto en nuestro país en los últimos meses.

También hay que ser honestos y reconocer que este proyecto no agota todos los problemas que la ciudadanía nos demanda resolver en este ámbito. Asimismo, persisten dudas respecto de las garantías de fiscalización del buen actuar, dado el escueto personal del Servel que tendrá a su cargo la vigilancia del cumplimiento de estas nuevas disposiciones.

Aun así, considero que las modificaciones del Senado optimizan el proyecto, pues constituyen un avance que lo dejan bien encaminado en la búsqueda de alcanzar el objetivo que se persigue. Además, muestran a la ciudadanía nuestra voluntad de avanzar para que haya más transparencia en el mundo de la política.

En definitiva, estoy por votar a favor las modificaciones que nos propone la Cámara Alta.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En el tiempo del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel) .- Señor Presidente, entendemos que este proyecto, que se enmarca, como se ha dicho, en una serie de reformas que buscan fortalecer nuestro sistema democrático y el rol del Estado, constituye un avance para el país, un avance que permite regular los procesos eleccionarios que, de más está decirlo, han estado supeditados a campañas multimillonarias desde el restablecimiento de la democracia, las que generalmente, como lo han demostrado los últimos hechos que el país ha conocido, han sido financiadas con recursos de todos los chilenos, tal como lo demuestran los casos Penta, Soquimich y, seguramente, otros que irán apareciendo en los próximos meses. Es decir, connotados empresarios de nuestro país generaron sistemas de financiamiento irregular mediante la defraudación al fisco, para hacer caja destinada a financiar a los políticos que consideraban necesarios para mantener sus privilegios en el sistema político de nuestro país.

El caso de la ley de pesca, que tiene sumergido al país en una crítica constante, es el más claro ejemplo de parlamentarios financiados no solo para las campañas, sino durante largo tiempo, lo que los transformaba, como lo señaló incluso una propia fiscal que investiga la causa, en verdaderos empleados de la empresa Corpesca en el Parlamento.

Seguramente, eso ha ocurrido no solo con el sector pesquero, sino también con las grandes empresas que abusan de los chilenos, como las isapres, las AFP, las cadenas de farmacias y todas las empresas que se han coludido para dañar nuestros bolsillos, las que además defraudaban al fisco mediante diversos mecanismos para destinar esa plata a las campañas de sus candidatos.

Por lo tanto, desde ese punto de vista, el proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia constituye un avance importante, que dará mayor transparencia a los procesos democráticos y emparejará la cancha para que no se repita la situación, como ocurría a lo largo y ancho de Chile, de candidatos que realizaban campañas inusitadamente millonarias, versus otros que, aunque eran buenos líderes en sus comunas o distritos, no tenían ninguna posibilidad de competir ante el poder del dinero.

Por otra parte, señor Presidente, encuentro inconcebible que después de que la Cámara aprobó la eliminación de los aportes reservados, que facilitaron todos esos mecanismos de defraudación al fisco, el Senado pretenda reponerlos mediante un concepto nuevo, que denomina “aportes anónimos”.

Considero que vamos de mal en peor, ya que, desde mi punto de vista, esto no es un avance; muy por el contrario, es un retroceso.

Por lo tanto, como parlamentario, y creo que varios colegas de bancada coinciden en esto, no estoy de acuerdo en que se establezca el nuevo concepto de aporte anónimo, que reemplaza al aporte reservado, porque, desde nuestro punto de vista, seguiría perpetuando una práctica que todos queremos erradicar.

Debo destacar elementos importantes del proyecto, como la norma que obliga a los medios de comunicación, que son vitales en los procesos eleccionarios, a establecer antes de las campañas las tarifas que cobrarán, lo que, sin lugar a dudas, es un avance importante para todos los candidatos. No obstante, lamento que no se haya recogido la propuesta de la comisión Engel en esta materia, que establecía, por ejemplo, que cada radio del país debía establecer espacios gratuitos para que todos los candidatos, especialmente quienes no tienen plata, tengan la posibilidad de promover sus candidaturas, aunque sea de manera mínima. No logro entender por qué algo tan importante no se estableció en el proyecto de ley. Si la televisión chilena lo hace, ¿por qué no lo podría hacer una radio? Lo lamento, porque creo que con eso también hubiéramos contribuido a emparejar la cancha, lo que todo candidato requiere en un proceso eleccionario.

En términos generales, hay muchos más aspectos positivos en el proyecto, que van a mejorar la política chilena y los procesos de transparencia, para hacer más democrático el sistema político de nuestro país.

He dicho. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra) .- Señor Presidente, en términos generales, valoro las modificaciones del Senado que son un aporte importante, las que votaremos a favor; pero quiero ratificar la preocupación que han manifestado muchos colegas en relación con los aportes anónimos que realizarán las personas.

El concepto más importante del proyecto es que cualquier chileno podrá saber quiénes están financiando las campañas de los candidatos que son elegidos por la ciudadanía. En consecuencia, no es posible que posteriormente abramos esta “ventanita” para los aportes anónimos, que van desde las 15 a las 60 UF. 

Considero que es un contrasentido, que espero que la Cámara pueda revertir en la votación separada que se va a realizar.

Debido a los cuestionamientos que estamos viviendo, la ciudadanía nos exige más que nunca que se sepa con nombres, apellidos y RUT de quiénes provienen los dineros que se utilizan en política.

De la misma forma, estimo que el tope de gasto de las campañas sigue siendo excesivo. Durante la discusión del jueves pasado se hicieron algunos cálculos en relación con el tope de gastos electorales de distintos distritos, especialmente de Santiago y de las regiones que tienen más habitantes, los que nos señalaron que seguían siendo excesivos, por lo que la gente no va a entender por qué establecemos este tope de más de mil millones de pesos para cada lista. 

En consecuencia, no estamos dando una señal que interprete a la comisión Engel o a la ciudadanía.

Por lo tanto, tenemos dos contradicciones vitales e importantes que debemos subsanar, cuales son el tope del gasto electoral y los aportes anónimos.

Además, no sacamos absolutamente nada con aprobar el proyecto si no fortalecemos al Servel en las regiones y en las provincias. Me temo que esta futura ley será letra muerta. Uno lleva muchos años en el Congreso y sabe lo que ocurrirá en terreno si no existe la capacidad para supervisar esto que va a ser tan relevante para la ciudadanía. Lo único que espero es que la ciudadanía se transforme en un ente fiscalizador de lo que va a ocurrir durante las campañas.

Repito, no me parece adecuado que al Servel, del cual nos tenemos que enorgullecer por la eficacia que ha demostrado durante este tiempo, no se le entreguen los recursos humanos y logísticos para supervisar las exigencias que establece la ley en tramitación.

Valoro las modificaciones del Senado, sobre todo la que establece que al menos el 10 por ciento del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres, ya que sabemos lo mucho que nos ha costado llegar al Congreso para representar a los electores de nuestros distritos. Sin duda, la incorporación de más recursos para fomentar la participación de las mujeres en política es un paso que debiéramos seguir dando.

Insisto, votaré en contra de los aportes anónimos y ojalá podamos disminuir el techo de los aportes que hoy existen para cada uno de los distritos.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, los dos proyectos que figuran en la Tabla de hoy tienen su origen en el escándalo del financiamiento ilegal de las campañas políticas. 

En ese sentido, el gobierno escuchó la protesta de la ciudadanía, que exige corregir estas prácticas, por lo que aquel decidió formar la comisión Engel, la que ha realizado una serie de recomendaciones, entre las cuales encontramos la presentación de ambos proyectos, que tienen gran valor.

Sin duda, en el articulado hay muchas cuestiones positivas; pero todo lo bueno que puede tener el proyecto se puede convertir en malo si nos equivocamos en un par de cosas en las cuales es preciso centrar la atención de la Sala.

A mi juicio, en la regulación del despliegue de la campaña electoral hay un inmenso vacío, porque no se imponen sanciones a las autoridades que no hacen cumplir la ley. ¿Qué pasa si mañana la ciudadanía de nuevo ve el espectáculo de miles y miles de carteles colgados de los postes del alumbrado público? ¿Cuál es el signo de cambio para la ciudadanía? ¿De qué forma el proyecto logrará que las campañas se concentren en la difusión de propuestas, en el posicionamiento político, en las convicciones doctrinarias y no en el marketing? ¡En nada!

Todos los alcaldes se van a refugiar en la excusa de que no tienen personal suficiente para retirar la propaganda de los lugares indebidos. ¡Vamos a volver a lo mismo!

No entiendo este afán permanente de crear las condiciones para favorecer la impunidad de la autoridad. Si el gobierno se quiere tomar en serio el cambio, debe haber sanciones a las autoridades que no hacen cumplir la ley. Todas las autoridades, cuando asumen sus cargos, juran que van a hacer cumplir la Constitución y las leyes; pero al día siguiente de asumir no cumplen ni con la Constitución ni con las leyes. 

Me parece que estamos ante una carencia grave del proyecto y no sé si tiene remedio, ni siquiera en comisión mixta.

También se autoriza el despliegue de publicidad en propiedades particulares. Claro, la disposición que se propone tiene una pequeña ventaja, en el sentido de que establece que se valore como aporte monetario; pero hay mucha gente que va a pagar para conseguir esos sitios. 

En realidad, eso debió haberse prohibido, no debió haberse autorizado, porque no hay manera de controlarlo.

Lo más grave de todo es que pese a que la Cámara derogó el artículo 17 de la ley 
N° 19.884, que permite los aportes anónimos, se ha repuesto en el Senado, con nuevas condiciones, aparentemente más tolerables, pues se establecen límites para los aportes anónimos que fluctúan entre determinadas cifras. 

Considero que estos son peores que los aportes reservados, porque en los aportes reservados no se sabía el origen del donante, pero ahora será un secreto entre el donante y el receptor. ¡Vaya anonimato, vaya pureza, vaya transparencia!

Para tratar de convencernos de la pertinencia del aporte anónimo, nos dicen que es para proteger a los donantes débiles. 

Señor Presidente, la figura de la protección del donante débil en realidad significa abrirle la puerta al donante poderoso.

Señor Presidente, puede llamarme al orden de inmediato, porque las personas que pensaron en la reposición del referido artículo 17 en el Senado parece que creen que somos huevones.

Por eso, vamos a votar en contra de la reposición del citado artículo 17, porque deroga ahora la ley que pretendemos aprobar.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, el diputado Guillermo Ceroni me cedió su tiempo para complementar lo que dije en la sesión anterior.

Quiero referirme a los aportes anónimos.

Lo que hicimos fue eliminar los aportes de personas jurídicas, es decir, los aportes de las empresas, sean grandes, medianas o pequeñas, y reforzar, levemente -por razones financieras-, el aporte público. 

Apostamos a convertir el aporte privado en un aporte ciudadano, como ocurre en muchos otros países. A modo de ejemplo, en Estados Unidos de América, el senador Sanders y Hillary Clinton en sus páginas web incentivan a la gente a donarles 3, 5, 8 o 10 dólares. Pretendo hacer lo mismo y espero que todos busquemos cambiar la cultura ciudadana para que la política recobre su valor y, por lo tanto, valga la pena aportar a la política.

Ahora, si los diputados creen que el nombre de cada donante que aporte 1.000, 5.000 o 10.000 pesos debe ser exhibido como donante de tal o cual candidato o partido político, francamente estaríamos estableciendo un desincentivo gigantesco para el aporte popular, ciudadano, a las campañas. 

Se podrá discutir el monto. A mi juicio, los montos de límite de gasto son demasiado altos, los montos de las donaciones públicas son extremadamente altos -20 millones para un candidato me parece un exceso-, pero acá estamos hablando de un límite de 750.000 pesos 
-podría ser menos-, es decir, equivalente al 1 por ciento o menos del gasto de un candidato.

Si queremos incentivar la donación ciudadana, no podemos negarle a la gente el mismo derecho que tiene al emitir el sufragio, que es secreto. Si la persona no quiere ser exhibida como donante del Partido Comunista o de la UDI, la ley no debiera exigírselo cuando se trate de montos pequeños.

Lo que se ha planteado me parece un exceso. Lo único que vamos a conseguir por esa vía es anular la posibilidad del aporte ciudadano a la política, que es lo que buscamos.

Por lo expuesto, anuncio mi voto a favor.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Vlado Mirosevic.

El señor MIROSEVIC.- Señor Presidente, creo que debemos agradecer a la fiscalía el que hoy estemos discutiendo este proyecto, que me pone muy contento.

Esto no sería posible si no se hubiesen investigado los casos Penta y Soquimich. También hay que reconocer que no sería posible si el ministro y la subsecretaria no se la hayan jugado por el proyecto. 

A decir verdad, muchos partidos políticos y muchos parlamentarios no querían llegar hasta donde llega este proyecto de ley. Querían solamente cumplir con la opinión pública, pero no estaban dispuestos a llegar hasta donde llega esta iniciativa. 

Si bien hay ciertas cosas que me gustaría que fueran mucho mejores, considero que el gobierno merece un reconocimiento, en particular el ministro y la subsecretaria, porque esta iniciativa legal ha ido mucho más allá de lo que hace un año y medio imaginábamos.

Recuerdo el momento en que, con el diputado Giorgio Jackson, fuimos a ver a la subsecretaria a La Moneda, antes de que explotaran los casos Penta y SQM.

En ese momento llevábamos gran parte de las propuestas que contiene este proyecto de ley. Por ejemplo, proponíamos un plano regulador electoral, ejemplo tomado del sistema político alemán; sin embargo, en ese momento, hace un año y medio, no imaginábamos que sería posible la aprobación de una modificación como esta.

Ahora, el Servel tendrá que definir y organizar el espacio público de una ciudad y precisar que en tal plaza se puede poner propaganda y en tal otra no. Además, los espacios de cada plaza estarán definidos de manera igualitaria para todos los candidatos.

Por lo tanto, lo que hace este proyecto de ley es emparejar la cancha y posibilitar que la democracia tenga una buena protección, para que no se pase por sobre ella.

Muchas de las medidas que hoy están contenidas en el proyecto de ley eran imposibles de concebir hace un tiempo. Al respecto, quiero recordar nuevamente algunas de las propuestas que presentamos con el diputado Jackson en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, antes de la irrupción de los casos Penta y SQM. Una de esas indicaciones, en el contexto del cambio del sistema binominal, consistía en eliminar los aportes de empresas. Al respecto, en la Alianza había un sector importante que no quería eliminar esos aportes. Es más, ellos comparaban los aportes de las empresas a la política de donaciones que algunas de ellas hacen, por ejemplo, al Teatro Municipal de Santiago o, en general, a la cultura. Comparaban -reitero- el financiamiento de la política con el financiamiento de la cultura. Obviamente eso es no entender cómo se puede influir indebidamente en la política.

Otra de nuestras propuestas consistía en la eliminación de los aportes reservados. En este caso, la negativa se expresó de manera transversal -no era solo patrimonio de la Alianza-, porque sectores de la Nueva Mayoría no estaban de acuerdo con eliminar los aportes reservados. En esa comisión se perdió la votación de esta indicación, porque no querían que quien donara identificara su nombre públicamente. Esto, que parece tan claro y tan evidente en otras legislaciones del mundo, en ese momento, por lo menos, no era posible de aplicar en Chile. Sin embargo, hoy este proyecto lo consagra de manera clarísima.

En ese proceso también jugó un rol importante la ciudadanía organizada, por lo que se debe hacer un reconocimiento a la fundación Ciudadano Inteligente, organización que se la ha jugado para seguirle la pista a este proyecto, para que salga una buena ley.

También debemos agradecer al señor Eduardo Engel, quien encabezó la Comisión Presidencial que evaluó este tema, así como al profesor Claudio Fuentes, de la Universidad Diego Portales, y a otras personas que se la han jugado por que se transparenten estos procesos y que los aportes a la política sean realizados de manera transparente en Chile.

Este proyecto de ley tiene otros elementos interesantes, como la cuenta única, que cada candidato deberá tener y que el Servel podrá revisar para efectos de saber cuáles son los ingresos y los egresos de la campaña, de tal forma que todo dinero que esté dentro de esa cuenta sea legal, y todo el que esté fuera de esa cuenta, incluido cualquier movimiento de campaña, sea ilegal. Cuando propusimos este mecanismo hace algún tiempo, parecía realmente imposible de lograr. Sin embargo, este es un buen mecanismo para poder fiscalizar los movimientos financieros relacionados con sus campañas que hacen los candidatos.

Otro aspecto interesante se vincula con una causa que viene promoviendo la familia Rendón, a propósito del caso del joven Luciano, ocurrido en Peñalolén, relacionado con la violencia que se produce en el contexto de las campañas electorales. Recuerdo que el señor Luis Mariano Rendón, tío de Luciano, nos decía que un candidato tiene que hacerse responsable cuando sus brigadistas produzcan daños a terceros. Considero absolutamente que el candidato tiene que hacerse responsable de tales daños, porque hemos visto casos de violencia en los que los candidatos simplemente desconocen por completo los hechos y se “hacen los locos”, razón por la cual me parece muy positiva esta medida.

A propósito de los aportes anónimos, mi opinión es que hay que votar en contra la modificación del Senado, de manera que vaya a comisión mixta y, una vez ahí, reducir el monto. Estoy de acuerdo con el espíritu original de que existan los aportes anónimos. Muchas legislaciones del mundo lo consideran y hay que proteger al donante cuando se trata de un monto bajo. Por lo tanto -reitero-, lo que se debe hacer en la comisión mixta es reducir ese monto.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, el proyecto de ley que hoy estamos discutiendo en tercer trámite constitucional trata una serie de materias que era necesario regular de manera mucho más adecuada; en otros aspectos, derechamente, se hacía necesario hacer cambios sustanciales.

Primero, quiero hacer un reconocimiento a la familia de Luciano Rendón, más que a un movimiento ciudadano -es justo poner las cosas en su lugar y valorarlas en su mérito-, por el aporte que ha hecho, porque sería desvirtuar la verdad si pretendiéramos insinuar que es fruto de un movimiento ciudadano. Este es el resultado del esfuerzo de una familia, de un padre, de un tío y, especialmente, de una madre que, frente al sufrimiento y a las secuelas que sufrió su hijo Luciano, producto de un ataque desproporcionado de brigadistas, se movilizaron en una forma tenaz, persistente y constante, para generar convicciones que permitieran regular esta materia. Por lo tanto, es fruto del esfuerzo de una familia que hace un gran aporte a la legislación, razón por la cual corresponde hacerle este reconocimiento. Además, en más de alguna ocasión tuve la oportunidad de conversar con ellos y de acompañarlos a la Fiscalía, en una oportunidad, junto con mi colega y amigo Gabriel Silber.

Respecto del proyecto de ley, el contar con un estatuto de brigadistas es positivo; sin embargo, lo importante será la fiscalización. En este punto me quiero referir a un tema genérico que quiero plantear. Es evidente que la eficiencia de muchas normas dependerá de la capacidad de fiscalización del Servel. Por lo tanto, en este proceso debe haber un monitoreo por parte del Ejecutivo y, por cierto, del Parlamento, especialmente de la Cámara de Diputados, por su rol fiscalizador, para asegurarse, en la práctica, de que se pueda monitorear la aplicación de cada una de esta normas. Lo peor que puede ocurrir es que generemos expectativas que después no se cumplan.

La principal expectativa es que las campañas no van a ser contaminantes, es decir, que no vamos a ver letreros colgados de cada poste, en cada semáforo, en cada esquina, en cada solera o en cada área verde. Esa sola descontaminación, que visualmente entrega solo confusión y es invasiva para el ciudadano que, incluso, a muchos les mueve a rechazar las campañas, es muy positiva. Si bien están vinculadas a la política, son cosas totalmente distintas y es bueno distinguirlas.

El segundo aspecto positivo es que bajan los costos de campaña, porque al estar prohibida la propaganda en la vía pública, evidentemente, se reducen notoriamente los gastos, en la medida en que los concejos municipales aprueben acotadamente los espacios de propaganda para los candidatos, para que las decisiones de los mencionados concejos no signifiquen la proliferación de los espacios públicos para las campañas.

Se debe tener cuidado con estas modificaciones, y esa es la razón de por qué estas normas van a requerir mucho monitoreo. 

En ese sentido, es bueno destacar que el Senado acotó el espacio privado, porque al prohibirse la propaganda en espacios públicos, quedaba libre el espacio privado. 

En ese sentido, al ser muy grandes los letreros, era evidente que por la vía del espacio privado se podía distorsionar la prohibición del espacio público. Respecto de este punto, el Senado lo acotó a letreros de dos por un metro, con lo que también esto se regula adecuadamente y se mejora el tema de las campañas, junto con disminuir los gastos electorales. 

En este sentido, creo que se puede hacer un esfuerzo mayor para rebajar el gasto electoral, cuestión que también tiene que monitorear el Ejecutivo. Es cierto que, en general, hemos reducido en 50 por ciento los gastos electorales, pero podrían reducirse aún más.

Por otra parte, pido formalmente votación separada de la norma que establece un plazo para la divulgación de las encuestas. Creo que 15 días antes de la elección es un plazo demasiado breve, considerando que la campaña está acotada a 30 días. En una campaña tan corta 
-debería ser un poco más larga-, la divulgación de las encuestas debería, al menos, tener el mismo plazo.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra la diputada señorita Paulina Núñez.

La señorita NÚÑEZ (doña Paulina) .- Señor Presidente, si la democracia, esencialmente, es un procedimiento para zanjar diversas discrepancias políticas que surgen de la convivencia en sociedad, como cuál debe ser la autoridad que nos gobierne o los legisladores que nos representen, este proyecto aparece como uno de los más relevantes para poner fin a los vicios que durante muchos años han desprestigiado a la política.

¿Por qué nosotros somos los llamados a ser los primeros y más ejemplares cumplidores de la ley? Porque, por una parte, poner fin a los vacíos en materia de propaganda electoral o de financiamiento irregular de la política y las campañas, y, por otra, llenarlos y establecer sanciones ejemplarizantes para nosotros mismos, los actores políticos investidos de potestades públicas, ha de ser el inicio de un proceso de verdadero reencuentro entre la ciudadanía y el verdadero espíritu de la política.

Por ello, quiero comenzar resaltando un punto que parece trivial, pero que permitirá zanjar una de las irregularidades más extendidas: la ampliación del concepto de propaganda electoral. Si antes de esta reforma los candidatos podíamos realizar una precampaña mientras no hubiese un llamado explícito a votar, hoy se entenderá por propaganda electoral, para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública, publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a una o más personas, o a partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales.

Este cambio refleja la experiencia de más de un cuarto de siglo de democracia y permite una mejor sujeción a la ley a quienes están llamados a gobernar, legislar y representar.

Por otro lado, la racionalización, la estandarización y el límite del gasto electoral van a permitir emparejar la cancha y evitar que la actividad política sea cooptada por el dinero.

A este respecto, quiero resaltar la mayor comprensión que hizo el Senado del concepto gasto electoral, al afirmar que es todo desembolso o contribución avaluable en dinero efectuado por el precandidato, el candidato, un partido político o un tercero en su favor. La virtud de esta definición radica en la mayor cantidad de sujetos que serán considerados para incidir en el financiamiento electoral y, por tanto, ser sujetos de estas normas.

Dentro de este tema, quiero destacar la prohibición de aportes de personas jurídicas y su restricción solo a personas naturales. Hay dos importantes aspectos: el primero, la eliminación de los beneficios tributarios en las donaciones, y el segundo, la distinción de estos aportes entre públicos y privados.

Lo primero merece una felicitación, porque avanzamos en una comprensión de la política como una actividad altruista, donde la participación en ella se ve como un acto cívico, desinteresado y desprovisto de toda retribución, aun cuando ella pueda ser percibida indirectamente como un crédito contra el fisco.

Lo segundo, como ha sido dicho, permite proteger el secreto del voto, asegurando que el aporte personal no sea indiciario de una preferencia. Sin perjuicio de ello, el secreto es excepcional, siendo lo general la publicidad en los aportes que, en todo caso, también han sido limitados a una cantidad acotada.

También hay otras numerosas disposiciones importantes, tales como el establecimiento de delitos por financiamiento irregular, lo cual demuestra que estamos avanzando a paso firme, sin impunidad, pues el que viole la ley derechamente perderá su cargo; la prohibición de los partidos de contratar empresas que tengan a su haber condenas por prácticas antisindicales; la modernización de las normas sobre administración financiera de los partidos y el fortalecimiento del Servicio Electoral, para que sea autónomo, independiente y con mayores atribuciones. Todas ellas permitirán fortalecer nuestra democracia y, en definitiva, los procedimientos que garantizan la igualdad de oportunidades entre candidatos, así como la transparencia, la legalidad y la legitimidad de nuestros procesos democráticos e instituciones políticas.

Este proyecto es un avance; no es la solución definitiva a los problemas que aquejan a nuestra democracia. Las leyes son mandatos, pero, al final del día, la ciudadanía juzgará conductas de personas. 

Espero que esta futura ley sea fruto de un cambio que, gestándose en nosotros, trascienda a toda la nación, porque su éxito dependerá solo de los actores políticos y de su conducta. Todos nosotros tenemos, pues, ese peso sobre nuestras conciencias.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.
El señor SABAG.- Señor Presidente, Aristóteles, que era un gran pensador griego, decía que los pueblos deben ser gobernados por la clase media, porque cuando los muy pobres acceden al poder lo utilizan para salir de su situación de precariedad, y cuando son los muy ricos lo utilizan para ser más ricos. De esa manera, el pensador griego da a entender que la relación entre política y dinero siempre ha sido compleja.

Por ello, valoro este proyecto de ley, que fue gatillado por situaciones lamentables ocurridas en la política chilena. En ese contexto, la comisión Engel hizo grandes aportes para llegar a esta instancia. 

Este proyecto de ley va a constituir un avance en restringir el poder del dinero en la política. Nos interesa que cuando decidamos las cosas públicas, la restricción sea en un sentido amplio y que la clase media sea la que gobierne, para que se busque el interés general y no el interés de unos o de otros. Entiendo que esa es la finalidad del proyecto.

Valoro que se pongan límites a los aportes. Concuerdo en que es discutible el tema de los aportes anónimos. Con el diputado Lorenzini, en su tiempo, presentamos un proyecto de ley para terminar con los aportes reservados. No quiero pensar que los aportes anónimos son una forma de hacer aportes reservados, sino que tienen el sentido que señaló el diputado Auth, es decir, aportes ciudadanos de un monto bajo para respaldar voluntariamente a los candidatos que los representen.

Por otra parte, es importante que los espacios públicos queden delimitados, como ocurre en Alemania, que, a mi juicio, es un modelo en esta materia. En las plazas hay espacios igualitarios para que todos los candidatos puedan publicitar sus ideas. Ese también es un avance.

Ahora, la autonomía del Servel requiere de una reforma constitucional para que pueda fiscalizar toda esta normativa.

El proyecto constituye una especie de homenaje al brigadista Luciano Rendón, víctima de la violencia de otros brigadistas, pues se establece la responsabilidad subsidiaria del candidato en caso de delitos cometidos contra brigadistas. Me parece bien que se establezca un estatuto del brigadista, con el fin de que quienes cumplen con esa labor puedan ser incorporados en un registro. Es hora de hacernos responsables de la violencia electoral, cuyas consecuencias pagó duramente Luciano Rendón.

El Senado introdujo una gran cantidad de modificaciones al texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara, pero dos son los asuntos que han atraído la atención de la opinión pública: uno se refiere a la cantidad de firmas requeridas para formar un nuevo partido político, y el otro, al porcentaje mínimo de participación de las mujeres. En ambos casos se puede constatar un sentido del realismo y de la responsabilidad y la necesidad de abrir mayores espacios de participación a la ciudadanía en la vida política nacional.

Para esos dos asuntos hay que considerar el cambio de escenario que se producirá con el nuevo sistema electoral, que regirá por la eliminación del sistema binominal y el rediseño de los distritos. No es un asunto fácil de resolver, porque es innegable la presión de la opinión pública. 

En cualquier caso, el proyecto contiene numerosas disposiciones que apuntan a otorgar mayor transparencia a la competencia electoral. Es importante poner la vista en los aspectos positivos del proyecto, aunque, evidentemente, muchos no van a quedar bien resueltos.

El texto establece una severa fiscalización de los gastos y una fuerte limitación a los aportes privados.

También se establece la exigencia a todos los candidatos de presentar, al momento de inscribir sus postulaciones, una declaración de intereses y patrimonio.

Desde la perspectiva del orden, es especialmente plausible la determinación de que la propaganda electoral solo puede hacerse en los lugares expresamente autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del concejo. 

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Nicolás Monckeberg. 

El señor MONCKEBERG (don Nicolás) .- Señor Presidente, obviamente este proyecto de ley constituye un avance importante en una materia cuya discusión era más necesaria que nunca. En efecto, contiene avances en cuanto a transparencia, a control y fiscalización, a regulaciones que antes no existían respecto de los montos de los aportes, a tipificación de delitos y establecimiento de sanciones más drásticas que las vigentes, etcétera. 

Lamentablemente, quedo con la sensación de que estamos legislando mal. Hay asuntos fundamentales de los que este proyecto no se hace cargo, y otros de los que se hace cargo mal. Una cosa es que el país necesite con urgencia una ley que establezca más transparencia en el financiamiento de la política y otra muy distinta es que elaboremos una ley a la medida de las autoridades que están en ejercicio. Lamentablemente, este proyecto está hecho para que un diputado o un senador en ejercicio nunca más deje de serlo, porque contempla normas que generan desigualdad en la competencia electoral y atentan seriamente contra la libertad democrática de cualquier ciudadano que quiera ocupar un cargo en el Congreso Nacional. 

Por ejemplo, se limita en forma arbitraria el plazo de la campaña electoral a 30 días. Sucede que el concepto de propaganda electoral es suficientemente amplio para que no pueda hacerse nada fuera de ese plazo. Sin embargo, cuando se trata de un senador o de un diputado que va a la reelección, toda esa limitación queda convertida en cero, por lo que esa autoridad podrá hacer prácticamente todo lo que quiera. Todos sabemos que, como bien dice la ley, aquellos actos que se realicen en el ejercicio del cargo admiten prácticamente todo. Por lo tanto, habrá una desigualdad gigantesca entre la autoridad en ejercicio y aquel que quiere aspirar a llegar al Congreso Nacional. 

El proyecto también establece una discriminación en la forma de hacer la campaña electoral. ¿Cómo un candidato que tendrá que darse a conocer en un plazo limitadísimo podrá enfrentarse a un diputado en ejercicio, si además no podrá utilizar los medios legales de publicidad que hoy existen? No podrá arrendar un letrero que tenga giro de publicidad, ni podrá contratar una gráfica institucional. Si un tercero lo invita a un acto de proclamación, ello será imputado al propio candidato. Sin embargo, hay cosas tan contradictorias como el hecho de que la junta de vecinos, el edificio público, etcétera, sí podrán ser utilizados como lugares de campaña.

¿Quién puede creer que aquello es igualitario? Es absolutamente discriminatorio en favor de las autoridades en ejercicio.

En la Sala se dijo que era fundamental establecer una norma que regule el financiamiento. Pero el asunto se llevó a tal grado que se impedirá a un candidato financiar con sus propios recursos su campaña y se le obligará a buscar recursos afuera. Se le dice al candidato: “usted no puede pagar su campaña con sus ahorros”. ¿Por qué? Se responde: “porque queremos que todos partan en igualdad de condiciones”. Por su intermedio, señor Presidente, quiero decirle al ministro que eso también es una falacia porque no todos partirán en igualdad de condiciones. No habrá límite para que el Partido Socialista, con su cuantioso patrimonio, pague la campaña de todos sus parlamentarios, o para que el Partido Comunista siga arrendando bienes inmuebles, legítimamente obtenidos o recuperados. Incluso, se establece un estatuto que regula en qué se puede invertir: fondos mutuos, arriendos, etcétera. 

Se habla de igualdad, pero eso es falso porque el candidato que quiera financiar su campaña electoral con sus recursos no podrá hacerlo. Sin embargo, un partido millonario como el Partido Socialista sí podrá gastar todo su patrimonio de millones de dólares en las campañas. Es más, el gobierno de turno le garantiza un estatuto jurídico para que invierta de la mejor forma sus recursos y obtenga el mayor lucro y la mayor rentabilidad posibles. Eso no es justo.

Tampoco me gustan los plazos de prescripción que se establecieron en el proyecto. ¿Por qué hacer una distinción tan arbitraria? Si se trata de una falta, la prescripción será de un año contado desde la respectiva elección. Sin embargo, en el caso de un delito, será de dos años contados desde la comisión del mismo. En palabras simples, con esta disposición se abrirán espacios para la impunidad, porque si la prescripción se contabiliza desde el momento en que se comete la infracción, es prácticamente imposible que se alcancen los plazos para investigar y sancionar.

Finalmente, me parece que no se puede actuar con esquizofrenia legislativa. Este país necesita una norma que dé transparencia; pero nos hemos pasado a un extremo y estamos creando una ley que estará hecha para no cumplirla. La mejor demostración de ello es el caso de la exministra de Salud de este gobierno, señora Helia Molina, quien ha publicado una invitación que con esta futura ley sería ilegal, porque invita a todos a financiar su campaña en una comida que está fuera de los límites.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estamos de acuerdo en que necesitamos una normativa que regule en materia electoral. Estamos contestes en que los escándalos ocurridos no son menores. Hubo una danza de millones, sin importar el origen de los recursos; importaba más quién hacía una campaña más millonaria en este país. De hecho, hay un listado público de quienes recibieron recursos solo por la línea de los aportes reservados. Estamos de acuerdo en que ello es legal; pero en esta Sala hay parlamentarios que recibieron casi 300 millones de pesos de aporte. Un país tercermundista como el nuestro no resiste que existan parlamentarios que reciban casi 300 millones de pesos solo por una línea de aporte. ¿Cuántos millones de pesos más recibieron por las otras líneas de aporte? Sobre todo hablo del caso de parlamentarios que han sido sindicados por empresarios, en términos de que estos llamaron a aquellos telefónicamente para decirles que el proyecto equis iba al Parlamento y que, por tanto, estuvieran “al aguaite”. Más no resistía esta política pública; por eso se requería un proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia. 

En estos veintiséis años el país ha transitado por terrenos empedrados muy difíciles y muy duros. Por lo tanto, en buena hora se presentó esta iniciativa.

¿Cómo no va a valorar la gente que se definan las infracciones graves que darán lugar a la pérdida del escaño? ¡Qué bueno! Aquellos que recibieron 280 millones de pesos de aportes reservados, con esta nueva normativa no podrán recibirlos nuevamente. Además se establece como causal de pérdida del escaño ser condenado por los delitos que se señalan en esta nueva normativa. ¡Qué bueno! La gente está esperando una señal de la clase política.

Cuando algunos ingresamos a la política, nuestros profesores nos decían que nuestras herramientas de batalla eran nuestras ideas. Pero las ideas se cambiaron por la danza de millones. Para ser justo, cabe aclarar que esta realidad no solo está instalada en la derecha, sino en la política chilena en general. Ya no podemos echarle la culpa a uno o a otro. A lo mejor, a la hora de repartir la plata, unos reciben mucho más que otros; pero a estas alturas da lo mismo. 

El fortalecimiento y la transparencia de nuestro sistema democrático eran muy necesarios. Esto ya no resiste más y no se puede esperar y dilatar más el cambio.

El Partido por la Democracia no es heredero de los bienes que otros partidos políticos recibieron a manos llenas. No obstante, el Partido por la Democracia fue determinante para recuperar la democracia. Aunque este partido es heredero de todas las filosofías e ideologías del progresismo chileno, no recibió nada.

Pero lo importante es este proyecto de ley que permitirá transparentar más y fortalecer más nuestro sistema democrático, que ha sido tan complicado de llevar hacia adelante. 

He dicho. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Cerrado el debate.

Informo a sus señorías que son las 12.20 horas, y les recuerdo que, de conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados en la presente sesión, las modificaciones del Senado a este proyecto de ley se votarán a las 12.30 horas.

Por lo tanto, se suspende la sesión por diez minutos.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Continua la sesión.

Antes de proceder a la votación, informo a la Sala que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso nacional y 147 del Reglamento de la Cámara de Diputados, los diputados señores Pedro Browne y Fidel Espinoza se han inhabilitado respecto de la votación de la modificación introducida por el Senado a la letra d) del número 2, que pasaría a ser 3, del artículo 1° del proyecto.

Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, con excepción de las normas que requieren 
quorum especial para su aprobación, que se votarán a continuación.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Ahora nos corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado a las disposiciones de quorum especial que contiene el proyecto, salvo aquellas que han sido objeto de solicitud de votación separada.

En consecuencia, se van a votar las modificaciones propuestas al artículo 1°, excepto la del número 2, que pasaría a ser 3; la del número 6, que pasaría a ser 7, y la del número 7, que pasaría a ser 8.

Asimismo, se van a votar las modificaciones propuestas al artículo 2°, excepto la de la letra a) del número 1; la de la letra a) y la de la nueva letra c) , ambas del número 3, que pasaría a ser 5; la del número 9, que pasaría a ser 11, y la del número 18, que pasaría a ser 23.

También se votan las modificaciones introducidas por el Senado a los artículos 3°, 5°, 6°, el nuevo artículo 9° introducido por el Senado, y las enmiendas a los artículos primero transitorio, segundo transitorio, quinto transitorio, sexto transitorio, séptimo transitorio, octavo transitorio, noveno transitorio, undécimo transitorio y duodécimo transitorio.

Para la aprobación de todas estas disposiciones se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 104 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las modificaciones propuestas por el Senado a las disposiciones de quorum especial que han sido objeto de solicitud de votación separada.

Primero votaremos la modificación propuesta a la letra a) del número 2, que pasaría a ser 3, del artículo 1° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 33 votos; por la negativa, 68 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Coloma Alamos, Juan Antonio; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hoffmann Opazo, María José; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Monckeberg Bruner, Cristián; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Rathgeb Schifferli, Jorge; Santana Tirachini, Alejandro; Silva Méndez, Ernesto; Squella Ovalle, Arturo; Trisotti Martínez, Renzo; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Verdugo Soto, Germán; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo, Sergio; Álvarez Vera, Jenny; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Soto Ferrada, Leonardo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Tuma Zedan, Joaquín; Urízar Muñoz, Christian; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Walker Prieto, Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Pérez Lahsen, Leopoldo; Sandoval Plaza, David.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar la modificación introducida por el Senado a la letra d) del número 2, que pasaría a ser 3, del artículo 1° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 1 abstención y 2 inhabilitaciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rocafull López, Luis; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font, Gabriel; Chávez Velásquez, Marcelo; Girardi Lavín, Cristina; Jackson Drago, Giorgio; Jiménez Fuentes, Tucapel; León Ramírez, Roberto; Rivas Sánchez, Gaspar.

-Se abstuvo el diputado señor Robles Pantoja, Alberto.

-Se inhabilitaron los diputados señores:

Browne Urrejola, Pedro; Espinoza Sandoval, Fidel;

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las enmiendas introducidas por el Senado al resto del número 2, que pasaría a ser 3, del artículo 1° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 105 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Se abstuvo la diputada señora Provoste Campillay, Yasna.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al número 6, que pasaría a ser 7, del artículo 1° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 71 votos; por la negativa, 27 votos. Hubo 8 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Becker Alvear, Germán; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monsalve Benavides, Manuel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Soto Ferrada, Leonardo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Tuma Zedan, Joaquín; Urízar Muñoz, Christian; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Barros Montero, Ramón; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Coloma Alamos, Juan Antonio; Edwards Silva, José Manuel; Gahona Salazar, Sergio; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hoffmann Opazo, María José; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Monckeberg Díaz, Nicolás; Nogueira Fernández, Claudia; Silva Méndez, Ernesto; Squella Ovalle, Arturo; Trisotti Martínez, Renzo; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Ward Edwards, Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Monckeberg Bruner, Cristián; Morales Muñoz, Celso; Núñez Urrutia, Paulina; Pérez Lahsen, Leopoldo; Rathgeb Schifferli, Jorge; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al número 7, que pasaría a ser 8, del artículo 1° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 63 votos; por la negativa, 36 votos. Hubo 7 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Rechazadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Fuentes Castillo, Iván; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Lemus Aracena, Luis; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monsalve Benavides, Manuel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pilowsky Greene, Jaime; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Soto Ferrada, Leonardo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Tuma Zedan, Joaquín; Urízar Muñoz, Christian; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Walker Prieto, Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Coloma Alamos, Juan Antonio; Edwards Silva, José Manuel; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hoffmann Opazo, María José; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; León Ramírez, Roberto; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Monckeberg Díaz, Nicolás; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Pérez Lahsen, Leopoldo; Poblete Zapata, Roberto; Rathgeb Schifferli, Jorge; Sandoval Plaza, David; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silva Méndez, Ernesto; Squella Ovalle, Arturo; Trisotti Martínez, Renzo; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Verdugo Soto, Germán; Ward Edwards, Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Flores García, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Monckeberg Bruner, Cristián; Morales Muñoz, Celso; Núñez Urrutia, Paulina; Rivas Sánchez, Gaspar; Santana Tirachini, Alejandro.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado a la letra a) del número 1 del artículo 2° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 13 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Barros Montero, Ramón; Becker 
Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Flores García, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Auth Stewart, Pepe; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Fuentes Castillo, Iván; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Jackson Drago, Giorgio; Mirosevic Verdugo, Vlado; Rivas Sánchez, Gaspar; Rubilar Barahona, Karla; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Walker Prieto, Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Espejo Yaksic, Sergio; Fernández Allende, Maya; Vallejo Dowling, Camila.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado a la letra a) del número 3, que pasaría a ser 5, del artículo 2° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 95 votos; por la negativa, 11 votos. Hubo 1 abstención.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Chávez Velásquez, Marcelo; Espinoza Sandoval, Fidel; Godoy Ibáñez, Joaquín; Jackson Drago, Giorgio; Mirosevic Verdugo, Vlado; Poblete Zapata, Roberto; Rivas Sánchez, Gaspar; Rubilar Barahona, Karla; Sepúlveda Orbenes, Alejandra.

-Se abstuvo la diputada señora Girardi Lavín, Cristina.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar la nueva letra c) , incorporada por el Senado en el número 3, que pasaría a ser número 5 del artículo 2°, sobre aportes personales al candidato, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Bruner, Cristián; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font, Gabriel; Chávez Velásquez, Marcelo; Edwards Silva, José Manuel; Jackson Drago, Giorgio; Monckeberg Díaz, Nicolás; Poblete Zapata, Roberto; Rivas Sánchez, Gaspar.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Girardi Lavín, Cristina; Lorenzini Basso, Pablo; Torres Jeldes, Víctor.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las enmiendas introducidas por el Senado al número 9, que pasaría a ser número 11 del artículo 2°, sobre el tope de los aportes anónimos, que requiere para su aprobación del voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 42 votos; por la negativa, 60 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Rechazadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Castro González, Juan Luis; Coloma Alamos, Juan Antonio; Edwards Silva, José Manuel; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hoffmann Opazo, María José; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Monckeberg Bruner, Cristián; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Pérez Lahsen, Leopoldo; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Silva Méndez, Ernesto; Squella Ovalle, Arturo; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Chahin Valenzuela, Fuad; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monsalve Benavides, Manuel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Soto Ferrada, Leonardo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Urízar Muñoz, Christian; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez, Marcelo; Farías Ponce, Ramón; Lorenzini Basso, Pablo; Rathgeb Schifferli, Jorge.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al número 18, que pasaría a ser número 23 del artículo 2°, sobre sanciones por aportes irregulares de campaña, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 104 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font, Gabriel; Jackson Drago, Giorgio.

-Se abstuvo la diputada señora Vallejo Dowling, Camila.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Despachado el proyecto.

Propongo integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, con los siguientes señores diputados: Arturo Squella, Fuad Chahin, Cristián Monckeberg, Leonardo Soto y Pepe Auth.

Acordado.

FORTALECIMIENTO DEL CARÁCTER PÚBLICO Y DEMOCRÁTICO DE LOS
PARTIDOS POLÍTICOS (Tercer trámite constitucional. Boletín N° 10154‐07) 
[Integración de la Comisión Mixta]

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde tratar las modificaciones del Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, sesión 124ª de la presente legislatura, en 21 de enero de 2016. Documentos de la Cuenta N° 8.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- De conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados hoy, para la discusión del proyecto de ley se destinarán cinco minutos por bancada y un tiempo de debate de dos horas distribuidas proporcionalmente por bancada.

Las peticiones de votación separada se recibirán hasta las 13.30 horas.

Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el proyecto de ley se votará a las 15.30 horas. En consecuencia, le pido que si no hay más inscritos, votemos el proyecto cuando termine su intervención el último orador inscrito.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?

Acordado.

En discusión las modificaciones del Senado.

Tiene la palabra el diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto de ley fundamental para actualizar la legislación relacionada con los partidos políticos, que tuvo un debate importante en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, una rápida discusión en el Senado, y espero que hoy aprobemos las modificaciones introducidas por la Cámara Alta a esta iniciativa, para modificar de una vez por todas una ley muy antigua.

Respecto de la ley de partidos políticos, quiero hacerme cargo especialmente de un punto que dice relación con la inscripción de partidos políticos y del número de firmas que se necesita para constituir un partido político.

Durante la tramitación del proyecto de ley hemos visto las contradicciones más evidentes de parlamentarios de la Nueva Mayoría, quienes firman indicaciones un día y se desdicen al siguiente.

Señor Presidente, cuando se negoció la modificación al sistema binominal se incluyó la rebaja del porcentaje de electores que hubiesen sufragado en la última elección de diputados para poder constituir un partido político; pero inmediatamente después de aprobada esa modificación, parlamentarios de la Nueva Mayoría presentaron una moción para volver al porcentaje inicial de 0,5 por ciento de los electores que hubiesen sufragado en la última elección de diputados para constituir un partido político. 

El Senado volvió a rebajar ese porcentaje; pero, lamentablemente, basado en una teoría que tengo que contradecir, cual es que en la medida en que existen más partidos políticos, hay más democracia. Se trata de un viejo argumento para ir atomizando, para ir generando partidos de nicho, partidos que apuntan a un pequeño grupo de electores, con el objeto de ir generando menor gobernabilidad. 

Reitero, se dice que en la medida en que se puedan constituir más partidos políticos, se va profundizando la democracia; pero no me atrevo a señalar que es poco profunda la democracia que tienen Estados Unidos de América, Inglaterra y tantos otros países que cuentan con dos o tres partidos políticos. Al revés, han ido demostrando que poseen una democracia sólida, que les ha permitido entregar no solo estabilidad, sino también tranquilidad a las personas que viven en cada una de esas naciones. 

Señor Presidente, una vez aprobado el proyecto, se favorecerá la multiplicación de los partidos políticos, los que tendrán financiamiento público. Con ese financiamiento público y con las facilidades para la inscripción, tendremos una gran cantidad de pequeños partidos políticos, muchos de los cuales se formarán exclusivamente para recibir ese financiamiento, pero no serán ningún aporte para la profundización de la democracia.

Repito, en el discurso público se ha ido instalando la falacia de que en la medida en que existe una mayor cantidad de partidos políticos, hay una profundización de la democracia, lo que no es más que una vieja estrategia de la izquierda para ir debilitando las instituciones.

En segundo lugar, quiero abordar otro falso argumento que ha dado la izquierda durante toda su vida, en relación con la práctica de “un militante, un voto”. Esta afirmación fue eliminada del proyecto por presiones de los partidos Socialista y Comunista, los mismos que no dudan un minuto en reclamar y solicitar mayor democracia interna en los partidos políticos, pero que, a la hora de tener que apoyar con su voto un proyecto de ley sobre la materia, dificultan nuevamente la democracia interna, al no permitir que se establezca la obligatoriedad de la modalidad “un militante, un voto”.

Sin perjuicio de lo planteado y de que solicitaremos votación separada de algunos artículos, creo que la iniciativa avanza en la modernización de los partidos políticos.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna) .- Señor Presidente, para nosotros es motivo de satisfacción esta iniciativa, cuyas enmiendas del Senado se someten a nuestra consideración, puesto que permitirá fortalecer el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilitar su modernización. 

Quiero destacar que el proyecto establece una promoción y participación política más adecuada y mucho más inclusiva y equitativa para las mujeres.

La discusión en la Cámara de Diputados resaltó la importancia de considerar a los jóvenes, a los pueblos indígenas y a los grupos minoritarios; pero creo que establecer que por lo menos el 40 por ciento de los cargos colegiados de los partidos políticos deban estar integrados por personas de uno de los sexos va en la línea de lo que el Congreso Nacional y la ciudadanía han planteado con mucha fuerza, tal como lo hicimos cuando terminamos con el sistema electoral binominal y se establecieron cuotas de género para que las listas tuvieran un carácter mucho más inclusivo.

Hoy estamos profundizando el carácter público y democrático de los partidos políticos, al establecer que también los cargos colegiados de estos deben estar integrados, a lo menos, por 40 por ciento de mujeres.

Muchos de los partidos que integran la Nueva Mayoría ya están en armonía con lo que propone la iniciativa, puesto que incorporan incentivos para establecer la igualdad en el voto. No obstante, si bien muchas mujeres militan en los partidos, se puede observar que la masiva participación femenina en el padrón no se expresa de la misma manera en los órganos colegiados ni en sus directivas.

Por lo tanto, el proyecto también promueve la igualdad de valor del voto, porque cuando se observa el mapa de las directivas de los partidos se puede apreciar que en ellas no necesariamente se refleja la representación de las mujeres en los partidos.

Quiero insistir en que se aprobaron las cuotas de género en el proyecto que terminó con el sistema binominal; en el proyecto que acabamos de discutir y votar en primer lugar de la Tabla, se estableció que por lo menos el 20 por ciento de los recursos de los partidos se deben destinar a la promoción de mujeres en política. Ahora, en esta iniciativa, enmendada por el Senado, que refuerza el carácter público y democrático de los partidos políticos, se establece la obligación legal de que por lo menos el 40 por ciento de los cargos colegiados sean ocupados por mujeres, lo que permitirá enfrentar la subrepresentación de las mujeres en todo el espectro de la política, además de asegurar que los partidos políticos incorporen y equilibren de mejor manera la visión y los aportes de hombres y de mujeres. Ello posibilitará no solo que más mujeres postulen a cargos de elección popular, sino también que participen en la dirección de los órganos colegiados de los partidos.

A pesar de la subrepresentación que las mujeres hemos tenido durante tantos años, hemos aportado al movimiento político y al fortalecimiento de la democracia en nuestro país y en el mundo. En Chile, esa realidad comienza a cambiar con la agenda de género a la que se comprometió el gobierno de la Presidenta Bachelet, pero también con la constatación de que el Congreso Nacional ha favorecido, en forma permanente -por lo menos durante el actual pe-
ríodo legislativo- y de manera muy clara, que las mujeres accedan a cargos de elección popular y participen en las decisiones importantes de cada partido.

Por último, me parece que es una solución adecuada mantener esos incentivos. Que las mujeres integremos cuotas en las elecciones directas es un buen incentivo, así como también que los partidos destinen recursos para la promoción de la participación política de las mujeres. El mayor acceso a recursos nos permitirá participar de mejor forma en los procesos electorales, todo lo cual genera la esperanza de que más mujeres participemos en la construcción de una democracia más inclusiva y de un Chile mejor.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos) .- Señor Presidente, al igual que el proyecto que tratamos en el primer lugar de la Tabla, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, tengo la convicción de que la actual iniciativa, modificada por el Senado, sobre democratización de los partidos políticos, es un gran avance para nuestro país y para la necesaria transparencia y probidad que debe existir en el sistema político en su conjunto, con el fin no solo de recobrar la confianza de la ciudadanía y fortalecer las instituciones, sino también de dar un paso decisivo e irreversible respecto de la profundización y la transparencia que requiere nuestro sistema democrático.

El proyecto logrará hacer de los partidos políticos entidades más inclusivas, abiertas a la ciudadanía, al incorporar a todas las personas dentro de sus procesos internos, particularmente a los jóvenes, además de ayudar a fortalecer los mecanismos de educación cívica para todos y todas.

Por otro lado, la iniciativa refuerza el rol que los partidos políticos deben cumplir en la vida democrática, más allá del mero objetivo electoral, pues establece cambios que modernizan los procedimientos de constitución y de participación de los mismos, define reglas básicas de democracia interna para su organización y selección de autoridades, establece adecuados equilibrios de género dentro de los organismos directivos de los partidos, reconoce derechos y deberes fundamentales de los afiliados, y consagra deberes de transparencia en los partidos constituidos. En resumidas cuentas, hace de estas entidades organismos de derecho público, que trabajan en pro del interés público y que contribuyen al buen funcionamiento del sistema democrático en su integralidad.

Respecto de las modificaciones introducidas por el Senado, valoro particularmente que se especifiquen las actividades que estas entidades llevan a cabo, por ejemplo, en materia de participación ciudadana.

Además, apoyo las restricciones que se han impuesto en relación con la afiliación a un partido político, en el sentido de declarar incompatible dicha afiliación con la mantención de algún cargo que se ejerza en una función pública, a fin de no mezclar ambas actividades y mantener un sistema sin injerencia e imparcialidad.

Asimismo, apoyo las nuevas facultades que tendrá el Servicio Electoral para velar por el correcto funcionamiento de las elecciones internas de los partidos, como garante de la transparencia de dichos procesos y como facilitador de los mismos, además de la facultad de fiscalizar la administración del patrimonio de los partidos, con el fin de velar por que dicha administración se ejerza en forma transparente y apegada a las normas que la ley establece.

La bancada del Partido Radical Socialdemócrata, al igual como lo hizo con las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, apoyará y votará a favor la presente iniciativa, como una forma de contribuir a que el sistema político democrático en Chile esté a la altura de las democracias de países desarrollados, cumpliendo con las observaciones de la OCDE para nuestro país en esta materia y con las del Consejo para la Transparencia.

Solo existe un punto respecto del cual lamento los cambios introducidos por el Senado, y es la eliminación de la participación inclusiva y equitativa de jóvenes y representantes de pueblos originarios, pues solo se considera la participación de las mujeres en política. Pienso que en este proyecto de ley tenemos la oportunidad de establecer un mecanismo mucho más inclusivo en materia de participación, para que nuevos rostros, con derecho fundado, actúen dentro de los partidos políticos y representen a estas entidades y a la ciudadanía, en general. Por lo tanto, espero que este punto sea resuelto en una Comisión Mixta y pueda reincorporarse al proyecto de ley.

Por último, solo me queda reiterar el firme propósito de esta bancada de comprometer sus votos a todo proyecto de ley que tenga por objetivo lograr más transparencia, mayor inclusión y reglas del juego más claras en nuestro sistema democrático.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Browne.

El señor BROWNE.- Señor Presidente, valoro que estemos discutiendo el proyecto de ley que regula el funcionamiento de los partidos políticos y que hayamos votado el proyecto de financiamiento y de probidad de la política.

Es importante aclarar que estos temas no nacieron a causa de los escándalos conocidos. Quiero enfatizar -ya lo dije la semana pasada- que cuando se acordó eliminar el sistema electoral, en junio de 2014, y aún no se conocía escándalo alguno, el gobierno y la bancada independiente, representando a Revolución Democrática, a Izquierda Autónoma, al Partido Liberal y a Amplitud, firmaron un protocolo que avanzaba en los temas de probidad, transparencia, financiamiento de la política y mejoramiento del funcionamiento de los partidos políticos. Por lo tanto, se debe recalcar que se trata de un tema anterior a lo contingente y no de una reacción a lo que después sabemos que ocurrió.

Llama la atención que se pongan tantas exigencias a los partidos políticos para incorporar militantes durante su constitución, y que cuando ya son parte de una agrupación política, los partidos tradicionales establezcan todo tipo de trabas para que los militantes puedan votar en las elecciones de las respectivas directivas y que su voto decida directamente. Creo que el principio de “un militante, un voto” es lo mínimo que se puede pedir a un partido político que pretenda recibir financiamiento del Estado. Podrá haber partidos políticos que no lo quieran hacer -al respecto no tengo inconvenientes-, pero creo que son las condiciones mínimas que el Estado debe exigir.

Me parece que, en este tema, la Presidenta de la República debe jugársela por el compromiso que asumió para lograr una democracia más participativa e inclusiva, lo que significa que no deben existir barreras de entrada, porque no queremos que sean los políticos los que decidan quienes pueden participar en las elecciones, sino que debe ser la ciudadanía la que decida, con su voto, quienes van a ser sus representantes.

También se debe honrar el compromiso adquirido con las regiones, porque aquí se quiere terminar con los partidos regionales, como si su existencia fuera algo malo. ¿Cuál es el problema de que existan? ¿Por qué tanto temor a que aparezcan movimientos regionales?

La gran mayoría de los parlamentarios se dice regionalista y representante de las regiones, pero cuando hay que votar para que las regiones puedan tener autonomía y puedan definir sus preferencias, ¿qué pasa? Inmediatamente, votan en contra, porque los partidos tradicionales quieren mantener su cuota de poder y que no aparezcan nuevos actores. No desean una competencia efectiva y que en las regiones les hagan ruido, para poder controlar absolutamente todo desde el poder central, lo que nos parece que no es adecuado.

Asimismo, se ha dicho que los partidos pequeños van a ser partidos de nicho que van a buscar financiamiento. Es absurdo y me parece arrogante que los partidos tradicionales digan que quienes quieren participar en política buscan financiamiento. Basta con analizar el financiamiento y leer el acucioso trabajo del diputado Auth para darse cuenta que son los partidos tradicionales los que se van a llevar la mayor parte de los recursos; por lo tanto, es una acusación que no tiene ningún sentido ni fundamento.

Por otra parte, me gustaría hacer una precisión respecto de la ley de cuotas. Me parece muy bien que haya más participación de mujeres, pero se debe regular muy bien cómo se efectuarán las elecciones, porque esto significa que las elecciones de directiva van a tener que ser obligatoriamente por lista, ya que no se podrá elegir cargo a cargo porque no se puede asegurar que se complete la cuota de participación de mujeres que se está pidiendo en los distintos órganos colegiados.

Si vamos a avanzar en esa cuota, que no es de participación sino de representación interna en los partidos, deberíamos haberlo hecho no solo respecto de los partidos políticos sino también en el sistema electoral, con una cuota que permitiera una representación real de nuestros pueblos originarios.

Por eso, en ciertos temas vamos a votar en contra, principalmente los artículos transitorios, porque no queremos normas ni condiciones especiales para los partidos que están en formación o para los que ya existen. Queremos que las normas sean iguales para todos y, de ese modo, que los partidos que se formen en el futuro también tengan las condiciones adecuadas para participar en el sistema político.

He dicho.

El señor CARMONA (Presidente accidental) .- Tiene la palabra el diputado Enrique 
Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor presidente, solo puedo alegrarme por el proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, que hoy discutimos.

Es curioso, pero muchos hablan de pseudodemocracia. Concuerdo con ellos, y por eso me alegro que el gobierno haya puesto urgencia al tema de la transparencia de la democracia.

Ya lo vimos anteriormente, en una de las tantas iniciativas que se han presentado para entregar mayor participación en la vida política del país al mayor número posible de ciudadanos. Es sabido que cuando un sistema político funciona adecuadamente, cuando es transparente, cuando el actuar de sus representantes cumple con el mandato de los ciudadanos y no de pequeños grupos de poder que representan el actuar de las instituciones, podemos decir que estamos en presencia de una democracia sana y robusta.

Este proyecto relativo a los partidos políticos no ha estado exento de polémicas y observaciones. Lo he seguido en parte, primero, porque entiendo que ciertos grupos políticos de los partidos tradicionales no están dispuestos a perder sus parcelas de control, y segundo, porque los grupos políticos emergentes pretenden que se les otorguen facilidades más allá de las aconsejables. Hay un balance que se debe lograr en las condiciones necesarias para la formación de las nuevas agrupaciones políticas.

Considero que las soluciones que se proponen en el proyecto son relativamente adecuadas, ya que se establece una barrera de entrada del 0,25 por ciento del padrón que votó y, a su vez, la salida del sistema será fácil si no logran reunir la cantidad mínima de votantes para ser considerados una opción seria para futuras elecciones.

De más está decir que considero buena la norma que prohíbe la fusión de dos o más partidos políticos cuando no alcanzan las cantidades mínimas de votantes.

En lo que no concuerdo, en especial porque mi región incluye amplios sector de pueblos originarios, es en que ellos sean excluidos, por lo que votaré en contra del artículo correspondiente.

También pienso que los partidos regionales deben tener un espacio. Aquí hubo una falla, y hay que decirlo.

Considero que es un tema de la mayor importancia regular cómo se va a garantizar la democracia interna de los partidos, ya que actualmente no en todos existe la adecuada transparencia. Por ejemplo, en relación con la comunicación de los procesos partidistas, en algunos casos ni siquiera se informa a los militantes acerca de los recintos de votación, con lo cual la opacidad y falta de rigor favorecen la formación de pequeños grupos que se mantienen en el poder en base a la desinformación.

Y sobre la falta de participación, ni qué decir. No estoy de acuerdo con aquello. Hoy no se participa. Viví antes de 1973, cuando había verdadera participación de los partidos políticos, y lo recuerdo con orgullo porque había discusión y democracia; es decir, existía lo que hoy queremos de nuevo para este país y para los partidos políticos.

Creo que este proyecto, con el rol que asigna al Servel, en buena parte solucionará esos problemas, pero considero que debería ser un poco más activo al cumplir el rol de observador de estos procesos.

Con este proyecto se avanza hacia el cumplimiento de las metas y objetivos propuestos por la comisión Engel; pero en realidad, más que buenas normas, requerimos buenas instituciones, integradas por personas que cumplan dichas normas. Si ello no es así, en un tiempo no muy lejano nuevamente estaremos revisando lo que hoy, una gran mayoría, llama pseudodemocracia. La esperanza está puesta en este proyecto.

Voy a votar favorablemente el proyecto, con las salvedades que señalé.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo) .- Señor Presidente, nuestro gobierno y nuestra Presidenta han decidido fortalecer el rol del Estado en el fomento de la democracia. Es una gran decisión, porque es necesario adecuar el sistema político a los nuevos desafíos que nos impone y exige la ciudadanía, en el marco de una democracia representativa verdadera.

Cuando se resolvió sustituir el sistema electoral binominal por uno representativo se dio el primer paso. Ello ocurrió antes de que aparecieran en escena los problemas que la opinión pública ha conocido y que han afectado a los partidos políticos.

Hoy votaremos dos grandes proyectos: el de fortalecimiento y transparencia de la democracia y el que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos. Es un gran día para la democracia y es un gran día para el país, por cuanto con ello hemos decidido mejorar la calidad de la democracia representativa, que hasta ahora, lamentablemente, no ha dado cuenta de las exigencias ciudadanas.

En el proyecto en debate se destacan los elementos por los cuales había que hacer cambios. Por ejemplo, la legislación actual consagra la personalidad jurídica de derecho privado de los partidos políticos, los cuales tienen un rol restringido, enfocado básicamente hacia procesos destinados a obtener candidatos para ocupar cargos públicos de elección popular. Tampoco se establecen normas que garanticen el acceso a información por parte de los afiliados; faltan mecanismos de fomento a la participación política de mujeres y jóvenes; hay ausencia de normas que aseguren el principio democrático en el funcionamiento interno de los partidos, etcétera. 

Todas esas cuestiones, explicadas en el proyecto que se nos ha enviado, justifican por sí solas la necesidad de introducir modificaciones a la ley de partidos políticos, cambios que se dan en el momento adecuado, porque nos encontramos justamente en una coyuntura crítica: o transformamos el sistema político e instalamos una democracia representativa verdadera o los partidos se convertirán en instituciones irrelevantes. Creo que nadie quiere una democracia donde los partidos políticos no jueguen su verdadero rol.

Por eso, hoy es un gran día, pues estamos fortaleciendo y transparentando nuestra democracia.

En este rol fundamental vinculado con la representatividad que hoy se fortalece es relevante el carácter público de los partidos políticos. Su regulación legal determinará el marco jurídico dentro del cual se desarrollarán. En ese marco el financiamiento será relevante.

Ya hemos dado cuenta suficiente de lo acontecido con los partidos políticos. Estamos hastiados de ver cómo, por el carácter privado que revisten, han sido financiados por empresas privadas. Es decir, al lado del partido político existía una caja recaudadora que les proporcionaba los recursos necesarios para desarrollar las campañas electorales. Mientras tanto, el Estado solo miraba, era un mero espectador; el Estado no se involucraba. Pero eso hoy se acaba; se pone fin al parentesco espurio entre los partidos políticos y las empresas privadas que financiaban las campañas electorales.

En definitiva, la amalgama de todos los proyectos que hemos examinado -el que sustituye el sistema electoral binominal, el de fortalecimiento y transparencia de la democracia y el que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos-, sin duda, va a mejorar la calidad de nuestra democracia, con lo cual el objetivo buscado, de fortalecer el rol del Estado en el fomento de la democracia, se hará patente.

Anuncio que votaremos a favor el proyecto de ley, pues nos conduce a una mejor democracia y a un mejor sistema político.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, la ley en proyecto ha tenido un amplio y necesario debate. ¿Qué duda cabe de que la existencia de partidos políticos es connatural al ejercicio propio de la democracia? No es posible entender una democracia sin partidos políticos.

Cuando hablamos de mejorar y de profundizar nuestra democracia, no solo nos referimos al financiamiento. Ha habido avances durante el actual gobierno. Un paso fundamental fue la sustitución del sistema electoral binominal por uno proporcional.

Dados algunos aspectos muy puntuales, acaba de remitirse a una comisión mixta el proyecto de ley que establece un sistema de financiamiento de la política y la fiscalización de la misma, pero gran parte de esa iniciativa ya ha sido sancionada positivamente. 

Todos esos cambios no tendrán impacto si no somos capaces de modernizar los partidos políticos; si no somos capaces de hacerlos más democráticos, más representativos, de manera que efectivamente sean un canal natural para generar espacios de participación, que conecte las demandas, los requerimientos y sueños de la sociedad civil con las esferas de poder.

Durante el movimiento estudiantil de 2011, quienes marchaban por las calles gritaban: “El pueblo, unido, avanza sin partido”. 

Si en verdad queremos una democracia sólida, con gobernabilidad y estabilidad política y social, requeriremos de partidos políticos que la ciudadanía sienta como su espacio natural de participación. Hoy eso no sucede, pues existe una estructura de partidos anticuada, la ley de partidos es poco democrática, los procedimientos de los partidos son poco transparentes y las fuentes de financiamiento de la política no son conocidas. En otras palabras, es necesario hacer cirugía mayor en los partidos políticos.

Por eso he discrepado de algunas definiciones respecto de la forma de tramitar el proyecto.

El ministro Nicolás Eyzaguirre -aprovecho de saludarlo a él, al ministro Marcelo Díaz, al ministro subrogante del Interior, Mahmud Aleuy, y a la subsecretaria de la Segpres, señora Patricia Silva- nos decía: “Mire, ‘chasis liviano’”. 

Creo que ello tenía cierta lógica desde el punto de vista de la eficiencia legislativa. Sin embargo, muchas veces ese “chasis liviano” ha permitido que se mantengan las prácticas que queremos erradicar o modificar, por ejemplo, que cada partido político siguiera conformando sus estructuras como lo hacen actualmente. Pero la pregunta legítima es si vamos a tener partidos políticos con personalidad jurídica de derecho público y con financiamiento público, ¿no es indispensable elevar los estándares de democracia interna de los partidos y que algunas de esas prácticas efectivamente se vayan adecuando a las nuevas exigencias? ¿Acaso no es necesario -eso se ha incorporado- establecer controles externos a los partidos políticos, como el del Servel, para acompañar los procesos de elecciones internas y resguardar el cumplimiento de las normas de transparencia y acceso a la información pública, y control del Tribunal Calificador de Elecciones, para que revise aquellos actos electorales impugnados que hayan contado al menos con un voto de minoría significativa en los tribunales supremos de los partidos políticos? La idea es que exista un control jurisdiccional electoral externo que garantice el adecuado ejercicio de los derechos de los militantes, a fin de que los procesos electorales cumplan con los estándares correspondientes. Afortunadamente, en esto se ha avanzado.

No obstante, quedó pendiente y no resuelto lo relativo a la democracia interna de los partidos. Me parece que la norma que aborda esta materia debe ser votada separadamente. Debemos establecer un principio democrático verdadero. Me refiero no solo al principio de “un militante-un voto” y elección directa; también algunos partidos tienen un sistema parecido al norteamericano, en el que existe un órgano colegiado electoral elegido por los militantes, el cual, a su vez, elige al órgano ejecutivo. Me parece que ese sistema es democrático, aunque prefiero el de “un militante-un voto” directamente. Pero lo que no me parece democrático, y lo quiero decir con mucho respeto, es que se establezca una especie de cascada de elecciones indirectas, en que un órgano elige al otro, y el otro al otro, y el otro al otro, y al final se diluye completamente la participación del militante. Y será perfectamente posible que eso ocurra, porque quedará establecido en una norma de rango estatutario cuál será el mecanismo de elección. 

Me pregunto qué dirán los ciudadanos si nosotros les entregamos no solo personalidad jurídica de derecho público, sino también recursos de todos los chilenos a partidos políticos cuya democracia interna se diluye absolutamente. Reitero, se establecerá en un estatuto la forma como deberán elegirse los órganos en un partido, lo que dará lugar a una cascada infinita de elecciones indirectas, que provocará que el militante termine votando por un órgano de un núcleo de una célula de un territorio específico. Al final, nadie sabrá cómo se eligen los órganos ejecutivos que, además, tendrán la posibilidad de administrar recursos de todos los chilenos.

Eso me parece simplemente inaceptable. En esta materia la Democracia Cristiana ha tenido una opinión muy clara y muy categórica, al igual que otros partidos de manera transversal. Incluso, algunos partidos que hasta hace poco tenían la costumbre poco democrática del “dedazo”, en el Senado defendieron el principio de “un militante-un voto”. Me sorprendió, por ejemplo, que el senador Larraín, de la UDI, defendiera el principio de “un militante, un voto” y fuera uno de los que votaron en esa línea en la comisión respectiva del Senado. Espero que la UDI hoy respalde lo que defendió el senador Larraín y vote separadamente la norma correspondiente, a fin de que establezcamos en esta futura ley un principio democrático. 

Incluso, el senador Larraín también estuvo conteste con lo que planteaba el gobierno en términos de buscar una solución que permitiera la elección democrática a través de un órgano electoral intermedio. Pero lo que se propone en el proyecto permitirá que no exista una exigencia democrática real, más allá de una declaración de principios vaga, ambigua, sin efectos en los procedimientos internos de los partidos.

Por último, quiero referirme a un asunto que abordamos en el debate. Cuando discutimos sobre las barreras de entrada y las condiciones de permanencia de los partidos, se planteó la idea de su constitución en tres regiones contiguas o en ocho regiones cualesquiera. Lo entiendo, porque lo que se busca es tener partidos políticos representativos, que no sean propiedad de un líder carismático, de un caudillo en determinado territorio; queremos partidos doctrinarios, partidos con principios y con valores, que realmente representen una filosofía de la sociedad y que no obedezcan a un liderazgo particular. 

Pero lo que excluimos derechamente fue la posibilidad de que existan partidos políticos regionales, que podrían tener requisitos distintos o más altos en su respectiva región. Conversamos en algún momento sobre este asunto con el diputado Auth y con el diputado Jackson. ¿Por qué no, si hay temáticas tan particulares en las regiones? El Movimiento Liberal Magallánico, hace algunos años, o el Movimiento Social por Aysén podrían haber tenido un canal natural de expresión a través de una fuerza política que realmente se estructure en función de las temáticas que interesan a sus regiones. Por su parte, la Región de La Araucanía también tiene una realidad política y cultural distinta. ¿Por qué no permitir que nazcan y se desarrollen fuerzas políticas que realmente canalicen las inquietudes de su región? Y lo digo particularmente por nuestra región. El gobierno, todos los gobiernos y nosotros nos hemos cansado de decir que la participación y el diálogo democrático es la forma de canalizar las inquietudes de nuestros pueblos originarios, particularmente del pueblo mapuche en nuestra región.

Muchos de ellos han hecho un tremendo esfuerzo para articularse en un partido político en formación, el Wallmapuwen, que podrá constituirse y que nacerá a la vida jurídica probablemente en marzo. Sin embargo, con este proyecto prácticamente los estaremos condenando a desaparecer en doce meses. A quienes optan por la participación política, por el diálogo democrático institucional, les daremos un portazo. Después nos quejamos de la tremenda desconfianza que existe entre el pueblo mapuche y el Estado chileno. Pero ¿cómo vamos a construir confianza si les damos un portazo a quienes quieren institucionalizar el diálogo político a través de un partido? 

Lo que hacemos con eso es darles fuerza a quienes dicen que no se puede confiar en el Estado chileno y que lamentablemente buscan vías de hecho, que rechazamos de plano, para sacar adelante sus reivindicaciones. La política es la forma que la democracia establece para obtener reivindicaciones.

Lamento que la indicación que promovimos para permitir la constitución de partidos indígenas no haya contado con el respaldo del Ejecutivo ni de los senadores. Nos dieron como excusa que existe el mecanismo de la consulta a los pueblos originarios en virtud del Convenio 169 de la OIT. Sin embargo, cuando se quiere avanzar, no se les consulta. Cuando se modifican los programas del Indap para los pueblos indígenas no le consultan a nadie. De hecho, el gobierno -tome nota, señor Presidente- va a modificar nada menos que el reglamento del concurso para postular al Fondo de Tierras y Aguas Indígenas, contenido en el artículo 20, letras a) y c) de la ley Indígena. Y lo va a modificar sin consulta. Sin embargo, respecto de la indicación que presentamos, que era una cuestión optativa, que constituiría una ley general -de hecho, hay un fallo del Tribunal Constitucional que, a propósito de nuestro requerimiento cuando impugnamos la ley de Pesca, señala que no es obligatorio para el Congreso Nacional-, se utiliza como excusa la consulta a los pueblos originarios para no avanzar en hacer sustantivos los derechos que se les reconocen a los pueblos indígenas en el propio Convenio 169 de la OIT y en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que hemos suscrito y ratificado como país. Me parece simplemente preocupante y lamentable.

Si se quiere que no sea un partido de un caudillo el que pueda obtener el umbral de votos parlamentarios, sino uno que tenga arraigo en la base social de la región, incorporemos requisitos distintos, por ejemplo, que además de la votación parlamentaria, los partidos regionales obtengan una votación en la elección municipal. Coloquémosles esos requisitos. Pero que nazcan mil flores y que después sean los ciudadanos los que definan cuáles son las que se mantienen. No les pongamos trabas a expresiones naturales como son los partidos regionales, que pueden representar temáticas tan sensibles e importantes como las de nuestros pueblos indígenas, como las de las zonas extremas u otras.

Creo que en esta legislación hay un vacío que debemos resolver. Lamento que lo hayamos planteado en la Sala en el trámite constitucional anterior, y que se haya mirado hacia el techo. Regulémoslo de otra forma. Establezcamos que los partidos que tengan vocación nacional tengan requisitos de entrada más bajos -concuerdo con lo que se hizo- y, quizás, condiciones de existencia más altas. Pero que aquellos partidos que no se quieran definir como partidos nacionales tengan otros requisitos y tengan otras limitaciones; por ejemplo, que no puedan presentar candidatos a la Presidencia de la República, y que solo puedan presentar candidatos y realizar sus actividades propias, definidas en el artículo 2° de la ley, solo en la región respectiva. Establezcamos esos límites; no nos farreemos la oportunidad de elaborar un estatuto jurídico en particular para los partidos regionales.

Anuncio que pediremos votación separada de algunas disposiciones, para tratar de defender los puntos que he señalado en nombre de la Democracia Cristiana.

He dicho. 

El señor CARMONA (Presidente accidental) .- Tiene la palabra el diputado Patricio Melero. 

El señor MELERO.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a los ministros presentes y a la subsecretaria de la Segpres.

Qué bien le hace al fortalecimiento y a la transparencia de nuestra democracia el hecho de que hoy aprobemos las dos iniciativas que conocemos en tercer trámite constitucional. 

Ha quedado en evidencia que frente a las dificultades que ha habido y que hemos conocido en Chile durante los últimos años en materia de partidos políticos, de sus líderes y de financiamiento de la política, hemos dejado mucho que desear.

La legislación que espero que hoy aprobemos demuestra que existe un mundo político 
-una clase política, como a algunos les gusta decir-, compuesto por un gobierno, un Parlamento y partidos, que no nos hemos quedado de brazos cruzados frente a lo que ha ocurrido, sino que reaccionamos, cambiamos, proponemos y desafiamos nuestras propias potestades, en virtud de una mayor transparencia. 

Es bueno resaltarlo, cuando hoy se deslegitima la función del Parlamento, de los partidos y de los líderes.

Qué bien le hace a Chile que estemos legislando en estas materias y qué señal más potente ante la opinión pública es decirle que no estamos de brazos cruzados, sino trabajando para que los hechos negativos que ocurrieron no se repitan y para que el sistema democrático sea justamente lo que debe ser: un ente que represente fielmente la inquietudes ciudadanas, los problemas que afectan a los chilenos y donde se expresen los conflictos y los disensos que, naturalmente, se dan en las sociedades democráticas.

Por otra parte, no tengamos ni caigamos en la falsa ilusión de que si bien la propuesta aprobada incorpora estándares de publicidad y gestión -ellos constituyen avances notorios respecto al orden vigente y guardan coherencia con las propuestas que hizo el consejo asesor presidencial que encabezó el señor Engel-, se está intentando construir todo esto con el objetivo de recuperar la confianza perdida en las instituciones de nuestra democracia. Si esta ley en proyecto no va acompañada también de líderes y dirigentes políticos que sepan estar a la altura de las demandas que ella establece, de líderes que tengan un estilo y una forma de actuar que sea un ejemplo para la ciudadanía, no se logrará recuperar el respeto perdido. 

Las ideas, los proyectos, las convocatorias ayudan; pero es el ejemplo el que arrastra, el que seduce y provoca los cambios para recuperar la confianza que hemos perdido. 

Por tanto, si bien esta ley en proyecto -así lo he destacado- es muy importante, también debe ir acompañada de un estilo y una forma distinta de nuestro actuar que se constituya en un ejemplo ante el ciudadano, que genere su admiración, su respeto y su seguimiento, todo lo cual hemos ido perdiendo.

En forma muy breve me referiré puntualmente a algunos aspectos de esta iniciativa, pues son muchos los que ella establece.

Primero, la importancia que tendrá la reafiliación de la militancia.

Como presidente de partido, me tocó darme cuenta de cómo los registros de los partidos políticos han ido perdiendo vigencia en el tiempo. 

Las elecciones cada día tienen menor participación. Le hará bien al fortalecimiento de nuestro sistema democrático el que todos los partidos deban realizar un trabajo de reafiliación, o de afiliación en el caso de los nuevos, para tener militancia real y comprometida, y que no persista la situación que hoy se da, pues muchas de las personas que militan desde hace muchos años son verdaderos entes pasivos.

Segundo, me parece muy importante el que se establezca en la ley en proyecto la obligación de que el sistema de elección al interior de los partidos se realice basado en el principio de “un militante, un voto”.

Hoy, prácticamente todos los partidos políticos funcionan así, salvo el Partido Comunista, que no conoce la democracia en ninguna de sus instancias. Ojalá que la incorpore a la elección de sus propios directivos y no siga manteniendo su tenaz oposición a ella.

El Partido Socialista ha evolucionado en este tema, y ojalá también avance en la implementación del referido sistema.

Nosotros en la UDI ya lo hicimos: pasamos de un sistema democrático indirecto al de “un militante, un voto”. Por tanto, es de la esencia de la democracia que ello quede bien plasmado en esta futura ley. 

Las órdenes de partido -no las hemos ejercido todavía, pero eso ya vendrá; obviamente, es algo que a todos nos va a tocar-, sin duda, son un elemento que tenemos que desterrar de nuestra cultura y de nuestra forma de actuar, especialmente en el Parlamento. Pero ojo con lo siguiente: ¿Qué hace que un grupo de personas formen parte de un partido político? ¿Quiénes militan en un partido? Aquellos que comparten una forma de pensar en torno a determinados principios y valores. 

Por consiguiente, lo que tiene que hacer quien no se sienta cómodo con su partido es no militar en él. Pero no podemos pretender tener un partido político en que cada cual haga lo que quiera o en el que su dirigencia obligue a un militante o a un parlamentario a votar en cierta dirección.

Por último, en el breve tiempo que me queda quiero señalar que con este proyecto se ha pretendido rebajar de 0,5 a 0,25 el guarismo para a la constitución y permanencia en el tiempo de los partidos políticos.

A ese respecto, no consolida ni fortalece a una democracia el que un partido político en una región se pueda constituir con menos militantes que una junta de vecinos; lo señalo con mucho respeto y con el cariño que le tengo a ese tipo de organizaciones. Eso no le hace bien a nuestro sistema democrático. La proliferación de partidos diseñados en torno a un liderazgo personal, carentes de una base mínima y con proyección en el tiempo no son buenos para nuestra democracia.

Lo que les ha dado estabilidad democrática a los países son justamente las coaliciones grandes e importantes. Ello, sin desechar los partidos minoritarios. Pero no podemos transformar partidos minoritarios en minúsculos, restringidos a una base muy pequeña de militancia y, muchas veces, amparados en el liderazgo de una o dos personas, sin mayor base.

Por eso, me parece que el 0,5 por ciento es la cifra adecuada; es la base sobre la cual nos constituimos todos los partidos. 

Además, con este proyecto estamos agregando un elemento adicional, cual es la obtención de un porcentaje específico en la última elección de diputados para que los partidos puedan permanecer en el tiempo.

En esa línea, el proyecto de ley presenta un retroceso. Creo que el 0,5 por ciento era la proporción adecuada para la constitución de partidos políticos. 

Por último, las modificaciones del Senado, que votaremos favorablemente, se hacen cargo de estándares distintos en materia de publicidad y gestión, y constituyen avances notorios para el orden vigente. Eso refleja claramente que estamos empezando a entender que los actuales estándares éticos de nuestra sociedad son muy distintos de los que ella tenía en el pasado, y hacemos bien en adecuarnos a esos cambios.

He dicho.

El señor CARMONA (Presidente accidental) .- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, intervengo en esta oportunidad para valorar la presente iniciativa. Hemos ido arrastrando una dificultad relacionada con la necesidad de modernizar nuestros partidos políticos, de ponerlos al día en un momento en que la demanda ciudadana en términos de participación es muy alta.

No obstante valorar esta iniciativa, que se encuentra en tercer trámite constitucional, y anunciar, en consecuencia, mi voto favorable a las modificaciones del Senado, quiero hacer una pequeña observación.

Los partidos políticos son organizaciones voluntarias, tienen ese carácter. Partidos como el nuestro, que ya tiene más de ochenta años de existencia, han sobrevivido a momentos políticos muy complejos; a momentos de gloria, cuando han tenido la capacidad de elegir un Presidente o Presidenta de la República, y momentos de virtual desaparición, cuando fuimos objeto de una represión brutal.

Hemos logrado sobrevivir porque, entre otras cosas, hemos podido construir un modo de vida interior, que se ha transformado en una cultura que nos ha permitido enfrentar esos avatares con éxito. 

Como manifesté, hemos tenido buenos momentos y momentos muy ingratos, pero hemos logrado sobrevivir y mantener una representación ciudadana que, sin ser extraordinariamente mayoritaria en cada caso, nos ha transformado en un actor político relevante.

¿Por qué señalo lo anterior? Porque quiero enfrentar esta suerte de idea de sentido común que se ha intentado instalar, en cuanto a que esta modernización se hace contra los partidos políticos; a que todo esto se realiza a contrapelo de los partidos políticos; a que los grandes opositores a este proceso de modernización han sido los partidos políticos. Ha habido destacados intelectuales y gente de mucho renombre que ha hecho de esto una retórica permanente.

Es verdad que en muchos casos no colaboramos al prestigio a la institución “partidos políticos”. Pero eso no significa que estemos en situación de decir que somos una cáfila de maleantes que nos juntamos para hacer todo tipo de tropelías, porque eso no es así. Cada vez que se rinde un homenaje a una persona en nuestro país estamos hablando, a lo menos en la mayoría de los casos, de un militante de alguna de estas organizaciones políticas. Y las homenajeamos permanentemente porque han sido parte constructora de la democracia de este Chile.

De allí que mi intervención no se refiera al contenido mismo del proyecto; es más bien un intento por salirle al paso a esa nefasto planteamiento supuestamente de sentido común, pero extraordinariamente virulento en algunos casos y muy desafortunado para lo que queremos construir con miras al futuro.

Cuando los dirigentes y las demás personas que están en el entorno de la política no hacen más que solazarse de lo que ocurre con los partidos, no contribuyen, menos aún cuando los demonizan, como se ha intentado hacer.

Los partidos políticos no son un ejemplo muy distinto al del resto de las organizaciones que forman parte de nuestra sociedad, pero tienen una virtud que los diferencia: son asociaciones voluntarias de personas unidas por ideas y afectos; y es precisamente gracias a esos afectos que hemos logrado sobrevivir, porque hemos establecido solidaridades internas que nos han permitido enfrentar situaciones extraordinariamente horrorosas, como las que sufrimos los partidos de la izquierda durante años.

Entonces, quiero enfrentar esa idea supuestamente de sentido común que señala que todo esto se ha hecho a contrapelo de los partidos políticos, porque lo cierto es que hemos colaborado como el que más a la formulación de esta iniciativa, y vamos a colaborar como el que más para su aprobación.

Lo hacemos con la convicción de que es sano para la democracia, y lo hacemos con alegría, con interés, con vocación, no porque nos hayan convencido de que esto es mejor que lo otro, sino porque siempre hemos tenido la certeza de que es así.

Los partidos políticos no necesitamos catones que nos vengan a decir lo que debemos hacer. Estamos dispuestos a escuchar, pero sobre la base del respeto que merecemos, porque hemos logrado sobrevivir en Chile gracias a ese afecto y a esa cultura que hemos construido.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, permítame saludar por su intermedio a los ministros que nos acompañan.

Vamos a votar a favor este proyecto en consideración a que connota la importancia que tienen los partidos políticos para el sistema democrático.

¡Qué son los partidos políticos, que no sea la representación de una síntesis acerca del concepto de sociedad que un sector de ella tiene!

De ahí que la cantidad de partidos deba estar vinculada a la cantidad de ideas agrupadas que haya en una sociedad respecto de ella misma, las que luego se validarán según el respaldo que logren en alguna confrontación electoral.

Pero no quiero gastar el tiempo en otra cosa que no sea en referirme a la afirmación del diputado de la UDI Patricio Melero sobre la consideración de partido democrático o no, haciendo alusión al Partido Comunista. 

No concibo a un partido desvinculado de su política. Un partido no es un “nucleamiento” de personas que se reúnen por razones azarosas; tampoco es un grupo de interés de personas que se junta en función de alcanzar algún grado de representación popular sin que medie una idea común entre quienes lo integran, que se da en llamar “política”.

Por ello, hay que medir la condición democrática de un partido político en tanto su acción política sea democrática. 

Al respecto, desafío al diputado Patricio Melero, que representa al partido que fue fundado bajo la dictadura de Pinochet, a que cuestione la condición democrática del Partido Comunista, pero respecto de su política. Lo planteo con un sentido de reconocimiento hacia quienes lucharon por recuperar la democracia en esas condiciones.

Señor Presidente, se van a cumplir cuarenta años desde que tres direcciones del Partido Comunista fueron detenidas y hechas desaparecer, desde la dirección que encabezó Víctor Díaz, quien cayó en mayo de 1976, hasta la dirección que encabezó el compañero Fernando Ortiz, respecto de quien en diciembre próximo conmemoraremos los cuarenta años de su desaparición.

Fueron grandes cuadros políticos e intelectuales de nuestro país comprometidos con la causa de los trabajadores, con la libertad y con la democracia, quienes entregaron lo mejor que tenían, su vida, para que esos principios se abrieran paso en nuestra sociedad.

¿Va a decirme el diputado Melero que Fernando Ortiz, Víctor Díaz, Jorge Muñoz, Waldo Pizarro, Marta Ugarte y los demás dirigentes comunistas desaparecidos no tenían motivaciones democráticas?

Hay que tener mucho cuidado para no esconder en una formalidad organizativa la condición democrática de un partido, sin mirar cuál es su política.

Pueden organizarse, votar a cada rato, elegir autoridades, etcétera; pero si su política es excluyente y atenta contra un sector de chilenas y chilenos, deja de ser una fuerza democrática.

¡Eso es lo que determina la condición democrática de un partido!

Se fue mucha gente del Partido Comunista. ¿Se fueron por diferencias con su organización o por diferencias con su política? No conozco a nadie que haya recurrido, para negar la política del Partido Comunista, a que la forma en que estaba organizado era la explicación de esa política.

Entonces, creo que hace bien el proyecto en sostener la voluntad de quienes constituyen un partido respecto de sus métodos democráticos en los estatutos del partido que, además, estarán bajo el control del Servicio Electoral. Pero es allí donde se expresa la soberanía. Lo otro sería un intervencionismo de un partido respecto de otro, o un intervencionismo del Estado respecto de un partido, lo que negaría incluso el concepto de partido político como institución clave para la democracia de un país.

Por ello, connotamos y destacamos el valor que tiene lo colectivo en un partido que no tiene destacados dirigentes por sus recursos económicos o mediáticos, sino muchos dirigentes que son cuadros obreros anónimos, como fueron Víctor Zamorano o Américo Zorrilla, quien jamás habría llegado a ser ministro de Estado si eso dependiera de las leyes del marketing, como tampoco habría logrado elevarse a la categoría de dirigente nacional bajo ese supuesto.

Quiero, entonces, connotar esta intervención como un homenaje a cada una y cada uno de nuestros compañeros y compañeras del Partido Comunista y de las Juventudes Comunistas que cayeron detenidos, fueron hechos desaparecer o directamente ejecutados en los años fatídicos de la dictadura.

¡En homenaje a Fernando Ortiz, a Víctor Díaz y a Carlos Contreras Maluje, vamos a respaldar este proyecto!

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Cristián) .- Señor Presidente, tal como dije respecto del proyecto de ley de fortalecimiento de la democracia, creo que el Parlamento está dando respuesta y se está haciendo cargo de una serie de inquietudes que surgieron a partir de varias ilegalidades que han dado pie a diversos juicios y cuestionamientos importantes respecto de la actividad política.

Es evidente que los partidos políticos y los parlamentarios tenemos una oportunidad para hacer gestos reales en cuanto a que nos hacemos cargo de esa situación. Quizás eso diferencie a nuestro país de otros en torno a hechos de corrupción, ilegalidades y delitos que se cometan en la esfera de lo político. 

Eso es lo que ha marcado la tradición del país: hacerse cargo de estos problemas, regularizar las situaciones, introducir los cambios necesarios y sancionar fuertemente a quienes corresponda. Creo que hoy estamos dando una señal fuerte en ese sentido, más allá de las diferencias respecto de cómo queremos la nueva ley de partidos políticos, de cómo queremos la nueva ley de fortalecimiento de la democracia y el financiamiento de la actividad política, que es una demanda que venimos haciendo desde hace bastante tiempo, porque era muy necesario hacer las correcciones del caso.

Lo concreto es que aquí hay un parlamento, un gobierno y un grupo de políticos que se hacen cargo de lo que pasa, hacen gestos, dan señales y dan respuestas a la ciudadanía.

Lo escuché, lo leí y lo vuelvo a repetir: no hay nada más difícil que autolimitar o autorregular las facultades y atribuciones que uno tiene, en cualquier ámbito. Eso es precisamente lo que estamos haciendo hoy: autolimitarnos, restringirnos, pero también dar señales claras a la ciudadanía respecto de cómo podemos mejorar la calidad de la política, que, a nuestro juicio, es clave para lo que se nos viene en adelante.

En torno al proyecto que modifica la ley de partidos políticos, quiero hacer varios comentarios.

En primer lugar, la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos estaba pidiendo modificaciones a gritos. Recordemos que se aprobó en una época en que no había democracia, no se creía en los partidos políticos y no se vivía en un ambiente politizado y con partidos políticos, como ocurría hasta antes del 73, y, por lo tanto, fue concebida como en una incubadora. Si bien tiene aspectos muy positivos, contiene elementos desvinculados de la realidad. 

En consecuencia, creo que llegó el minuto de hacernos cargo de esos cambios y de realizar modificaciones importantes a dicha ley.

También creo que el gobierno incurrió en el mismo error que se cometió en el gobierno del general. Cuando uno lee el mensaje, se da cuenta de que los partidos son considerados como una caja de pandora, una caja negra en la que nadie sabe lo que ocurre. El mensaje presidencial y la actitud del Ejecutivo demuestran que la desconfianza en los partidos políticos motivó a modificar la legislación sobre el particular, a buscar fiscalización por fuera, a través del Tribunal Calificador de Elecciones, del Servicio Electoral o de cualquier otro organismo; a poner trabas, a amenazar con disoluciones, todo lo cual constituye una señal de que no se cree en los partidos políticos. 

Lo anterior es un error garrafal, porque existe absoluto consenso en que la defensa de la democracia pasa por defender principios, como los principios democráticos para elegir a las autoridades, el Estado de derecho y el decir “no” a las reelecciones indefinidas. 

Sin embargo, se debe considerar que los partidos políticos son los que conforman, promueven y organizan ese tipo de normas en forma civilizada. No hay otra manera de acceder al poder en forma civilizada si no es a través de los partidos políticos con tradición, con años, con historia y que, además, no sean caudillistas, para que no suceda lo que ocurre con partidos de países vecinos, que no sobreviven ni siquiera a una elección, ya que dependen de un caudillo que levanta un mensaje; pero cuando el mensaje se termina, el partido se acaba en la elección siguiente. 

Por eso, considero importante destacar la labor que cumplen los partidos, más allá de que sean ninguneados y mal evaluados. Estamos modificando la ley correspondiente para recuperar la confianza de la ciudadanía, lo que creemos importante.

A continuación, abordaré dos aspectos que también me interesa destacar, comentar y dejar establecidos. 

Por definición, los partidos políticos, además de ser organizaciones autónomas, son asociaciones voluntarias de personas, unidas por principios políticos y sociales vinculados con una determinada mirada de la sociedad. 

A través de la iniciativa, estamos otorgando demasiado énfasis al rol fiscalizador de órganos externos, como el Servel y el Tricel, lo que es muy oportuno e importante; pero también es relevante el manejo y el desempeño que el Servicio Electoral, que hoy tiene autonomía constitucional, y el Tribunal Calificador de Elecciones adopten respecto de los partidos políticos. 

Si se pretende cambiar, a través del Servel o del Tricel, la manera de actuar o de adoptar decisiones de los partidos políticos, se podría llegar a situaciones absurdas, como las que se producen en Venezuela, donde, a semanas de designar los candidatos al Parlamento, al Partido Social Cristiano le echaron abajo su directiva y nombraron una nueva, proclive al gobierno de Maduro, a fin de influir en la designación de los candidatos. Esto significaría que el Servel o el Tricel no estarían cumpliendo sus funciones. 

El principio de autonomía de los partidos políticos es tan importante como el principio de autonomía del Servel, del Tricel y de instituciones similares. Nos parece perfecto que exista fiscalización; pero eso no puede ser motivo y argumento para pasar por encima de la necesaria autonomía que los partidos políticos tienen al momento de adoptar decisiones, por ejemplo, sobre nombramientos de candidatos presidenciales o parlamentarios, decisiones políticas y las que se vayan adoptando respecto de las votaciones.

Nos parece muy bueno que el Senado haya entrado en razón, al igual como lo hizo la Cámara de Diputados, respecto de las órdenes de partido y de votar, que son dos temas distintos. ¡Qué bueno que quedara establecido que no se permite ni la una ni la otra! La necesaria autonomía y disciplina de los partidos tiene que ir de la mano con la autonomía de los parlamentarios y de las autoridades que ocupan cargos de gobierno. 

La disciplina no está dada por la fuerza de la norma, sino por los principios a los que adscribo y por la voluntariedad que implica formar parte de un partido político. Al momento de votar, soy disciplinado no por una eventual sanción que se me pueda imponer, sino porque creo en ese proyecto político y en quien está dirigiendo ese partido, por lo cual no necesito una norma que me obligue, que me lo establezca o que me lo señale; lo soy simplemente porque creo en un proyecto político específico y, por eso, formo parte de la militancia de ese partido. 

Por eso me parece muy bien que las órdenes de partido no queden establecidas como una norma obligatoria, sino como algo que cada partido vaya resolviendo, pero que finalmente se respete la autonomía necesaria que deben tener las diferentes autoridades, sobre todo las elegidas para representar a la ciudadanía en el Parlamento.

Por otra parte, aspiro a que se aplique el sistema de “un militante, un voto”. En consecuencia, solicitaré votación separada respecto del artículo 23 bis, para que se revise la manera de elegir a las autoridades de los partidos.

Sé que los partidos tienen tradiciones, tienen maneras de elegir a sus autoridades y que, como lo explicó el diputado Fuad Chahin, aplican un sistema de cascada, que consiste en que un órgano elige al otro, al otro y al otro, por lo que, de repente, aparece una directiva que nadie sabe muy bien quién eligió. 

En la actualidad, los partidos tienen militantes, directivas y órganos intermedios o colegiados. Aspiro a que esos militantes puedan elegir, no digo a todas las autoridades del partido, pero al menos a su directiva nacional mediante el sistema de “un militante, un voto”. 

Todos podemos considerar democráticos los mecanismos de elección indirecta que utilizan partidos, como los que emplean los partidos Comunista y Socialista; pero está claro que no hay nada más democrático, fuerte, importante y que honraría muy bien el nombre del proyecto y fortalecería el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilitaría su modernización, que una directiva nacional, que representa la cara visible, la conducción del partido -con todo lo mal que se pasa en esos cargos; ese es un mensaje mío-, elegida por los militantes con el sistema de “un militante, un voto”. 

A lo mejor, los consejos, el tribunal supremo, la comisión política, los tribunales regionales pueden ser elegidos en forma indirecta, a través de consejeros que los militantes elijan mediante sufragio. Sin embargo, aspiramos a que al menos la directiva nacional del partido de que se trate sea elegida en forma democrática con el sistema de “un militante, un voto”. Además, es muy sano, ya que reactiva las bases y los partidos, levanta propuestas, etcétera. 

Por eso señalé que la discusión se va a dar solo si se rechaza y se pide que se revise en comisión mixta el artículo 23 bis, para establecer una norma especial respecto de la manera en que se va a elegir la directiva de los partidos. 

En cuanto a los demás aspectos, uno siempre aspira a la perfección; pero la iniciativa constituye un gran avance respecto de la forma en que van a funcionar, organizarse y estructurarse los partidos políticos.

En materia patrimonial, considero que se abordó muy bien la manera de ir solucionando los problemas que los partidos han venido arrastrando desde hace mucho tiempo, sobre todo para que regularicen su patrimonio de manera correcta.

Espero que cuando el proyecto se convierta en ley, se recupere la confianza de la ciudadanía en los partidos políticos, ya que siempre se hizo lo contrario. Está todo dado para que los partidos adquieran nuevamente relevancia, ya que la iniciativa tiene un buen mensaje, establece recursos razonables, limitados y muy fiscalizados, a fin de reencantar a la ciudadanía y permitir lo que manifesté al principio, cual es que una democracia fuerte es la que tiene partidos fuertes, porque es la única manera de acceder civilizadamente al buen poder, a gobernar correctamente para la ciudadanía.

Señor Presidente, reitero que solicitaré votación separada respecto del artículo 23 bis.

He dicho. 

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Giorgio Jackson.

El señor JACKSON.- Señor Presidente, por su intermedio saludo nuevamente a los ministros y a la subsecretaria que nos acompañan.

Considero importante lo señalado por el diputado Lautaro Carmona respecto de un reconocimiento a los partidos por su historia y por las diversas luchas que han mantenido a lo largo de nuestra historia. 

Sin embargo, también es necesario reconocer que buena parte del desencanto actual de la ciudadanía por los partidos se debe a las propias acciones de los partidos desde el retorno de la democracia a la fecha. Existen expectativas sin cumplir, militantes desencantados por la forma en que funcionan las lógicas partidistas o el financiamiento de los partidos, lo que ha significado la captura de los poderes empresariales, muchas veces invisibles al militante de base, de las decisiones de sus cúpulas o de los representantes elegidos a través de los partidos. 

Lo descrito ha ido desencantando a la ciudadanía y a las propias bases de los partidos políticos en relación con estos.

Al respecto, cabe plantear el cuestionamiento a los partidos que hoy existen sobre qué tan vinculadas están sus bases con los problemas que afectan a la sociedad y qué tan vinculados están las cúpulas o quienes toman las decisiones con sus propias bases de militantes. 

Los partidos políticos tienen padrones abultados, que esperamos se actualicen después de la aprobación de este proyecto de ley.

¿Cuántas personas firman una militancia por conveniencia y muchas veces sin siquiera conocer los principios doctrinarios del partido? ¿Cuántas personas firman en un partido político simplemente para acceder a algún beneficio clientelar que le ofrece un dirigente o para acceder a un cargo gubernamental? Al respecto, se ha denunciado la exigencia de un carné de militancia para acceder a algún puesto, lo cual obviamente condenamos.

Corregir el sistema de representación política no es resorte solo de las leyes. Se ha hecho un esfuerzo importante en este proyecto. A mi juicio, todos, pero principalmente la sociedad civil -a diferencia de lo que dijo el diputado Andrade- ha puesto el acento en ello. Me parece muy autocomplaciente que él señale que a los partidos se les ocurrió legislar sobre este tema, ignorando y faltándole el respeto a la historia de la tramitación de este proyecto de ley.

Más allá de la presión social ejercida para cambiar la legislación, hay un tema cultural involucrado. Vivimos en una sociedad hiperconectada, pero con un sistema de representación, incluidos los partidos políticos, propio de los siglos XIX o XX. Este tipo de cambios, que pueden ser considerados como avances, en ningún caso estarán al nivel que necesita una sociedad tan conectada y demandante como la actual.

Quiero agregar un par de cosas respecto de las cuales tengo pequeñas diferencias. Más allá de que se hayan arreglado las condiciones de entrada, me parece que las condiciones de permanencia son muy exigentes para contar con la personalidad jurídica. Sin financiamiento público, quizá pueden desaparecer muchas posibilidades a las que la ciudadanía quiere optar. 

Sin su participación, se fomentará que se disgreguen las fuerzas y no puedan colaborar entre sí al momento de las elecciones.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, vayan mi saludo y mi reconocimiento al ministro y a la subsecretaria por la tramitación de este proyecto de ley.

Ingresé a militar en un partido a los tempranos 14 años, y lo sigo haciendo no sé por cuánto tiempo más. Por eso, reconozco la importancia que tienen la política y los partidos tanto para la gobernabilidad de los países como para el impulso de los cambios políticos, sociales y económicos de los países.

Me parece una revolución conceptual -lo predicamos en el desierto por muchos años- el haber convertido a los partidos políticos en corporaciones de derecho público. De ahí parte el cambio esencial de enfoque de la relación entre el Estado, la sociedad y sus partidos políticos, los cuales tienen valor porque aúnan voluntades individuales detrás de un proyecto colectivo. Eso es lo que les da sentido. Así lo pueden comprobar tanto los que sueñan con armar nuevas fuerzas políticas, por ejemplo, los diputados Boric y Jackson, como los que sostienen partidos centenarios, como el Partido Comunista, de cuya historia recién nos ilustró el diputado Lautaro Carmona. Incluso más, hace algunos años, cuando en esta misma Sala celebramos el centenario de esa tienda política, tuve el honor de rendirle homenaje en nombre de mi bancada.

El hecho de transformar a los partidos políticos en corporaciones de derecho público y, de paso, de definir un aporte fiscal por el solo hecho de existir los partidos, entrega el derecho al Estado y a la sociedad de imponerles obligaciones. Así, por ejemplo, un partido mapuche, como el que se está formando en La Araucanía, podría resistirse a la noción de la cuota, porque su idiosincrasia establece un rol distinto de la mujer en la cultura mapuche. 

Recuerdo que en nuestro propio partido tuvimos ese problema a la hora de establecer las cuotas en las regiones mapuches. 

Sin embargo, la sociedad define objetivos comunes, que son simples y universales: la transparencia, la democracia interna, la participación de la mujer y la obligatoriedad de proponer ideas y de educar no solo a sus militantes, sino también a la comunidad en cuanto a sus propuestas políticas.

Desde ese punto de vista, me parece que, como se dice en el campo, “se metió la puntita”. Hay que avanzar muchísimo más en el rol que debe cumplir el Servel respecto de los partidos políticos. 

Desde hace años vengo diciendo que dicho organismo debiera convertirse, en la práctica, en una especie de superintendencia de partidos políticos. Se dice que el Servel podrá vigilar, controlar y asegurar que las elecciones internas se hagan muy bien; pero hay que avanzar para que ello sea una obligación del Servel.

Yo tengo la convicción -así se lo he planteado al ministro en un par de ocasiones- de que el Servel debe vigilar que los partidos políticos cumplan lo establecido en sus propios estatutos; porque una cosa es escribir que habrá un consejo nacional una o dos veces al año, que habrá una elección al término de dos o tres años, y otra distinta es hacer efectivamente esas reuniones del consejo nacional y esas elecciones. 

Según la experiencia que tengo de mi propio partido y mi observación de lo que ocurre en el resto, las directivas de los partidos suspenden la aplicación de sus propios estatutos con exagerada frecuencia. Por supuesto, no hay mecanismo por el cual los militantes puedan protegerse de esas decisiones. 

La sociología habla de la ley de hierro de la oligarquía. Los partidos pueden ser capturados por sus directivas. Por eso, el Estado, al financiarlos y al definirlos como corporaciones de derecho público, se obliga a defender los derechos militantes.

Desde esa perspectiva, hay que vincular el financiamiento al respeto de los estatutos. Si un partido no desarrolla los consejos nacionales, principal instancia democrática, durante un tiempo determinado no debería seguir recibiendo los aportes del fisco. Si un partido no hace elecciones internas cuando corresponde, está fallando a su compromiso central. Ahí hay una veta en la que se puede profundizar después de aprobar este proyecto. Me parece que es un hito fundamental, por lo cual debe ocurrir ahora.

Ahora bien, no podemos, en nombre de la idiosincrasia, decir que en Chile puede haber corporaciones de derecho público, en este caso los partidos políticos, sin democracia interna. 

Obviamente, hay procedimientos electorales distintos para elegir al presidente del partido y a sus vicepresidentes; pero se debe obligar por ley a que la instancia democrática principal sea elegida por voto directo, universal, secreto e informado. 

Una cosa es que se elija un consejo nacional mediante voto directo, universal, secreto e informado, y este, a su vez, elija, tras una discusión política de propuestas, a sus máximas autoridades, y otra distinta que las elija una célula de cinco personas sobre la base de la proposición de los que salen, pero no en votación, sino en discusión democrática, para que luego esto se repita sucesivamente hasta llegar al máximo directivo. 

Sé que algunos califican eso como democracia burguesa, pero estamos en una sociedad burguesa y en una democracia representativa. Lo que estamos definiendo es una ley para los partidos políticos de la democracia representativa, y esa ley puede y debe exigirlo.

El diputado Patricio Melero ha hecho gárgaras en relación con las elecciones democráticas y universales, pero todavía no las ejecutan, después de veintitantos años de funcionamiento del partido. Pero finalmente tomaron la decisión -en hora buena lo hicieron- de incorporarse a una corriente nacional, que es una demanda de la gente.

Respecto de los requisitos para la constitución de partidos, escribí una carta a mi amigo el ministro Nicolás Eyzaguirre -nunca recibí la respuesta- sobre el incumplimiento del compromiso que estableció el gobierno de la Nueva Mayoría con los independientes representados en el Congreso Nacional para terminar con el sistema binominal, que incluía la rebaja de los requisitos para constituir partidos. Me parece oportuno que eso se haya corregido en el Senado. 

Pero continúa incumpliéndose uno de los compromisos establecidos, cual es la posibilidad de que se constituya un partido en una región. Al respecto, les quiero decir -lo voy a registrar por escrito- que es muy probable que el gobierno de turno presente una ley corta, en marzo de 2018, cuando ocurra lo siguiente: uno, dos o tres partidos regionales van a sacar el 15 o 20 por ciento de los votos en su región, van a elegir uno, dos o tres parlamentarios, pero, por imperio de la ley, van a tener que disolverse. 

Francamente, vamos a estar apresurados para evitar ese escenario -no lo voy a caracterizar, porque me faltarían palabras-, porque es un contrasentido que, a estas alturas, en que convocamos a un movimiento de descentralización, que va a culminar, más temprano que tarde -aunque algunos quieran más tarde-, con la elección de los intendentes, no se permita constituir a una red de liderazgos locales una entidad colectiva que les permita competir, y que, además, se entienda que la política es solo el Congreso Nacional. Es decir, quien no tenga parlamentarios, no va a existir, aunque tenga todos los alcaldes de una región, aunque haya ganado la elección de intendente, aunque sea la principal fuerza de concejales en una región. Creo que debiéramos incorporar ese aspecto en los criterios, porque esto está excesivamente parlamentarizado. 

Cuando un partido se tenga que disolver porque eligió parlamentarios en una sola región, y no en más de una, como establece el proyecto de ley, les aseguro que entre noviembre y marzo vamos a estar pensando en cómo arreglamos esa situación, a la que estamos concurriendo de manera pasiva. Lo he dicho en todos los tonos y, además, existe un compromiso al respecto. La política se degrada cuando los compromisos no se cumplen.

Lo que estamos haciendo es muy importante para la democracia chilena, aunque no lo hagamos de manera perfecta. De hecho, ahora estamos un poco apurados en esta Sala semidesierta, porque seguramente en estos momentos muchos colegas están satisfaciendo sus necesidades biológicas naturales.

Me parece que el Senado no resolvió la exigencia democrática básica para los partidos y que de la Cámara de Diputados salió una propuesta que no resuelve el problema, porque solo es una especie de declaración genérica de que tiene que haber democracia, pero sin precisar cómo se entiende la democracia interna. No quiero imponer nada más que la adhesión a los principios que constituyen la nación. De lo contrario, no se podría establecer que no se tenga más del 60 por ciento de un género. Pero nadie dice nada al respecto. 

Aunque valoro sus palabras, también discrepo de mi amigo Lautaro Carmona cuando dice: “No conozco a nadie que se haya salido del Partido Comunista por razones de falta de democracia interna”. Perdóneme, diputado Carmona, pero ese es un cuento. Soy de familia comunista, fui muy amigo de Volodia Teitelboim y de cuánto comunista hay y sé que miles y miles de militantes se han ido del partido por no poder ejercer el derecho a presentar su opción ante los afiliados en un escenario de discusión democrática. Eso es lo que esta futura ley debe garantizar: el derecho del militante de un partido a presentar su opción política frente a los militantes y ser votado. No es solo el derecho a votar, sino también el derecho a ser votado, que, por lo demás, es el derecho que tiene cualquier ciudadano en un país democrático. Por lo tanto, si los partidos se inscriben dentro de un país democrático, tienen que aplicar estos principios.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Jaime Bellolio.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, saludo a los otros doce colegas que se encuentran en la Sala que participan en este debate fundamental, así como también al señor ministro secretario general de la Presidencia.

La política y los partidos políticos están en el suelo. Sin embargo, no es la democracia representativa la que está muriendo; lo que está cambiando es la desadaptación de quienes hoy ejercemos el poder. 

Justo hace cinco años, en la plaza Tahrir, de El Cairo, se desarrollaban movilizaciones en contra de la dictadura de Mubarak, que terminaron con su derrocamiento y con una demanda por mayor democracia y mejores instituciones. Lo que parece paradójico es que, precisamente ahí, en Egipto, la forma piramidal de la toma de decisiones comience a caer. Eso es lo que hoy día está en crisis: suponer que desde hacia arriba hacia el medio y desde el medio hacia abajo es la manera de liderar y ejercer el poder. Eso es lo que hoy está en crisis, y no la democracia representativa. 

Lo que hoy exige la ciudadanía no es solamente mayor transparencia y mayor conocimiento de las cosas que ocurren en los asuntos públicos, sino también participación, no solo del producto final de algo, sino también del proceso por el cual se llega a ese producto final, lo que implica una participación mucho mayor, en donde las nuevas tecnologías nos pueden ayudar a ese objetivo, pero no pueden reemplazarlo. Es decir, no estamos ad portas de una democracia a la altura del click, donde a partir de allí cada uno se vea representado. Hay ciertas cosas que van a seguir manteniéndose en su misma fuerza. Las tecnologías nos permiten aumentar la participación. 

La esencia de un partido, la esencia de estas instituciones, son las ideas. Lo disruptivo no es la tecnología, sino cómo se usa, en este caso para aumentar, por ejemplo, la propia participación. 

En Chile estamos viviendo una crisis de las instituciones antiguas, que, tal como diría Schumpeter -no con respecto a este tipo de instituciones, aunque también se aplica a ellas-, comienzan a osificarse, luego terminan por quebrarse y fosilizarse. 

Hoy día, los partidos políticos, en Chile y en otras partes del mundo, son como dinosaurios en fase de extinción. En Chile, particularmente, por su baja credibilidad, pero también por su funcionamiento. La única institución que está más mal evaluada que la Cámara de Diputados, que el Senado y que los partidos políticos es la ANFP, por distintas razones, malas también. Pero la ANFP va a salir de esa mala evaluación, porque han hecho cambios. La pregunta que debemos formularnos es si nosotros vamos a salir de esa mala evaluación, y cuáles son los cambios que tenemos que hacer.

Este proyecto nos ayuda a sintonizar con lo que la ciudadanía espera de nosotros. 

Hay algunas personas que se sienten avergonzadas por lo que Chile ha conseguido en los últimos treinta años. No me incluyo dentro de ellas. Me siento incómodo con las injusticias del Chile de hoy, con el hecho de que las instituciones actuales no sean capaces de responder a los desafíos del futuro. 

Así como en el pasado muchos economistas se preguntaban qué hacía que los países crecieran y progresaran, no solo en materia económica, sino también en materia social, hoy esos mismos economistas se preguntan qué hace que los países fracasen. Y la respuesta es casi la misma: las instituciones. ¿Y cómo están nuestras instituciones? Evidentemente, mal. 

Hay una conducta muy chilena: después de una buena fiesta, de un buen asado, de un buen carrete, algunos dicen que nunca más vuelven a tomar; otros anuncian que mañana empiezan la dieta. Lo importante es que esa restricción y esa dieta, para que sean creíbles, tienen que haber comenzado. 

Lo que hará hoy el Congreso Nacional al aprobar este proyecto de ley es dar una señal clarísima en tal sentido. Comenzó la dieta. Tenemos un poco de hambre, pero queremos seguirla, porque nos hace bien. Esta ley en proyecto le hace bien al país y a nuestras instituciones. Cambiar las reglas del juego es establecer un nuevo trato con los partidos políticos. 

El hecho de que los partidos políticos tengan la calidad de personas jurídicas de derecho público no es algo baladí ni puramente semántico. Ello implica que estas instituciones solo pueden hacer lo que la ley les permite, lo cual levanta ciertas luces amarillas o rojas. 

Por supuesto que a las dictaduras en Chile y en otras partes del mundo no les gustan los partidos políticos; pero podría ocurrir que, por la fuerza de esa misma ley, se obligue a esas instituciones a hacer algo contrario a su autonomía. Por lo mismo, había que subir la catego-
ría de esas corporaciones de derecho público en cuanto a su autonomía. 

El hecho de que hoy exista autonomía constitucional de los partidos políticos es una buena noticia, porque permite equilibrar ambas cosas, es decir, pueden hacer aquello que les mandata la ley y, por lo tanto, se les puede exigir cierto marco de comportamiento, y, al mismo tiempo, tener autonomía para diseñarse como deseen. Con ello se resguarda la diversidad y la expresión de las distintas fuerzas de la sociedad.

Una de las discusiones que se ha posicionado de forma transversal en el país tiene que ver precisamente con eso. Algunos creen que es el Estado el que debe someter a la visión de quienes están hoy en esa autoridad la diversidad de la sociedad. Pienso lo contrario: es el Estado el que debe representar la diversidad de la sociedad. Por eso, creo en un Estado subsidiario -aunque a algunos no les guste la frase y esté casi prohibida su utilización-, pues representa precisamente la diversidad de la sociedad.

Los partidos políticos deben enmarcarse en el respeto a la dignidad humana y a nuestros derechos humanos. Además, se les hace una exigencia, porque contribuyen al bien público. De ahí se desprende la justificación del financiamiento público, lo cual es una muy buena noticia. Sin embargo, no puede exigirse cualquier cosa bajo la excusa del financiamiento público, por ejemplo, que una institución viole su autonomía constitucional. Otra -fue discutida en esta Sala- tiene que ver con las órdenes de partido. 

Repito, no puede exigirse cualquier cosa bajo el argumento del financiamiento público o bajo el argumento de que los partidos políticos, en este caso, son personas jurídicas de derecho público. 

¿Por qué no se puede exigir que exista la orden de partido? A pesar de que cuando un individuo ingresa a un grupo existe cesión de soberanía individual, esta no puede transgredir ciertos derechos y libertades. 

¿Podría una persona sostener un contrato de esclavitud individualmente presentado, apelando a su autonomía? La respuesta es no, porque no podría ir en contra de sus propios derechos. Lo mismo pasa respecto de las órdenes de partido, ya que en ese caso se encuentran en juego las libertades de conciencia y de expresión. 

Precisamente, en el caso del Congreso, los ciudadanos votan por nuestra conciencia y por nuestra expresión. Distinto es que voluntariamente nos pongamos de acuerdo en una bancada, en un partido o en una coalición para definir distintos temas de interés general relacionados con el país. Sin embargo, los ámbitos esenciales que no soportan órdenes de partido, o que sean unos pocos quienes los definan -se trata de los mismos que, a la vez, definen materias que incumben al propio país-, son aquellos que tienen que ver con las personas particulares, o con los derechos que uno defiende, como la idea de justicia. 

Este proyecto tiene muchos aspectos que me habría gustado mejorar. No comparto todo lo que aparece en su texto, pero creo que es un salto cuántico respecto de lo que tenemos en nuestros partidos. 

Es una buena noticia para la democracia que hoy aprobemos este proyecto de ley. Es una buena noticia exigir a los partidos que, al menos, la directiva sea elegida por el sistema “un militante, un voto”. Somos varios los que hace tiempo queríamos eso, al igual que el diputado Melero. Si bien el consejo general u otros grupos dentro de los partidos pueden ser escogidos a través de métodos indirectos, la directiva debe ser elegida a través de “un militante, un voto”, ya que es un factor muy importante para la transparencia y para el equilibrio al interior de los partidos. Además, ello permite sintonizar con lo que la ciudadanía nos exige, que es un estándar mucho más alto que el existente hace cinco años, en distintas materias. 

Hoy damos un paso importante. Esto no significa borrón y cuenta nueva, pero sí un compromiso efectivo por recuperar la confianza de la ciudadanía en los partidos y en nuestras instituciones, que atienden el interés general y, por ende, al progreso del país.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, como se ha dicho reiteradamente, este es un proyecto que mejora la institucionalidad de los partidos políticos, a los que habitualmente se les critica, pero que poco se les conoce y en los que escasamente se participa. De hecho, no más allá del cinco por ciento de la población de cada nación es militante de un partido político. 

Sin ellos la democracia no existiría, y sin democracia las libertades se conculcan y desaparecen. Por lo tanto, son un elemento fundamental de la democracia y de la libertad del ser humano para el legítimo ejercicio y goce de sus derechos. 

He ahí la importancia de tener cada vez una mejor legislación relacionada con los partidos políticos. Esta legislación nos propone cambios muy interesantes en vista de una democracia que varía. 

¡Cómo no destacar el hecho de que no puedan extraviarse las solicitudes de afiliación de militancia a un partido político! En muchos partidos políticos, destacados integrantes de hoy, ayer tuvieron que recorrer un tremendo camino, a veces alambicado, inentendible, para ser militantes, a pesar de los reiterados rechazos que terminaban siempre en una excusa común y burda, como que la ficha fue extraviada o que los datos no fueron digitados. ¡Cómo persistían esos hoy dignos y destacados militantes para adherir a la causa de un partido político y contribuir como militantes! 

Hoy no puede ocurrir ese tipo de cuestiones. Por eso se estableció el silencio como garantía: si en cuarenta días hábiles no hay pronunciamiento al respecto, la persona pasa a ser militante. En caso de rechazo indebidamente fundado, existe la posibilidad de que una instancia superior -el tribunal supremo del partido respectivo- reciba la reclamación respecto del rechazo infundado. Pero el extravío de fichas, la no digitación de datos desaparece como excusa. 

Lo mismo sucede con las elecciones que solo se llevan a cabo a vista y paciencia del que quiere tener un control oscuro y espurio del partido, basado en sórdidas influencias que no corresponden a una democracia partidaria. 

Por eso, se permite que en las elecciones internas del partido el Servel destine funcionarios para fiscalizarlas, dictando instrucciones en materia de elecciones internas; incluso, destinando funcionarios con presencia in situ.

Se avanza; por cierto que se avanza. Sin embargo, no puedo no señalar aquello que creemos que deben ser materias en las que debe avanzarse aún más. Por ejemplo, no nos parece que se haya acotado la promoción de la participación política inclusiva y equitativa solo a las mujeres. Debe ser a las mujeres y más que a las mujeres. En la Cámara instalamos ese principio respecto de la mujer, pero también respecto de los jóvenes, de los pueblos indígenas y de los grupos minoritarios. 

Por eso, con el diputado Fuad Chahin pedimos votar separadamente esa materia, porque la fórmula de la Cámara que reivindicaba a la mujer y la colocaba en el primer lugar también incluía a jóvenes, pueblos indígenas y a grupos minoritarios. Esa fórmula respecto de la promoción de la participación política inclusiva y equitativa, como una de las posibilidades de actuar y de obrar, debe ser repuesta en la Cámara de Diputados. 

Creo que se ha hecho un gran esfuerzo por disminuir los costos de campaña. Es un asunto que abordamos hoy en la mañana en la discusión del proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia. En el caso del proyecto en discusión, cuando tratamos lo relativo al gasto electoral, no podemos no hacer referencia a aquello, toda vez que dice relación con los partidos. No va a faltar el que me diga que ese asunto no está considerado en este proyecto; pero sucede que sí se relaciona con los partidos, porque en virtud de esta iniciativa que estamos discutiendo, los partidos podrán acceder a financiamiento estatal, que es precisamente lo que permite el correlato de la participación del Servel en los procesos electorales partidarios.

Por ello, creo que el financiamiento de las campañas -reitero, lo vimos en el proyecto anterior- debería ser menor. Es cierto que lo redujimos, lo sé. Hubo un salto cuántico; los costos de financiamiento de las campañas pasarán a ser del 50 por ciento de lo que eran antes. Pero creo que todavía podría hacerse un esfuerzo en ese sentido. Esto, por lo demás, no dice relación con el financiamiento de los partidos, que se introduce en este proyecto de ley en sumas bastantes módicas y fiscalizables, de las que deberá rendirse adecuada cuenta.

En general, estamos ante una iniciativa positiva.

Por otra parte, en la Cámara hemos sido sumamente claros al decir que no vamos a aceptar las órdenes de partido, porque los temas se afianzan por convicciones y por la capacidad para levantar esas convicciones y adherir a las mismas. 

Por ello, en el primer trámite constitucional no estuvimos de acuerdo con la redacción que se nos proponía sobre esta materia, razón por la cual la votamos en contra. 

Finalmente, el Senado terminó por despejar el asunto respecto de lo que podían ser las órdenes de partido. 

Es evidente que en el marco de una política electoral o de alianza, el acuerdo que adopte un partido debe constituir una orden y un mandato a ejecutar por los órganos directivos del partido. Pero eso -reitero- opera respecto de una política de alianza, de una política electoral, intrínseca al partido, como lo sería la disposición que el partido hiciera de sus propios bienes, en el evento de que decidiera enajenar alguno. Obviamente, eso constituye una orden al partido en sí y a todos sus integrantes. Pero el hecho de pretender que un partido pueda, por la misma vía, dar órdenes vinculantes, perentorias, a sus representantes populares -entiéndase, no solo senadores y diputados, sino también alcaldes, concejales o core- no nos parecía, porque estas autoridades deben votar en función de la autonomía de sus respectivos órganos y en función de las convicciones que tengan luego del análisis de las materias respecto de las que tienen propia competencia y atribuciones. 

Ese criterio ha sido ratificado por el Senado luego de que las órdenes de partido fueron rechazadas en la Cámara de Diputados.

Por lo tanto, también es un aporte a la democracia el hecho de que ese asunto no forme parte del itinerario de este proyecto de ley, al que la bancada de la Democracia Cristiana concurrirá con sus votos para su debida aprobación.

Sin embargo, quedan pendientes de análisis ciertas materias que hemos planteado algunos parlamentarios. Hemos solicitado votación separada de la letra h) , que pasaría a ser letra g) , del número 2) del artículo 1° del proyecto, que establece “Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres”, pues dicha participación no solo debe extenderse a las mujeres, sino también a los pueblos indígenas y grupos minoritarios. De esa manera la norma sería verdaderamente inclusiva y de mayor aserto. 

Por cierto, concurriremos con nuestros votos al proyecto. Agradecemos la disposición del ministro secretario general de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, y de la subsecretaria de esa cartera, quienes se encuentran presentes en la Sala, y en general del gobierno, por regular la situación de los bienes que los partidos cobijaron en dictadura en sistemas básicamente societarios, a fin de no perderlos -aun así perdieron muchos bienes-. Esta normativa era lo que faltaba para regularizar tales bienes. Nos parece adecuado que se contemplen disposiciones sobre el particular. Es otro motivo para avanzar y profundizar en la democracia y en la transparencia respecto del funcionamiento de instituciones tan fundamentales para el país y la república, como son los partidos políticos.

He dicho.

El señor LETELIER (Presidente accidental) .- Tiene la palabra el diputado Leonardo Soto.

El señor SOTO.- Señor Presidente, modernizar los partidos políticos y transformarlos en organizaciones más transparentes y más democráticas es una verdadera necesidad, un desafío y una tarea clave para que Chile tenga una mejor democracia, más inclusiva y de mejor calidad.

Chile necesita imperiosamente transformar sus partidos políticos en organizaciones porosas y permeables a las nuevas ideas y a las nuevas tendencias ciudadanas, adaptadas a los entornos de libertad y participación, y acercarlos a una sociedad tecnológica interconectada como la que tenemos hoy en día.

Los partidos necesariamente deben abrir sus ventanas a la sociedad y adaptarse a ella, o morir en medio del desprestigio y de la devaluación ciudadana en que se encuentran.

Ese desafío es muy importante para nuestra democracia. Por eso hemos destinado casi un año de trabajo legislativo para elaborar y presentar este proyecto de ley, que busca no solo establecer un cambio instrumental o funcional en los partidos políticos, sino también impulsar cambios profundos en cada colectividad, en las prácticas políticas de la sociedad y, por cierto, en los comportamientos ciudadanos.

Hoy estamos proponiendo a la ciudadanía un nuevo cuerpo normativo que sitúa en la esfera de lo público, no de lo privado, todo aquello que dice relación con la existencia, la voluntad, la capacidad del patrimonio, el funcionamiento y hasta el control de los partidos políticos.

Este cambio profundo en la naturaleza de los partidos permitirá que sean reconocidos y obligados a cumplir con los nuevos y buenos valores de la sociedad y con los objetivos que nos proponemos todos en materia de transparencia de su gestión, de inclusión de género e impulso de la transformación y participación de los jóvenes, de cumplimiento de funciones de formación ciudadana, cívica, y otros.

Así, entre algunas innovaciones hechas por el Senado a este proyecto de ley, me permito destacar que haya permitido al Servicio Electoral destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe. Es decir, se faculta, mas no se obliga, al Servicio Electoral a actuar como ministro de fe en los procesos eleccionarios internos de los partidos políticos, lo que dará una señal clara de que sí habrá un control externo que garantice los derechos de los liderazgos en competencia, como siempre lo sostuvimos en el debate habido en la Comisión de Constitución.

Como dije hace algunas semanas en este hemiciclo, estoy cierto de que esta iniciativa y los controles que establece ayudarán de manera significativa a que nunca más proliferen las malas prácticas en la política, como la instalación de máquinas partidarias a cargo de coroneles, en vez de reales democracias internas, el entramado de financiamiento ilegal proveniente de empresas y la sistemática negación y obstáculo a la participación de jóvenes y mujeres en estas organizaciones políticas.

Asimismo, destaco los avances en materia de transparencia activa y pasiva. Los partidos políticos deberán garantizar que no serán más cuartos oscuros, sino que estarán abiertos al escrutinio y al control de sus militantes y de los ciudadanos. En este sentido, el Senado aprobó que fuera el Consejo para la Transparencia el que se hiciera cargo de estas materias, y no el Servicio Electoral, decisión que respaldo porque aprovecha la experiencia que ese consejo ha adquirido a lo largo de estos años.

Concluyo reflexionando sobre los enormes cambios sistémicos que estamos haciendo para superar la crisis política y de confianza ciudadana. 

Los avances -es bueno recordarlo- han sido importantes. Hemos establecido el voto voluntario; en un hecho histórico hemos cambiado el sistema binominal por un nuevo sistema electoral más proporcional y democrático; se ha asegurado el derecho a voto de los ciudadanos chilenos desde el extranjero; se terminan los aportes de empresas a la política; se regulan de manera rigurosa las campañas electorales; se crea un Servicio Electoral autónomo y moderno con facultades suficientes para controlar la política, y también se aprueba un amplio catálogo de delitos y sanciones para disuadir y castigar hasta con la pérdida del cargo obtenido al que no cumple.

Por último, confío en que hoy aprobaremos esta iniciativa que se convertirá en una nueva ley de partidos políticos, para impulsar su democratización, transparencia y control.

Vale la pena preguntarse si todos estos cambios legales serán suficientes para mejorar nuestra democracia. Ciertamente, una nueva regulación legal es imprescindible, aunque no sea suficiente por sí sola para impulsar un cambio hacia una mayor ética o una mejor cultura política en nuestro país. 

Para que estas modificaciones legales que se proponen se traduzcan en cambios en los individuos y en la sociedad es fundamental la participación ciudadana. Todos estos instrumentos de mayor democracia: control, información y sanciones, solo tendrán sentido si con nuestras acciones, como representantes de la ciudadanía, permitimos que los chilenos crean nuevamente en la política y en las instituciones de la república como medios para perseguir el bien común. Por tanto, es nuestro deber estar a la altura de ello.

En consecuencia, anuncio mi voto favorable a las modificaciones introducidas a esta notable iniciativa, que dota a la sociedad de nuevas y eficaces herramientas para enfrentar lo que ha devenido en uno de los mayores problemas sociales y en una de las más grandes crisis institucionales que ha sufrido nuestro país.

He dicho.

El señor LETELIER (Presidente accidental) .- Tiene la palabra el diputado señor Daniel Farcas.

El señor FARCAS.- Señor Presidente, quiero referirme muy brevemente a este proyecto, que -ello muy bien lo señalaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra, en particular el diputado Leonardo Soto- refleja un esfuerzo especial por transparentar de manera efectiva la actividad política, específicamente el rol que les cabe a los partidos políticos en ella. 

La posibilidad de tener una ley que entregue recursos públicos para financiar las actividades de los órganos de representación política más importantes, nuestros partidos políticos, constituye un avance sustantivo. A partir de esto, y lógicamente tomando en cuenta las distintas acciones que se desarrollan en la actividad política, este proyecto incorporará -que bien que así sea- transparencia y luz respecto de todo lo que los partidos políticos realizan.

Esperamos que esta futura ley incluya con mucha fuerza, no solo la transparencia y la posibilidad de participación ciudadana, a partir de las elecciones internas de los partidos políticos, sino fundamentalmente lo que se ha logrado en materia de representación de género, una tarea en la que mi antecesora en el cargo, María Antonieta Saa, se involucró por muchos años y que hoy se verá refrendada en este proyecto, cuyas modificaciones estamos próximos a votar.

Me siento particularmente orgulloso de que se recogiera en esta iniciativa lo que algunos partidos políticos practicamos desde hace mucho tiempo, pues de aquí para adelante ello será obligatorio para todos los partidos.

Otro elemento que me parece relevante es que el Servel tendrá roles efectivos y muy específicos respecto de las elecciones internas de los partidos, de todo lo que tiene que ver con la administración de su patrimonio y su financiamiento.

Obviamente, si va a haber financiamiento de parte del Estado de Chile a los partidos políticos, también se requerirá un nivel de transparencia muy alto. Por eso, las tesorerías de esas organizaciones políticas tendrán, gracias a esta ley en trámite, obligaciones bastante distintas y de una calidad muy diferente a las existentes.

En resumen, tenemos un proyecto cuyas modificaciones están ad portas de ser votadas, el cual nos representa de forma muy significativa por todos los aportes que se han hecho, particularmente los provenientes de la Comisión de Constitución, donde realizamos un arduo y largo trabajo.

Por tanto, estoy seguro de que en esta materia tendremos un marco legal que va a…

El señor LETELIER (Presidente accidental) .- Ha terminado su tiempo, diputado señor Daniel Farcas. 

Cerrado el debate. 

Se suspende la sesión hasta las 15.00 horas.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Continúa la sesión.

Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos, y facilita su modernización, excepto aquellas que fueron objeto de solicitud de votación separada.

Para su aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras y señores diputados, por tratar materias propias de ley orgánica constitucional.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 105 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 2 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Rivas Sánchez, Gaspar.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Mirosevic Verdugo, Vlado; Sepúlveda Orbenes, Alejandra.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- A continuación, votaremos las modificaciones que fueron objeto de solicitud de votación separada.

Corresponde votar la modificación introducida por el Senado a la letra h) , que pasaría a ser g) , del número 2) del artículo 1° del proyecto.

Para su aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 12 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Poblete Zapata, Roberto; Rathgeb Schifferli, Jorge; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font, Gabriel; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Espinosa Monardes, Marcos; Flores García, Iván; Hernando Pérez, Marcela; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Lorenzini Basso, Pablo; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Saffirio Espinoza, René.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Espejo Yaksic, Sergio; Girardi Lavín, Cristina; Mirosevic Verdugo, Vlado; Pilowsky Greene, Jaime; Sepúlveda Orbenes, Alejandra.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar la modificación introducida por el Senado al número 6) del artículo 1° del proyecto.

Para su aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 84 votos; por la negativa, 19 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Kast Rist, José Antonio; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Bruner, Cristián; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Chahin Valenzuela, Fuad; Fuentes Castillo, Iván; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jiménez Fuentes, Tucapel; Letelier Norambuena, Felipe; Mirosevic Verdugo, Vlado; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rivas Sánchez, Gaspar; Saffirio Espinoza, René; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Torres Jeldes, Víctor.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Campos Jara, Cristián; Chávez Velásquez, Marcelo; Lorenzini Basso, Pablo.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar la modificación introducida por el Senado en el número 23) , que pasaría a ser 22) , del artículo 1° del proyecto.

Para su aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 63 votos; por la negativa, 42 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Barros Montero, Ramón; Bellolio Avaria, Jaime; Boric Font, Gabriel; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Fernández Allende, Maya; Gahona Salazar, Sergio; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Kast Rist, José Antonio; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Monsalve Benavides, Manuel; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Ojeda Uribe, Sergio; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Sabag Villalobos, Jorge; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Verdugo Soto, Germán; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Becker Alvear, Germán; Berger Fett, Bernardo; Browne Urrejola, Pedro; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Jaramillo Becker, Enrique; Jiménez Fuentes, Tucapel; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Mirosevic Verdugo, Vlado; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Núñez Urrutia, Paulina; Ortiz Novoa, José Miguel; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Rubilar Barahona, Karla; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Santana Tirachini, Alejandro; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Tarud Daccarett, Jorge; Tuma Zedan, Joaquín; Venegas Cárdenas, Mario; Walker Prieto, Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Campos Jara, Cristián; Molina Oliva, Andrea; Morales Muñoz, Celso.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar la modificación introducida por el Senado al artículo 35 ter incorporado por el número 35) del artículo 1° del proyecto.

Para su aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos; por la negativa, 47 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hernando Pérez, Marcela; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Lemus Aracena, Luis; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Monsalve Benavides, Manuel; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Sabag Villalobos, Jorge; Saldívar Auger, Raúl; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Soto Ferrada, Leonardo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Tuma Zedan, Joaquín; Urízar Muñoz, Christian; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Walker Prieto, Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Barros Montero, Ramón; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Coloma Alamos, Juan Antonio; Edwards Silva, José Manuel; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hoffmann Opazo, María José; Kast Rist, José Antonio; Lavín León, Joaquín; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Urrutia, Paulina; Pérez Lahsen, Leopoldo; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rivas Sánchez, Gaspar; Rubilar Barahona, Karla; Sabat Fernández, Marcela; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silva Méndez, Ernesto; Squella Ovalle, Arturo; Trisotti Martínez, Renzo; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Verdugo Soto, Germán; Ward Edwards, Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Jackson Drago, Giorgio; Letelier Norambuena, Felipe; Mirosevic Verdugo, Vlado; Saffirio Espinoza, René; Torres Jeldes, Víctor.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar la modificación introducida por el Senado al inciso final del artículo 35 quáter, incorporado por el número 35) del artículo 1° del proyecto.

Para su aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la negativa, 62 votos. Hubo 14 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Álvarez Vera, Jenny; Andrade Lara, Osvaldo; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; Espinosa Monardes, Marcos; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Monsalve Benavides, Manuel; Núñez Arancibia, Daniel; Pacheco Rivas, Clemira; Poblete Zapata, Roberto; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Saldívar Auger, Raúl; Schilling Rodríguez, Marcelo; Soto Ferrada, Leonardo; Teillier Del Valle, Guillermo; Urízar Muñoz, Christian; Vallejo Dowling, Camila; Walker Prieto, Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Arriagada Macaya, Claudio; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Coloma Alamos, Juan Antonio; Edwards Silva, José Manuel; Farías Ponce, Ramón; Fuentes Castillo, Iván; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Lavín León, Joaquín; Letelier Norambuena, Felipe; Lorenzini Basso, Pablo; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pérez Lahsen, Leopoldo; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rivas Sánchez, Gaspar; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Verdugo Soto, Germán; Ward Edwards, Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Auth Stewart, Pepe; Espejo Yaksic, Sergio; Espinoza Sandoval, Fidel; Girardi Lavín, Cristina; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Lemus Aracena, Luis; Meza Moncada, Fernando; Pérez Arriagada, José; Pilowsky Greene, Jaime; Provoste Campillay, Yasna; Tuma Zedan, Joaquín; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- El proyecto pasa a comisión mixta.

Propongo integrar la comisión mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación de este proyecto de ley con los siguientes señores diputados: por la Unión Demócrata Independiente, Juan Antonio 
Coloma; por la Democracia Cristiana, Aldo Cornejo; por Renovación Nacional, Cristián Monckeberg; por el Partido Socialista, Leonardo Soto, y por el Partido por la Democracia, Pepe Auth.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 15.20 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10043-04) 
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio N° 11.654, de fecha 06 de enero de 2015, tengo a bien manifestar a V.E. que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10043-04) .


En consecuencia, devuelvo a V.E. el citado oficio de esa H. Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.) : MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS 
EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia.”

2. Informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana recaído en el proyecto,
iniciado en moción, que “Tipifica el delito de acoso sexual en público.”.
(boletín N° 7606-07 (refundido con boletín N° 9936-07) 
“Honorable Cámara:


La Comisión de Seguridad Ciudadana viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sin urgencia, los proyectos de ley señalados (refundidos) , originados en las mociones que a continuación se enuncian:

1.- De Las diputadas señoras Karla Rubilar, Clemira Pacheco y Alejandra Sepúlveda y de los diputados señores Pedro Browne, José Manuel Edwards, Nicolás Monckeberg, Leopoldo Pérez, David Sandoval, Alejandro Santana y Matías Walker, que tipifica el delito de acoso sexual en público, boletín N° 7606-07.

2.- De las diputadas señoras Karol Cariola, Loreto Carvajal, Daniela Cicardini, Yasna Provoste, Karla Rubilar, Marcela Sabat y Camila Vallejo y de los diputados señores Gabriel Boric, Giorgio Jackson y Vlado Mirosevic, que modifica el Código Penal para tipificar el acoso sexual callejero, boletín N° 9936-07.


Cabe hacer presente que la Sala, por oficio N° 12.068, de 20 de agosto de 2015, informa que acordó remitir en primer lugar, el proyecto iniciado en moción, signado con el N° 9936-07, para su tramitación e informe a esta Comisión, y luego a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Posteriormente, por oficio N° 12.238, de 21 de diciembre de 2015, comunica que acordó remitir a esta Comisión el proyecto iniciado en moción, signado con el N° 7606-07.

Asimismo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17A de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y a petición de esta Comisión, por Oficio N° 12.251, de 23 de diciembre de 2015, la Cámara de Diputados informa que acordó que las referidas mociones fueran refundidas y tramitadas en conjunto.


Dando cumplimiento con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y artículo 16 de la ley Orgánica del Congreso Nacional N° 18.918, la Excma. Corte Suprema remitió el oficio N° 53-1015, de 29 de abril de 2015, dando su opinión, en el marco de su competencia, acerca de la moción, signada con el N° 9936-07.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de las siguientes autoridades e invitados, señoras y señores:

•Ministra del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) , doña Claudia Pascual Grau.

•Auditor Institucional General de Carabineros de Chile, don Juan Gutiérrez Silva.

•Directora de la Unidad Especializada en Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía Nacional, doña Patricia Muñoz García.

•Profesora de Derecho Penal, doña María Elena Santibáñez. 

•Presidenta del Observatorio Contra el Acoso Callejero (OCAC) , doña María Francisca Valenzuela Tapia.

•Directora Ejecutiva de OCAC, doña Bárbara Sepúlveda.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1.- IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


Las ideas centrales de los proyectos se orientan al siguiente objetivo:


Crear un nuevo tipo penal, consistente en la tipificación y sanción de las conductas constitutivas del delito de acoso sexual callejero, en lugares públicos o de acceso público, para lo cual se propone modificar el Código Penal.


Tales ideas, las que los proyectos concretan, son propias de ley, al tenor de lo establecido en el artículo 63 N°3 de la Constitución Política.

2.- NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


No contiene disposiciones con este carácter.

3.- NORMAS QUE REQUIEREN TRÁMITE DE HACIENDA.


No requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda.

4.- LOS PROYECTOS FUERON APROBADOS EN GENERAL, POR LA UNANIMIDAD DE VOTOS.


Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de las y los diputados presentes.

Votaron a favor las diputadas señoras KarolCariola, Claudia Nogueira y Marcela Sabat; y los diputados señores Guillermo Ceroni, Juan Antonio Coloma, Daniel Farcas, Gonzalo Fuenzalida, Giorgio Jackson, Jaime Pilowsky, Gabriel Silber, Leonardo Soto, Arturo Squella y Matías Walker.

5.- ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS.

ARTÍCULOS RECHAZADOS:


Se rechaza la totalidad de los artículos contenidos en ambas mociones, como consecuencia de la aprobación de una indicación sustitutiva:
1.- Proyecto que tipifica el delito de acoso sexual en público, boletín N° 7606-07.

“Artículo 1º.- El que acosare sexualmente a una mujer, ya sea a través del uso de lenguaje abusivo, tocamientos impropios de cualquier especie o exhibición de genitales, en lugares públicos o privados de una alta concurrencia de público, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados, y la aplicación de una multa a beneficio fiscal, de entre dos y 10 unidades tributarias mensuales, y de entre 10 y 20 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia.

Artículo 2º.- El que sea declarado culpable por este delito deberá ofrecer disculpas públicas a la víctima, en la forma que determine el juez, y en caso de reincidencia, será incorporado en el Registro Público que para tal efecto cree la autoridad competente.

Artículo 3º.- Las Empresas de transporte público y las empresas productoras de eventos masivos deberán adoptar las medidas de resguardo y preventivas de estas situaciones, so pena de multa a beneficio fiscal de entre cinco y 20 unidades tributarias mensuales.

Las empresas antes señaladas y todos los responsables de actos públicos o privados de alta concurrencia de público deberán mantener una copia del contenido de la presente ley en un lugar destacado dentro de los recintos que estén bajo su administración, como informativo para los usuarios.

Los señalados en el inciso anterior deberán otorgar todas las facilidades para prestar asistencia a las víctimas en las denuncias, debiendo tomas las medidas necesarias en tal efecto.

2.- Proyecto que modifica el Código Penal para tipificar el acoso sexual callejero, boletín N° 9936-07.

“Artículo único.- Incorpórase el siguiente párrafo 11 al Título VII del Libro Segundo del Código Penal: 

11. Del delito de acoso sexual callejero.

Artículo 389 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el presente párrafo, se entenderá por:

1º Acoso sexual callejero: Todo acto de naturaleza o connotación sexual, cometido en contra de una persona en lugares o espacios públicos, o de acceso público, sin que mantengan el acosador y la acosada relación entre sí, sin que medie el consentimiento de la víctima y que produzca en la víctima intimidación, hostilidad, degradación, humillación, o un ambiente ofensivo en los espacios públicos.

2º Acosador/a: Toda persona que realice un acto o actos de acoso sexual callejero en los términos señalados en el presente párrafo.
3º Acosada/o: Toda persona víctima de un acto o actos de acoso sexual callejero en los términos señalados en el presente párrafo.
Artículo 389 ter.- El que cometiere acoso sexual callejero consistente en actos no verbales como gestos obscenos, jadeos y cualquier sonido gutural de carácter sexual, así como también el que pronunciare palabras, comentarios, insinuaciones o expresiones verbales de tipo sexual alusivas al cuerpo, al acto sexual, o que resulten humillantes, hostiles u ofensivas hacia otra persona, será sancionado con una multa de media Unidad Tributaria Mensual. Sin perjuicio de lo anterior, la multa podrá ser sustituida por las disculpas públicas que ofrezca el acosador/a a la acosada/o.

Artículo 389 quáter.- El que cometiere acoso sexual callejero consistente en la captación de imágenes, vídeos o cualquier registro audiovisual del cuerpo de otra persona o de alguna parte de él, sin su consentimiento y mediando connotación sexual, será sancionado con una multa de 5 a 10 Unidades Tributarias Mensuales.

Artículo 389 quinquies.- El que cometiere acoso sexual callejero consistente en actos como, abordajes intimidantes, exhibicionismo o masturbación, persecución a pie o en medios de transporte, será sancionado con multa de 10 Unidades Tributarias Mensuales a 20 Unidades Tributarias Mensuales.

Artículo 389 sexies.- El que cometiere acoso sexual callejero consistente en un acto que involucre el contacto corporal de carácter sexual, como tocaciones indebidas, roces o presión de genitales contra el cuerpo de otra persona, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo.

Artículo 389 septies.- Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal estará facultado en todos los delitos descritos por este párrafo, para decretar la medida alternativa de asistir a un mínimo de cinco sesiones de un programa de sensibilización y concientización sobre el acoso sexual callejero.
Artículo 389 octies.- La pena será aumentada en un grado si se cometiere el delito descrito en el artículo 389 sexies, mediando las siguientes circunstancias: Cometer el delito en contra de menores de edad, adultos mayores, personas discapacitadas, personas cuya movilidad se encuentre reducida y aquellas que se encuentren en estado de intoxicación temporal, cometer el delito en compañía de otras personas o con pluralidad de participantes.”.

INDICACIONES RECHAZADAS:

1.- De los diputados Boric y Jackson:

“Al artículo único:

l. Para modificar la numeración, estableciendo cada disposición propuesta como un artículo propio, consignándose el actual encabezado del artículo único como artículo primero y luego numerándose los demás correlativamente.

2. Reemplázase el encabezado del artículo único propuesto, que ha pasado a ser artículo l, por el siguiente texto: “La presente ley busca prevenir y sancionar el acoso sexual callejero.”
3. Introdúzcase en el artículo 389 bis propuesto la siguiente modificación:

4. Reemplázase la frase “el presente párrafo” por “la presente ley”.

5. Reemplázase el numeral 1) por el siguiente:

“1º
 Acoso sexual callejero: aquellos actos de naturaleza o connotación sexual, cometidos en contra de una o varias personas, en espacios públicos de acceso público, y que produzcan en la víctima intimidación, degradación o humillación.”
6. Modifíquese el artículo 389 ter propuesto de la siguiente manera:

Para reemplazar la frase “jadeos y cualquier sonido gutural de carácter sexual, así como también el que pronunciare” por la siguiente: “así como actos verbales como,”
7. Modifíquese el artículo 389 ter propuesto de la siguiente manera: Para eliminar la palabra “insinuaciones”.

8. Modifíquese el artículo 389 ter propuesto de la siguiente manera:

Para eliminar la frase “o que resulten humillantes, hostiles u ofensivas hacia otra persona”.

9. Modifíquese el artículo 389 ter propuesto de la siguiente manera:

Para modificar la siguiente frase “será sancionado con una multa de una Unidad Tributaria Mensual” por la siguiente: “será sancionado con una multa de una a cuatro Unidades Tributarias mensuales”.

10. Modifíquese el artículo 389 ter propuesto de la siguiente manera:

Para agregar la siguiente frase luego de la palabra “mensual”: “a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante, para ser destinada a los programas de sensibilización y concientización sobre el acoso callejero existentes.”
11. Modifíquese el artículo 389 ter propuesto de la siguiente manera:

Para eliminar la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo anterior, la multa podrá ser austituida por las disculpas públicas que ofrezca el acosador/a a la acosada/o”.

12. Para modificar el artículo 389 quáter propuesto de la siguiente manera:

Para reemplazar la siguiente frase “El que cometiere acoso sexual callejero”, por la siguiente “Se entenderá también como acoso sexual callejero”.

13. Para modificar el artículo 389 quáter propuesto de la siguiente manera: Elirrúnase la frase “consistente en”.

14. Para modificar el artículo 389 quáter propuesto de la siguiente manera: Elirrúnase la frase “sin su consentimiento y mediando connotación sexual”.

15. Para modificar el artículo 389 quáter propuesto de la siguiente manera: Elimínese la frase “sin su consentimiento y mediando connotación sexual”.

16. Para modificar el artículo 389 quáter propuesto de la siguiente manera:

Agréguese luego del punto final, el que ahora pasa a ser coma, la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 366 quinquies”.

17. Para modificar el artículo 389 quinquies propuesto de la siguiente manera:

Modifiquese la frase “será sancionado con la pena de Multa”,por la siguiente frase: “será sancionado con la pena de prisión en su grado máximo. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 366 y 366 bis de este cuerpo normativo.

18. Para modificar el artículo 389 septies propuesto, el que se modifica por el siguiente:

Artículo 389 septies.- El Juez de Garantía competente estará facultado en todos los delitos descritos por este párrafo, para decretar como condición de una suspensión condicional la obligación de asistir a sesionesde un programa de sensibilización y concientización sobre el acoso sexual callejero, las cuales no podrán ser menos de cinco.

19. Para modificar el artículo 389 octies propuesto, de la siguiente manera:

Modifíquese el Numeral 2, el que quedará de la siguiente manera: 2.- Cuando en la comisión del delito participaren dos o más personas.

20. Para modificar el artículo 389 octies propuesto, de la siguiente manera: Elimínese el numeral 3 de dicha disposición.

2.- De la diputada Sabat y del diputado Fuenzalida:

Artículo único.-Modifícase el Código Penal en el siguiente sentido:

1) lncorpórase al artículo 366 un inciso final del siguiente tenor:

“Serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo los actos que involucren contacto corporal de carácter sexual como tocacionesindebidas, roces o presión de genitales contra el cuerpo de otra personamayor de catorceaños.”.

2) lncorpórase al artículo 495 un numeral 23 del siguiente tenor:

“23. El que cometiere actos no verbales como gestos obscenos, jadeos o cualquier sonido gutural de caráctersexual, así comotambién el quepronunciare palabras o expresiones verbales detiposexual alusivasal cuerpo, al actosexual, oqueresulten humillantes, hostilesu ofensivas hacia otra persona.”.”.

6.- DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó diputada informante a la señora KAROL CARIOLA OLIVA.

II. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LAS MOCIONES.

1.- PROYECTO QUE TIPIFICA EL DELITO DE ACOSO SEXUAL EN PÚBLICO, BOLETÍN N° 7606-07.


Expresan los patrocinantes de esta moción, a modo de fundamento, que hoy en día es una realidad el hecho de que el acoso sexual hacia mujeres, en especial jóvenes, en lugares de alta afluencia de público como medios de transporte, calles y eventos masivos, se está convirtiendo en un grave problema para nuestro país.


Sostienen que este acoso, también conocido doctrinariamente como “Provocación de Eva”, puede incluir tanto insinuaciones sexuales, como contacto físico o tocaciones indebidas que violenten la dignidad y privacidad de las mujeres.


Agregan que en países angloparlantes, es común encontrar en sus Códigos Penales el delito denominado “IndecentAssault” (asalto con connotación sexual) , o “Acts of Gross Indecency” (Actos graves indecentes de connotación sexual) .


Las penas que se establecen en las distintas legislaciones van desde multas a presidio, e incorporación de los acosadores a registros públicos especiales.


Comentan que en efecto, a nivel latinoamericano, este problema ha ido en aumento, particularmente, en países como México, en los que la autoridad ha tomado medidas que llegan incluso a la separación de hombres y mujeres en los vagones del metro.


Sostienen que debe considerarse a este delito agravado, ya que los acosadores actúan en lugares de alta concurrencia, lo que les permite ampararse en la impunidad de la multitud.


La Constitución Política de la República, en su artículo 19 N° 1, garantiza el derecho a la vida e integridad física y síquica de las personas, como asimismo, en su numeral4°, el respeto a la honra de la persona y su familia.


Puntualizan que estos actos atentan directamente contra la honra, dignidad e integridad de las mujeres.


Precisan además que el Código Penal, si bien contempla diversos delitos relacionados con acciones de carácter sexual, no contempla uno de carácter residual que permita sancionar este tipo de actos en forma clara y tajante.


Indican que si bien la legislación chilena ha ido avanzando en este sentido, en la actualidad lo que existe se referencia al ámbito laboral con la dictación de la ley N° 20.005, que tipifica y sanciona el acoso laboral. 


Sostienen entonces que, por las consideraciones y argumentos anteriores, es urgente crear y tipificar expresamente el delito de acoso sexual en lugares de alta concurrencia de público.


Al efecto, estiman que debe establecerse una normativa que no solo sancione a los acosadores, sino que también establezca medidas que ayuden a desincentivar tales acciones, como también imponga cargas para operadores de transporte público, organizadores de eventos masivos y otros, a fin de prevenir y educar a la población en estos temas. 


Finalmente, concluyen se espera que con esta legislación, comiencen a desarrollarse campañas destinadas a erradicar dichas conductas, impulsando la participación de todos, a través del tan famoso slogan “Si vez algo, haz algo”, que tan beneficiosos resultados ha tenido en otros países.

2.- PROYECTO QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL PARA TIPIFICAR EL ACOSO SEXUAL CALLEJERO, BOLETÍN N° 9936-07.


Expresan los autores de esta iniciativa parlamentaria, a modo de antecedente, que existe una gran cantidad de población que sufre acoso sexual callejero.

Añaden que en una encuesta realizada por el Observatorio Contra el Acoso Callejero (Ocac) , entre el 26 de noviembre de 2014 y el 21 de enero de 2015, aplicada a hogares de las 32 comunas de la provincia de Santiago, además de Puente Alto y San Bernardo, se entrevistaron 800 personas mayores de 18 años, con un intervalo de confianza del 95%, y un error muestral de 3,5%, concluyendo lo siguiente:

Del total de la muestra, 3 de cada 4 personas han sido víctimas de acoso sexual callejero el último año.


Aproximadamente, el 85% de las mujeres han sido víctimas de acoso sexual callejero en los últimos 12 meses, mientras que alrededor de un 55% de hombres declaró haber sido víctima de algún tipo de acoso sexual callejero en el mismo periodo de tiempo. Esto reafirma la necesidad de una ley transversal, donde la condición de victimario sea indistinta del sexo.


El 30% de las y los encuestados declaran ser víctimas de este tipo de violencia al menos una vez a la semana, cifra que se eleva casi al 40% cuando se desglosa la información según edad, y se ve la categoría de joven (entre los 18 y 34 años) , lo cual pone en evidencia la mayor vulnerabilidad de este grupo de la población.


-Explican que, por otro lado, la encuesta también evaluó el nivel de desacuerdo sobre prácticas de acoso sexual callejero, así como el grado de sancionabilidad pertinente. En ese sentido, la encuesta concluyó lo siguiente:


A nivel global, 84.22% de los encuestados se manifiesta en desacuerdo con las prácticas de acoso sexual callejero, lo que ocurre de manera similar entre hombres y mujeres, con 80.22% y 85.86% respectivamente.


En el caso de las prácticas de acoso sexual callejero verbal y no verbal, de forma general, el desacuerdo alcanza a un 58%.


Al hablar de las prácticas físicas de acoso sexual callejero (entendidas como tocaciones y roces o presión de genitales contra el cuerpo) , el desacuerdo es casi total, alcanzando 94,31%, siendo muy parejos estos porcentajes entre hombres y mujeres (92,54% y 95,04% respectivamente) .


El desacuerdo global hacia el acoso sexual callejero por grabaciones, alcanza a un 88,38%.


El desacuerdo hacia el acoso sexual callejero consistente en acercamientos intimidantes, persecuciones, exhibicionismo y masturbación pública, es del 95,22%.


El porcentaje de encuestados que manifestaron estar de acuerdo con sancionar de cualquier forma los siguientes actos, corresponden a:

.- Comentarios sexuales o “piropos”: 90.37%

.- Tomar fotografías sin el consentimiento de la víctima: 91,09% 

.- Persecución: 93.92% 

.- Exhibicionismo: 96,45% 

.- Acercamientos intimidantes: 97.08% 

.- Roces: 98.1%

.- Masturbación en público: 98.73% 

|
El porcentaje de encuestados/as que manifestaron acuerdo con sancionar los siguientes actos, de forma grave o muy grave, fueron:

.- Comentarios sexuales o “piropos”: 35.74%
.- Tomar fotografías sin el consentimiento: 62.72%
.- Persecución: 73.92%
.- Exhibicionismo: 87.96%
.- Acercamientos intimidantes: 81.49%
.- Roces: 80.76%
.- Masturbación en público: 95.03%


Por lo tanto, señalan que el acoso sexual callejero corresponde a prácticas comprendidas como agresiones de carácter sexual, que si bien sufren en su mayoría mujeres y niñas, también afectan a un gran porcentaje de varones. La seguridad ciudadana se ve comprometida, al igual que una gran cantidad de menores de edad, considerados uno de los principales focos de vulnerabilidad, en lo que respecta a este tipo de violencia.


Actualmente, argumentan sus autores, en nuestro país no se encuentra regulado el acoso sexual callejero. Es por esto que, en los casos en que se denuncia, los funcionarios habilitados para tal fin se ven en la obligación de intentar subsumir la conducta denunciada a una norma expresa de nuestra legislación, como el caso del delito de “ofensas al pudor”, contemplado en el artículo 373 del Código Penal.


Lo anterior, conlleva a un error de conceptos al identificar el acoso sexual callejero con una ofensa al pudor y las buenas costumbres, olvidando que los bienes jurídicos que se pretenden proteger son la libertad e indemnidad sexual.


Otra respuesta que se puede encontrar en la legislación para afrontar la falta de regulación, es el delito de abuso sexual, contemplado en el artículo 366 y siguientes del Código Penal, pero que por sus requisitos deja fuera la mayor parte de la conductas que configuran el acoso sexual callejero, pues a pesar de ser actos de relevancia y connotación sexual, no implican necesariamente un “contacto corporal con la víctima o que haya afectado los genitales, el ano o la boca de la víctima”, sostienen los autores de esta iniciativa.


Ante el fracaso de las posibles respuestas que otorga el ordenamiento para subsanar la falta de regulación sobre acoso sexual callejero, es que resulta imperante la creación de un nuevo delito sexual que sancione dichas conductas, situación que se pretende regular con esta iniciativa parlamentaria.

Sostienen sus patrocinantes que la moción tiene como propósito contribuir a erradicar las prácticas de acoso sexual callejero que experimentan mujeres, hombres, niñas y niños en Chile. Por otro lado, plantea la importancia de reconocer el acoso sexual callejero como un tipo de violencia, siendo deber del Estado tomar las medidas necesarias para combatirlo y educar a la población, para que la sociedad rechace este tipo de conductas.


Es por ello, estiman, que el objetivo principal de este proyecto es establecer una legislación responsable con este nuevo tipo penal, considerando bajo especial atención a quienes se ven más expuestos a este tipo de violencia, que son las mujeres, adolescentes y niñas. En este sentido, la moción considera los Tratados Internacionales suscritos por Chile, como la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer (Cedaw) , y está relacionada con iniciativas más recientes a cargo de las Naciones Unidas, que tienen por finalidad crear ciudades y espacios públicos más seguros para niños y niñas, evitando así dicha clase de agresiones. Por esta razón, es que otro de los objetivos del proyecto en cuestión, es lograr una mayor igualdad en los espacios públicos en favor de los grupos más vulnerables de la población.


Se crea un nuevo tipo penal, esto es, el delito de Acoso Sexual Callejero, incorporando a través de un artículo único, un párrafo 11 al final del Título VII del Libro Segundo del Código Penal.


Precisan que para tales efectos, se establece qué se entiende por acoso sexual callejero, acordando sus requisitos en la forma siguiente: i) acto de naturaleza o connotación sexual; ii) ocurrido en lugares o espacios públicos o de acceso público; iii) en contra de una persona que no desea y/o rechaza la conducta; y iv) afectando la dignidad y/o derechos fundamentales de la víctima.


Aclaran que, en base a lo anterior, se crean tres conductas distintas constitutivas de Acoso Sexual Callejero sancionadas como faltas, con una multa que varía de media a 15 UTM:

- Acoso sexual callejero consistente en actos no verbales y verbales. En este caso se otorga la elección de reemplazar la multa por disculpas públicas que otorgue el acosador/a al acosado/a.


- Acoso sexual callejero consistente en la captación de imágenes, videos o cualquier registro audiovisual del cuerpo de otra persona o de alguna parte de él.


- Acoso sexual callejero consistente en actos como abordajes intimidantes, exhibicionismo o masturbación, persecución a pie o en medios de transporte.


Igualmente, se estableció que el delito de acoso sexual callejero consistente en actos que involucren el contacto físico de carácter sexual, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo, sin perjuicio de poder aumentarse en un grado esta pena, mediando las circunstancias detalladas en el proyecto.

En concordancia con el enfoque preventivo que se pretende plasmar en el referido proyecto, se establece que sin perjuicio de las multas y penas aplicadas a las conductas de Acoso Sexual Callejero, el tribunal estará facultado para decretar la medida alternativa de asistir a sesiones de un programa de sensibilización y concientización sobre tal acoso, las que no podrán ser menos de cinco.

III. RELACIÓN DESCRIPTIVA DE LOS PROYECTOS.

1.- Moción que tipifica el delito de acoso sexual en público, boletín n° 7606-07.


Contiene tres artículos que crean un nuevo cuerpo normativo, a través de lo cual se tipifica el acoso sexual contra mujeres en lugares públicos o privados con alta concurrencia de público, sancionándolo penalmente y con multa (aumentada en caso de reincidencia) , además de que el condenado por este delito deberá ofrecer disculpas públicas, y estableciendo finalmente para las empresas de transporte público y productoras de eventos masivos, la exigencia de adoptar las medidas de resguardo y preventivas pertinentes.
2.- Moción que modifica el Código Penal para tipificar el Acoso Sexual Callejero, boletín N° 9936-07.


Consta de un artículo único, que modifica el Código Penal, agregando un párrafo 11 en su Título VII del Libro Segundo (cuyo Título trata de de los Crímenes y Delitos contra el Orden de las Familias, contra la Moralidad Pública y contra la Integridad Sexual) , con propósito de tipificar el delito de Acoso Sexual Callejero en sus distintas variantes, creando al efecto, los nuevos artículos 389 bis a 389 octies.
IV. DISPOSICIONES LEGALES QUE LOS PROYECTOS MODIFICAN.


Una de las iniciativas, por un lado, modifica el Código Penal, y la otra, crea un nuevo texto jurídico, según se describe en el número anterior.
V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.


A.- DISCUSIÓN GENERAL.


En el marco del debate de la discusión general y en favor de ilustrar favorablemente esta materia, se expone un trabajo de la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN) , referido a las sanciones de los actos de acoso sexual en espacios públicos, a partir de la legislación comparada.


Se indica que el acoso sexual en lugares públicos es una conducta sancionada en ordenamientos jurídicos extranjeros, siendo también objeto de estudio en diversas iniciativas legislativas de países, a nivel tanto latinoamericano como europeo.


Tras revisar la legislación de Perú, Argentina, Paraguay, Uruguay y Bélgica, así como algunas iniciativas de ley de estos países, se concluye lo siguiente:

1.En general, son elementos constitutivos de la conducta sancionada:

• Connotación sexual del acto.

• Falta de consentimiento de la víctima (que corresponda a una acción no deseada) .

• Afectación de derechos de la víctima, como dignidad y libertad de desplazamiento, entre otros.

• Capacidad del acto de provocar intimidación, hostilidad o degradación. 

• Ser realizado en un lugar público o de acceso público.

2.Las soluciones legales propuestas son:

• Regular la conducta en una ley especial, de “Acoso Sexual Callejero”, obien de “Acoso Sexual en Espacios Públicos”. Tal es el caso de las leyes peruana y belga; y de los proyectos de ley tramitados ante la Cámara de Diputados de la Nación, en Argentina y Paraguay.

• Incorporar el acoso sexual en espacios públicos, como una nueva hipótesis del ya existente delito de intimidación u hostigamiento (proyecto de ley presentado en Perú, que incorpora al Código Penal el delito de hostigamiento sexual en espacios públicos; y proyecto de ley presentado ante la Legislatura de la ciudad autónoma de Buenos Aires para la prevención y sanción del acoso sexual en lugares públicos) .

• Incorporar el acoso sexual callejero o en espacios públicos, como una nueva conducta sancionada dentro de los delitos contra la libertad sexual (proyecto de ley peruano de prevención, atención y sanción del acoso sexual en los espacios públicos) .

• Incorporar el acoso sexual callejero o en espacios públicos, entre los “Actos Contra el Pudor” (proyecto de ley que modifica el artículo 176 del Código Penal, respecto a la protección del menor de edad frente a actos contra el pudor, presentado en Perú) .


Los países estudiados (Perú, Argentina, Paraguay, Uruguay y Bélgica) , han sido seleccionados en virtud de la información disponible sobre la materia, ya sea tanto en sus legislaciones como en los proyectos de ley en tramitación.


En cada caso, se han descrito los elementos constitutivos de la conducta sancionada, las sanciones previstas y las acciones de prevención que se contemplan.

A) Países que cuentan con legislación específica referida al acoso sexual callejero.-

PERÚ.

Desde marzo de 2015, el denominado “Acoso Sexual Callejero” se encuentra sancionado explícitamente en la legislación peruana, a través de la Ley N° 30.314, para prevenir y sancionar el Acoso Sexual en Espacios Públicos
.


De acuerdo a lo señalado por la citada norma, lo que se busca es “prevenir y sancionar el acoso sexual producido en espacios públicos que afectan los derechos de las personas, en especial, los derechos de las mujeres”
, entendiéndose por espacio público “toda superficie conformada por vías públicas y zonas de recreación pública”
.


- Descripción de la conducta de acoso sexual

La ley define el Acoso Sexual en Espacios Públicos, como “la conducta física o verbal de naturaleza o connotación sexual, realizada por una o más personas en contra de otra u otras, quienes no desean o rechazan estas conductas, por considerar que afectan su dignidad y sus derechos fundamentales, como la libertad, la integridad y el libre tránsito, creando en ellas intimidación, hostilidad, degradación, humillación o un ambiente ofensivo en los espacios públicos”
.


- Elementos que configuran la conducta.


Para que se configure el acoso sexual en espacios públicos, se requiere la presencia copulativa de dos elementos:

a. La naturaleza o connotación sexual del acto.

b. El rechazo expreso de dicho acto por parte de la víctima.

Sin embargo, respecto a este segundo requisito, se establecen dos excepciones:

(i) Cuando la víctima, debido a las circunstancias del caso, se veaimpedida de expresar dicho rechazo; y 

(ii) Cuando se trate de menores de edad”
.
- Conductas que constituyen Acoso Sexual.


Configurados los requisitos señalados en los párrafos anteriores, podrán constituir Acoso Sexual en Espacios Públicos, las siguientes conductas:

a. “Actos de naturaleza sexual, verbal o gestual.

b. Comentarios e insinuaciones de carácter sexual.

c. Gestos obscenos que resulten insoportables, hostiles, humillantes u ofensivos.

d. Tocamientos indebidos, roces corporales, frotamientos contra el cuerpo o masturbación en el transporte o lugares públicos.

e. Exhibicionismo o mostrar los genitales en el transporte o lugares públicos”
.
- Exclusión de sanción penal.

Originalmente, los proyectos de ley que dieron paso a la discusión parlamentaria del Acoso Sexual Callejero, tipificaban dicha conducta, imponiendo sanciones penales que iban desde la prestación de servicios comunitarios, hasta la privación de libertad por hasta siete años.


Sin embargo, durante la tramitación legislativa, la Comisión de Justicia y Derechos Humanos subsumió los proyectos y redactó un texto sustitutivo, el cual fue aprobado por el Congreso en marzo del presente año.

Así entonces, las sanciones penales originalmente propuestas para el Acoso Sexual, no están contenidas actualmente en la Ley N° 30.314. Al respecto, de acuerdo a lo informado por especialistas en la materia, existe un compromiso de incorporar el aspecto punitivo para este tipo de conductas al interior de la Comisión que está preparando el nuevo Código Penal.


Dicho lo anterior, de todas formas la ley contempla sanciones de carácter administrativo. Corresponde a los gobiernos regionales, provinciales y locales establecer procedimientos administrativos para la denuncia del Acoso Sexual en Espacios Públicos, además de sancionar mediante multas, tanto a personas naturales como a personas jurídicas. En este último caso, si se comprueba la realización de estos actos por trabajadores dependientes, sin que se haya ejercido un efectivo control sobre ellos.


- Tipificación del delito de Acoso Sexual Callejero y sanciones penales propuestas por proyectos de ley ingresados a tramitación durante 2014 y 2015.


A continuación, se describen los contenidos originales de los proyectos de ley subsumidos por la Comisión de de Justicia y Derechos Humanos, con énfasis especial en las sanciones penales propuestas por éstos.

1) Proyecto de Ley de Prevención, Atención y Sanción del Acoso Sexual en los espacios públicos y de reforma del Código Penal
, N° 3.539 de 02/06/14.


En materia de sanción penal, este proyecto modificaba las normas penales que se indican, quedando de la siguiente forma:
a) ”Artículo 176.- Actos contra la libertad sexual.


El que sin propósito de tener acceso carnal regulado por el artículo 170
, realiza sobre una persona u obliga a ésta a efectuar sobre sí misma o sobre tercero, tocamientos indebidos en sus partes íntimas o actos con connotación sexual en cualquier parte del cuerpo
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de tres años.


La pena será no menor de tres ni mayor de cinco, si la acciónse realiza con violenciao bajo grave amenaza.


La pena será no menor de cinco ni mayor de siete:

1. Si el agente se encuentra en las agravantes previstas por el artículo 170 incisos 2, 3 y 4.

2. Si la víctima se hallare en los supuestos de los artículos 171 y 172.

3. Si el agente tuviere la condición de docente, auxiliar u otra vinculación académica que le confiera autoridad sobre la víctima.

b) Artículo 176-A.- Actos contra la indemnidad sexual.


El que sin propósito de tener acceso carnal regulado en el artículo 170
, realiza sobre un menor de catorce años u obliga a éste a efectuar sobre sí mismo o tercero, tocamientos indebidos en sus partes íntimas o actos con connotación sexual en cualquier parte del cuerpo, será reprimido con las siguientes penas privativas de la libertad:

1. Si la víctima tiene menos de siete años, con pena no menor de siete ni mayor de diez años.

2. Si la víctima tiene entre siete y diez años, con pena no menor de seis ni mayor de nueve años.

3. Si la víctima tiene entre diez y catorce años, con pena no menor de cinco ni mayor de ocho años.


Si la víctima se encuentra en alguna de las condiciones previstas en el último párrafo del artículo 173,
 o el acto tiene un carácter degradante o produce grave daño en la salud física o mental de la víctima, que el agente pudo prever, la pena será no menor de diez ni mayor de doce años de pena privativa de libertad.”
c) Articulo 183.- Exhibiciones y publicaciones obscenas


“Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años y con pena de 90 a 180 días-multa [el que] en algún medio de transporte o lugar públicos se masturbe, exhiba o muestre los genitales […].”

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años:

1. El que muestra, vende o entrega a un menor de dieciocho años, por cualquier medio, objetos, libros, escritos, imágenes visuales o auditivas, que por su carácter obsceno, pueden afectar gravemente el pudor, excitar prematuramente o pervertir su instinto sexual.

2. El que incita a un menor de dieciocho años a la práctica de un acto obsceno, o le facilita la entrada a los prostíbulos u otros lugares de corrupción.

3. El administrador, vigilante o persona autorizada para controlar un cine u otro espectáculo donde se exhiban representaciones obscenas, que permita ingresar a un menor de dieciocho años.


De este modo, el proyecto tenía como propósito incorporar un nuevo tipo penal, castigado con una pena de 90 a 180 días-multa.

d) Artículo 450.- Será reprimido con prestación de servicio comunitario de diez a treinta jornadas y con 10 días-multa:

1. El que, en lugar público, hace a un tercero proposiciones inmorales o deshonestas.

2. El que, en establecimientos públicos o en lugares abiertos al público,suministra bebidas alcohólicas o tabaco a menores de edad.

3. El que, en establecimientos públicos o en lugares abiertos al público, obsequia, vende o consume bebidas alcohólicas en los días u horas prohibidos, salvo disposición legal distinta.

4. El que, sin tener contacto físico, realice actos de naturaleza sexual, verbal o no, comomiradas persistentes o incómodas, ruidode besosy/o silbidos, comentarioso insinuaciones de tipo sexual, o gestosobscenos que resulten degradantes, hostiles, humillantes u ofensivos para la víctima.


Con ello, agrega una nueva hipótesis de falta, la cual cumple claramente la connotación del denominado acoso sexual callejero.

2) Proyecto de Ley que modifica el artículo 176 del Código Penal, respecto a la protección del menor de edad frente a actos contra el pudor, N° 3.579, de 06/06/14
.


Este proyecto planteaba modificar el artículo 176 del Código Penal, referido a “Actos contra el pudor”, incorporando la siguiente disposición: “Si la víctima tiene entre catorce años y es menor de dieciocho años de edad, no será necesario acreditar la violencia o grave amenaza, para los efectos de la aplicación del presente artículo.”

De este modo, el tipo penal ya tipificado, quedaría de la siguiente forma:


“Artículo 176.- Actos contra el pudor.


El que sin propósito de tener acceso carnal regulado por el artículo 170
, con violencia o grave amenaza, realiza sobre una persona u obliga a ésta a efectuar sobre sí misma o sobre tercero, tocamientos indebidos en sus partes íntimas o actos libidinosos contrarios al pudor
, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años. La pena será no menor de cinco ni mayor de siete:

1. Si el agente se encuentra en las agravantes previstas en el artículo 170 incisos 2, 3 y 4
.

2. Si la víctima se hallare en los supuestos de los artículos 171 y 172.

3. Si el agente tuviere la condición de docente, auxiliar u otra vinculación académica que le confiera autoridad sobre la víctima.


Si la víctima tiene entre catorce años y es menor de dieciocho años de edad, no será necesario acreditar la violencia o grave amenaza para los efectos de la aplicación del presente artículo.”

De este modo, para el caso de menores se elimina la exigencia de haber realizado los tocamientos o los actos libidinosos, “con violencia o grave amenaza”, bastando probar el hecho.

3) Proyecto de Ley que incorpora al Código Penal el delito de hostigamiento sexual en espacios públicos, N° 3.862, de 10/10/14.


El proyecto, ingresado en 2014, planteaba la creación de un nuevo tipo penal, denominado “Hostigamiento Sexual en Espacios Públicos”, modificando el delito de “Exhibición y publicaciones obscenas”,
 del artículo 183 del Código Penal peruano.


Dicho articulado se encuentra dentro del Capítulo XI, que regula las Ofensas al Pudor Público.


Concretamente, el proyecto proponía ampliar este delito a la hipótesis del hostigamiento, pasando a denominarse “Exhibición, hostigamiento sexual y publicaciones obscenas”, e insertando dos nuevas hipótesis como numerales 1 y 2, quedando el articulado de la siguiente forma:


Artículo183.- Exhibición, hostigamiento sexual y publicaciones obscenas.


Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años el que, en lugar público, realiza exhibiciones, gestos, tocamientos u otra conducta de hostigamiento sexual o de índole obscena.


Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años:

1. El que de manera reiterada realiza exhibiciones, gestos, tocamientos u hostigamiento sexual o de índole obscena.

2. El que somete a menores de 14 años de edad a los vejámenes descritos en el primer párrafo del presente artículo.

3. El que muestra, vende o entrega a un menor de dieciocho años, por cualquier medio, objetos, libros, escritos, imágenes, visuales o auditivas, que por su carácter obsceno, pueden afectar gravemente el pudor, excitar prematuramente o pervertir su instinto sexual.

4. El que incita a un menor de dieciocho años a la práctica de un acto obsceno o le facilita la entrada a los prostíbulos u otros lugares de corrupción.

5. El administrador, vigilante o persona autorizada para controlar un cine u otro espectáculo donde se exhiban representaciones obscenas, que permita ingresar a un menor de dieciocho años.


De este modo, la sanción propuesta para el hostigamiento sexual en espacios públicos, era la aplicación de pena privativa penal de entre tres y seis años.

En caso de adultos se requería reiteración de la conducta, circunstancia no precisada en el caso de menores de edad.


- Aspectos de la ley destinados a la prevención y sanción del acoso sexual en espacios públicos.

El proyecto aprobado y convertido en la ley deja de lado la aplicación de sanciones penales, agregando por una parte sanciones administrativas y, por otra, una serie de medidas de prevención, que deben ser implementadas por instituciones y organismos estatales. Éstas son:
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Fuente: Ministerio de la Mujer y personas vulnerables.

BÉLGICA.


Este país sanciona penalmente los actos de sexismo en el espacio público, por medio de la “Ley contra los Comportamientos Sexistas,
 de 22 de mayo de 2014, en los siguientes términos:


- Definición de sexismo.


La norma citada establece que constituye acto de sexismo, todo gesto o comportamiento manifiestamente realizado para expresar un desprecio con respecto a una persona, debido a su pertenencia sexual, o de considerarla, por la misma razón, como inferior o como reducida esencialmente a su dimensión sexual, siempre y cuando le provoque una ofensa grave a su dignidad y sea realizado en las siguientes circunstancias:

a) En reuniones o en lugares públicos;

b) En presencia de varios individuos, en un lugar no público, pero abierto a un cierto número de personas que tienen el derecho a estar o a reunirse allí;
c) En un lugar cualquiera, en presencia de la persona ofendida y delante de testigos;
d) Mediante escritos, impresos o no, imágenes o emblemas repartidos, puestos a la venta o puestos a la vista del público;
e) Y finalmente, mediante escritos no hechos públicos, pero dirigidos, enviados o comunicados a varias personas.


De este modo, la citada ley incorpora la figura de acoso sexual en espacios públicos o cerrados en cuanto, dentro de las hipótesis de comisión del delito, se encuentra la realización de actos, gestos o comportamientos que, ocasionando un grave daño a la dignidad de una persona, “[tengan] manifiestamente por objeto […] reducir a la persona esencialmente a una dimensión sexual”.


- Sanción penal.


La norma castiga con pena de prisión de un mes a un año y/o una multa de € 50 a mil euros, a toda persona que participe en una conducta definida como sexista.

b) Países con proyectos de ley en tramitación que sancionan acoso sexual callejero.
ARGENTINA.


En la actualidad, el ordenamiento jurídico argentino no contempla una sanción específica respecto al denominado “Acoso Sexual Callejero”. Sin embargo, tanto a nivel nacional como para el caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, han sido presentados proyectos de ley que buscan sancionar el acoso verbal y físico hacia las mujeres en espacios públicos.


A continuación, se da cuenta del proyecto presentado ante la Cámara de Diputados de la Nación por la Diputada Victoria Donda; y de la iniciativa impulsada por la legisladora Gabriela Alegre, en la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,
 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ambos proyectos se denominan “Proyecto de Ley de prevención y sanción del Acoso Sexual en Lugares Públicos”.

1) Proyecto de Ley para la prevención y sanción del Acoso Sexual en Espacios Público, presentado ante la Cámara de Diputados de la Nación.


El proyecto, ingresado a trámite legislativo el 30 de abril del presente año, busca prevenir y sancionar el acoso sexual que afecte los derechos de las mujeres en espacios públicos. Cuenta con 7 artículos, en los cuales describe la conducta sancionada, sus elementos y las medidas de prevención que deben ser aplicadas por las autoridades.


- Conducta sancionada.


El artículo 3º dispone que se entiende por Acoso Sexual en Espacios Públicos, “toda conducta u acción, física o verbal, con connotación sexual y no deseadas, realizada por una o más personas en contra de toda mujer o persona que se autoperciba como mujer, llevada adelante en lugares o espacios públicos, o de acceso público, que de manera directa o indirecta afecten y/o perturben su vida, dignidad, libertad, integridad física y/o psicológica y/o el libre tránsito, creando en ellas intimidación, hostilidad, degradación, humillación y/o un ambiente ofensivo en los espacios públicos, siempre y cuando no configure un delito más severamente penado”.


Por su parte, se entenderá como espacio público, “todo espacio de propiedad, dominio y uso público, así como en espacios del dominio privado de libre acceso.


- Elementos.


De las definiciones anteriores, pueden extraerse los siguientes elementos que deben estar presentes en el acto de acoso para constituirse como tal:

1. Existir una conducta acción, física o verbal, realizada con connotación sexual en contra de toda mujer o persona que se autoperciba como mujer.

2. Debe realizarse en lugares públicos o de acceso público.

3. No debe ser deseada por la persona en contra de la cual se dirige la acción.

4. Debe afectar de manera directa o indirecta a la persona en contra de la cual se dirige la conducta o acción, y/o perturbar la vida, dignidad, libertad, integridad física y/o psicológica y/o el libre tránsito.

5. Debe generar intimidación, hostilidad, degradación, humillación y/o un ambiente ofensivo.


- Sanción.


La iniciativa contempla incluir en el Título III, referido a los “Delitos en contra de la Integridad Sexual”, un nuevo delito denominado “Acoso Sexual Callejero”, creando para ello un artículo 129 bis del siguiente tenor:


“Artículo 129 bis: Será penado con una multa de cien a siete mil pesos el que ejerciere acoso sexual callejero contra una mujer. El monto de dicha multa será destinado al Consejo Nacional de la Mujer, para el fortalecimiento de políticas públicas de prevención”.


- Aspecto preventivo.


Finalmente, la norma contempla diversos aspectos preventivos que deberán ser desarrollados por el Consejo Nacional de la Mujer, órgano de aplicación de la ley y encargado del diseño de las políticas públicas, tendiente a prevenir el acoso sexual contra las mujeres en espacios públicos.

2) Proyecto de Ley de prevención y sanción del acoso sexual en lugares públicos, presentado ante la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


A diferencia del proyecto anterior, esta iniciativa de la legisladora Gabriela Alegre, busca prevenir y sancionar el acoso sexual en lugares públicos de cualquier persona, sin especificar identidad, sexo o género.


Cuenta con 6 artículos, en los cuales describe la conducta sancionada, sus elementos y las medidas de prevención que deben ser aplicadas por las autoridades. Dentro de estas últimas, destaca lo propuesto en orden a que la Policía Metropolitana elabore un protocolo de actuación para evitar que en las comisarías se desestimen las denuncias.


- Conducta sancionada.


El artículo 2º dispone que “se entiende por acoso sexual en lugares públicos a la conducta verbal o no verbal con connotación sexual, no consentida por la persona a la que está dirigida, que afecte su dignidad y sus derechos fundamentales, como la libertad, integridad y libre tránsito, generando en ella intimidación, humillación u ofensa, realizada en el espacio público o espacios privados de acceso público”.


- Elementos.


De la definición anterior, pueden extraerse los siguientes elementos, que deben estar presentes en el acto de acoso para constituirse como tal:

1. Existir una conducta verbal o no verbal realizada con connotación sexual.


2. Debe realizarse en espacios públicos.

3. No debe ser consentida por la persona en contra de la cual se dirige la conducta.

4. Debe afectar la dignidad de la persona; o bien sus derechos fundamentales, como la libertad, integridad y libre tránsito.

5. Debe generar en la persona en la cual recae la acción, intimidación, humillación u ofensa.


- Sanción.


La iniciativa contempla incluir el Acoso Sexual como conducta sancionada por el código contravencional.
 Para ello, se propone incorporar una nueva hipótesis de comisión agravada de las contravenciones señaladas en los artículos 51 y 52 del Código, las que son: 

a. “pelea[r] o toma[r] parte en una agresión en lugar público o de acceso público”; y 

b. “intimida[r] u hostiga[r] de modo amenazante o maltrata[r] físicamente a otro, siempre que el hecho no constituya delito”.


- De este modo, el texto quedaría de la siguiente forma:


Artículo 53 - Agravantes “En las conductas descriptas en los artículos 51 y 52 (pelear o tomar parte de una agresión; e intimida[r] u hostiga[r] de modo amenazante o maltrata[r] físicamente a otro) , la sanción se eleva al doble en los siguientes casos:

1. Para el jefe, promotor u organizador.

2. Cuando exista previa organización.

3. Cuando la víctima es persona menor de dieciocho (18) años, mayor de setenta (70) o con necesidades especiales.

4. Cuando la contravención se cometa con el concurso de dos (2) o más personas.

5. “Cuando la conducta sea realizada en lugares públicos o privados de acceso público y, por su connotación sexual, afecte la dignidad de la persona, generando en ella intimidación, degradación, humillación u ofensa”.


- Aspecto preventivo.


Adicionalmente, se propone una serie de normas de carácter preventivo de conductas de acoso sexual. De este modo, la Subsecretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural, deberá ejecutar las siguientes acciones:

a) Realizar campañas de difusión, que contribuyan a concientizar y a dar visibilidad a la problemática.

b) Elaborar y distribuir material que informe sobre el contenido de la ley y sobre las características del acoso sexual en lugares públicos y las vías para denunciarlo.

c) Desarrollar y promover talleres, jornadas y otras acciones que considere pertinentes, junto al Ministerio de Educación, para abordar la temática del acoso sexual en lugares públicos en las escuelas de la Ciudad.

PARAGUAY.


En Paraguay también se discute en torno a la problemática que enfrentan las mujeres víctimas de acoso sexual en la vía pública.

La legislación paraguaya sanciona los actos exhibicionistas y el acoso sexual en los siguientes términos:


“Artículo 132.- Actos exhibicionistas.


El que realizara actos exhibicionistas, que produjeren una perturbación considerable o inquietaren en modo relevante a otra persona, será castigado con pena de multa.”

“Artículo 133.- Acoso sexual.


1º El que con fines sexuales hostigara a otra persona, abusando de la autoridad o influencia que le confieren sus funciones, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años”.


De este modo, la figura del “Acoso Sexual Callejero” no estaría incorporada dentro del tipo penal referido al acoso sexual, ya que dentro de los elementos imprescindibles para configurar este tipo penal, está el hecho de que, al realizar el acto, el victimario lo haga “abusando de la autoridad o influencia que le confieren sus funciones”.


De este modo, la acepción de “acoso sexual” está limitada a relaciones con asimetría de poder, como es la que puede darse en las relaciones laborales.


- Iniciativas legislativas.


Ante la falta de tipificación del Acoso Sexual Callejero, la diputada Aída Robles presentó en 2013, en la Cámara de Diputados, un proyecto de ley titulado “Ley integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres basada en asimetrías de género”.


El proyecto se encuentra en tramitación y tiene como finalidad el establecer un sistema normativo integral para la prevención, atención, lucha y erradicación de la violencia contra las mujeres en Paraguay.

Dentro de las figuras tipificadas como delito, se encuentra la del “Acoso Callejero”, específicamente en el artículo 66, bajo los siguientes términos:

“Artículo 66. Acoso callejero.


1°. Quien intencionalmente dirija palabras o acciones con connotación sexual a una mujer, con quien no mantiene relación de ninguna índole, en lugares o espacios públicos, o de acceso público, y con ello la perturbe, afecte su dignidad, o la ponga en una situación intimidante, hostil u ofensiva; será castigado con pena de hasta ciento ochenta días multa, o con pena alternativa de trabajo comunitario de hasta nueve meses.

2°. El marco penal previsto será aumentado en un tercio cuando exista pluralidad de participantes, haya reiteración, la víctima fuera persona con discapacidad, adulta mayor o menor de edad”.

URUGUAY.


Hasta agosto de 2013, el ordenamiento jurídico uruguayo sancionaba como falta contra la moral y las buenas costumbres los actos de “galantería ofensiva”, entendida en los siguientes términos:


“CAPÍTULO II: De las faltas contra la moral y las buenas costumbres.


Art. 361. Serán castigados con multa de diez a cien Unidades Reajustables, o prisión equivalente: […]


5º (Galantería ofensiva) .


El que en un lugar público o abierto al público, importunare a una mujer que no hubiere dado motivo para ello, con palabras o ademanes groseros, o contrarios a la decencia”.


En agosto de 2013, el artículo 361 fue reformado por el artículo 3 de la Ley de Faltas Nº 19.120,
 quedando derogado el numeral 5° referido a la galantería ofensiva. 


La enmienda a esta figura penal dejó sin sanción las conductas de acoso sexual en espacios públicos, ya que la única ley vigente que sanciona el acoso sexual es la Ley Nº 18.561, que norma el acoso sexual, aunque sólo circunscrito al ámbito laboral, o en las relaciones entre alumnos y docentes.

-o-
• Durante el estudio general de las iniciativas refundidas, junto al debate parlamentario, se recibió la opinión tanto de autoridades de gobierno como de invitados, según se describe a continuación:


La señora Presidenta del Observatorio contra el Acoso Callejero, doña María Francisca Valenzuela, agradeciendo la oportunidad, inicia su intervención presentando un video explicativo, indicando que casos como los citados en el mismo son ampliamente comunes. Luego acompaña la siguiente presentación:

[image: image3.emf]
[image: image4.emf]
[image: image5.emf]
[image: image6.emf]

Respecto a las cifras de acoso, indica que, según edad, las mujeres jóvenes son las más vulnerables, de las cuales un 97% han sufrido acoso en los últimos 12 meses, en que 4 de cada 5 lo ha experimentado por lo menos una vez al mes, la mitad al menos una vez a la semana y 2 de cada 10 con frecuencia diaria, conforme se ilustra en el gráfico anterior.
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En cuanto a la edad de la víctima, tratándose de hechos de acoso considerados importantes, en 7 de cada 10 casos en que la víctima es niña o niño, los perpetradores son jóvenes y/o adultos. Así, el 93% de las víctimas adolescentes han sido acosadas por jóvenes, adultos y/o adultos mayores, tal como se aprecia en la figura superior.
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Entre las principales consecuencias que el acoso genera, destaca la inseguridad. Al mismo tiempo, se presenta un estudio sobre dichos efectos, en que un 49,5% de los encuestados estima que el acoso “reduce calidad de vida”, un 61,7% que “modifica costumbres”, un 36,3% que “crea inseguridad en el lugar”, un 55,4% que “crea inseguridad en general”, un 60,7% que “es normal” y un 45,5% que “es típico de Chile” (ver gráfico anterior) .
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En lo concerniente a cómo se deberían sancionar las distintas conductas de acoso, la percepción ciudadana se inclina mayoritariamente por castigar el “acoso verbal” en forma leve a grave; el “registro”, “persecución”, “roce” y “acercamiento” de manera grave a muy grave; y el “exhibicionismo” y “masturbación”, de modo principalmente muy grave.
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Por otra parte, la señora Valenzuela recuerda la existencia de diversos Convenios Internacionales ratificados por Chile que justifican la legislación contra el Acoso Sexual Callejero, entre los cuales destaca:

1. Declaración Universal de Derechos Humanos.

2. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

3. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

4. Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer.

5. Convención sobre los Derechos del Niño.

6. Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”. 

7. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do Pará) .


Así, por ejemplo, cita las siguientes disposiciones normativas del Derecho Internacional, que justifican la legislación contra el Acoso Sexual Callejero:


“Artículo 2.b. Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos:


b) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada;”

“Artículo 4.d. Los Estados deben:


d) Establecer, en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, laborales y administrativas para castigar y reparar los agravios infligidos a las mujeres que sean objeto de violencia; debe darse a éstas acceso a los mecanismos de la justicia y, con arreglo a lo dispuesto en la legislación nacional, a un resarcimiento justo y eficaz por el daño que hayan padecido; los Estados deben además informar a las mujeres de sus derechos a pedir reparación por medio de esos mecanismos.”

En complemento, menciona los principales Derechos Humanos que resultarían vulnerados por el Acoso Sexual Callejero:

1. El derecho a la libertad y la seguridad de la persona.

2. El derecho a igual protección ante la ley.

3. El derecho a verse libre de todas las formas dediscriminación.

4. El derecho al mayor grado de salud física y que se pueda alcanzar.

5. El derecho a la indemnidad e integridad sexual.


Sobre las experiencias comparadas relevantes, menciona el caso de Perú que el 4 de marzo de 2015 aprobó la Ley para prevenir y sancionar el acoso sexual en espacios públicos que previene y sanciona el acoso sexual callejero, tras lo cual, en tan sólo un mes los casos de acoso en el transporte público Metropolitano descendieron en un 50%. Mientras que en Bélgica, la ley fue aprobada en agosto de 2014 por el Parlamento, estableciendo como sanciones la multa con dinero o cárcel para quienes emitan comentarios ofensivos, sexistas y sexuales en la vía pública, resultando en que solamente en Bruselas se hayan denunciado 85 casos, con 22 sanciones tras un año de la entrada en vigencia de la ley.


Explica que tratándose de Chile, nuestra actual legislación únicamente da respuesta mediante el artículo 373 del Código Penal, que prescribe: “Los que de cualquier modo ofendieren el pudor o las buenas costumbres con hechos de grave escándalo o trascendencia, no comprendidos expresamente en otros artículos de este Código, sufrirán la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio”. Sin embargo, esta legislación NO da respuesta a las niñas y mujeres víctimas de acoso sexual callejero.
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En el contexto antes descrito, es donde surge la idea de generar un Proyecto de Ley sobre Respeto Callejero, que busca hacer lo siguiente:


A) DEFINE: Será Acoso Callejero un acto de connotación sexual, que ocurra en lugares públicos, contra una persona que no lo desea, sea hombre o mujer, afectando su dignidad y/o derechos fundamentales.


B) TIPIFICA FALTAS: Constituirán falta los actos de connotación sexual verbales y no verbales, la captura de imágenes o videos y actos sin contacto físico como exhibicionismo, masturbación y persecución. 


- Sanción: Multas entre 0,5 y 20 UTM. 


i) Actos no verbales y verbales. Se otorga la elección de reemplazar la multa (0,5 UTM) , por disculpas públicas que otorgue el acosador/a al acosado/a. 


ii) Captación de imágenes, videos o cualquier registro audiovisual del cuerpo de otra persona o de alguna parte de él (5 a 10 UTM) . 


iii) Actos como abordajes intimidantes, exhibicionismo o masturbación, persecución a pie o en medios de transporte (10 a 20 UTM) .


C) INCORPORA DELITO: Crea el delito de acoso sexual callejero en el Código Penal, considerando actos con contacto físico como tocaciones indebidas, “agarrones”, roces o “punteos”.


- Sanción: presidio menor en su grado mínimo, de 61 a 540 días, sin perjuicio de poder aumentarse en un grado esta pena, mediando las circunstancias detalladas en el proyecto.


Acoso sexual callejero consistente en actos que involucren el contacto físico de carácter sexual, como tocaciones indebidas, roces o presión de genitales contra el cuerpo de otra persona.


D) AUMENTO DE PENAS:

1. Víctimas especialmente vulnerables: menores de edad, adultos mayores, personas discapacitadas, personas cuya movilidad se encuentra reducida, y personas que se encuentren en estado de intoxicación temporal.


2. Pluralidad de participantes: más de un acosador/a.


E) ENFOQUE PREVENTIVO: Sin perjuicio de las multas y penas aplicadas a las conductas de Acoso Sexual Callejero, el tribunal estará facultado para decretar la medida alternativa de asistir a sesiones de un programa de sensibilización y concientización sobre tal acoso, que no podrán ser menos de cinco.


En conclusión, expresa que el proyecto de ley en cuestión tiene las siguientes características principales:

• Seguridad y apoyo: Autoridades públicas como carabineros y carabineras tienen un rol activo en la sensación de seguridad y orden público. Las víctimas de acoso necesitan ese soporte fundamental.

• No doble victimiza: Testimonios y cifras demuestran que no existe un manejo del tema, por lo que la persona se siente doblemente afectada al sentir que su malestar le genera uno nuevo: Impotencia. 

• Cifras Negras: Al no existir denuncias efectivas y desinformación, las cifras de acoso callejero son inexistentes. Sin registros oficiales no se pueden generar políticas públicas efectivas.

• Contribuye a la erradicación de violencia: Contribuye a atacar uno de los puntos del continuo de violencia. Acoso callejero está estrechamente relacionado a formas más graves de violencia sexual y de género.
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Finalmente, señala que los mitos antes mencionados no serían efectivos, pues este proyecto no atenta contra el derecho a la libertad de expresión, que tiene como límite la vulneración a otros derechos y libertades. Respecto a sancionar a personas por simples piropos, asegura que ello es un error, pues el proyecto va mucho más allá. Y tratándose de los medios probatorios, hoy existen distintas alternativas posibles, que cobrarían aún más relevancia al existir la debida legislación.


La señora Directora Ejecutiva del Observatorio Contra el Acoso Callejero (OCAC) , doña Bárbara Sepúlveda, precisa que la normativa actual no es suficiente, pues lo que se busca proteger es algo más allá que el “pudor y las buenas costumbres”. En complemento, expone de acuerdo a la siguiente presentación:

“Del Acoso Callejero al Respeto Callejero: Resumen ejecutivo sobre el proyecto de Ley que sanciona el acoso sexual callejero en Chile.-

I.- Por qué el acoso sexual callejero es un problema.


El acoso sexual callejero es una forma de violencia de género. Si bien el término es nuevo, su manifestación es antigua y masiva en Chile. Esta invisibilización da cuenta de la urgencia de revisar y establecer compromisos para erradicar las distintas expresiones de violencia.


Cuando hablamos de acoso callejero, nos referimos a prácticas de connotación sexual explícita o implícita, que ocurren en lugares públicos o de acceso público, ejercido por una persona desconocida a otra, sin su consentimiento, teniendo el potencial de generar malestar físico y psíquico en la víctima.

El grupo de mayor vulnerabilidad son las mujeres. Según el Segundo Estudio de Acoso sexual Callejero en Chile, las niñas comienzan a sufrir acoso a los 14 años de edad. Es decir, siendo escolares. Al estrecharse el intervalo de tiempo, vemos que la mitad de las mujeres sufre acoso una vez a la semana y 2 de cada 10, diariamente. En la mayoría de estos casos, las víctimas suelen ser adolescentes acosadas por personas mayores.

Estas agresiones generan, en el 55% de los casos, sensación de inseguridad y en un 62%, modificación de costumbres: las víctimas evitan transitar por ciertas calles en determinados horarios, por miedo a revivir la experiencia.

Este escenario atenta contra los Derechos Humanos en general y contra los derechos del niño, la niña y de la mujer, en particular.

Existen convenios internacionales ratificados por Chile que justifican la legislación contra el Acoso Sexual Callejero. Por ejemplo, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém do Pará) , la que señala en su Artículo 2.b: Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos:


b) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada.


Y en su Artículo 4.d, indica que los Estados deben:


d) Establecer, en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, laborales y administrativas para castigar y reparar los agravios infligidos a las mujeres que sean objeto de violencia; debe darse a éstas acceso a los mecanismos de la justicia y, con arreglo a lo dispuesto en la legislación nacional, a un resarcimiento justo y eficaz por el daño que hayan padecido; los Estados deben además informar a las mujeres de sus derechos a pedir reparación por medio de esos mecanismos.


El acoso sexual callejero vulnera derechos fundamentales, como el derecho a la libertad y la seguridad de la persona, el derecho a igual protección ante la ley, el derecho a verse libre de todas las formas de discriminación, el derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar y el derecho a la indemnidad e integridad sexual.


A la vez, el acoso callejero forma parte del continuo de violencia, una lógica bajo la cual los Derechos Humanos de mujeres y niñas se ven violados constantemente, con prácticas que van desde la discriminación laboral, pasando por la violencia doméstica hasta llegar al femicidio.


La buena noticia es que estas temáticas no le son indiferentes a la ciudadanía. Según sondeos de OCAC Chile, el 90% de las personas está dispuesta a sancionar el acoso sexual callejero. Sin embargo, ¿qué respuesta legal ofrece Chile? Hasta ahora, solo el cuestionado delito de ofensas al pudor y las buenas costumbres. El problema: esta norma protege un bien jurídico que no es la indemnidad sexual de las personas ni el derecho a vivir libre de violencia.


Una segunda posible respuesta en el Código Penal sería el delito de abusos sexuales. No obstante, para que éste se configure, se exige que concurra contacto corporal con la víctima o que afecte los genitales, el ano o la boca. En consecuencia, todos los actos de acoso sexual callejero, en los que niñas o mujeres sufren tocaciones no consentidas o son víctimas de masturbación pública, quedan en desamparo. 


La legislación chilena actual no responde al problema, el proyecto de Ley de Respeto Callejero se hace cargo de este vacío.

II.- En qué consiste el proyecto de Ley de Respeto Callejero.


En primer lugar, el texto define dentro de la norma el acoso sexual callejero como:


‘Todo acto de connotación sexual, que ocurra en lugares públicos o semi-públicos, contra una persona que no lo desea, sea hombre o mujer, afectando su dignidad y/o derechos fundamentales.’


Luego, tipifica faltas, especificándolas como todo acoso callejero que no implique contacto físico, las que serán sancionadas con multas, cuya cuantía dependerá de su gravedad, en la siguiente escala:


• Actos no verbales y verbales. Se otorga la elección de reemplazar la multa (0,5 UTM) , por disculpas públicas que otorgue el acosador/a al acosado/a.


• Captación de imágenes, videos o cualquier registro audiovisual del cuerpo de otra persona o de alguna parte de él (5 a 10 UTM) .


• Actos como abordajes intimidantes, exhibicionismo o masturbación, persecución a pie o en medios de transporte (10 a 20 UTM) .


Asimismo, el proyecto de ley incorpora el delito de acoso sexual callejero en el Código Penal, considerando actos no consentidos que involucren contacto físico de carácter sexual, como tocaciones indebidas, roces o presión de genitales contra el cuerpo. La sanción corresponderá a presidio menor en su grado mínimo, de 61 a 540 días, sin perjuicio de poder aumentarse en un grado esta pena, en circunstancias en que afecte a mujeres embarazadas o grupos vulnerables.


Pese a que se trata de un proyecto sancionatorio, existe en esta Ley un espíritu y enfoque preventivo, que se manifiesta en propuestas como entregar la facultad al tribunal para decretar medidas alternativas, como asistir a sesiones de sensibilización y concientización sobre el acoso sexual callejero.


Al incorporar el delito de acoso callejero en el Código Penal, las víctimas contarán con una herramienta para denunciar dentro del marco legal, la que permitirá levantar alertas y prevenir futuros ataques. Además, sacará este problema de las cifras negras.

III.- ¿Cómo ha sido la experiencia en otros países que aprobaron leyes similares?


Varios países han legislado sobre el acoso sexual callejero. Un caso destacable es Perú, que el 4 de marzo de 2015 aprobó la “Ley para prevenir y sancionar el acoso sexual en espacios públicos”. En solo un mes, los casos de acoso sexual callejero disminuyeron a la mitad.


Bélgica es otro ejemplo exitoso. En agosto de 2014, el parlamento aprobó una ley que sanciona con multa o cárcel a quienes emitan comentarios ofensivos, sexistas y sexuales en la vía pública. La ley fue asimilada por la ciudadanía y, tras un año de entrada en vigor, se han interpuesto más de cien denuncias, solamente en Bruselas.

IV.- Derribando mitos: nadie irá a la cárcel por piropear.

Uno: La ley de respeto callejero no vulnera la libertad de expresión.


La ley que tipifica el acoso sexual callejero no vulnera la libertad de expresión, pues se remite a proteger la integridad de las personas en los espacios públicos. Estudios de OCAC Chile han demostrado que el acoso de carácter verbal y físico es percibido como una manifestación de violencia, al generar malestar en las víctimas. La libertad de expresión es un derecho que responde al bienestar de las personas y, en este caso, comprometerse con el derecho a un tránsito seguro y libre de prácticas que atenten contra el bienestar de las personas.

Dos: La ley de respeto callejero no encarcela por ‘piropear’.


La Ley de Respeto Callejero pone especial énfasis en las prácticas de acoso sexual callejero consideradas graves. Los comentarios que no presenten connotación sexual explícita o agresiva no están contemplados en el proyecto de ley. Si bien no es nuestro objetivo defender o justificar los mal llamados “piropos”, pues muchas menores de edad los sufren de parte de adultos, no son tipificados en el proyecto de Respeto Callejero. Por el contrario, serán abordados desde una perspectiva preventiva y educativa de largo plazo. Los comentarios sexuales explícitos, de todos modos, serán considerados faltas, cuyas multas no implican presidio.

Tres: Es posible denunciar el acoso callejero entre desconocidos.


Se piensa que los medios probatorios son uno de los principales obstáculos para realizar denuncias de acoso sexual callejero. La realidad es que esa dificultad existe en gran parte de los delitos sexuales y de otros que ocurren en el espacio público, como los asaltos. Sin embargo, esta realidad no impide que se legislen normas al respecto. Al contrario, existen casos en los que sí hubo pruebas y evidencias para realizar una denuncia, sin embargo, ésta fue infructífera debido a la nula legislación sobre el problema.


El acoso sexual callejero ocurre, la mayoría de las veces, en multitudes ya plena luz del día, por tanto, y a diferencia de otros delitos, es posible encontrar testigos y registros en dispositivos tecnológicos.”.


Tras lo anterior, el diputado Coloma apoya la idea del proyecto, pues considera que se trata de una buena alternativa y señal pública para frenar al máximo este tipo de acoso.


La diputada Cariola, destaca que este proyecto surgió de una iniciativa ciudadana o popular, siendo interesante la idea de discutir legislación emanada desde la propia ciudadanía. Destaca el trabajo de OCAC, en que hombres y mujeres han colaborado para eliminar el acoso y la violencia de género. Menciona los proyectos de ley refundidos sobre maltrato a menores de 14 años, adultos mayores y personas en situación de discapacidad antes vistos por esta misma Comisión, cuya lógica también estaría plasmada en el presente proyecto de ley sobre Acoso Callejero. Finalmente, consulta a las representantes de OCAC por el proceso de estudio que dio origen a tal proyecto.


El diputado Ceroni manifiesta su apoyo al proyecto, por la relevancia del tema. Pero tiene dudas en la redacción misma, específicamente en cuanto a los “piropos”, ya que al leer parte del articulado propuesto, se podrían emplear para integrar a dichos “piropos” dentro de las conductas sancionadas. Pide aclarar más en detalle, de acuerdo a la opinión del OCAC, por razones de precisión.


La diputada Vallejo valora el esfuerzo de OCAC en el fomento y desarrollo del proyecto discutido, especialmente por la gran cantidad de prejuicios que rodean el tema. Asimismo, felicita al presidente de esta Comisión por acceder a poner el proyecto en tabla, cuya importancia va más allá de las sanciones, centrándose en establecer la relevancia del asunto tratado, en busca de dar mayor seguridad a las personas, sean hombres o mujeres, lo que es relevante desde el punto de vista social, ya que implica sancionar conductas hoy sin cobertura legal. Así, espera que la tramitación del proyecto cuente con la unanimidad del apoyo parlamentario, pues trasciende las posturas políticas, con un alto impacto social y educativo.


El diputado Fuenzalida recuerda que el Código Penal hoy sólo sanciona el acceso carnal, sin cubrir las conductas como las de acoso callejero, de modo que regular en este ámbito es relevante, si consideramos que Chile está incluso atrasado en comparación a otros países más desarrollados. Sin embargo, cree que existirán complicaciones probatorias, lo que derivará en dificultades para alcanzar sanciones efectivas. No obstante, coincide en que el principal efecto que podría obtenerse es la generación de un cambio social y/o cultural, así como en el hecho de que se tendrán mayores aprehensiones antes de incurrir en conductas como las citadas.


La diputada Sabat reitera que este proyecto surge de una iniciativa ciudadana, al cual califica como un avance en el necesario cambio social. Además, sugiere acompañar la nueva normativa que emane de la tramitación de este proyecto, con algún programa de educativo o de formación, para desterrar el temor usualmente observado en las víctimas, teniendo presente que hoy existen distintos medios probatorios a los cuales recurrir, pero en que lo más importante será la certeza de contar con herramientas legales para denunciar este tipo de conductas. Agradece a los integrantes de la Comisión por la acogida que ha tenido el proyecto, con ladebida seriedad que el mismo merece. Finalmente, pide a la Ministra del SERNAM su apoyo para trabajar en conjunto.


El diputado Squella, manifiesta su apoyo a legislar en esta materia. En cuanto al proyecto, estima que se encuentra bien enfocado, pues en materia penal muchas veces se pretende sancionar excesivamente, lo que torna finalmente inaplicable la misma norma que se desea instaurar, lo que en este caso no sería así, lo que refleja un análisis acertado en la materia. Sin embargo, tiene ciertas observaciones, indicando que espera exista la debida flexibilidad en la redacción misma del proyecto (por ejemplo, el proyecto define al acoso sexual callejero excluyendo a las personas relacionadas entre sí) ; por otra parte, cree necesario no limitar el acoso únicamente a los “espacios callejeros”, pues el lugar en que se cometa la conducta no debería ser relevante; por último, propone efectuar modificaciones tanto en el Código Penal como en el Código Procesal Penal, por razones de lógica legislativa. Sin embargo, en general evalúa favorablemente el proyecto, reservando tales observaciones para la discusión posterior del texto definitivo del mismo. 


El diputado Walker (presidente) , expresa que esta Comisión decidió abordar este proyecto, pues tiene una visión de la Seguridad Ciudadana más amplia de lo comúnmente estipulado. Considera importante aclarar mejor el punto relativo a la penalidad que estará asociada a las nuevas figuras legales propuestas, especialmente considerando las opiniones vertidas por la Corte Suprema en este punto (aun cuando no está de acuerdo con las aprehensiones formuladas) .


La señora Valenzuela, recuerda que la organización a la que representan (OCAC) nació espontáneamente y por iniciativa propia. Sobre el estudio del Acoso Sexual Callejero, este inició mediante la recopilación de distintos testimonios a través de medios virtuales, de donde fue posible desprender que este tipo de acoso es un problema real y masivo, elemento que definió el origen del proyecto. En cuanto al tema del “piropo”, aclara que el objetivo de incorporar estas conductas es desempeñar una labor más bien preventiva y educativa, en que serán las agresiones verbales de gravedad y que impliquen ciertas palabras específicas las que se incluirían dentro del tipo penal. Finalmente, estima relevante fortalecer los protocolos de denuncia, pues lo que se busca es fortalecer la tarea preventiva, más allá de las sanciones que puedan aplicarse.


La señora Sepúlveda, manifiesta que están de acuerdo con muchas de las observaciones realizadas en su informe por la Corte Suprema, pero en lo que se refiere a una eventual colisión entre la norma que hoy regula el exhibicionismo y la propuesta del proyecto, no coinciden, pues responden a espíritus diferentes. En otro punto, indica que para el caso de violencia en espacios privados, ya existen normas específicas que pueden aplicarse, sea en materia de violencia intrafamiliar, laboral u otras, de modo que este proyecto complementa la legislación, para cubrir un vacío jurídico específicamente en el ámbito público.


La señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, doña Claudia Pascual Grau, valora la iniciativa, pues el proyecto está orientado principalmente a sancionar la violencia de género contra las mujeres. Al respecto,comenta la valoración que se tiene de esta moción, que va en el mismo sentido de los mandatos que poseen como gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, que tienen que ver con cómo se puede ampliar la noción y concepción de la violencia contra las mujeres. Este proyecto está en la línea de una concepción amplia de la violencia contra las mujeres.


En segundo término, estiman relevante, en consideración al mandato de trabajar por una ley amplia de violencia contra las mujeres, que se esté avanzando en esta tramitación y no se deba esperar necesariamente un proyecto más amplio e integral contra la violencia hacia las mujeres, norte en el cual se está trabajando.


En tercer lugar, poder rescatar que el proyecto recoge por vez primera el acoso sexual callejero que ocurre en los espacios públicos, no necesariamente en la calle como la propia definición lo indica. Entiende este acoso como una práctica generalizada, de ocurrencia cotidiana, más de lo que quisiéramos y que el propio video presentado por el Observatorio contra el Acoso Callejero muestra lo arraigado que se encuentra en nuestra cultura y costumbres de país este tipo de circunstancias. Es por lo antes señalado que este tipo de acoso no es percibido como un caso de violencia propiamente tal sino que se naturaliza y minimiza como si fuera parte de la cultura propia del país, parte de nuestras formas conductuales. En este contexto, las propias patrocinantes de la moción señalan que existió una rápida confusión o conveniente mala interpretación del proyecto, ya que esto no va en contra del legítimo derecho que tiene un hombre y una mujer a un coqueteo con otro y con otra para poder establecer cualquier relación de pareja, sino que este proyecto busca hacer conciencia del grado de violencia que implica, mayoritariamente en niñas y mujeres de nuestro país, pero también en hombres, el acoso sexual callejero cuando -en contra de su voluntad- se procede a efectuar todo tipo de conductas, tanto verbales como físicas, traspasando su integridad psíquica y física. En dicho sentido, nos parece pertinente hacer presente un estudio que elaboró el Servicio Nacional de la Mujer el año 2012 respecto al acoso y abuso sexual en lugares públicos y transporte colectivo, el que si bien tiene definiciones diversas a las del proyecto de ley, demuestra un esfuerzo por parte del servicio de ir abordando esta temáticas con el propósito de ampliar la concepción de la violencia y denota la invisibilidad de la sociedad ante esta temática de violencia.


Esta iniciativa viene en reconocer hechos que hoy en día no tienen forma de ser sancionados y se debe valorar que se visibilizan fenómenos de violencia que tal vez existían de antemano o previamente. En este contexto, es preciso recordar que cuando se legisló respecto de femicidio íntimo, el que sólo procede respecto de parejas o ex parejas, existieron críticas al proyecto en virtud de la supuesta existencia de tipo penal al respecto y que no era necesario especificarlo más. Con todo, y aun existiendo discusión respecto de la necesidad de expandir el tipo penal a casos de pololos y pololas o parejas que no viven bajo el mismo techo, esta legislación nos ha permitido lograr tremendos avances, en la concientización de nuestro país, de los actores y actoras relevantes en ese ámbito, el trabajo desde esa fecha hasta ahora con Carabineros, Policía de Investigaciones, organización civil, educacional, y en visibilizar esta temática. Es indudable como ayuda a desnaturalizar la violencia el albergar esta tipificación.


Señala que la visualización que denota este proyecto de las conductas de violencia sexual nos permitirá desnaturalizarlas y lograr un cambio en nuestras conductas estructurales. Es así como a modo de profundización de cifras ya demostradas es preciso señalar que la vulneración en mujeres llega al 85% y en hombres al 15%, cifras que son concordantes con la direccionalidad de género que se aprecia en los delitos sexuales. De acuerdo al informe de la unidad especializada de delitos sexuales del Ministerio Público, el 82% de las víctimas de delitos sexuales fueron mujeres, versus el 18% de hombres. Por tanto, generar estos espacios en la legislación -los que logra este proyecto- nos permite, sin la necesidad de escalonamiento estricto, evitar futuros delitos sexuales como de violación.


Un proyecto de ley como este hace necesaria la coordinación entre distintos poderes y políticas públicas para poder tomar medidas en contra del acoso sexual callejero, a su vez tiene una relación y concordancia directa con los compromisos internacionales asumidos por nuestro país.


Este proyecto también da cuenta de ciertos déficit que tiene nuestra legislación ya que hoy en día estas conductas estarían subsumidas en las ofensas al pudor y las buenas costumbres, conductas que dicen relación más con lo colectivo o social que prevenir y proteger a la víctima. Por otra parte, entender estas conductas de violencia incluidas en el delito de abuso sexual, deja afuera a múltiples acciones que no se configuran en dicho delito. Es así como no existe gradualidad, estando todo muy bajo o alto en cuanto a penalidades y no existe el punto medio necesario, lo cual se subsana con este proyecto de ley.


Para finalizar, nos interesa señalar que como Servicio Nacional de la Mujer hay algunos aspectos que inquietan proactivamente y con la disposición a seguirlas discutiendo, por ejemplo, hacer mención más específicamente a la clara direccionalidad de género que tiene, ya que la mayoría de las víctimas son niñas y mujeres. A su vez, si bien valoramos la gradualidad de las penas, se tiene la inquietud respecto de la sustitución de penas, por ejemplo las disculpas públicas, inquietud compartida con la Corte Suprema. 


En general, respecto del texto del proyecto, la regulación podría ser más precisa, a fin de asegurar su aplicación práctica. Por ejemplo, la definición de acoso sexual callejero contiene el producir en la víctima de “intimidación, hostilidad, degradación, humillación, o un ambiente ofensivo en los espacios públicos”, los cuales son aspectos subjetivos difíciles de probar ante un tribunal penal. La concurrencia del tipo penal no debería exigir un impacto subjetivo en la víctima, que debiese probarse. Basta con regular la conducta misma en forma objetiva, de forma tal que no caiga el peso de la prueba en la víctima para demostrar que tan afectada quedó y solo así poder sancionar. La recepcionalidad de un delito es muy diversa según las víctimas por lo que los elementos subjetivos implican un mayor peso probatorio para las víctimas. En relación con este punto, cabe recordar que la misma clase de dificultades probatorias ya se dan respecto del delito de abuso sexual, por lo que es importante no reproducir los mismos problemas


Les parece interesante que el proyecto haga referencia a futuras actividades de sensibilización y concientización en términos de acoso sexual callejero, pero es importante que esto se haga en coordinación con otros actores de las políticas públicas para evitar que nadie quede a cargo del mismo (ni desde el mundo privado ni desde el mundo de las políticas públicas) . Sería importante asegurarle algún contenido, o ser recogido en la Reforma Educacional que no necesariamente impliquen recursos del Estado pero sí de cuenta de una clara voluntad política. Gracias.”

 Señala que todo lo vinculado a la sensibilización y formación de funcionarios, ya está considerado dentro de las actividades de su cartera, principalmente para ampliar los conceptos de violencia callejera. Y sobre la urgencia, manifiesta que es necesario contar conuna mayor coordinación, especialmente en el desarrollo futuro de dicho proyecto.


El señor Auditor Institucional General de Carabineros de Chile, don Juan Gutiérrez Silva, coincide con la idea de incorporar en el Código Penal la nueva figura legal propuesta, en carácter de delito y/o faltas, según corresponda. Indica que la actual regulación es insuficiente, pues aun cuando se procura dar formación a los funcionarios de Carabineros, estos usualmente se enfrentan a la toma de decisiones diarias e inmediatas, lo que en casos como el acoso sexual callejero, implicaba que el funcionario, o no haga nada por la ausencia de norma específica, o proceda a interpretar con mayor laxitud otras normas legales (por ejemplo, sobre el pudor o abuso sexual general) . En consecuencia, cree importante que se regule este tipo de conductas, ya que permitirán determinar mejor el modo de proceder ante denuncias de tal tipo. Asimismo, expresa un apoyo personal al proyecto, en su carácter de padre y esposo. En definitiva expresa que la Institución de Carabineros de Chile estima satisfactorio el proyecto, en forma general, al servir de respuesta a vacíos legales como el abordado.


El diputado Walker (presidente) , consulta sobre la cuantificación aproximada que pudiese tener Carabineros sobre las denuncias respecto a conductas de acoso sexual callejero.


El General Gutiérrez, indica que al no existir hoy dicha figura legal, no existe la nomenclatura precisa para poder efectuar las estadísticas pertinentes y, por lo mismo, destaca que Carabineros trata siempre de actuar dentro del marco legal posible.


La diputada Nogueira, manifiesta su apoyo al proyecto, como idea general, pero tiene ciertas aprehensiones, especialmente en cuanto a la identificación de los infractores para los distintos casos en que pudiese verificarse la falta, por ejemplo, en el caso de “piropos”, consultando por la efectividad de proyectos como este, pues Carabineros no puede estar presente en todos los lugares.


El General Gutiérrez, cree que entre no tener norma y tenerla, siempre es mejor que exista una regulación, a pesar de las dificultades probatorias asociadas. Además, manifiesta el compromiso de Carabineros para velar por la aplicación efectiva de estas nuevas figuras legales.


 El diputado Ceroni pregunta al señor General Gutiérrez si el proyecto le parece satisfactorio, en cuanto a la redacción de los tipos penales o si los estima confusos.


El diputado Walker (presidente) , manifiesta que el proyecto no pretende sancionar los “piropos”, sino que distintas formas de acoso sexual, en que el propio tipo penal propuesto exige resultados. Esto es relevante, pues se ha intentado caricaturizar este proyecto, porque el propósito del mismo va mucho más allá.

El General Gutiérrez, señala que existen muchos requerimientos policiales en esta materia, por lo que estima necesario regular. Cita el ejemplo de un hombre mayor que estaba grabando las partes íntimas de niñas en el Metro. Así, cree relevante normar, aun cuando es lógico que se deberá perfeccionar el proyecto actual, pero indica que la necesidad sí existe.


La señorita Directora de la Unidad Especializada en Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía Nacional, doña Patricia Muñoz García, indica que la violencia contra la mujer es un fenómeno importante de atender como Estado, dentro de la cual la violencia sexual y otros tipos contemplados en el proyecto de ley son efectivamente graves, aunque lo que es discutible es si el Derecho Penal debe ser el encargado de regular este tipo de materias, teniendo presente su carácter de “última ratio”, siendo posible que se generen problemas al intentar regular todas las conductas presentes en el referido proyecto. Plantea que al menos en una de las propuestas legislativas, sería tal vez más conveniente efectuar una modificación dentro del actual cuerpo legal imperante sobre delitos sexuales.


En lo específico, confirma lo indicado en el proyecto de ley, respecto a que el artículo 373 del Código Penal no parece ser suficiente para cubrir todas las situaciones descritas en dicho proyecto, ya que al hablar solamente de la moral y buenas costumbres, sería necesario acredita una efectiva merma en tal sentido, centrándose ya no en la vulneración hacia la víctima, sino que en contra de la propia sociedad en su conjunto. No obstante ello, la propuesta del proyecto de ley debe estar en armonía con la realidad, especialmente en lo que se refiere a la prueba, como principal obstáculo para alcanzar una sanción, incluso tratándose de niños y niñas. Por ende, intentar tipificar otras conductas menos gravosas como por ejemplo, los atentados verbales o conductas que no implican un contacto directo con las víctimas, no sería pertinente, tanto por las dificultades sistemáticas que generarían una mayor sobrecarga de trabajo para las Fiscalías, como por sancionar conductas que no ameritan reproche penal conforme a la proporcionalidad de la conducta.


Por lo tanto, estiman que es preferible establecer una ley de tratamiento integral de la violencia contra la mujer, la que lamentablemente aún no existe, ya que permitiría regular una amplia variedad de temas hoy carentes de protección y que justamente han sido recogidos por este proyecto.


En cuanto al art. 389 sexies propuesto, que habla del “acto que involucre contacto corporal de carácter sexual”, que sería la conducta gravosa contra el bien jurídico protegido de la “libertad sexual”, entendido dentro del concepto actual más amplio de “integridad sexual”. Al respecto, propone que tal consideración se efectúe mediante la modificación de otro tipo penal ya existente en nuestra legislación, por ejemplo, incluyendo un inciso final dentro en el art. 366 quáter del Código Penal, que se hiciera cargo las conductas mencionadas en la norma propuesta (tocaciones de carácter sexual, actuaciones indebidas, entre otras) , lo que podría ser una alternativa más conveniente, especialmente en lo que concierne a las transgresiones sexuales cometidas por personas adultas. Señala que, por ejemplo, tratándose de las tocaciones sufridas por mujeres de parte de hombres adultos, las Fiscalías han intentado que ello se juzgue como abuso sexual, utilizando la hipótesis de la incapacidad que tiene la víctima de evitar el ataque, lo que sin embargo ha sido muy difícil de ser aceptado por los jueces. Por ende, es necesario sancionar estas conductas, pero con la diferencia al proyecto, de incluir dentro de la actual norma legal aquellas conductas más graves hoy no penadas al ser la víctima una persona mayor de edad (recordando que los menores de edad sí están ya protegidos) .

Sobre el art. 389 septies, que contempla una medida alternativa con la que contaría el juez, en que no queda claro si es en efecto se presenta como una pena alternativa, o si se trata de una pena complementaria. Además, en el primer caso, ello no tendría aplicación práctica, pues en la actual realidad ni siquiera existe una oferta programática suficiente que asuma casos de violencia intrafamiliar, delitos sexuales, entre otros, de mayor recurrencia.


Agrega que el art. 389 octies sería innecesario, pues este platea regular conductas ya tipificadas por nuestro Código Penal, en lo que concierne a delitos sexuales.

Por otra parte, en cuanto a la ubicación de los artículos propuestos, no sería la más óptima ni lógica, conforme a la distribución vigente de la normativa penal, ya que el párrafo del proyecto se plantea a continuación del párrafo correspondiente a la celebración de matrimonios ilegales, en tanto resultaría más razonable incluirlo luego del párrafo que se refiere a los ultrajes públicos y atentados contra las buenas costumbres, esto es, entre el párrafo séptimo (de las disposiciones comunes a los abusos sexuales) , y el octavo (de los ultrajes públicos a las buenas costumbres) , contenidos en el Código Penal, para efectos de una mejor coherencia normativa.


De esta forma, se debe considerar que el fenómeno contemplado en el proyecto es una realidad con evidente gravedad, pero que debe aterrizarse a la realidad práctica, debiendo evitar sanciones desproporcionadas para el Derecho Penal.


La señora Profesora de Derecho Penal, doña María Elena Santibáñez. Indica que el propósito de este proyecto de ley asume un problema muy común, fundamentalmente tratándose de las tocaciones en el Metro, que es el principal tema sujeto a una laguna de punibilidad en materia de delitos sexuales, razón por la que valora dicha iniciativa. 


Coincide en que la actual regulación actual es insuficiente para regular este tipo de materias, coincidiendo que las normas sobre las ofensas al pudor y ultrajes públicos a las buenas costumbres, que en la actualidad constituyen normas que tienden a desaparecer, al ser prácticamente obsoletas, ya que toman en consideración cánones morales para establecer la punición de las conductas. En cambio, todo el sistema reformista experimentado a partir del siglo pasado en materia de criminalidad sexual, apunta a proteger un bien jurídico real, que nuestro legislador ha definido como la “integridad sexual” (a pesar de que los tribunales continúan hablando de “libertad” e “indemnidad”) , de modo que cualquier proyecto de ley asociado con tales tipos de criminalidad sexual, deben partir desde ese punto de vista, de modo que las conductas sancionadas deberán ser aquellas que efectivamente generen una merma en la integridad sexual de la víctima, lo que se generaría en el caso de tocaciones en el Metro.


En cuanto al actual tipo penal que sanciona el abuso sexual, éste resulta ser insuficiente. Sin embargo, resalta el art. 361 N° 2, segunda parte, que habla justamente del aprovechamiento de la incapacidad para oponerse, lo que ha permitido aplicar en la práctica la teoría de que actuar por sorpresa sea constitutivo de una modalidad de abuso, aunque lo cierto es que en general los Tribunales han sido tímidos en su aplicación, de modo que no puede citarse como solución al vacío legal, ya que depende del criterio aplicable por cada Juez.


Así, lo referido a agresiones no verbales e incluso verbales que no impliquen tocaciones, no debería ser objeto de regulación, pues está ajeno a la protección del bien jurídico respectivo.


También comparte la opinión de la señora Directora, respecto a que la propuesta de ubicación es errada, ya que dicho párrafo estaría mejor situado como párrafo diez, pasando el actual a ser el número once; o ubicarlo dentro del párrafo de delitos sexuales, después de las normas sobre abusos sexuales y antes de las disposiciones comunes, para que las disposiciones comunes le fueran también aplicables al nuevo tipo penal.


Respecto a las definiciones propuestas por el proyecto en torno al “acoso sexual callejero” y al carácter de “acosador” y “acosado”. En este punto, destaca que los tipos penales se rigen por el principio de taxatividad, para que queden lo menos posible a criterio del intérprete, razón por la cual, la definición planteada por el proyecto en torno al “acoso sexual callejero”, se debe perfeccionar, por ejemplo eliminado la palabra “naturaleza”, así como la frase “sin que mantenga el acosador y la acosada relación entre sí”, lo que generará problemas, ya que podrían darse casos en que exista una relación entre el acosador y la víctima que por ello quedarían desprotegidos, y además, porque pareciera sobrar de la definición pretendida. También estima importante restringir la serie de adjetivos empleados en la definición (intimidación, hostilidad, degradación, etc.) , pues lo que debe mencionar es la existencia de un atentado contra la integridad sexual de la víctima, en armonía con el resto de la criminalidad sexual.


Reitera su opinión en cuanto a que las agresiones no verbales y verbales no deben ser objeto de sanción penal, siendo tal vez una alternativa el que se aplica para dichos casos las disposiciones de Policía Local.


En otro punto, indica que el hecho de que se pueda sustituir una pena por disculpas públicas, es altamente cuestionable, ya que dependerá de la víctima el que tales disculpas se acepten o no.


El art. 389 quinquies habla de conductas como el exhibicionismo y masturbación ya están regulados en protección de los menores de edad, mediante al actual art. 366 quáter. En este punto, no comparte la opinión de la señora Directora, respecto a incluir el nuevo tipo penal mediante la modificación de este art. 366 quáter, ya que éste tiene un origen histórico asociado a corrupción de menores y delitos contra éstos, de modo que lo anterior significaría cambiar completamente dicha norma (cree más conveniente la tipificación autónoma) .


El art. 389 sexies describe ciertas conductas como las”tocaciones indebidas, roces o presión de genitales contra el cuerpo de otra persona que involucre contacto corporal con connotación sexual”, lo que no sería lo más adecuado, ya que entre más palabras se utilizan en la descripción del tipo, es mayor la posibilidad de que se generen lagunas de punibilidad, las que se evitan eliminado tantas especificaciones que sólo entorpecen la aplicación de la norma.


Respecto al art. 389 septies, coincide en que no queda claro a qué se refiere la medida alternativa propuesta en este artículo, es decir, si está refiriéndose a una salida alternativa del proceso penal, o a una pena sustitutiva de la ley N° 18.016. Además, es cierto que hoy no existen programas para otros abusos incluso más graves, siendo más urgente la existencia de un programa de asociado a agresores sexuales.


El art. 389 octies contempla agravantes ya existentes en el Código Penal, incluyendo otras que en realidad corresponden a la modalidad de comisión que evidencia la falta de consentimiento de la víctima. Por ejemplo, estima nocivo el hablar de que la víctima se encuentre en “estado de intoxicación temporal”, ya que podría entenderse como el único caso de privación de sentidos, mientras hoy dicha privación de sentidos se entiende como concepto general.


La diputada Nogueira consulta por las dificultades de tipificar las conductas propuestas en el proyecto de ley, que busca sancionar la mala intención y el acoso, lo que en su espíritu estima correcto, pero al parecer, lo único adecuado sería regular incorporando el contenido del art. 389 ter propuesto. Propone consultar a las autoras del proyecto para que estén presentes 


El diputado Walker (presidente) , solicita a Secretaría que se haga una sistematización como un comparado por artículo, con las discrepancias y opiniones en cada caso, para luego acompañarlo a las invitadas de hoy, con el objeto de que formulen sus observaciones.


El diputado Squella pregunta por cómo se podría perfeccionar el proyecto, así como por la definición del acoso dada en el art. 389 ter. Además, en cuanto a la definición también advierte la pertinencia de excluir la idea de una ausencia de relación entre la víctima y victimario, así como el lugar en que se verifica el acoso. Respecto a la conducta, se sancionaría el contacto corporal de carácter sexual, lo que no se dará en todos los casos, por lo que consulta si es pertinente o no incluir este requisito.


El diputado Fuenzalida solicita a la profesora Santibáñez que explique por qué la mayor explicación de un tipo penal aumenta la laguna de penalidad.


El diputado Jackson, en relación a los casos que en ocasiones se cubren con otras figuras penales como las de abuso sexual, pregunta si no es mejor tener una tipificación directa de este tipo de conductas, más allá de las dificultades probatorias, en lugar de seguir empleando las actuales figuras legales.


El diputado Walker, comparte la idea de que lo verbal esté fuera del ámbito de sanción del Derecho Penal, así como eliminar la referencia a una “ausencia de relación” entre agresor y víctima. Indica que estaba de acuerdo con incluir la exigencia de mayores efectos en la víctima, como la intimidación, hostilidad, degradación, humillación o ambiente ofensivo en los espacios públicos, porque creía que esto cerraba las puertas a una indeterminación del tipo penal, aunque tras lo expuesto coincide en que tal vez sería una mejor alternativa el eliminar ciertos adjetivos, estableciendo a la integridad sexual como principio a respetar. Del art. 389 ter, plantea la opción de eliminar la referencia a actuaciones verbales y no verbales, por la subjetividad que implicarían. Tratándose del art. 389 quáter, apoya lo que se propone, ya que se aplicaría en casos como el de grabaciones a partes íntimas efectuadas dentro de un medio de transporte como el Metro (propone enviar un oficio a la Fiscalía para conocer el caso de Moisés Galindo Montecinos, quien fue detenido por estar grabando debajo de las faldas de mujeres en la estación de Macul, en la Línea 4, el pasado 06 de noviembre) , en tanto dicho artículo propone sanciones de multa para casos de tal tipo. Además, solicita invitar permanentemente a las representantes del Observatorio contra el Acoso Callejero (OCAC) , en cuanto autoras del proyecto bajo estudio. Y a las invitadas hoy presentes, les pide manifiesten su opinión sobre las sanciones aplicables a este tipo de conductas, como las grabaciones, independientemente si se trata de menores o mayores de edad. Tratándose del art. 389 sexies, solicita mayor claridad en torno a la idea de insertar esta figura dentro del 366 quáter, es decir, si correspondería agregarlo como nueva figura dentro de tal artículo, o simplemente aplicar éste en forma comprensiva de lo anterior. Y por último, respecto al art. 389 septies, comparte la poca claridad al hablar de pena alternativa.


El diputado Coloma, sobre el art. 389 quáter, para casos en que se efectúen grabaciones de partes íntimas, consulta por la pertinencia de las multas. Y el art. 389 sexies, que pide el contacto físico, pero sin requerir ninguna intencionalidad, estima que ello podría extenderse a otras situaciones propias de la vida diaria, es decir, cree que la intención de las tocaciones debería ser parte del tipo penal, consultando al respecto.


La señora Directora de la Unidad Especializada en Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía Nacional, indica que la legislación actual es insuficiente para tratar este tema, de modo que se debe crear una nueva figura penal específica capaz de abordar claramente el asunto, evitando la interpretación judicial y/o arbitrio del Fiscal que conozca de la causa. Sin embargo, existen conductas que no debieran estar dentro del marco del Derecho Penal, sino que en una ley que regule de forma integral la violencia contra la mujer, que es un problema estructural que debe ser reconocido y abordado. No se deben establecer tipos penales que no puedan ser aplicados y perseguidos en la realidad práctica, sea por insuficiencia de recursos o elementos probatorio. Como alternativas, se podría incorporar la figura descrita en dicho artículo del proyecto, dentro del ya vigente art. 366 quáter, o mejor aún, mediante la instauración de una nueva figura penal independiente, siendo probablemente los mejor, para no prestarse a confusiones con el contenido del art. 366 quáter, pensado en protección de menores de edad.


En relación a las grabaciones, hoy se debe determinar la edad de la víctima, para determinar si estamos frente a un caso de producción de algún tipo de material (por ejemplo, producción de material pornográfico infantil) . Por ende, podría incluirse una norma que permita penar estas conductas, independientemente de cuál sea la edad de la víctima.

Coincide en que la “adjetivización” de los tipos penales muchas veces genera problemas en su aplicación ya que existen tantas interpretaciones como jueces, que dificultan la prueba. En este mismo sentido, el propio proyecto define el acoso, entendiendo que comprende situaciones con connotación sexual, distintas a las de mera casualidad, lo que sería conveniente de conservar, más allá de los cambios que resulte pertinente realizar al actual proyecto.

En resumen, estima importante crear un tipo penal específico, mediante un párrafo aparte situado antes de las disposiciones comunes sobre abuso sexual, que no sea una alternativa al art. 366 quáter, excluyendo la referencia a una ausencia de relación entre los involucrados y sin exigir un resultado particular y específico en la víctima, pero sí estableciendo con precisión la conducta punible (se podría exigir, por ejemplo, la comisión “maliciosa” del hecho) .


La profesora Santibáñez insiste en que las conductas verbales y no verbales deben quedar fuera. En cuanto a las grabaciones, si bien con incómodas, no calzan con el concepto de delito sexual, que son aquellos que vulneran la integridad sexual, no los sentimientos de pudor que están relacionados con el tema de los ultrajes, ni de la privacidad de las personas. De esta forma, considera que las grabaciones deberían incluirse en los delitos contra la intimidad, recomendando en este punto ampliar el art. 161 A del Código penal, asociado a los delitos contra la privacidad en lugares cerrados, esto es, incorporando también los recintos públicos, en tanto se proceda a grabar partes íntimas de adultos (por ejemplo, grabación de los órganos genitales) , con lo que se permitiría regular esta situación de forma proporcionada.


Respecto a la definición del tipo penal, estima que no es pertinente incorporar conductas específicas, ya que ello afecta la aplicación práctica del mismo (tal como ocurre hoy con la violación, por ejemplo) . Es decir, resulta mejor establecer tipos penales más amplios para que puedan calzar con los distintos casos posibles en la realidad, además de tener en cuenta que siempre es posible encontrar nuevas formas de comisión de los delitos, de modo que la mayor especificación resulta ser más restrictiva.


Finalmente, teniendo como base el que todos los delitos contemplados en el Código Penal son de carácter doloso, sin que este elemento deba exigirse expresamente, no cree que se deba requerir un ánimo o intención especial, pues tal como en el abuso sexual, no se puede dejar la significación sexual en manos de la víctima, ni tampoco en el ánimo del sujeto activo. Es el acto el que objetivamente debe tener una connotación sexual, ya que esto es lo que permite “objetivizar” la conducta, siendo en definitiva el juez quien determine si el acto es o no de connotación sexual. O sea, hay que excluir el ánimo, para no dejar fuera conductas objetivas de vulneración a la integridad sexual, motivo por el cual no comparte la idea de agregar el requisito propuesto por la señora Directora, esto es, un acto cometido “maliciosamente”, ya que no hay nada más difícil que probar el dolo directo en el que se deriva dicho término, generando una alta probabilidad de acciones impunes.


En otro punto, el diputado Squella solicita a las invitadas que se pronuncien sobre la violación a la intimidad de las personas, en relación con la situación recientemente experimentada por uno de los diputados de esta Cámara de Diputados, para determinar si esto calzaría con la normativa hoy vigente.


La profesora Santibáñez indica que tal caso no puede calzar en la norma aludida que sanciona la vulneración a la privacidad, ya que el lugar en el que se captaron las imágenes involucradas es de carácter público, que permite la grabación de lo que ocurre en dicho espacio. De tal forma, la discusión sería en torno a si el Congreso Nacional es o no un lugar público. Para incluirla, se debería modificar la ley, ya que actualmente se deja fuera la protección de la intimidad en tales lugares públicos, a pesar de la vulneración que pareciera evidente.


El diputado Walker (presidente) , manifiesta que la Sala de la Cámara de Diputados no es de libre acceso al público.


La señora Directora de la Unidad Especializada en Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía Nacional, opina que sí se pude intentar sancionar dicha conducta mediante la actual norma del art. 161 A del Código Penal, que habla de recintos particulares o que no sean de libre acceso al público, intentando forzar la interpretación de esa norma, ante la gravedad del hecho cometido.


La profesora Santibáñez menciona que en otros países, para determinar si un lugar es o no público, se toma en cuenta si están o no permitidas las grabaciones, lo que en el caso de la Cámara de Diputados, es justamente así.


El señor Enrique Aldunate, señala que la comunicación privada se basa en la expectativa de que el contenido es objeto de privacidad. En este caso, el ingreso a la Cámara de Diputados no es totalmente libre y se accedió a las conversaciones del señor diputado afectado, a través de medios tecnológicos, razón por la cual debería aplicarse la norma constitucional respectiva (art. 19, N° 5, de la Constitución Política de la República) , que consagra la inviolabilidad de toda comunicación privada. Además, las tribunas forman parte de la Sala, que no es de libre acceso al público.


El diputado Walker (presidente) , plantea la duda de lo que ocurriría, por ejemplo, con el caso de una conversación telefónica que sea interceptada, que a pesar de ocurrir en un lugar público, debería igualmente estimarse como un delito


La profesora Santibáñez plantea que tal vez se podría aplicar la norma del art. 146 del Código Penal, sobre violación de correspondencia privada, respecto a lo cual sí existe jurisprudencia, y que podría aplicarse en este caso, ya que registrar no necesariamente significa abrir, tal como en el caso de un correo electrónico abierto, el que a pesar de ello, no puede ser leído por un tercero, al tener el carácter de comunicación privada. Esta norma es la que recoge la mencionada garantía constitucional, que por ende podría resultar aplicable en el caso consultado, de acuerdo a su texto siguiente:

“Art. 146. El que abriere o registrare la correspondencia o los papeles de otro sin su voluntad, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado medio si divulgare o se aprovechare de los secretos que ellos contienen, y en el caso contrario la de reclusión menor en su grado mínimo.


Esta disposición no es aplicable entre cónyuges, ni a los padres, guardadores o quienes hagan sus veces, en cuanto a los papeles o cartas de sus hijos o menores que se hallen bajo su dependencia.


Tampoco es aplicable a aquellas personas a quienes por leyes o reglamentos especiales, les es lícito instruirse de correspondencia ajena.”

Don Sabas Chahuán, a la sazón Fiscal Nacional del Ministerio Público, remite su opinión respecto de este proyecto mediante oficio FN N° 936/2015, en parte del cual expresa que en relación con la necesidad de legislar sobre la materia, si bien es cierto que el artículo 373 del Código Penal no resulta suficiente para cubrir las situaciones descritas en el proyecto observado, toda vez que el bien jurídico protegido en este tipo delictivo es la moralidad pública y las buenas costumbres, desconociendo el impacto e infracción a la integridad sexual que involucrarían las conductas descritas en el proyecto, lo cierto es que una propuesta legislativa de esta índole debe, necesariamente, estar en armonía con las exigencias normativas y, particularmente, con la exigencia que impone el derecho penal, ciencia jurídica cuya aplicación debe ser entendida como de ultima ratio.


Es en razón de ello que estima le parece que no resulta atendible imponer al derecho penal, y consecuentemente al sistema criminal actual, el hacerse cargo de la investigación y juzgamiento de acciones que no involucran contacto corporal con la víctima, las que nunca podrán ser abordadas desde el derecho penal con la proporcionalidad necesaria y que, además, al poco andar demostrarán la -muy probable- imposibilidad de investigar, por parte de la Fiscalía de Chile, acciones verbales o no verbales, las que podrían contribuir a colapsar el sistema sin que éste sea capaz de brindar una respuesta a las víctimas, generando expectativas inadecuadas en quienes pretendan denunciar.

Lo anterior, explica, es necesario de atender, pues el proyecto está procurando sancionar, por vía de multas, acciones como las descritas en los artículos 389 ter y quáter, lasque de determinarse por esta Honorable Comisión deban ser consideradas como figuras a sancionar, no debieran serlo en el ámbito del derecho penal sino que mantenerse ante una judicatura distinta como podrían ser los juzgados de policía local.

Por ende, intentar tipificar como delitos penales otras conductas menos gravosas como, por ejemplo, los atentados verbales o conductas que no implican un contacto directo con las víctimas, no sería pertinente, tanto por las dificultades sistemáticas que generarían, en virtud de una mayor sobrecarga de trabajo para las Fiscalías, como porque aquello implicaría sancionar conductas que no ameritan reproche penal conforme a la proporcionalidad de la conducta.


Es altamente probable que si existiera una ley integral contra la violencia contra la mujer, este tipo de conductas se encontraría allí descrita y aquella normativa, que lamentablemente aún no existe, permitiría regular una amplia variedad de temas hoy carentes de protección y que justamente han sido recogidos por este proyecto.


Agrega que en cuanto a la normativa propuesta, la moción dispone tipificar el acoso sexual callejero estableciendo cuatro figuras delictuales, los artículos 389 ter, 389 quáter, 389 quinquies y 389 sexies, introduciendo un nuevo párrafo al título VIl del Libro Segundo del Código Penal, ubicación que cree debe ser reconsiderada.


Sugiere al efecto, por resultar más lógico y comprensible que, de considerarse la inclusión de un nuevo delito, éste se incorpore a continuación del párrafo “De los ultrajes públicos a las buenas costumbres” y no del párrafo que trata la “Celebración de matrimonios ilegales”, en un párrafo nuevo y exclusivo para este tipo penal.


La ubicación propuesta se condice, además, con uno de los fundamentos del proyecto de ley, al señalar queActualmente, en nuestro país no se encuentra regulado el acoso sexual callejero, es por esto, que en los casos en que se denuncia, los funcionarios habilitados para tal fin se ven en la obligación de intentar subsumir la conducta denunciada a una norma que se encuentra expresa en nuestra legislación, como el caso del delito de 110fensas al pudor” contemplado en el artículo 373 del Código Penal.”.


En el numeral primero del artículo 389 bis propuesto, se define el acoso sexual callejero. Al definirlo se señala que se entenderá11Como todo acto de naturaleza o connotación sexual”, y respecto de ella proponemos no considerar la inclusión de la expresión “naturaleza”, toda vez que aquella da margen de interpretación que puede dificultar la aplicación de la norma, debiendo mantenerse únicamente la expresión “connotación sexual”.


Otro aspecto relevante, dice relación con que se propone, en el mismo numeral, que se establezca que uno de los requisitos del acoso sexual callejero sea que la víctima y el acosador no tengan vínculo entre ellos, pero dicho requisito creemos que no se condice con el interés de protección que involucra esta propuesta legislativa, preocupado de proteger el bien jurídico de la integridad sexual, toda vez que nada obsta a que quien ejecute la conducta de acoso sea un amigo/a, compañero/a de trabajo o conocido/a de la víctima, situaciones en las cuáles, el hecho de tener algún vínculo con ésta, hará imposible su persecución por no encontrarse considerada en las exigencias normativas.


Respecto del artículo 389 quáter, nos parece necesario que se tenga presente en el debate legislativo que si la búsqueda del proyecto es regular normativamente agresiones a la integridad sexual de las víctimas, lo cierto es que la expectativa de privacidad en lugares públicos, que usualmente están rodeados de cámaras, no permitiría sostener que una grabación involucre, necesariamente, una vulneración a dicho bien jurídico y lo recomendable podría ser ampliar el actual artículo 161-A en alguna hipótesis que se haga cargo de este tipo de circunstancias.


Sobre el artículo 389 sexies propuesto, es el artículo que creemos debe mantenerse para ser considerado como delito e incorporarse a nuestra legislación penal. Esta norma creemos, debiera ser considerada, pero en una ubicación distinta de la propuesta por los Honorables Diputados que suscriben la iniciativa, manteniéndose en un párrafo específico para el acoso sexual, con una norma que se haga cargo de las definiciones de acoso sexual callejero y, además, la norma que tipifique esta conducta, de modo de que existiendo este tipo penal específico se puedan perseguir acciones, que actualmente se cometen, contra personas mayores de 14 años, logrando una efectiva sanción y evitando lagunas de impunidad.


Acerca del artículo 389 septies propuesto, la norma no se logra comprender a cabalidad, no logra explicar si hace referencia a una sanción alternativa a la pena privativa de libertad o, en cambio, el juez podrá decretarla como sanción especial. Cualquiera sea la circunstancia que se haya tenido en vista por los Honorables Diputados que suscriben la moción, lo cierto es que hoy no existen en nuestro país programas especializados en el abordaje de este tipo de conductas, razón por la que la inclusión de una medida de esta naturaleza carece de sentido mientras no se cuente con profesionales especializados en la materia.


Así, a modo de ejemplo, podemos referir que, de acuerdo a la experiencia práctica, incluso en las causas por delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar, cuando se dispone por los jueces la asistencia a programas de control de impulsos o terapias para agresores, estos resultan de nula aplicación práctica por la inexistente oferta programática requerida.


Respecto del artículo 389 octies propuesto, nos parece que esta norma resulta innecesaria, toda vez que la regulación existente en la actualidad respecto de los delitos sexuales se hace cargo del debido tratamiento de las hipótesis en las que víctimas, como las referidas en esta parte de la propuesta legislativa, son afectadas en su integridad e indemnidad sexual.

-o-

La Comisión, compartiendo los objetivos y fundamentos tenidos en consideración por las mociones refundidas y las opiniones, argumentos y observaciones vertidas por las y los diputados, autoridades del Ejecutivo e invitados procedió, por unanimidad, a dar su aprobación a la idea de legislar, segúnse detalla en el capítulo de las constancias reglamentarias previas.

-o-

B.- DISCUSIÓN PARTICULAR.


Al iniciarse el debate en particular, el diputado Walker (presidente) , menciona la importancia de precisar el contenido de los proyectos de ley refundidos, sopesando las diversas opiniones esgrimidas al respecto y que generalmente coinciden en rescatar la sanción del acoso sexual callejero con contacto físico, debiendo excluir otras conductas.


Se destaca que es importante hablar de “espacio público o de acceso público”, pues de esta forma se amplía el ámbito espacial en que el delito puede verificarse, al incluir tanto lugares públicos, como aquellos privados de acceso público. Asimismo, se advierte la posibilidad de calificar ciertas formas de acoso sexual sin contacto físico, dentro de las faltas penales y no como delito, en tanto lo último podría considerarse un exceso en la calificación penal.


Luego, se formula una indicación sustitutiva para la totalidad del articulado contenido en ambas mociones refundidas, suscrita por el diputado Walker, las diputadas señoras Cariola, Sabat y Nogueira y los diputados señores Ceroni, Fuenzalida, Mirosevic y Squella, del siguiente tenor:
ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1.- Agrégase el siguiente artículo 366 sexies:

“Art. 366 sexies. El que realizare una acción sexual que implique un contacto corporal contra una persona mayor de 14 años que provoque en la víctima intimidación, hostilidad, degradación, humillación, o un ambiente ofensivo, sin que medien los términos señalados en el artículo 366 ter, será penado con presidio menor en su grado mínimo.”
2.- Incorpórase en el Libro Tercero, Título I, De Las Faltas, el siguiente artículo 494 ter: 

“Artículo 494 ter.- Comete acoso sexual el que abusivamente realizare en lugares públicos o de acceso público una acción sexual distinta del acceso carnal, que implique un hostigamiento capaz de provocar en la víctima intimidación, hostilidad, degradación, humillación o un ambiente ofensivo.


En caso de que los actos de hostigamiento descritos en el inciso anterior, fueren de carácter verbal o se ejecutaren por medio de gestos, se impondrá la pena de multa equivalente a una Unidad Tributaria Mensual.

Si dichos actos consistieren en la captación de imágenes, vídeos o cualquier otro registro audiovisual del cuerpo de otra persona o de alguna parte de él, se impondrá una pena de multa entre 5 a 10 Unidades Tributarias Mensuales. Sin perjuicio de lo anterior, si tal registro es divulgado por medios de difusión, se impondrá una pena de multa entre 10 a 20 Unidades Tributarias Mensuales.

Cuando el hostigamiento fuere realizado a través de conductas físicas, tales como abordajes o persecuciones intimidantes, o bien por medio de actos de exhibicionismo, obscenos o de contenido sexual explícito se impondrá una pena de multa entre 10 a 20 Unidades Tributarias Mensuales.”.


Como elementos centrales y sustantivos de esta indicación, se debe consignar que establece un nuevo tipo penal, tomando como modelo de redacción los actualmente vigentes en el Código Penal, respecto del abuso sexual en contra de mayores de 14 años, sin exigir las condiciones de relevancia y/o significación sexual, consagrados en el art. 366 ter, lo que permite llenar el vacío legal que al respecto existe hoy en nuestro país.

Enseguida, se incorpora como falta el “Acoso Sexual en Lugares Públicos o de Acceso Público”, mediante la creación de un nuevo artículo 494 ter, con distintas multas, dependiendo de las circunstancias respectivas, destacando el establecimiento de una multa mayor cuando imágenes con connotación sexual, una vez captadas por medios audiovisuales, sean exhibidas o divulgadas a través de medios de difusión.

Se amplía el espacio en que se puede perpetrar este nuevo delito, toda vez que se añade el concepto de acceso público, para incluir a recintos privados que admiten el ingreso de personas, como son los establecimientos comerciales, por ejemplo, malls, restaurantes, servicentros, entre otros, y si bien se estimó pertinente que debe legislarse respecto de esta materia en espacios o recintos privados, no es plausible en estos proyectos por no concordar con sus ideas matrices.


Finalmente, luego del extenso debate habido en el seno de esta Comisión se planteaesta indicación como la mejor alternativa, que sanciona la conducta como delito para suplir el actual vacío legal, relegando aquellas conductas menos graves (casuística) , a la sanción de falta, que asimismo no implica registro, lo que responde a las diversas observaciones esgrimidas tanto por las y los diputados, como por los profesores y representantes de instituciones invitadas a participar de la discusión concerniente a los proyectos de ley refundidos.

La diputada Cariola, respecto a los proyectos de ley refundidos en discusión, destaca el trabajo desarrollado por los asesores parlamentarios, Secretaría, Biblioteca del Congreso Nacional (BCN) , y diputadospatrocinantes, pues ello ha permitido obtener como resultado un relativo consenso en torno a los puntos centrales que se deben considerar al redactar una indicación sustitutiva, corrigiendo los elementos más controversiales, acotando el tipo penal y estableciendo la figura penal en carácter de falta y delito, según las circunstancias estimadas. Sugiere incorporar en el último inciso del nuevo artículo 494 ter propuesto, después de la palabra “exhibicionismo”, la siguiente frase: “obscenos o con contenido sexual explícito,”.


La diputada Nogueira plantea dudas sobre la definición que se entrega de acoso sexual, estimando que la definición actual estaría demasiado restringida, sólo al hablar de espacios públicos, sin extender la protección a otros ámbitos como el privado. Y lo mismo ocurriría al referirse únicamente a gestos, lo que podría generar complicaciones probatorias en la práctica.


El diputado Squella, cree que la redacción no impide considerar otras posibilidades más adelante, por ejemplo, incluyendo el acoso sexual en espacios privados. Sin embargo, el espíritu de los proyectos de ley refundidos en discusión, suponía justamente la regulación del acoso sexual callejero o en lugares públicos, de modo que la propuesta de Secretaría parece estar plenamente ajustada a ello.


El diputado Fuenzalida concuerda, ya que la razón de los proyectos de ley era justamente contemplar los casos de acoso sexual en lugares públicos.


La diputada Cariola recuerda que el foco de los proyectos de ley era el acoso sexual callejero, señalando además que para evitar confusiones, se decidió precisar la redacción de los nuevos tipos penales, a fin de ajustarla con las opiniones antes vertidas. Sin embargo, comprende la observación de la diputada Nogueira, la cual podría dar lugar a otro proyecto de ley que asuma el caso de acoso sexual en espacios privados.


El diputado Squella, consulta por el alcance de la expresión “ambiente ofensivo”.


Se aclara que todos los conceptos contenidos en la propuesta de indicación sustitutiva, deberán ser definidos y sopesados por el juez del caso respectivo.


La diputada Sabat cuestiona si los términos señalados podrían restringir demasiado el tipo penal.


La diputada Cariola aclara la inquietud de la diputada Sabat, ya que el artículo 494 ter propuesto, emplea el término “o”, de modo que no se trata de requisitos copulativos, sino que alternativos, de modo que más bien se amplían los casos en que podría darse el acoso.


La diputada Nogueira, valora incluir la captación de imágenes por medio de registros audiovisuales, aunque propone aumentar la multa si tal registro audiovisual se sube a internet o difunde por otro medio.

La diputada Sabat pregunta si esta figura propuesta podría chocar con otras ya vigentes, específicamente en lo que se refiere al aumento de la multa si el registro es difundido.


La diputada Nogueira lo descarta completamente, pues estima que esta nueva alternativa es distinta a todo lo que ya está regulado.


La diputada Cariola señala que la nueva norma estaría regulando la difusión del registro audiovisual con carácter sexual, cuyo objeto sea hostigar, humillar o degradar, entendiendo que ello coincide plenamente con las ideas matrices de los proyectos de ley refundidos.


Puesta en votación la citada indicación sustitutiva, fue aprobada por unanimidad.

Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Nogueira y Sabat y los diputados señores Ceroni, Fuenzalida, Mirosevic, Squella y Walker.
-o-

En virtud de las razones ya señaladas, por los argumentos que expondrá oportunamente la señora diputada informante, y habiendo efectuado las correcciones de referencias al texto, en virtud del artículo 15 del reglamento de la Corporación, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1.- Agrégase el siguiente artículo 366 sexies:

“Art. 366 sexies. El que realizare una acción sexual que implique un contacto corporal contra una persona mayor de 14 años que provoque en la víctima intimidación, hostilidad, degradación, humillación o un ambiente ofensivo, sin que medien los términos señalados en el artículo 366 ter, será penado con presidio menor en su grado mínimo.”.

2.- Incorpórase en el Libro Tercero, Título I, De Las Faltas, el siguiente artículo 494 ter:
“Artículo 494 ter.- Comete acoso sexual el que abusivamente realizare, en lugares públicos o de acceso público, una acción sexual distinta del acceso carnal, que implique un hostigamiento capaz de provocar en la víctima intimidación, hostilidad, degradación, humillación o un ambiente ofensivo.

En caso de que los actos de hostigamiento descritos en el inciso anterior, fueren de carácter verbal o se ejecutaren por medio de gestos, se impondrá la pena de multa equivalente a una Unidad Tributaria Mensual.
Si dichos actos consistieren en la captación de imágenes, vídeos o cualquier otro registro audiovisual del cuerpo de otra persona o de alguna parte de él, se impondrá una pena de multa entre 5 a 10 Unidades Tributarias Mensuales. Sin perjuicio de lo anterior, si tal registro es divulgado por medios de difusión, se impondrá una pena de multa entre 10 a 20 Unidades Tributarias Mensuales.
Cuando el hostigamiento fuere realizado a través de conductas físicas, tales como abordajes o persecuciones intimidantes, o bien, por medio de actos de exhibicionismo, obscenos o de contenido sexual explícito, se impondrá una pena de multa entre 10 a 20 Unidades Tributarias Mensuales”.”.


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2016.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 7, 14 y 21 de octubre; 4 y 11 de noviembre, 9 y 16 de diciembre de 2015; 6 de y 20 de enero de 2016, con la asistencia de los diputados señores Matías Walker Prieto (Presidente) ; señoras KarolCariola Oliva, Loreto Carvajal Ambiado, Claudia Nogueira Fernández y Marcela Sabat Fernández, y señores Guillermo Ceroni Fuentes, Juan Antonio Coloma Alamos, Daniel FarcasGueldenman, Gonzalo Fuenzalida Figueroa, Giorgio Jackson Drago, Jaime PilowskyGreene, Gabriel Silber Romo, Leonardo Soto Ferrada y Arturo Squella Ovalle.


Don Giorgio Jackom Drago fue reemplazado en la sesión de 20 de enero de 2016 por don VladoMirosevic Verdugo.
(Fdo.) : ALVARO HALABI DIUANA, Abogado Secretario de la Comisión.”

3. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Alvarado, Campos, Cornejo, Jaramillo, Letelier, Poblete, Silber y Ulloa, y de la diputada señora Hernando, que “Modifica la ley N°19.496, que Establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para limitar el actuar de las empresas de cobranza respecto de los deudores”. (boletín N° 10538-03)
“Fundamentos:

1.- En nuestro país la falta de educación económica nos ha llevado a límites de endeudamiento insospechados durante los últimos años. Según variados estudios, tres de cada cinco hogares de Chile deben más de siete veces su ingreso mensual familiar, lo cual nos lleva como ciudadanos a depender de una vida asociada a las tarjetas de crédito y a la capacidad de endeudamiento que tenga cada uno.

2.- En ese sentido, han tomado protagonismo las empresas de cobranza extrajudicial, las cuales asumen un rol hostigoso para muchos pero necesario para hacer efectiva la deuda que mantiene un millar de chilenos con las empresas de retail, bancos y tarjetas no bancarias. Las actuaciones de dichas empresas, muchas veces, resulta intimidante e incluso atraviesa la delgada línea al respeto de la vida privada de las personas. Llamadas telefónicas, cartas de cobro no válidas legalmente como notificaciones, demandas timbradas en tribunales que no son notificadas por funcionario competente etc., lo cual resulta como una maniobra de amedrentamiento con los deudores.
3.- Muchas veces, los deudores carecen de los conocimientos legales para defenderse. Incluso la ley del consumidor les ampara al respecto, pero la ignorancia sobre estas materias permite el actuar desfachatado de estas empresas, violando derechos constitucionales como el derecho a la vida privada de las personas, llamando a sus lugares de trabajo más de cinco veces al día, comunicando la situación de morosidad a terceros quienes no tienen porqué conocer los problemas financieros de una persona.
4.- Por ello, con la siguiente moción intentamos fortalecer la actual legislación, poniendo particular énfasis en la forma en que actúan estas empresas, limitando su actuar en cuanto a los llamados telefónicos y las comunicaciones escritas que utilizan con el fin de amedrentar a los deudores con el fin de que paguen, muchas veces, en condiciones muy desfavorables a las inicialmente pactadas.

5.- En ese sentido, la iniciativa busca modificar el artículo 37 de la ley 19.496 sobre protección a los derechos de los consumidores, en su inciso sexto, con el fin de acotar de manera expresa, el actuar de estas empresas para con el deudor, resguardando los derechos de este último para que no sea víctima de hostigamiento o aprensiones que rayan la legalidad.
Por estos motivos, tengo el honor de someter al conocimiento de la Honorable Cámara de Diputados el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Único:

Reemplazase el inciso sexto del artículo 37 por el siguiente:

“Las actuaciones de cobranza extrajudicial no podrán considerar el envío al consumidor de documentos que aparenten ser escritos judiciales, como tampoco escritos timbrados por un Tribunal de la República sin que sea por intermedio de un Receptor Judicial o funcionario notificador competente; comunicaciones a terceros ajenos a la obligación en las que dé cuenta de la morosidad; visitaso más de dos llamados telefónicos diariosa la morada o lugar de trabajo del deudor durante días y horas que no sean los que declara hábiles el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil y, en general, conductas que afecten la privacidad del hogar, la convivencia normal de sus miembros ni la situación laboral del deudor”.
4. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Alvarado,
Castro; Espinosa, don Marcos; Espinoza, don Fidel; Lemus, Letelier, Silber,
Urízar y Urrutia, don Osvaldo, que “Modifica las leyes N°s 18.010 y 19.496, con el propósito de limitar el acceso al crédito en el caso de personas que no cuentan con ingresos suficientes para endeudarse”. (boletín N° 10537-03) 
“Fundamentos:

1.- En los últimos veinte años nuestro país ha experimentado un explosivo aumento en la emisión de créditos no bancarios, es decir, tarjetas operativas dentro del comercio del Retail, lo cual ha ido posesionándose dentro de la economía familiar de los ciudadanos chilenos, asumiendo el endeudamientocomo una situación normal e incluso, como necesaria para sobrevivir y llevar adelante la mantención de una familia.
2.- La trascendencia de las tarjetas de crédito se puede medir por el número de estas tarjetas que han sido emitidas y que de acuerdo a estadísticas publicadas sólo hasta el año 2007 por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) las tarjetas no bancarias emitidas por distintas organizaciones de retail habían alcanzado a la cifra de 29.000.000.- de tarjetas. Por razones desconocidas estas estadísticas no siguieron publicándose por internet ( www.sbif.cl) por la SBIF. Como antecedente adicional podemos indicar que la población activa chilena alcanza a una cifra de 7.200.000.- habitantes y bajo el supuesto que todas estas personas son poseedoras de una o más tarjetas de crédito no bancaria, esto arrojaría que aproximadamente cada uno estaría en posesión de 4 tarjetas de crédito no bancarias.

El hecho que a la fecha la SBIF informa que se encuentran vigentes 19.000.000., de tarjetas, permite concluir que más de 10.000.000.- de tarjetas emitidas han sido impedidas de seguir operando. Las razones de este impedimento pueden ser variadas, pero la causa principal para inhabilitar una tarjeta es la falta de pago por parte del usuario de estas tarjetas. Si se considera que cada usuario de tarjeta de crédito no bancaria posee en promedio 4 tarjetas, indicaría que alrededor de 2.500.000.- de usuarios estarían con serios problemas de financiamiento.1
3.- Según ciertos estudios, cerca de siete veces su sueldo, lo cual se distribuye en un gran porcentaje en el pago de las tarjetas del retail. Este comportamiento difiere de las costumbres existentes entre los chilenos y su economía familiar de hace 20 años atrás. La explosión del denominado “dinero plástico”, la irrupción de los “Malls” y Centros Comerciales ha provocado el crecimiento de grandes grupos económicos en desmedro de las PYMES, quienes por su especial naturaleza no puede ofrecer estas alternativas de crédito para acceder a los productos y servicios que ofrecen. Sin embargo, como vemos, esta alternativa para adquirir productos a llevado a miles de familias a la ruina económica, al no mantener un orden en sus cuentas por la falta de información y el “facilismo” en la forma de adquirir.
4.- Consideramos que la SBIF debe asumir un rol más activo al respecto, en resguardo del mercado y su estabilidad. Si bien es sano para la economía de un país mantener un mínimo porcentaje de endeudamiento entre los ciudadanos. Pero cuando dicha situación se torna excesiva, se producen anomalías indeseables donde los principales perjudicados con las personas con menos capacidad económica.
5.- Por lo anterior consideramos que la SBIF debe establecer límites claros y no dejar esta situación al libre albedrío de las Instituciones y del Retail. Sabemos que hoy en día se le otorga tarjetas de crédito no bancarias a estudiantes, dueñas de casa y personas que no deportan ingreso alguno, como también a jubilados y personas de la tercera edad que no poseen ingresos suficientes para hacer frente a una obligación crediticia. Si bien se permite garantizar mediante la obligación un fiador o codeudor, muchas veces este tercero ya mantiene deudas propias, con lo cual se cae en la misma problemática de sobre endeudamiento.
6.- Por ello, la finalidad de esta Moción es establecer reglas claras y requisitos orientados a otorgar este tipo de créditos a personas solventes, con capacidad de endeudamiento y que puedan hacer frente aeste tipo de obligaciones gracias a que cuentan con un patrimonio suficiente.
Por estos motivos, tengo el honor de someter al conocimiento de la Honorable Cámara de Diputados el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Primero:
Modifíquese el artículo 31 de la ley 18.010 que establece normas para las Operaciones de Crédito y otras obligaciones de dinero que se indica, incorporando el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero y así sucesivamente:
“La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrá ordenar a las Instituciones señaladas en el inciso primero, no otorgar créditos a personas sin ingresos comprobables o con capacidad de endeudamiento mínimo. Se entenderá por tales a quienes no cuenten con patrimonio suficiente para responder a obligaciones crediticias”.
Artículo Segundo:

Agréguese el siguiente inciso final al artículo 17B de la ley 19.496,que establece normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores:

“Con todo, los contratos a los que refiere este artículo deberán cumplir con lo señalado en la ley 18.010 y con lo señalado por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en lo que respecta a las condiciones de endeudamiento que debe cumplir el consumidor para acceder al crédito”.
5. Proyecto iniciado en moción de la diputada señora Sepúlveda, y de los
diputados señores Fuentes; Pérez, don Leopoldo, y Sabag, que “Modifica la ley de Tránsito para aumentar las multas aplicables por exceder el límite máximo de velocidad permitida”. (boletín N° 10539-15) 
“Considerando:

1. Que el decreto con fuerza de ley N°1/2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, sobre tránsito en su artículo 96 reglamenta la ejecución de trabajos en la vía, disponiendo una serie de obligaciones que debe cumplir quien las efectúa, incluyendo la señalización de las obras, adopción de medidas de seguridad, la carga de notificar a Carabineros del sector de la realización de los trabajos, y la obligación de retirar los desechos, materiales y las mismas señalizaciones cuando ya se hayan terminado de utilizar.

2. Asimismo, el mismo artículo prescribe una serie de sanciones aplicables a quienes no cumplan con dichas obligaciones. De esta manera, se establece la responsabilidad solidaria de los que encarguen la ejecución de la obra y los que la ejecuten, si es que se cometieren daños a causa de accidentes por incumplimiento de las obligaciones anteriormente señaladas. Aún más, se establece una sanción especial para el caso de infracción, consistente en una multa de 8 a 16 unidades tributarias mensuales. Finalmente, se considerará que existe una infracción nueva y separada por cada mes que transcurra sin que se haya dado cumplimiento a dichas obligaciones.

3. Como se puede observar, existe una extensa reglamentación de estas actividades en cuanto a las obligaciones que deben cumplir, justamente en protección de los conductores que transitan por las vías que se encuentran en construcción o reparación. No obstante ello, se observa una ausencia de normas de protección a los trabajadores que realizan las obras en las mismas. Por ejemplo, no se considera una agravante el hecho de infringir el límite por exceso de velocidad cuando se transita por una vía en trabajo debidamente señalizada, de modo de dar la debida protección a las personas que arriesgan incluso su vida en estas rutas.

4. Por lo anteriormente señalado, es que se requiere establecer reformas legislativas que puedan endurecer las sanciones por exceso de velocidad cuando existan trabajos en las vías, de tal modo de poder generar conciencia entre quienes conducen sin tomar las precauciones necesarias por la vida y salud de los trabajadores en ruta, sin perjuicio de la eventual responsabilidad penal que les cupiere por el delito o cuasidelito cometido.

5. Que la reglamentación de las sanciones por exceso de velocidadse encuentra en el artículo 203 de la mencionada ley, la cual realiza una clasificación de las infracciones señalando que:

a. Constituirá infracción menos grave, exceder hasta en 10 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad.


b. Constituirá infracción grave, exceder de 11 a 20 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad.

c. Constituirá infracción gravísima, exceder en más de 

20 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad.

6. En cuanto al monto de la multa en concreto el artículo 204 dispone que “La pena de multa se aplicará a los infractores de los preceptos de esta ley, de acuerdo con la escala siguiente:

a. Infracciones o contravenciones gravísimas, 1,5 a 3 unidades tributarias mensuales;

b. Infracciones o contravenciones graves, 1 a 1,5 unidades tributarias mensuales;

c. Infracciones o contravenciones menos graves, 0,5 a 1 unidad tributaria mensual, y

d. Infracciones o contravenciones leves, 0,2 a 0,5 unidad tributaria mensual.”
7. Por todo lo expresado, y, teniendo enconsideraciónla multa señalada en el punto 2 para los que realicen trabajos en ruta, se propone establecer como infracción gravísimala de exceder en 5 kilómetros el límite de velocidad establecido tanto para zonas urbanas como rurales, cuando existan trabajos en la vía debidamente señalizados. Además, se plantea la necesidad que el monto de la multa por esta infracción sea entre 3 a 6 unidades tributarias mensuales, atendida los bienes jurídicos que podrían lesionarse.

Por tanto:

Los diputados que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Modifíquese el decreto con fuerza de ley N°1/2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, sobre tránsito en el siguiente sentido:

a) Agréguese un inciso final al artículo 203 del siguiente tenor: “Asimismo, constituirá infracción gravísima, exceder en más de 5 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad de los artículos 145 y 146”.

b) Intercálese un nuevo inciso tercero al artículo 204, pasando los actuales 3°, 4°, 5°, 6°, 7° a ser 4°, 5°, 6°, 7° y 8° °, respectivamente, del siguiente tenor: “En el caso que la infracción gravísima sea aquella señalada en el artículo 203, inciso final, la multa que deberá aplicarse no podrá ser inferior a 3 ni superior a 6 unidades tributarias mensuales”.

6. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Alvarado, Campos, Chahin, Jaramillo, Lemus, Letelier, Mirosevic y Tuma, y de las diputadas
señoras Hernando y Sepúlveda, que “Modifica la Carta Fundamental para
exigir mecanismos de corrección monetaria, en la determinación de la
remuneración mínima del sector privado”. (boletín N° 10540-07) 
“En nuestro país el establecimiento del sueldo mínimo para los trabajadores del sector privado, es una facultad exclusiva de la Presidenta de la República, y es establecido de igual manera para todos los trabajadores del país, lo cual podría parecer justo, sin embargo no se hace cargo de las distintas realidades regionales, las cuales pueden implicar distintos costos de vida, según la región donde vive el trabajador y su familia. Nos parece que hay que hacerse cargo del hecho de que si bien,nuestro país se encuentra constituido como un Estado unitario, cuenta con una geografía muy desigual, en la cual se determinan costos de abastecimiento para productos y servicios de primera necesidad que son extremadamente más altos, En otras palabras, el valor de una canasta básica de consumo familiar no es la misma en las regiones del Norte, del Centro, del Sur y del extremos Sur del país.

Buscar establecer un sueldo mínimo que permita que las familias de las distintas regiones del país, mantengan el mismo poder adquisitivo resulta fundamental, así lo entendieron también en su momento los Diputados Juan Luis Castro, Enrique Jaramillo, y los entonces Diputados René Alinco, Gabriel Ascencio y MiodragMarinovic, quienes presentaron en octubre de 2013, la moción Boletín 9135-07, por medio de la cual buscaban establecer una Reforma Constitucional que creara el Sueldo Mínimo Regionalizado.

Como bien señalaban los legisladores en la señalada moción “Es un deber del Estado, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo primero de la Constitución Política de la República, “contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno dé los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible” para lo cual debe –entre otras, y de acuerdo a lo prescrito en la misma Constitución- asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.”
Conforme a lo anterior, el Estado debe crear las condiciones el desarrollo material y asegurar la igualdad de oportunidades de todas las personas.

En este contexto, al Estado le compete establecer los mecanismos legales para fijar las remuneraciones mínimas para los trabajadores del sector privado, siendo competencia exclusiva de la Presidenta de la República fijar dichas remuneraciones, es por ello que mediante el presente proyecto buscamos introducir la obligación al Presidente de la República, de establecer un mecanismo de corrección monetaria que se haga cargo del mayor o menor costo de la vida en las distintas regiones en que se divide el país, al momento de fijar el sueldo mínimo.

La modificación propuesta, se justifica no sólo en hechos tan objetivos y conocidos como que el costo de la vida en determinadas regiones, sino en antecedentes tales como que en la Administración del Estado, una misma actividad es remunerada de un modo distinto si se ejerce en regiones aisladas, lo que se conoce como la asignación de zona.

Por otra parte, dentro del catálogo de derechos y garantías fundamentales, es un deber del Estado, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 N° 22 de la Carta Fundamental, no establecer discriminaciones arbitrarias en el trato que deben otorgar el Estado y sus organismos en materia económica; es decir, es lícito, y a nuestro entender, necesario, establecer diferencias, siempre y cuando éstas diferencias no sean caprichosas o injustificadas. Agrega la norma constitucional que, “sólo en virtud de una ley, y siempre que no signifique tal discriminación, se podrán autorizar determinados beneficios directos o indirectos en favor de algún sector, actividad o zona geográfica, o establecer gravámenes especiales que afecten a uno u otras” a partir de lo cual podemos entender que nuestra idea guarda plena coherencia con el sistema normativo que nos rige en la actualidad.

Finalmente, hacemos presente a la Secretaría de la Cámara por la que ingresa a tramitación el presente proyecto, que este es plenamente admisible, pues no consulta materias de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, ya que sólo se limita a establecer requisitos especiales de admisibilidad del proyecto que pretenda fijar las remuneraciones mínimas del sector privado, sin pretender fijarlas, por lo que no se invaden materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Es por todo lo ya expresado que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE
OBLIGACIÓN DE CORRECCIÓN MONETARIA AL FIJAR SUELDO
MINIMO PARA MANTENER PODER ADQUISITIVO EN REGIONES

Artículo único.- Reemplazase en el artículo 65 N° 4 de la Constitución Política de la República la frase “como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números siguientes;” por la siguiente: “como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios considerando los mecanismos que permitan mantener el mismo valor adquisitivo en las distintas regiones del país y establecer las bases objetivas que sirvan para determinarlo.”
7. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Pilowsky, Arriagada, Chávez, Ojeda, que “Interpreta la ley orgánica constitucional de
Municipalidades, en lo que respecta al sentido y alcance de los medios de
apoyo con los que deben contar los concejales para el desempeño de su función”. (boletín N° 10541-06) 
ANTECEDENTES PREVIOS
1.- Los concejales son representantes populares elegidos democráticamente que tienen funciones normativas, resolutivas y de fiscalización dentro de la administración municipal descentralizada.

2.- Entre sus funciones normativas, los concejales, a requerimiento del alcalde, deben dar su acuerdo para dictar las ordenanzas municipales, aprobar el plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal y los de salud y educación, los programas de inversión, el plan regulador comunal y las políticas de recursos humanos, prestación de servicios municipales y de concesiones, permisos y licitaciones. Además las materias en que la ley exige el acuerdo del concejo.

3.- También fiscalizan la gestión del alcalde, principalmente en orden a que los actos municipales se ajusten a las políticas y acuerdos adoptados por el concejo. A la vez velan por la correcta ejecución del presupuesto de la Municipalidad y el cumplimiento de los planes y programas de inversión municipal.

4.- Tienen también atribuciones que les confiere la legislación, tales como elegir al alcalde en caso de vacancia, fiscalizar a las unidades y servicios municipales, pronunciarse sobre el plan comunal de desarrollo, etc.

5.- Los concejales son representantes populares de los vecinos de una comuna, para lo cual deben tener los medios físicos y financieros idóneos para poder cumplir su labor, principalmente escuchando a los ciudadanos, señalando al alcalde y al concejo municipal sus demandas. Para lo anterior, es que necesitan por ejemplo oficinas y personal calificado para apoyar su labor.

6.- En los últimos años, los concejales han manifestado una preocupación creciente en orden a que los municipios están disminuyendo los recursos que permiten desarrollar correctamente su función. Entre ellos la falta de una infraestructura óptima y de medios financieros suficientes para la contratación de personal que les permita escuchar las demandas de los vecinos y cumplir las labores que la ley les impone.

7.- A juicio de los diputados que suscriben el presente proyecto de ley, esta situación es preocupante. La legislación vigente debe garantizar que la función de los concejales de nuestro país pueda llevarse a cabo de correcta manera, tanto por su importancia para el funcionamiento de la administración municipal como para que los ciudadanos de las comunas tengan en ellos una voz que los represente y los apoye.

8.- Y ante el dictamen 034231N15 de 30 de abril de 2015 ante la consulta de distintas Municipalidades y Contralorias Regionales, la Contraloría General de la República determino que “el legislador no definió el significado de la expresión “medios de apoyo, útiles y apropiados del artículo 92 bis de la Ley Orgánica de Municipalidades” agregando que debe recurrirse a las reglas generales de interpretación del Código Civil. En este sentido, el Diccionario de la RAE define a la palabra “medio” como “cosa que puede servir para un determinado fin”. Por lo tanto, el ente contralor concluye que la expresión “medios de apoyo” y “útiles y apropiados” al que alude el artículo 92 bis de la referida norma legal “no incluye a los recursos humanos, de manera que, de acuerdo al principio de legalidad del gasto, los municipios no se encuentran autorizados para dotar de aquellos al concejo o a los concejales individualmente considerados”.
9. Creemos que la solución debiera realizarse a través de una reinterpretación de la Contraloría General de la República del dictamen antes referido en el sentido de comprender los recursos humanos con los que deben contar los concejales para el ejercicio de su función.
10. No obstante, dada la importancia del tema, es imperioso para los diputados firmantes, considerando las funciones legales de los concejales, que se modifique el sentido y alcance que se hace actualmente la expresión “medios de apoyo” del artículo 92 bis de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, a través de una ley interpretativa
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Artículo único: Podrá determinarse el sentido y alcance del artículo 92 bis de la Ley 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades en cuanto a considerar a la frase “medios de apoyo” como todos aquellos recursos humanos y materiales para cumplir con las funciones que la legislación chilena le otorga a los concejales.
8. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Pascal, Cicardini y Sepúlveda, y de los diputados señores Farcas, Farías, Fuentes y Letelier, que “Modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, para incorporar en el Registro de Vehículos Motorizados, la mención de los siniestros ocurridos en cada
vehículo, previa información de la compañía de seguros respectiva”.
(boletín N° 10542-15) 
I. FUNDAMENTOS O CONSIDERANDOS.

La protección de los consumidores se ha vuelto uno de los temas puntuales en la actualidad. Tanto es así que Chile cuenta con una Ley de Protección al Consumidor, y actualmente se tramitan en el Congreso Nacional diversas modificaciones que apuntan a resguardarlos.


Esta protección se estructura en base a una serie de derechos que consagra la Ley 
N° 19.496 en favor de los consumidores, tales como la libre elección del bien o servicio; a no ser discriminado arbitrariamente por parte de proveedores de bienes y servicios; a la seguridad en el consumo de bienes o servicios; a la reparación e indemnización; a la educación para un consumo responsable, y el derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos. Este último importa a su vez el derecho de los consumidores a conocer el precio, las condiciones de contratación y otras características relevantes de los mismos, estableciendo que es deber del consumidor de informarse responsablemente de ellos. Esta información se traduce en diversas expresiones, como por ejemplo, la información directa que otorga el vendedor o dueño del bien o servicio, los rotulados, las etiquetas, los catálogos, los manuales, la información nutricional, los ingredientes, las condiciones del contrato, etc.1

El derecho señalado, tiene a su vez su concreción en la publicidad, que la Ley del Consumidor también consagra en el artículo 1 número 4, definiéndola como: “la comunicación que el proveedor dirige al público por cualquier medio idóneo al efecto, para informarlo y motivarlo a adquirir o contratar un bien o servicio, entendiéndose incorporadas al contrato las condiciones objetivas contenidas en la publicidad hasta el momento de celebrar el contrato. Son condiciones objetivas aquellas señaladas en el artículo 28.”

En definitiva, los derechos a la información y a la publicidad se vuelven sustanciales al momento en que el consumidor debe tomar la decisión de adquirir o no un bien o contratar un servicio, ya que aquella estará precisamente motivada por los antecedentes que el consumidor ha tenido a la vista. Así lo han entendido también los tribunales, como por ejemplo la Corte de Apelaciones de Santiago2 que condenó a la automotora Méndez al pago de una indemnización de $750.000 a un consumidor, y a una multa de 10 U.T.M., por haber vendido un automóvil con el kilometraje adulterado, confirmando con ello que los consumidores tienen derecho a que el vendedor entregue toda la información relevante sobre el historial del auto, esto es, si tiene prendas, multas pendientes, problemas con el tag o alguna responsabilidad en choques o medida judicial sobre él.


En el marco de este análisis, es posible encontrar el negocio automotriz, entendiéndose como la compra y venta de automóviles nuevos o usados. Tratándose de este último caso, actualmente los antecedentes que puede obtener el futuro comprador de un vehículo puede encontrarlos en el Registro de Vehículos Motorizados que lleva el Registro Civil e Identificación, de manera que aquella información que no se encuentra en éste no es posible obtenerla de otra fuente, a menos que el vendedor lo haga de buena fe.


En este contexto, la realidad ha demostrado que resulta imperioso exigir que en el Registro de Vehículos Motorizados se haga mención expresa a si el automóvil, cualquiera sea su tipo, ha sido objeto de algún siniestro, sobre todo cuando éste ha significado la pérdida total del mismo. Esto resulta relevante, teniendo en consideración que muchas veces los compradores adquieren un auto usado, y no tienen como saber que fue previamente reparado, y que incluso podría tener fallas que son imposibles de advertir por el comprador a simple vista.

II. IDEA MATRIZ DEL PROYECTO.

La presente iniciativa legislativa tiene por objeto incorporar, como una mención obligatoria en el Registro de Vehículos Motorizados de cargo del Registro Civil e Identificación, los siniestros de que hubiere sido objeto todo tipo de vehículo motorizado.

Lo anterior con la finalidad de que cualquier persona que desee adquirir un vehículo, cuente con toda la información necesaria que le permita tomar una decisión informada al momento de comprar; evitando con ello posibles fraudes de terceras personas.

Es sobre la base de estos fundamentos y antecedentes que venimos en proponer el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo Único:Modifíquese el inciso final del artículo 39 de la Ley 18.290 de la Ley de Tránsito en el siguiente sentido:


Agréguese un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“El registro a que hace mención este artículo deberá señalar si el vehículo motorizado, cualquiera sea su naturaleza, ha sufrido algún siniestro. Para ello las compañías aseguradoras, dentro del plazo de tres días de certificado el mismo, deberán dar aviso al Registro Civil e Identificación con el objeto que sean incorporados en aquel, en la forma y condiciones que determine el reglamento.”.

9. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Sandoval, Álvarez-Salamanca; Castro; Espinosa, don Marcos; Jaramillo, Kort, Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Verdugo, y de la diputada señora Molina, que “Modifica la ley N° 19.828, que Crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, y regula el funcionamiento y fiscalización de los establecimientos de larga estadía de adultos mayores”. (boletín N° 10543-18)
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que regula las condiciones de los prestadores de servicios a adultos mayores y su fiscalización.

I. ANTECEDENTES. CREACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR


El 7 de enero de 1999, ingresó a trámite al Congreso Nacional, el proyecto de ley que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor como servicio público.

El mensaje que dio inicio al debate de dicha ley, se iniciaba señalando que Chile está en un abierto y claro proceso de envejecimiento poblacional. Citando el Censo de población del año 1960, señalaba que, en ese año, el 6,8% de la población tenía más de sesenta años.En 1970, el porcentaje de Adultos Mayores había alcanzado el 7,5%. En 1982, llegaban al 8,4% con un total de 954 mil adultos mayores en términos absolutos. En 1992, los chilenos mayores de sesenta años ascendían ya al 9,8%, alcanzando esta población a un total de 1 millón trescientos mil personas.

En 1996 la encuesta CASEN mostraba un ascenso al 10,5% de adultos mayores, es decir, un millón quinientos mil personas de acuerdo a la población de la época.

La tendencia de crecimiento sostenido y rápido de la población adulta mayor con respecto a los demás grupos etarios, se ha mantenido en el tiempo hasta el presente, obligando al Estado y a la sociedad a adoptar medidas que permitan al país adaptarse a esta nueva estructura etaria.

Esta nueva composición de la población nacional, tiene su origen en la extensión de la esperanza de vida y una tasa de nacimientos en sostenido decrecimiento. Según las últimas estadísticas de la Organización Mundial de la Salud, dadas a conocer en mayo de 2014, la esperanza de vida de los varones chilenos aumentó de 69 años en 1990 a 77 años en 2012, en tanto que en las mujeres aumentó de 76 a 83 años, con un incremento del 10 y 7% respectivamente. En promedio, la esperanza de vida de los chilenos aumentó de 73 años en 1990 a 80 en 2012.

De acuerdo al citado informe, es posible observar la misma tendencia a nivel global, al punto que la esperanza de vida en el mundo ha ganado una media de seis años desde 1990, aumentando incluso en países de bajos ingresos, como Liberia, Etiopía, Camboya, Timor Oriental y Ruanda. 

Es importante recalcar que de acuerdo con los de la Organización Mundial de la Salud, que se publican desde 2005 y cubren 194 países, la mayor esperanza de vida en los países de más altos ingresos se explica en el éxito en el control de las enfermedades no transmisibles y la disminución del consumo del tabaco, lo que, a la luz de las recientes regulaciones antitabaco que ha adoptado nuestro país y sus efectos en el consumo, hace presumir que la tendencia a extender la esperanza de vida se mantendrá por los próximos años.

Por otra parte, las proyecciones de población que realiza el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) , indican que este proceso de envejecimiento poblacional se mantendrá sostenido al menos durante esta década.
Mientras se proyecta que la población entre 0 y 14 años se mantenga estable para el año 2025, es decir, el índice de crecimiento será cero para este grupo etario, los adultos mayores en igual período se duplicarán, es decir, llegarán a ser más de 3 millones de personas.

Esta nueva situación demográfica de nuestra población será causa de significativos cambios en todas las áreas de la vida nacional.

En el sector salud, por ejemplo, que durante muchos años, y con bastante éxito, estuvo enfocada a la salud materno-infantil, se deberá cambiar el foco hacia el otro extremo de la vida – los adultos mayores - y prepararse para atender una demanda creciente en nuevos y muy variados sistemas de prestaciones que crecientemente se demandarán.
El proceso de preparación para entregar las nuevas atenciones de salud que requiere la población adulta mayor, se inició a finales de la década de 1990.Esto significa formación de médicos especialistas en geriatría y capacitación de otros profesionales de la salud como enfermeras, terapeutas ocupacionales, traumatólogos, etc., en geriatría y gerontología social tanto en salud primaria como en la preparación de los cuadros profesionales que se requerirán para las unidades geriátricas de la salud secundaria y terciaria, que será necesario crear.

Las universidades, por su parte, han ido incorporando paulatinamente, las temáticas relativas a la vejez y al proceso de envejecimiento en sus planes de investigación y docencia. De este modo, se han incorporado asignaturas de gerontología social a las mallas curriculares de formación profesional, especialmente en las carreras del área social, para que los futuros profesionales sepan cómo tratar y atender las necesidades de una mayor cantidad de clientes o usuarios adultos mayores.

El envejecimiento de la población ha afectado y continuará afectando áreas tan sensibles como vivienda, educación, urbanismo, previsión y trabajo, entre otras.

Tal como lo reconocía el propio gobierno que planteó la creación del Servicio Nacional del Adulto Mayor, históricamente el envejecimiento y la vejez, han estado relegados de la preocupación de la sociedad, y no han estado en el centro de la preocupación de los servicios públicos, produciendo hasta no hace mucho tiempo, una marginación de hecho de los adultos mayores de las actividades sociales, culturales y económicas.
En Enero de 1995 se creó la Comisión Nacional para el Adulto Mayor, que en un plazo de 9 meses, presentó su propuesta de política social para los adultos mayores.Dicha Comisión estaba integrada por treinta y ocho destacadas personalidades del mundo académico, profesionales y funcionarios públicos vinculados al tema y parlamentarios de todos los partidos con representación parlamentaria en esa época.

Disuelta la Comisión por haber cumplido con su cometido, el gobierno de la época nombró un Comité, integrado por 10 personas, con la misión de hacer un seguimiento de la implementación de los programas y proyectos que había propuesto la Comisión.

La experiencia de este Comité demostró la necesidad de que las políticas públicas para el adulto, mayor requieren un enfoque en su concepción y planificación multidisciplinario.
Este enfoque multidisciplinario para el diseño de las políticas públicas dirigidas al adulto mayor fue precisamente lo que llevó a la creación del Servicio Nacional del Adulto Mayor.

Así, además, lo requirió en forma unánime la Comisión ya mencionada, que formuló la Política para el adulto mayor, al proponer la creación de una entidad u organismo público del adulto mayor con las funciones de coordinar las acciones de los Servicios del Estado y de la sociedad civil en beneficio del adulto mayor; supervisar la aplicación de las políticas nacionales; estimular un nuevo trato al adulto mayor a través de la educación y los medios de comunicación social; proponer las modificaciones o creación de cuerpos legales que tiendan a favorecer al adulto mayor; realizar, promover y desarrollar estudios destinados a formular diagnósticos y análisis de la realidad del adulto mayor en todos sus niveles; administrar el Fondo Concursablede prestaciones gerontólogicas y, en fin, hacer el seguimiento y evaluación de los proyectos aprobados por el Fondo.

En junio de 2004, los entonces diputados de la Unión Demócrata Independiente, Claudio Alvarado, Rodrigo Álvarez, Eugenio Bauer, Marcela Cubillos, Marcelo Forni, José Antonio Kast, Darío Paya, Felipe Salaberry, el ex diputado y ex senador Gonzalo Uriarte y el ex diputado y actual senador Víctor Pérez, presentaron una moción para modificar la Ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor, con el objeto de definir el registro de instituciones de larga estadía de adultos mayores (Boletín 3582-18) , que originalmente fue remitido a la Comisión de Familia y en marzo de 2011, por acuerdo de la Sala de la Cámara de Diputados, a la Comisión Especial del Adulto Mayor.
Dicho proyecto perseguía transformar en obligatorio el registro voluntario contemplado en el inciso segundo del artículo 3°, letra g) de la Ley N° 19.828, sólo respecto de los establecimientos de larga estadía, con el objetivo de corregir lo que los mocionantes estimaban como una “falta de acreditación suficiente por parte de las instituciones que ofrecen el servicio de alojamiento de larga estadía” y el de “determinar con certeza y en forma centralizada(…) , la posibilidad de que adultos mayores desaparecidos o extraviados puedan ser ubicados con relativa facilidad”.

Si bien esta moción fue archivada por mandato de la Comisión Especial del Adulto Mayor, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento de la Cámara de Diputados, esto es, por haber transcurridos dos años sin que la Comisión se pronuncie respecto del proyecto de ley, lo cierto es que muestra la preocupación que ya en el año 2004 se manifestaba en los parlamentarios por las falencias mostradas por la ley en materia de seguridad y bienestar de los adultos mayores que son albergados en establecimientos dedicados a su cuidado.

Posteriormente, en julio de 2010, el Gobierno de la época envió al Congreso un proyecto de ley para cambiar la relación del Servicio Nacional del Adulto Mayor, desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, al entonces Ministerio de Planificación, hoy Ministerio de Desarrollo Social.
II. HISTORIA DE LA CREACIÓN DE LA COMISIÓN DEL ADULTO MAYOR EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS.

El 18 de marzo del presente, ingresaron simultáneamente a tramitación dos mociones, una de los diputados Sandoval Espinosa, Jaramillo, Ojeda, Pérez, Urrutia de las Honorables Diputadas Cicardini, Fernández, Molina y Sepúlveda (Boletín 9943-16) , con el objeto de modificar el Reglamento esta Cámara para establecer una comisión permanente del adulto mayor; y otra de los Honorables Diputados Flores, Lorenzini, Morano, Ojeda, Sabag, Saffirio, Torres, Vallespín y Venegas (Boletín 9940-16) , también con la finalidad de crear la Comisión Permanente del Adulto Mayor, ambos refundidos por acuerdo de la Sala de la Cámara de Diputados, de fecha 13 de mayo del presente.

Luego, el 1° de julio del presente año, ingresó a tramitación una moción de los Honorables Diputados Arriagada, Espinosa, Farcas, Gahona, Lorenzini, Ojeda, Pilowsky y Silber y de la Honorable Diputada Cicardini, (Boletín 10.171-16) , con el objeto de modificar el Reglamento de la Cámara de Diputados, para crear la Comisión Permanente del Adulto Mayor.

Finalmente, el 13 de octubre pasado, por Acuerdo de los Comités de los diversos partidos políticos con representación parlamentaria, se autorizó el funcionamiento de la Comisión Especial del Adulto Mayor, para tatar exclusivamente temas relativos a los adultos mayores, lo que constituye el reconocimiento definitivo en sede legislativa, de la especialidad de las temáticas que afectan a los adultos mayores de nuestro país.
III. LA NECESIDAD DE LEGISLAR SOBRE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS A ADULTOS MAYORES.

El artículo 3°, la letra f) de la citada Ley 19.828, señala entre las principales funciones del Servicio Nacional del Adulto Mayor, prestar asistencia técnica y supervisar a organismos privados con o sin fines de lucro que brinden acogida y atención integral al adulto mayor que facilite su inserción a la sociedad.
Por su parte, la letra g) de la referida norma, le otorga al Servicio la función de desarrollar y mantener un sistema voluntario de información de carácter público relativo a los servicios que se presten al adulto mayor.

Para tal efecto, dispuso la creación de un registro de personas naturales y jurídicas que presten servicios remunerados o no a adultos mayores, entregando a la potestad reglamentaria la regulación de este registro.

La disposición concluye señalando que, en ningún caso, la información contenida en el registro y difundida por el servicio comprometerá la responsabilidad de este. 

A su vez, el inciso 5° del artículo 7° de la Ley, establece que, sin perjuicio de la concursabilidad de los recursos del Fondo Nacional del Adulto Mayor, cuando se trate de actividades permanentes de mantención, apoyo y promoción de adultos mayores indigentes abandonados, desarrolladas por instituciones públicas, entre ellas las municipalidades, o privadas, sin fines de lucro, que dispongan de la infraestructura y personal necesario para el adecuado cumplimiento de dichas actividades o funciones, tales instituciones podrán ser objeto de financiamiento directo por el Servicio Nacional del Adulto Mayor, con cargo a fondos consultados en el Fondo Nacional del Adulto Mayor, a través de convenios entre dicho Servicio y la institución beneficiaria.
De acuerdo con la Ley, las instituciones beneficiarias de financiamiento directo, deben estar previamente registradas en una categoría especial en el registro establecido en la letra g) del artículo 3°. Respecto de esta categoría, el reglamento debe regular la forma y requisitos para la inspección de las instituciones inscritas, así como un sistema de inspección periódica de desempeño de las instituciones y de suspensión o eliminación del registro.
Por su parte, el Decreto N°93 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que reglamentó el Registro de Prestadores de Servicios Remunerados o no a Adultos Mayores en cumplimiento de lo dispuesto en la letra g) del artículo 3° de la Ley 19.828, define en su artículo 2° ambas categorías de prestadores de servicios, esto es, tanto los remunerados como los no remunerados.

La norma define los prestadores de servicios a adultos mayores como las personas naturales y jurídicas que desarrollan una o más actividades que satisfacen necesidades de usuarios adultos mayores.

La prestación de servicios remunerados supone, de acuerdo a la misma norma, que el aporte del servicio prestado sea superior a su costo. Los prestadores de esta clase se clasifican en:

- De atención directa, que son aquellos que prestan servicios para satisfacer necesidades básicas (alojamiento, protección y alimentación) ; y necesidades de actividad física, participación social y salud;

- De consultoría, que son aquellos que realizan prestaciones de servicios indirectos a adultos mayores a través de actividades de capacitación, asesoría, asistencia técnica, investigación y estudios, entre otros, y;

- De proveedores, que son aquellos que realizan prestaciones de servicios directos a adultos mayores a través de actividades de comercialización de bienes necesarios para el adulto mayor.
La prestación de servicios no remunerados, por su parte, supone un aporte inferior al costo del servicio prestado y también pueden ser atención directa o consultoría.
De acuerdo con el artículo 3° de este reglamento, el Servicio Nacional del Adulto mayor deberá realizar supervisiones periódicas, a lo menos una vez cada dos años, a los prestadores de servicios remunerados o no remunerados correspondientesla categoría de atención directa al adulto mayor, inscritos en el registro. Sin embargo, según lo dispuesto en el artículo siguiente, la inscripción en el registro tiene una duración de un año, sin perjuicio de su renovación automática para lo cual sólo las personas jurídicas inscritas en el registro deben acompañar ciertos antecedentes.
Aunque se trata de un registro voluntario, el propio reglamento en su artículo 10 contempla las causales de cancelación del registro: solicitud expresa del titular; no comunicar oportunamente la modificación de la información contenida en el registro; quiebra o notoria insolvencia; muerte, en el caso de una persona natural, y; disolución, en el caso de una persona jurídica.
Con todo, tratándose de un registro voluntario cuya publicidad por parte del Servicio no importa responsabilidad de clase alguna para éste y siendo irrelevante su presencia en él para el prestador, que no obstante no figurar en él puede de todas formas prestar servicios, incluso remunerados, a adultos mayores, las disposiciones tanto de la ley como del reglamento no tienen la eficacia necesaria para una adecuada fiscalización de este tipo de servicios.

En efecto, sólo la inscripción en la categoría especial de instituciones beneficiarias de financiamiento directo del Fondo Nacional del Adulto Mayor, tiene un efecto jurídico concreto, cuál es precisamente el de permitir a las instituciones que cumplan con los requisitos establecidos en el reglamento, acceder a la asignación directa de recursos provenientes del fondo, es decir, sin necesidad de participar del concurso al que están sometidas el común de las instituciones para acceder a esos recursos.

Respecto de las instituciones inscritas en esta categoría especial el Servicio debe realizar supervisiones periódicas que consisten en visitas de inspección que se deben realizar a lo menos dos veces durante la vigencia de la inscripción, en las que se verifica el cumplimiento de lo señalado por la propia institución respecto de las actividades de mantención, apoyo y promoción de adultos mayores, que indicaron en su solicitud de inscripción.

En este caso, el incumplimiento de esas condiciones sí acarrea la suspensión del registro, cuyo único efecto es la imposibilidad de acceder a la asignación directa de fondos. Sin embargo, es del caso destacar que no se trata de una imposibilidad absoluta de acceder a recursos del Fondo, sino sólo por la vía de asignación directa, es decir, la institución suspendida del registro por incumplir las condiciones señaladas por ella misma en su solicitud de inscripción puede seguir accediendo a recursos del fondo por la vía general, esto es, al fondo concursable.
Sin embargo, para que proceda la suspensión del registro es necesario que sean dos los informes de supervisión que den cuenta del cumplimiento deficiente de las actividades de mantención, apoyo y promoción de adultos mayores señaladas en la solicitud de inscripción en el registro.
Adicionalmente, la suspensión del registro puede durar como máximo dos años y una vez terminado el período de suspensión, la institución suspendida podrá solicitar una nueva inscripción, cumpliendo con los requisitos señalados en el reglamento.

La eliminación del registro por conducta imputable al proveedor del servicio, sólo procede en caso de denuncias reiteradas de maltrato en contra de los adultos mayores atendidos por la institución beneficiaria, debidamente acreditadas y comprobadas por el Servicio (Letra b, del inciso 3° del artículo 17 del Decreto 93) .
El propio reglamento dispone que se entiende por denuncias reiteradas tres o más denuncias realizadas ante las autoridades competentes en un período de doce meses, debiendo acompañarse copia de ellas al Servicio.
Finalmente, las resoluciones exentas N° 1.368 y 3.419, ambas del 2007, del Servicio Nacional del Adulto Mayor y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, respectivamente, aprobaron un convenio entre ambos organismos del cual forma parte el Fondo Servicios de Atención del Adulto Mayor. La ley N° 20.481 de Presupuesto del Sector Público para el año 2011, en tanto, incluyó una glosa en dicho Fondo, con recursos para el “Programa de Viviendas Protegidas para Adultos Mayores” a través de tres líneas de acción: Stock de viviendas; Condominios de viviendas tuteladas, y; Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores.

El Decreto 49 de 2011, del Ministerio de Planificación, regula este programa de viviendas protegidas para adultos mayores, permitiendo que operen este programa, es decir, que accedan a sus recursos, entidades operadoras prestadoras de servicios, a las que define como instituciones públicas o privadas sin fines de lucro, incluidas las municipalidades, que se encuentren inscritas en el registro de prestadores de servicios remunerados o no a adultos mayores, reglamentada en el tantas veces citado Decreto N°23 del 2003, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que acrediten capacidad institucional para operar el programa.

Por todas estas consideraciones es que sometemos a la aprobación de esta Honorable Cámara de Diputados el siguiente:

PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. Ámbito de Aplicación.- La presente ley rige la instalación y funcionamiento de los establecimientos de larga estadía para los adultos mayores, administrados por prestadores de servicios a adultos mayores, remunerados o no.
Para los efectos de esta ley, se considera adultos mayores a las personas de 60 años y más.

Artículo 2°. Concepto de Establecimiento de Larga Estadía para Adultos Mayores.- Establecimiento de larga estadía para adultos mayores, o ELEAM, es aquel en que residen personas de 60 años o más que, por motivos biológicos, psicológicos o sociales, requieren de un medio ambiente protegido y cuidados diferenciados que allí reciben. Dichos cuidados tienen por objeto la prevención y mantención de su salud, la mantención y estimulación de su funcionalidad y el reforzamiento de sus capacidades remanentes.

Artículo 3°. Prohibiciones de Ingreso.- No podrán ingresar a estos establecimientos personas que presenten alteraciones agudas de gravedad u otras patologías que requieran asistencia médica continua o permanente.

Si durante su estadía un residente presenta una enfermedad aguda o reagudización de una condición crónica, por indicación médica podrá quedarse en el establecimiento solamente si éste dispone de los recursos humanos y equipamiento de apoyo clínico y terapéutico adecuado para su cuidado y siempre que su permanencia no represente riesgo para su persona ni para los demás.

A falta de dichas circunstancias, la persona deberá ser trasladada a un establecimiento apropiado a su estado de salud, previo informe a los familiares o representante y según decisión de estas personas en su caso, o según indique el contrato firmado a su ingreso.

Artículo 4°.- Requisitos para obtener la autorización.- Para la obtención de la autorización de funcionamiento de un establecimiento de larga estadía, el titular o su representante legal, en su caso, deberá elevar a la autoridad competente, una solicitud en la cual especifique el tipo de establecimiento que desea instalar en relación con el nivel de autovalencia de sus residentes, adjuntando los siguientes antecedentes:

a) Nombre, dirección y teléfono del establecimiento, y su fax y dirección de correo electrónico, en caso de tenerlos.

b) Individualización, RUT y domicilio del titular y representante legal, en su caso.

c) Documentos que acrediten el dominio del inmueble o los derechos a utilizarlo del peticionario.

d) Plano o croquis a escala de todas las dependencias, indicando distribución de las camas en los dormitorios o plano de las mismas en el caso de construcciones nuevas.

e) Certificado de recepción final de la propiedad, en caso de construcciones nuevas.

f) Certificado de un experto en prevención de riesgos o del Cuerpo de Bomberos que acredite que cumple con los requisitos de prevención y protección contra incendios, que establece el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los lugares de trabajo.

g) Certificación de las condiciones eléctricas y de gas, emitida por un instalador autorizado.

h) Identificación del director técnico responsable con copia de su certificado de título, carta de aceptación del cargo y horario en que se encontrará en el establecimiento.

i) Planta del personal con que funcionará el establecimiento, con el horario en que se contratará y sistema de turnos, información que deberá actualizarse a medida que se produzcan cambios en este aspecto. Una vez que entre en funciones, deberá enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Salud la nómina del personal que ahí labora.

j) Reglamento interno del establecimiento, de acuerdo con lo señalado en el artículo 21 de esta ley.

k) Plan de evacuación para los distintos tipos de emergencias.

l) Libro foliado de uso de los residentes o sus familiares, para sugerencias o reclamos, que será timbrado por la autoridad sanitaria.

m) Programa de atención usuaria del ELEAM diferenciado por nivel de valencia, el cual debe explicitar y describir:

. Prestaciones de cuidados, mantención y rehabilitación que se entregarán.

. Servicios que se brindarán de apoyo, alimentación, aseo personal, higiene, vestuario, lavado de ropa y demás, que se consideren pertinentes, consignando acciones y frecuencia.

. Protocolos de ingreso e inducción de los residentes y sus familiares.

. Instrumentos de valoración geriátrica integral utilizados en el establecimiento.

. Programas de estimulación y recreación acorde con la funcionalidad de los residentes que se efectuarán.

. Plan de integración sociocomunitaria, que consigne estrategias y acciones para promover la mantención de los vínculos familiares, la integración a la red local de servicios y a la comunidad.

TÍTULO II

DEL LOCAL Y LAS INSTALACIONES

Artículo 5°.-Infraestructura y Condiciones Sanitarias.- Los establecimientos de larga estadía para adultos mayores deberán disponer de una planta física que cumplirá a lo menos con los requisitos establecidos en los artículos 5° al 11, 18, 21 al 29, todos inclusive, del decreto N° 194 de 1978, del Ministerio de Salud, que aprueba el Reglamento de Hoteles y Establecimientos Similares.

Además, deberán cumplir con el reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo vigente, en lo que se refiere al personal que allí labora, en especial de las disposiciones de sus Títulos II y III, en lo que les sea aplicable.

Artículo 6°. Higiene de las dependencias y preparación de los alimentos.- Todas las dependencias deberán mantenerse en buenas condiciones higiénicas.

La preparación de los alimentos deberá cumplir con lo establecido en el Decreto Supremo N° 977, de 1996, del Ministerio de Salud, Reglamento Sanitario de los Alimentos, en lo que le sea aplicable.

TÍTULO III

DE LA DIRECCIÓN TÉCNICA Y DEL PERSONAL

Artículo 7°. Dirección administrativa y dirección técnica.- La dirección administrativa y de gestión de estos establecimientos deberá coordinarse en su accionar con la persona que ejerza la dirección técnica para proveerle el apoyo necesario. Podrá ser ejercida por la misma persona que cumple la dirección técnica, si posee los requerimientos que establece el artículo siguiente.

Artículo 8°. Requisitos y responsabilidades de la dirección técnica.- Los establecimientos deberán contar con dirección técnica, la que estará a cargo de un profesional de la salud con título de una carrera de 8 semestres a lo menos y de preferencia con capacitación en gerontología o de un profesional del área de las ciencias sociales con capacitación o post título en gerontología o en materia de personas mayores, al que corresponderán las siguientes funciones y responsabilidades:

a) Ser el responsable ante la autoridad sanitaria del buen funcionamiento del establecimiento, en cuanto a la aplicación y control de las normas sanitarias vigentes y la observancia del Código Sanitario.

b) Gestionar, asegurar y registrar que al ingreso del residente se determine su condición de funcionalidad mediante el Índice de Katz y el Test de Memoria Acortado (SPMSQ) Pfeiffer. Si el residente aporta un certificado de un médico externo sobre la condición de funcionalidad, éste deberá haberse emitido hasta una semana antes de esa fecha como máximo.

c) Gestionar y hacer cumplir un procedimiento de ingreso de los residentes, a que se refiere el artículo 15 de este Reglamento.

d) Velar por el ejercicio de los derechos y deberes de los residentes de acuerdo a la normativa general y particular vigente.

e) Verificar el sistema previsional de salud a que esté afiliado el residente. En el evento que no cuente con uno, gestionar su incorporación al sistema que le corresponda.

f) Establecer, en conjunto con el equipo profesional y técnico del establecimiento, un plan relativo a cuidados de salud para los residentes.

g) Establecer y hacer cumplir los protocolos necesarios para enfrentar las urgencias médicas de mayor probabilidad de ocurrencia según el tipo de residentes del establecimiento.

h) Determinar, en conjunto con asesoría nutricional, un plan general de nutrición.

i) Gestionar y hacer cumplir un plan de integración sociocomunitaria que contenga acciones tendientes a fomentar la vinculación del residente con su red familiar y de ésta con el establecimiento y del residente con la red comunitaria y programas de estimulación y recreación acorde con la funcionalidad de los residentes. La actividad física de los residentes debe estar autorizada por un médico.

j) Cuidar que la ficha clínica del residente esté siempre al día y establecer mecanismos efectivos y oportunos que permitan acceder a su contenido por parte del residente y de su representante.

k) Facilitar la información sobre el estado de salud del residente cuando éste o su representante lo soliciten, la que debe entregarse en un leguaje comprensible para quien la recibe de acuerdo con sus características.

l) Coordinar y asegurar que los residentes reciban atención de salud primaria en un establecimiento público o privado y que se encuentren inscritos en el establecimiento de salud primaria del territorio en que está el establecimiento para que reciban las prestaciones que requieran, en caso de pertenecer al sistema público de salud.

m) Gestionar la red de derivación para la atención de salud de los residentes, estableciendo las coordinaciones y sistemas de colaboración necesarios con los centros de salud cercanos.

n) Establecer y asegurar la ejecución de acciones de coordinación con la familia en situaciones de salud de los residentes que puedan calificarse como delicadas, tales como episodios críticos de enfermedad, caídas, heridas, enfermedad, agresión a otros o a sí mismo, etc.

o) Coordinar las acciones de los profesionales externos al establecimiento que concurran a él en materias sanitarias y sociales.

p) Colaborar con el administrador en la coordinación del funcionamiento del establecimiento en temas de recursos humanos, tales como funciones, turnos, permisos, vacaciones.

q) Establecer y hacer cumplir un procedimiento a seguir ante el fallecimiento de residentes.

Artículo 9°. Horario de trabajo del Director Técnico.- En los establecimientos con capacidad de hasta 20 residentes, el Director Técnico deberá tener una permanencia mínima de 4 horas semanales en un horario que permita controlar adecuadamente el establecimiento; en aquellos con mayor capacidad deberán estar presentes al menos una hora cada día. Sin perjuicio de su horario contratado deberán tener disponibilidad permanente por contacto telefónico.

Artículo 10. Del personal.- Los establecimientos deberán contar con personal idóneo, en cantidad suficiente para satisfacer en forma permanente y adecuada la atención integral de los residentes, de acuerdo a su número y condiciones físicas y psíquicas.

Estos establecimientos deberán contar, además, con los siguientes profesionales:

a) Enfermera, para la gestión de los cuidados;

b) Nutricionista para la confección de minutas y dietas;

c) Kinesiólogo;

d) Terapeuta ocupacional o profesor de educación física con formación gerontológica para la rehabilitación y mantenimiento de las funciones biopsicosociales de los residentes, y;

e) Asistente social para el desarrollo de estrategias de intervención sociocomunitaria y articulación con las redes locales de servicios.

Además de los profesionales señalados en el inciso anterior, los establecimientos deberán disponer del siguiente personal:

a) Manipuladores de alimentos capacitados, en número adecuado para preparar el alimento de los residentes.

b) Auxiliares de servicio encargados de aseo, lavandería y ropería en número adecuado de conformidad con el número y condición de valencia de los residentes.

TÍTULO IV

DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE LARGA ESTADÍA DE ADULTOS MAYORES

Artículo 11. Procedimiento de ingreso.- Todo establecimiento de larga estadía de adultos mayores deberá contar con un procedimiento de ingreso de pacientes, el cual contendrá, a lo menos, la definición y descripción de las etapas de preingreso, ingreso e inducción y comprenderá los protocolos para cada acción relevante definida así como los formularios necesarios.

Los procedimientos descritos deberán contener acciones para salvaguardar que el ingreso de los residentes se realice con su consentimiento en un grado acorde a su nivel de dependencia; el respeto de la confidencialidad de la información sensible; que se entregue al residente la información necesaria que le permita hacer uso de los servicios y prestaciones disponibles, la cual será proporcionada de manera que éste efectivamente la entienda; que se le haga una adecuada presentación del equipo profesional, técnico y auxiliar de atención directa; que se le haga una presentación de los otros residentes y se fomente la integración entre todos; que se le designe un profesional de referencia y auxiliares de referencia en cada turno.

Además comprenderá un plan de intervención individual que contenga aspectos de salud y sociales.

Artículo 12. Clasificación del nivel de valencia.- El nivel de la valencia de los adultos mayores se clasificará de acuerdo a la escala de evaluación funcional Katz.

Se entenderá por dependencia la situación derivada de la falta o la pérdida de capacidad física, psíquica o intelectual de una persona para desarrollar por sí misma las actividades corrientes de la vida diaria, por lo que requiere apoyo, asistencia o ayuda de otra.

Adulto mayor autovalente es aquel que realiza, sin necesidad de ayuda de terceras personas, las actividades de la vida diaria de bañarse, vestirse, usar el inodoro, trasladarse, mantener la continencia y alimentarse.

Adulto mayor dependiente leve es aquel que puede realizar por sí mismo sólo cinco de las seis actividades de la vida diaria y requiere ayuda o asistencia para realizar sólo una de las actividades señaladas.

Adulto mayor dependiente moderado es aquel que presenta capacidad para realizar por sí solo entre dos y cuatro de las actividades de la vida diaria señaladas.

Adulto mayor con dependencia severa o postrado es aquel que está totalmente incapacitado para realizar las actividades de la vida diaria señaladas.

Adulto mayor con dependencia psíquica es aquel que presenta dificultades para desarrollar sin apoyo de terceros actividades como manejar su propio dinero, comprar, manejar la cocina, preparar alimentos, recordar compromisos, manejar su propia medicación, pasear por el vecindario y encontrar el camino de vuelta a casa, realizar ejercicios básicos de cálculo, memoria o deletreo de palabras, reconocer la fecha del día en que está, recordar su nombre o fecha de nacimiento, etc.

También se considera en esta categoría a aquel que presenta trastornos conductuales tales como fugas, agresiones verbales o físicas, deambulación sin propósito, etc.

Artículo 13. Profesionales necesarios para la atención.- Para la atención de los adultos mayores con dependencia psíquica o física severa se requerirá:

a) Un auxiliar de enfermería 12 horas diurnas y uno de llamada en la noche.

b) Un cuidador por cada siete residentes 12 horas del día y uno por cada diez en turno nocturno. De acuerdo con ello, a partir de ocho residentes ya corresponden dos cuidadores diurnos y a partir de quince corresponden tres, y así sucesivamente, operando del mismo modo respecto de los cuidadores del turno de noche.

Para la atención de los adultos mayores con dependencia física o psíquica en grado leve o moderado se requerirá:

a) un auxiliar de enfermería de dos horas diarias de permanencia y de llamada las 24 horas del día.

b) un cuidador por cada doce residentes dependientes 12 horas del día y uno por cada veinte en horario nocturno. De acuerdo con ello, a partir de trece residentes ya corresponden dos cuidadores diurnos y a partir de veinticinco corresponden tres, y así sucesivamente, operando del mismo modo respecto de los cuidadores del turno de noche.

Para la atención de los adultos mayores autovalentes se requerirá de un cuidador por cada veinte residentes durante las veinticuatro horas.

Artículo 14. Funcionamiento nocturno.- Cualquiera sea el número de residentes o su condición de valencia, en horario nocturno el establecimiento no podrá quedar a cargo sólo de una persona.

Artículo 15. Obligación de control periódico de la salud de los residentes.- Deberán estos establecimientos cautelar que los residentes dispongan de los medios para el control periódico de su salud, a través de los servicios de un médico privado o de la atención primaria, según lo informado al ingreso de conformidad con el artículo 15 de este reglamento, o podrá ser un médico provisto por la residencia.

Artículo 16. Actualización del personal.- El personal indicado en los artículos anteriores deberá ser incrementado proporcionalmente en relación con el número de camas y el grado de dependencia de los residentes.

Artículo 17. Publicidad de la Ley, el reglamento y el reglamento interno.- Copia de la presente ley y su reglamento debe situarse en un lugar visible del establecimiento para el conocimiento de los residentes y familiares. Igualmente, al momento del ingreso deberá hacerse entrega al residente el reglamento interno del establecimiento y una copia de la presente normativa con letra de tamaño fácilmente legible y una copia adicional a los familiares que lo acompañen. Si el residente no está en condiciones de leer estos documentos, deberán serle explicados procurando su comprensión.

Artículo 18. Procedimiento para emergencias y catástrofes.- Los establecimientos de larga estadía de adultos mayores contarán con un procedimiento para emergencias y catástrofes en el que se definirán las funciones que deben cumplirse y los responsables de ellas, así como los elementos, sistemas y herramientas con que cuenta el establecimiento para enfrentarlas. Dicho procedimiento contará con los protocolos para cada acción relevante allí definida, así como los formularios que corresponda.

Artículo 19. Reglamento interno.- Los establecimientos regidos por este reglamento deberán contar con un reglamento interno en que se regule la convivencia en su interior y se salvaguarde el respeto irrestricto de los derechos y del ejercicio de la autonomía de los residentes.

Dicho reglamento establecerá, a lo menos:

. La descripción general de la población objetivo que se atenderá, diferenciando por nivel de valencia;

. La indicación de los días y horarios de visita;

. El procedimiento de gestión de reclamos;

. El plan general de nutrición de los residentes;

. Las reglas sobre uso de lugares comunes de libre disposición;

. Las normativas sobre uso de calefacción e iluminación y cualquier otra materia relacionada con las anteriores que se estime necesario incluir;

El formulario de contrato que se celebrará entre el establecimiento y los residentes o sus representantes, en el que se estipule, de manera exhaustiva y clara para los residentes y su familiar, los derechos y deberes de ambas partes y las causales de exclusión del residente. El contrato consignará la obligación del establecimiento de rendir cuenta detallada de los gastos en que incurra respecto del residente, así como del uso de sus ingresos en caso del cobro delegado de pensiones u otros ingresos.

Con todo, ni el contrato ni el reglamento en caso alguno podrán contener disposiciones que atenten contra los derechos fundamentales del residente, ni tampoco podrá condicionarse la firma del contrato a la suscripción por el residente de poderes especiales o generales a favor del representante legal, el director técnico u otro trabajador del establecimiento.

Artículo 20. Plan de intervención sociocomunitaria.- Todo establecimiento de larga estadía de adultos mayores deberá contar con un plan de intervención sociocomunitaria que contenga estrategias comunes, diferenciadas por nivel de valencia específico, tendientes a la integración sociofamiliar, estimulación y recreación acorde con la funcionalidad de los residentes.

Dicho plan contendrá los protocolos para cada acción relevante definida en él así como los formularios que corresponda.

TÍTULO V

DE LAS SANCIONES

Artículo 21. Sanciones.- La contravención de las disposiciones de esta ley será sancionada por la misma autoridad, de acuerdo a lo dispuesto en el libro Décimo del Código Sanitario.

Artículo 22. Modificaciones a la Ley 19.828.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la Ley N°19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor:

1. Agréguese los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo en la letra g) del artículo 3°:


“La inscripción en el registro podrá ser suspendida o eliminada por resolución fundada del servicio. La resolución que aplique la sanción será apelable ante la Corte de Apelaciones del territorio jurisdiccional donde tenga su domicilio la institución sancionada, de acuerdo con las reglas del recurso de apelación contempladas en el Código de Procedimiento Civil. 

Sin perjuicio de otras causales que contemple el reglamento, la suspensión procederá en los siguientes casos:

i) Por incumplimiento imputable a la institución beneficiaria del convenio entre ésta y el Servicio, así calificada por resolución fundada de éste último;

ii) Por haber sido sancionada la institución en dos oportunidades dentro de un año calendario, por incumplimiento de las normas sanitarias y/o de seguridad;
iii) Por incumplimiento de las condiciones relativas a las actividades de mantención, apoyo y promoción de adultos mayores comprometidas por la institución beneficiaria en su solicitud de incorporación al registro, constada en dos supervisiones sucesivas, y;
iv) Por incumplimiento de las estipulaciones del contrato celebrado entre un establecimiento de larga estadía de adultos mayores y uno o más usuarios, sean los mismos o distintos, constatado en tres supervisiones sucesivas.

La suspensión tendrá una duración mínima de dos años, al cabo de los cuales la institución sancionada podrá solicitar una nueva inscripción, cumpliendo con todos los requisitos legales y reglamentarios.

Sin perjuicio de otras causales que contemple el reglamento, la eliminación del registro procederá en los siguientes casos:

i) Por sentencia ejecutoriada del tribunal competente por cualquier delito o falta que implique maltrato físico, psíquico o económico contra un adulto mayor pronunciada en contra de cualquier persona que se desempeñe en la institución inscrita;

ii) Por quiebra de la institución inscrita declarada judicialmente, o notoría insolvencia de aquella así calificada por el Servicio en resolución fundada”.

2. Deróguese el inciso 7° del artículo 7°.

Artículo Transitorio.- Aquellos establecimientos que se encuentren en funcionamiento a la vigencia de la presente ley, deberán ajustarse a sus disposiciones en el plazo de dos años contado desde su publicación en el Diario Oficial.

10. Informe del diputado señor Juan Antonio Coloma sobre su participación en la XXV Reunión de la Comisión de Agricultura, Ganadería y Pesca del
Parlamento Latinoamericano (Parlatino), llevada a cabo entre los días 30 y 31 de octubre de 2015, en la ciudad de Oranjestad, Aruba. 

[image: image15.png]Qanjestad, Aruba, 30 y 31 de Octubre del 2015

Sefior
Marco Antonio Niifez Lozano
Presidente de1a Camara de Diputados

sente

Estimado junto con saludar, por el presente vengo a informar, en conformidad con ¢
articulo 37 del reglamento de 1a Camara de Diputados, respecto a mi viaje en misin oficiol
& Oranjestad, Aruba entre los dias 30 y 31 de Octubre del 2015,

En esta oportunidad fui enviado por la Honorable Camara de Diputados para asistir
al XXV Parlamento Latinoamericano, invitindoseme a ia Comision de Agticultura,
‘Ganaderia y Pesca, Ia cual se realizG en Ia Hotel Mariot, ubicado en LG Smith Blvd 101
Pelm Beach, Aruba.




[image: image16.jpg]E1 Parlamento Latinoamericino es un organism regional permanente y unicameral,
cuyo propésito es fomentar el desarrollo_econdmico y sociel de la comunidad
latinoamericana, defender la plena vigencia de la fibertad, la justicia y velar por los
Derechos Huumanos, canalizando y apoyando sus exigencias y necesidades.

1os paises integrantes del PARLATINO son Argentina, Aruba, Bolivia, Brasil,
Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Curazao, Feuador, El Salvador, Guatemals,
Honduras, México, Nicaragua, Panam, Paraguzy, Perd, Repiblica Dominicana, St
Marteen, Surinam, Uruguay y Venezuela,

Este organismo  fue instaurado con el proposito de contribui con el desarrallo
econémico y social, para esto el PARLATINO ha creado  comisiones permanentes, Jas
cuales son conformadas por Parlamentarios representantes de cada Pais infegrante. Cada
comisién est encargada de analizar, estudiar e investigar asuntos referentes a las
necesidades que atafian a la comunidad Latinoamericana,

La comisién de Agricultura Ganaderia y Pesca,tiene por objetivo analizar y apoyar
en temas agropecuarios, agroindustriales, foresiales, cullvo de tierra, rios y mar, enire
otros; creando mecarismos que contribuyan y aporten a dar solucién a las problematicas
que se presenta en esta regicn, con e fin de mejorar a calidad de vida de estos paises.





[image: image17.jpg]REUNION DE LA COMISION DE AGRICULTURA, GANADERIAY PESCA DEL
PARLAMENTO LATINOAMERICANO,

| JUEVES 29 DE OCTUBRE.
Liegada de los Pariamentarios
Torario: | VIERNES 30 DE OCTUBRE:
sopango | Aperturas de Comisiones:
* Presentacion de Autoridades del Parlamento de
Aruba.
1015 A 1300 . TEMAT
Agricultura Familiar.
1300 A1430 ALMUERZO
143041630 * Continuacién del Tema I
1630 A 1800 © TEMAI

Pesca: el rol deIa pesca enla dieta
Permiso de pesca de altura
El ol de Ia pesca artesanal





[image: image18.jpg]REUNION DE LA COMISION DE AGRICULTURA, GANADERIAY PESCA DEL
PARLAMENTO LATINOAMERICANO.

HORARIO SABADO 31 DE
OCTUBRE

930 A 11:00 Continuacién del tema IT
13:00 A 1430 Almuerzo

14:30 A 18:00 Continuacién del tema
Intervencién de los
legisladores

Lectura, revisiony
aprobacion del acta.





[image: image19.jpg]El viemes 30 de Octubre se coloct en tabla los siguientes puntos

Tema1
Agricultura Familiar

La comisién soficita realizar reunién extrzordinaria con el fin de continuar con el
tema de Agricultura Familiar.

Problemas geogedficos que presenta Aruba, y s soluciones que se_ podria dar pora
apoyar la gicultura y I economia de Ia isla.

Llevar Ia agicultura a las escuclas con el proposito de promover y ensefar sobre el

cultivo de esta, entregarle las herramientas para que realicen sus propios cultivos y asi
crear conciencia sobre una alimentacién saludable.

Sibado 31 de Octubre
Tema2
Rol de1a pesca en la dieta

En este puto se habls sobre los beneficios que tiene el pescado en la dieta de las
personas, el aporie nutricional que presenta y la cantidad de proteinas y minerales que
posee, como es fundamental la ingesta de este aiimento. semanalmente , para esta existen

programas de alimentacién escolar que inclicyen el pescado en su dieta.

No sola Ia pesca.y la agricultura contribuyen con la salud de las personas i también
con In ecanomia de eada pais.




[image: image20.jpg]Permisos de pesca de altura, E1 ol de 1a pesca artesanal.

Es fundamental que la exiraccion de recursos acudicos sea realizada de menera
adecuada respetandolas reglas, los principios y as obligaciones establecidas por cada pats,
conel fin de garantizar Ia preservacién de las especies marinas y el sustento econdmico.

Para esto el estado debe croar poilticas de equidad, aseguranda la extraceién y la
conservacidn del ecosistema, el estado tiene la obligacién e zegular y fiscalizar que Jas
medidas sean cumplidas, facultando a autoridades écnicas a ser las encargadas de
establecer 2 forma y el método de pescar para las distintas zonas, atendiendo a las
caracteristicas geografica que se presenten, y a ia biologfa de las eepecies. Todo esto debe
ser realizado por un estudio previo.

Pors_catalogar como pesca artesanal e deben tener en consideracidn que la
embazcacion por Io general es de madeza eniibrada, con o sin cabina y con motor de baja
potencia Ia forma de pescar que tenen estas embarcacianes son bisicamente dos; las edes
de enmalle o agaleras y palangres

Cada pescador artesanal debers con permiso de pesca que Lo entzega la
Autoridad Mariima a traveés de sus organismos pertinentes, para ser ingresados al registzo.
nacionai de pescadores.

Unos de los puntos tratados en este congeeso fue la importancia que tiene la pesca
artesanal para Ja economia de un pais, es por esto que se deben crear mecanismos de
fiscalizacion para asegurar que la pesca flegal no ke quite los zecursos al pescador artesanal.
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'AGTA DE LA XXV REUNION DE LA COMISION DE AGRICULTURA,
‘GANADERIA ¥ PESCA DEL PARLAMENTO LATINOAHEFIGANG.

‘ORANUIESTAD, ARUBA. 30 Y 31 DE OCTUBRE DE 2015

En 12 ciudd de Oranjostad, Anba, so reine la Comision de Agiicultaa,
‘Ganadsria y Pesca del Pariamorio Lanoamedcano, con 18 paniapacion ce 103
siguiries partamentarios miemios

Direcia do a Comsien
Presidarte: Dip. José Carios Gardoso, Repdbkica Orenialcel Unuuay
Secrotao: Dip. Edgardo Oz, Repblca de Paraguay

\EGSLADOR pais
FIRMAS:

O, Ramons Puchet | ARGENTINA
Son. Ghstaan Gerard Dann ARUBA
Sen, Juan Ecberto Trisen ARUBA
O Elana Beron. o BouvA
Sen. Hurmphrsy Davelase” G cumnzao
Sen. Honsiay Kosima ‘,}. GERY ="  cumazA0
Dip. Juan Anfonio Coloma e cHLE

Asamd.  Mauricio Proafo ECUADOR
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Dip.  Edgar Ortiz —— A PARAGUAY
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Sen. Chstophe T. Emmanuet SAN MaRTIN
San. Maurice A Lake SAN ARTIN
Sen. ian Posada URUGUAY
O, Savl Anstmuto URUGUAY
Sen. José Carios Cardoso URUGUAY
Do, DalaH. Yanez venezueLA
0. Tmoteo Zambrano. VvenezuELA

Oip. Yamlets Calanche Me VENEZUBLA




[image: image23.jpg]‘Unas solurianes noméracas son las pazos de agua, hay cerca de 500 pazos de los cuales
10 son de buena caldad v se pueden usar. Se puede usar mofinos ¥ lo bueno es que o
estorban el medio ambiente.

Estamos trabajando al lado de 13 universidad Columbia en Estados Unidos para mejorar fa
cualidad e agua.

Para promover la idea de agricultura hemas Introdurido prayectns con las escuelas para
motivar e informar a los {ovenes sobre la misma y asf comiencen a considerar In
produceion de sus prapias verduras  frutas en casa.

Con tiempa s kes interesa pueden comenzar sus progios n

€n Aruba hay muchos casos de diabetes y céncer, por ko que es buena idea motvar al
puseblo para comer mis saludabie y orginico e invertir en su propis casa.

Hay g cambiar la mentalidad de los jovenes sobre fa agricuftura, no estan bien Informados
e donde viene y que es o que se puede hacer con los vegetales y s frutas.

Hay elemplos donde i es pasible de tener un negocio de aaricultura en aruba usando
productos de Aruba.

Céma mothar?
Mostramas coma se produce ¥ que si se puede producir, La gente estaban asombrados
Que en aruba se padia produck, v es util hacer estos tours para las turktas tambien, asi
conocen a aruba y quizas comenzar inversiones en agricuftura.

Temaz
Flores. e £AD.

Agenda:
Una mirada a las cfras a Ia escala global y regional
Importancia de la pesca y a agsicultura en la SAN y en ef alivio de la pobreza.

* Pescay agricultura posee un enorme potencial para contribur of desarrolla local,

* Empleo, educacion y a salud mejoran,

o Hay  muchx  propiedades  nutivas  dentro  del  pescada:
Fuente de proteina, de ata  digestbilided v excelente  calidad
Hay altas concentratraciones de fosforo y caiclo.

* Concentraciones de micronutsientes




[image: image24.jpg]* U persona tiene un requerimiento proteica diaro de 1 . por cada kilogramo de
pesoy los anchovetas y atro peces tienen 2ita concentrackan e proteina y los
erecios muy bajos que convizne consumiry mativar mas pescado en la dieta.

» Hay programas de alimentacion escola que indiryen pescaco,

* L acuaculura indrustial contribuye con mas de! &% e la produccion acuicola
regional; sin embargo exsten mas de 100,000 farifias en 15 paises) dependen de
Ia acuicultura de recursos bitados.

» Porque a pesca en pequeiia escala es importante; mas def S0% de los pescadores y
trabajadores de 1a pesca son de pequeia escala, la mayoria estan en paises en via
de desarrolo, 1a mitad son mueres.

Pesca en aguas intemadonales y I pesca legal na declarada y no reglamentada

* Promoverla ractficacian de a pescaillegal

Comentarios y analss de Alejundro Rores

4p. por Venceruela aigumenta que el petroleo contamina cf 2gua y los peces. Na se puede
usar e uso de petroleos en areas de pesca es mai para la comuridad y salud.

Respuesta: Es un tema muy grave {contaminacion) el petrolea genera mis empleos para la
‘comuniiad, hay que venir con aftermativas.

Hay que buscar informacidn sobre o que se puede, donde se puede y hasta donde
Promover aitemativas/soluianes.

Curacao se refiere » que fos plasticos eo o mar y ef pez de leon en ¢l caibe, representa
una amenazn 3 coral.

Respuesta: 13 unica forma promover pescando los peces de leony generar un mercado
‘ara el tursmo, en forma de comida.

Los plasticos, por cada 3 kg d pescado se colecta 1 kg de plastico, v estp va creclendos Es
may grave. Se debe promover mis ef uso del Ko degradable. Promover a los mercados a
tener un sentido de responsabsidad y a usar bolsas de papel o bio degradebes.

= Ratificar ef Acuerdo sobre Medidas del Estado Rector del puenio y promover |
Bdhesidn de los pafses a la Red de Aculcuftura de tas Américas.

= Promover incentivos. fiscales y admimistrativos para el fomento de pricticas
sastenibles de pesca y aculculturn.

» Promover la Inclusidn de la ecuiculturs en la agricultura Fariliar.

* Gestionar programas de investigacion aplicada ¢ Innovacion tecnokégics pars la
solucidn de problemas de los sectores de 1a pesca y Ia acuicultura.

= Actualizar 1a Ley Marco de Pesca Artesanal del Pariatino, ampliando sus alcances.
para atendes a las nuevas dimensicoes de fs pescay a b acuicultura.





[image: image25.jpg]Hay que promoves el orden y ks sustentatilidad. Otro tema es el pescado ilegal. Hay que
Inspeccionar més los barcos. ¥ el delito es grave pero solamente consiguen 2 thas y asi
siguen conlo mismo.

legn del Intercamblo de opiniones entre varios legisiadores, 1a eamisidn
dedara:

* Garantizar recursos presupuestales suficientes para la prospeceidn, evaluacidn
monitoreo de Recursos Pesqueros para su Gestion Sostenible, asi como pars
estrategios de adaptacicn ol CZ.

* Promover mascos e instrumentos legilativos nue garanticen mecanismos eficaces
de insprccién v viglanda; asi como penas infiexibles para la pesca llegal en
cuslquiera de sus modalidades.

“  Establecer didlogo y sinerga con los Frentes Parlamentarios Contra & Hambre,
potenciando con elo i contribucion de fa pesca y ka acuicultura en s SAN.

* Gestionar, desde la actuacion leyislativ, la indusidn de (a pesca v 2 acuiculturs de.
pequeiia escala, en los mecanismos de compras pabicas v alimentactdn escolar &
institucional {comedores populares, hospitales).

- Gorantizar recursos presupuestales suflcientes pora programas de desarrollo
integral de los acuiculores de recursos Rmitados, con énfesis en muleres ¥
‘comunidades de pueblos originarios.

- Consolidar el Foro de Pariamentarios de I Pesca v ba Acuicultura de América
Lating, como e espacto de intercambio y construcciin de estrategiss regionaes
para impulsar, desde el poder legislativo, €l desarrollo sastenible de Ia pesca y s
ocuicultura.

* Legistor 2 favor de In Inckision de los pescadores artesanalrs y scuicultores de
recursos Wmiados, en programas de peotection socal contnbueva ¥ no
contributiv.

* Garantizar recursos suficientes para la modernizaxion de fa infracstructura de
‘acopio, portuarka artesanal y de cadena de frio para los pescadores artesanales.

* Ratificor el Acuerdo sobre Medidss del Fstado Rector del pusrio y promover o
‘adhesidn de los paises  fa Red de Aculcultura de fas Américas.

* Promover incentivos fiscales y adminlstrathvos para of fomenta de pricticas
sostenibles de pescay aculcultura,

* Promaver ka inclusidn de ta acuicultura en la agsicuftura familia.

* Gestionar programas de investigacién aplicada & Innovacitn tecoldgica para a
solucitn de problemas de los sectores de fa pesca y g acuiculura.

* Actuslizar 1o Ley Marco de Pesca Artesanal del Partating, ampliando sus alcances
para atender 2 las nuevas dimensiones de 12 pesca y a la aculcuftura.
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Juan Antonio Coloma Alamos
Diputado dela repiblica




11. Informe del diputado señor León sobre su participación, en calidad de
Presidente del Grupo Latinoamericano y del Caribe de la Unión
Interparlamentaria (UIP) , en el Seminario de Alto Nivel sobre Energías
Renovables y otras reuniones, efectuadas en Abu Dhabi, Emiratos Árabes
Unidos, entre el 17 y el 22 de enero de 2016. 

[image: image27.png]Honorable Camara.

Tengo a honra informar acerca do la visita del dipulado sefior Raberto Leon
Ramirez, en su calidad de Presidente del Grupo Latinoamericano y del Garibe de
a Unién intorparismentaria (UIF) a los Emiratos. Arabes Unidos, (EAU).

‘Cabe tener en considoracion que duranle ! afio 2014 &l Grupo Latinoamericano
y del Caribe (GRULAC) de Ia (UIP), suscribi un Convenio de Cooperacidn con
los (EAU), mediante el cual so prelende reforzar los lazos de amistad
parkamentarios y comerciales entre fos EAU y los paises que forman parte del
Giufac (Argentina, Brasil, Boliva, Costa Rica, Colombia, Cuba, Fouador,
Guatemala, Honduras, FI Salvador, México, Nicaragua, Panama, Paraguay,
Peri, Repiibica Dominicana, Surinem, Trinidad y Tobago, Uruguay y
Venezuola).

Dentio de este contexto, o5 que los EAU, a través de Ia doctora Amal A, Al
Qubaisi, Presidenta del Consejo Naclonal Federal (CNF) de los EAU, envio
una invitacién al dipulado sefor Raberto Ledn a objelo de qus conformara una
delegacion para que concurriera un seminario denominado Seminaria Murdial
sobre Energias Renovables, cuyas finalidados dicen relacion con el futuro
energético a nivel mundial en cuanto a factores como la eficienci y las
tecnologias limpias, donde so reunieron representantes de diversos seclores y.
ofras actividades dentro del ambito parlamentario y comercial, como se explicara
més adelante.

Pariiciparon de este encuentio la senadora sefiora Carmen Lucila Crexell, de
Argentina; el senador sefior Luis Fernando Duque, de Colombia; el
congresista sefior José Leon, de Perd; la senadora sefiora Gabriela
Cuevas, de México y ef asambleista sefior Melvin Waldie Joy Bouva, Vice
Presidents do la Asamblea Nacional de Surinam. Asimismo, fa delegacién
onté con la pariiipacion dol embajador de Chile en los EAU, sefior Jean Paul
Tarud, quien prest un importante apoyo durante todos los encuentos
sastenidos.

Lavista se

1 el dia sébado 16 con las sigulentes actvidades:

1-REUNION CON REPRESENTANTES DE IRENA, organizacion
intergubemamental que presta apoyo a Ios paises para Ia transician hacia una
dependencia en tomo a las energias suslentables. Sive como principat
plataforma de cooperacidn intemacional. E un centro de excelencia, repositorio
de poliicas pblicas, tecnologia, recursos y conacimientos acarca del
financlamiento de energias ranovables.




[image: image28.jpg]" También, promueve ta adopcién ampia y ol uso de todas las formas de energia

renovable, incluyendo bioenergia, geotermia, hidraulca, marina, sofar ediica y
fomenta el desarolo sustentable, 6 acceso a ka seguridad energ6tica y a una
‘economia de baja generacitn de carbono.

Destacar que se encuentran elaborando n informe que da cuenta de cinco afios
de trabajo en Latinoamérica donde se muestran las tendencias y politcas
desanoliadas, su evolucidn y principales obstéculos para el desarolo de
energias renovables, un andiisis de los principales instrumentos financieros,
aspectos e complementariedad entre (as distinlas fuentes, la incidorcia de la
calefaccion y tos financiamientos tanto privados como piblicos en ol desarrollo
de estas fuentes o indicadores de costes.

Finalmente, el dia concluyo con una visita & algunas salas del Museo del Louvre
‘de Abu Dhabi ya fa Mezquita Sheikh Zayed, Ia segunda més grande en el mundo,

El domingo 17, Ias actividades fueron las siguientes:

2.VISITA Y REUNIGN EN LA SEDE DEL CONSEJO NACIONAL FEDERAL,
CON LOS MIEMBROS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE AMERICA
LaTiNA.

s preciso sefaar que la Gémara de Diputados cuenta con un Grupo de Amistad
Chileno-Eiatos Arabes, presidido por ol diputado sefor Jorge Tanu

Durante el sefialado encuentro, fa parle emirait dio la bienvanida  la delegacién
¥ se efectué un recuento de los 44 afos de su existencia y se llevaron a cabo fas
presentaciones del caso.

Ambas partes, destacaron el hecho de que por primera vez se hubiera fitado
un Convenio de Cooperacisn entre un Grupo Geopolitco y los EAU, o que podt
sef replicado por olros grupos, tomando este ejemplo como modelo.

A continuacion Ia parto emirati planteé algunos aspectos como:

-La refativa a buscar una solucion pacifca en el conficto que mantienen con
Ropiblica fsldmica e Ién por lss  istas Tomb mayor, Tomb menor y Abu Musa,
ocupadas por Irdn, dertro de un esquema da diélogo y negociaciones directas en
base a la carta de ONU.

El diputado sefior Roberto Ledn sefald que el Grulac estaba constituido por un
grupo de paises, donde existian diferencias, pero también principios comunes,
como son la defensa de la paz, el respecto al derecho inlemacional y a los
derechos humanos. Que por tanto lambién existian visiones distinlas en algunos.
temas, como por ejempio, en refacién con Ia situacién de medio oriente, pero
donde primaba el desoo de obtener una paz a nivel mundial, la condena a los
‘actos feroristas y a otargar apoyo a los refugiados.

También, se refii a la no proliferacion de las amas nucleares y a los
experimentos nucieares de Gorea del Norte.




[image: image29.jpg]Recapitulando sobre las divergencias, cito a via ejemplar la demanda boliviara
ante la Corte de La Haya y nuestro respelo por el deracho internacionsl,
especialmente en tomo a las resoluciones de Naciones Unidas. En cuanto al
tema pianteado referente a a disputa con a Repiblica Islamica de Irén, manifesté
que se trataba de un tema bilateral y por tanto debia ser enfocado desde esa
perspeciiva

Se refirc, asimismo, a la labor que desarrolla a diplomacia pariamentaria,
aportando ideas y proyectos a los respectivos goblemos de manera qus estos
procesos sean abiertos, inclusivos y pluralstas.

Entomo al acuerdo suscrto entre ¢l Grulacy los EAU, destaco a implomentacion
¥ puosta en marcha, a través de esta primera visita y con esta modaidad poder
estrechar vinculos comerciales, culturales y de amistad con todos los integrantos
del Grulac. De esta manera, se daria inicio @ un nueva tipo de relacién
parlamentaria, marcando un nuevo rumbo en la complementacidn de temas de
interbs mutuo,

Por su parte, 2 doctora Amal A. Al Qubaisi, Presidenta del Consejo Nacional
Faderal de los EAU, agradeci fa visita, destacando que Ia visita constituia un
desaflo y una gran oporlunidad para desarrollar y profundizar los fazos de
amistad, comerciales y culturales, con pleno respeto al derecho intemacional,
con una condena y total rechazo a los actos terroristas, protegiondo a las
generaciones més jovenes de las ideas extremistas, poro hackndo el distingo.
enire la religién musulmana y 1a repeticion de actos como los denunciados. Por
tanto, concluyo diciendo que el Islam no era singnimo de terrorismo y que era
necesario distingulr enire los actos de un grupo de terroristas y los musulmanss
¥ de esta forma trabajar para fa enadicacién de estos grupos extremos.

Reflriéndose al Acuerdo de Cooperacién, manfests que era preciso fijar un
razado pasa desarrollar los objetivos, el sistema mediante el cual operaria y por
clerto las reuniones y visitas que se llevarian a cabo dentro de este contexto.

Records la reunion del mes do noviembre pasado con los Presidentas de los
Consejos Legislativos de los paises de! Golfo, donde se les planteé desarrollar
una linea de trabajo con el Gruac, mediante la realizacion de foros entre ambas
instancias y de esta manera profundizar Ia relacién entra ambos, en los mbitos
comerciales, culturales, financieros y olios, como por ejemplo en cuanto dice
rolacidn con fa agenda de desarrallo 2030, el otorgamiento de becas o en el drea
del turismo cutural.

Enlo que se refiere a fa relacion con Chie:
Acelerar fa climinacién de las basroras tributarias

~Obtener un pronunciamiento de fa Camara de Diputados en formo a lograr una
‘excapeion para poder negociar un Tratado de Libre Comerclo, mediante el envio
de un proyecto de acuerdo a S E. Ia Presidenta de I Reptblica
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Todos o puros arieries ueron ratfcade por parte dl dpuiado setor
Roberto Lt hcrdapesetc, ademis, o compronio 1 grpo porl cha
ontnlerorimo, 1t dsposiin bt s candes o elcampo
cconinicoy o aoyo para o oo de ks AU a Ia GUDE, a s e un
documento que seria remiido a través de los conductos diplomaticos
comesparenct.

En suma, el compromiso fue de adoptar acclones concrelas como las desorias.

€ senador sefior Luis Fernando Duque, de Colombia, agradecid a invacion y
reiterd fa necesided de fortalecer fa paz de abri canalss comerciales, para o
cusl hizo una resefia de los principales productos que podrian ser
‘comercializados. En suma if mds allé de los lazos diplomaticos wradicionales,
profundizando la diplomacia pariamentaria, aportando nuevas ideas y proyectos.
a los gobiemas, especialments en of drea de las energias renovables, aportando
n ol tama del cambio cimitico, e! tofal respecto 4 fos derachos humanos y
manifeslando su totalrechazo 2 os acios terforistas y respetando el Isfam.

La senadora Gabriela Cuevas, da México, reitort el agradesimionto por la
invicién, agregando que mediante la suscripcion del Acuerdo de Caoperacion,
e abrian importantes vias de trabajo, pero también para ampliar y profundizar e
conocimiento del mundo drabe.

Gon respecto al proyecio de declaracion propuesto por parte de los EAU, destaco
5u importancia, por cuanto reafimna el respeto por o derechos humanos y los
principios demacréticos, I condena a los actos de terrorismo y las nuevas
‘opartunidades en el comercio intsmacional y aspectos afines que ofrece.

Sugitis tener una agenda sostenida en el tiempo, que permita mejorar fas
préclicas parlementarias, el intorcarnbio en aspeclos de a cultura y el saber a fin
de poder tener una mejor intarconexién entre ambas cuturas, impusar trabjos
‘conjuntos al interir de fa UIP, en beneficio de una agenda pofitica potente. Por
Glimo, recalcd que ol islam era una expresion distina dal exremismo.

El congresista sofior José Le6n, de Perd, exprest su agradecimlentoy apoyd
el proyecto de declaracién de a parts emirait, por constituir una hoja de ruta en
las nuevas relaciones que se entablarian con Perd, destacando las relaciones
comerciales e inversiones existontes en su pals, especiamente en el tema
mrltimo. Asimismo, manifesto el interés en abir una sede diplomafica en los
EAU y en suscribir un Tratado de Libre Comercio de manera de conslruis una
complementacion econgmico comercial y sobre la creacion de una Liga de
Amistad Pariamentaria entre el Congreso de Pertsy el Consejo Nacional Federal
de EAU.

El ropresentante de Surinam, sofior Melvin Bouva, & su vez, expresé su
reconocimiento a las autoridades por el nive! de didlogo sostenido, destacandola
importancia que su pais oforga a los recursos nalurales, la agricultura y la
Infraestructura con que cuentan, el trabajo que han iniciado en la UIP, y la




[image: image31.jpg]proyecelén que el Acterdo podiia traer en cuanto al comercio y fivanzas.
Compartié muchos de los criterios ya mantestados, como la defensa de la paz.
&l tespecto a los derechas humanos y la condena a los actos de ferrorismo.

Finalmente, la doctora Amal A. Al Qubaisi, Presidenta del Consejo Federal
Nacional de los EAU, manifesté compariir muchos de los principios enunciados
por los representantes dei Grulac, como el combate contra el ferrorismo,
defensa de fa paz y los derechos humanos,

Retert el apoyo soficitado en tomo a a disputa por las islas Tomb mayor, Tomb
menor y Abu Musa, ocupadas por Iran, la creacion de grupos de amistad con los
EAU, Ia efaboracién de una agenda quo establezca un frabajo sostenico y &
intercambio de visitas quo faciien esta interaccion.

‘Agradecio los compromisos adoptados por Chie, ya enunciados, como también
los anunciados por los distintos representantes del Grulac en las Areas
‘enunciadas, destacando la importancia del Acuerdo, 1o que podria significar tanor
un gran liderazgo a se repraducido por otros grupos geopoliticos y de hacerlo
extensivo ai resto del Goffo.

A continuacién se levs a cabo una fuoda de prensa, donde los parfcipantes
celebraron esta iniciativa y expusieron algunos punlos de vista relativos a las
relaciones politicas, diplomaticas y comerciales con sus respectivos paisss.

3.-REUNION CON EL EXCMO. SULTAN AL MANSOURY, MINISTRC DE
ECONOMIA.

El diputado Lotn, record fa visha efectuada por Ia auloridad emirat, donde se
dio inicio al Fora de jnversiones chileno emiraitis, i afio 2013,

Se produjo un interesante dislogo enre Ios presentes sobro como profundizar fas
relaciones comerciales con Latinoamerica y el Caribe.

El sofior Ministro, resaké la importancia de profundizar lae refaciancs comercales.
entre ambas partes, en la idea de constuir una agenda econdmica, con
heriamientas de cooperacion, efaboracién de estrategiss de desarcollo e
inversién que beneficien a ambas paries.

A continuacion hizo una presntacion de los principales aspectos de la sconomia
‘emirati, resaltando 105 logros obtenidos en materia de energias fenovables, como
también fa posibiidad de ampliar el comercio en materia ds productos agricolas,
frutcotas y offos provenientes de Latinoamérica. También, en cuanio a extender
aChile, por ejemplo, as rutas aéreas de manera de mejorar fa conectividad, Por
timo, en cuanto 3 la participacion de las pequeias y medianas empresas.

El diputado sefior Raberto Leon, resaitd fas distintas virtudes de cads uno de
los paises partcipantes en cuanto al aporte que podrian hacer tenlendo pressnte
sus particularidades.




[image: image32.jpg]En eso sentido, subray la apertura que presenta nuestro pais, mediante mds de
cincuenta Acuerdos de Libre Comercio, lo que ha pemmitido quo nuestia
economia se expanda a fronteras lejanas. Tomd como sjemplo, s rolaciones
comerciales con China y ofros paises del Asia.

De este modo, hizo presente ademas, un proyecto que 5o encuentra en desarollo
en Chile, por pate del grupo espaiiol Abengoa, con una inversién de
USDS1.300.MM, en la Il Regién, comuna de Maria Elena y que contempla 110
MW de cancentracion salar més 100mw fotovotaicos. Cuenta con un 60% de
avanoe en cuanlo a a construccion de fa parle solar y 85% en cuanto a paneles
folovoltaicas. Formul6 una invitacign a participar en dicho proyecto.

La sonadora Crexell, de Argentina, expross su inerés en desarmole dreas de
comercialzacion en la agricutura, fruticulura y energias renovabls, puesto que
cu principal fuento es ol gas, craando fuentes enorgéticas més mpias, con mayor
inversién en tecnologias y con una expansion hacia la energia solar o
hidroelécirica.

El congresista peruano, safior Ledn,  su vez, seNalé que contaban con 17
Acuerdos de Libre Comercio, Io que daba un indicio de cémo hablan expandido
su_economia, dentro de un clima de respeto fotal hacia fas Inversionss
extranjeras, sin imitantes sobre los montos invertidos i sobre 1as remesas.

Planted la necesidad de suscribir un Tratado de Libre Comercio con los EAU
‘como también ampiar la comercializacion de la produceién fruticola hacia los
mercados de los emiralos,

El senador sofior Duque, destacd las potencialidades de su pais on un posible
intercambio comercial, ofreciendo una reguiacion legal adecuada para las
inversiones y prometiendo efectuar na revision oxhaustiva de aquelios
abstéiculos que pudieran Impedir un afianzemiento de las relaciones comerciales
con los EAU.

Entre los productos susceptiles de intsrcambio Gitd oro, café, futas extlicas,
productos agropecuarios, came, energias renovables, infrasstructura en
canreteras y autopistas, construcion de hospitales y otros.

Asu vez, Ia senadora Cuevas, tamién hizo una enunciacion ds los productos.
susooplivles do ser comarciaizados por ambes partes, como fruta, cames y
otros.

Finamente el parlamentario Bouva, se refii6 a la experiencia que tiensn con
China en cuanto a la explotacion de los recursos naturales y I produceion de
petréleo, oro y otros bienes que possen.

El dia lunes 18, se inaugurd el Seminario Mundial sobre Energias Renovables,
‘ocasion donde concurié el Secretario General de Naciones Unidas, Ban Kimoon
¥ 58 procedid a a premiacién de esludiantes y ONG por su aporte a las energlas
limpias y conservacisn del medio ambienite.




[image: image33.jpg]4.-CON SU ALTEZA REAL SHEIKH MOHAMED BINZAYES, Principe heredsro
de Abu Dhebi, tefe Supremo adjurto de las Fuerzas Amnadas de EAU y
Presidente del Consejo Ejecutivo de Abu Dhai.

Durante la sudiencia, tos parlamentarios tuvieron la ocasion de saludarlo &
Intercambiar algunos aspectos de a relacién con Sus respectivos paises dentro
de un clima de extrema cordialidad.

5.- CON SHEIKH ABDULLAH BIN ZAYED AL NAHYAN, Ministro de Asuntos
Extericres, quien habia solicitado el apoyo de Chile para que EAU fuera roclecto
en el Conselo de Derechos Humanos por el periodo 2016-2018.

Se trataron diversos aspectos de Ia relacién e los EAU con los representantes
de los paises presentes con una mirada fulurista de cémo podria ampliarse ef
Intercambio comercial. Cada uno de los participantes expresaron sus puntos de
vista. Se feiterd peticion de revisar la parte tibutaria y el ingreso de los EAU a fa
QCDE.

£l di

martes 19, fa agenda contempld fas siguientos actiidades:

6-REUNION CON EMPRESARIOS Y REPRESENTANTES DE LAS CAMARAS
DE COMERCIO E INDUSTRIA,

e trat6 de una visita més bien protocolar, donde se intorcambiaron algunos
‘aspectos comerciales.

7. AUDIENCIA CON SU ALTEZA REAL SHEIKH NAHAYANBIN MUBARACK,
MINISTRO DE CULTURA, JUVENTUD Y DESARROLLO COMUNITARIO.

Se destacs el rol esencial que cumple fa cutura y fa manera on que podrian
fortalecerse tos tazos entre el Grulac y los EAU.

La agonda del dia miércoles 20, contempko las siguientos reuniones y encusntros:
8-VISITA AL FAHIDIDISTRICT, AL MUSEO DE DUBAI ¥ AL BURJKHALIFAH.

Dentro del 4mbito cutural, se efectuaron visitas a una réplica de una ciudad
‘ntigua, al museo de Dubai y al edificio més allo del mundo.

9-REUNION CON LA EXCMA. LUBNA AL QASIMI, PRESIDENTA DE LA
UNIVERSIDAD DE ZAYED.

Esta Universidad, fue creada iniciamonte para mujeres, pero ha ido ampliandose.
Enfocada principaimente a las bellas artes y ka tecnologia, cuenta con estudios
de television, laboratorios de computacién y salas para estudiantes con
necesidades ospeciales (100 alumnos), las mismas alumnas pariicipan como
voluntarias para atender este tipo de necesidades.

Guontan con dos campus, También realizan importantes obras de calidad dentro
del campo de las energias renovables y presta ayuda a refugiados de Sifa, 0 a
quienes han sufrdo a causa de los desasres naturales.




[image: image34.jpg]Eldia jueves 20, se desting a.
10.VISITA A LA SEDE DE MASDAR.

Se visito nuevamente la exhibicion de energias renovables y se sostuvo una
reunién con representantes de MASDAR, enlidad encargada de llevar a cabo
estudios sobre energias renovabes, formacién de profesionales. de manera de
contar con especialstas y fecnologla en energias que reemplacen a las fosies,
con una visién futurista. Uno de sus lemas es la formacién de personal de ata
preparacion, de manera de mejorar el capital humano y hacer frente af cambio
climtico. Son especialstas en energia solar. Explicaron fa manera que fos EAU
e habian desarrallado, teniendo siempre presents una mirada del futuro y so
marifostaron dispuestos a entablar una cooperacion en ose serfido con
Latinoamérica

Eldiputado sefior Ledn, hizo presents a situacion def proyecto que lleva a cabo
Ia empresa Abengoa y los insts a tomar parte.

Finalmente, deniro del programa de capacitacion que dosarolan, ofrecieron 6
becas para los paises que se encontraban presentes, con una ampia
enumeracién de los benaiclos para los becados.

Asimismo, se visits la Feria de Energias Renovables.
11.-FIRMA DE DECLARACION,

Por itimo, consignar que las reuniones finalizaron con la fima de una
deciaracitn que fue firnada por todos fos parlamentarios presenles, con fa
salvedad de que serla consultada con sus respectivos parlamentos y se podria
en conocimiento del Grulac a objeto do quo se pudiera suscribir en nombre de
este grupo geopolitco. Los parlamentarios fimaron a ttulo personal.

Eftexto se acjunta en anexo N1

ROBERTO LEON RAMIREZ
Diputado



[image: image35.jpg]ANEXO N

|

Final Declaration of the meeting beld between

the Federal National Council

and the Group of Latin America and the Caribbean

in the Inter-Parlinmentary Union





[image: image36.jpg]- In order to fulfll the goals of the Memarandum of Understanding
signed between the Group of Latin America and Caribbean and the
Group of the Federal National Council in the Inter-Parliamentary
Union in 2014,

~In the context of upholding the joint cooperation and coordination
over the issues of common concern.

- At the invitation of HE Dr. Amal Al Qubaisi, Speaker of the Federal
National Courcil.

* A meeting was held with the Group of Latin America and the
Caribbean in the Inter-Parliamentary Union at the Federal
National Council in Abu Dhab in January 2015.

* The meeting was attended by H.E Dr Amal Abdulla
AlQubaisi{Speaker of Federal National Council ) - H.E ABDULAZIZ
ABDULLA ALZARBI {Second Vice president of Federal National
Council )~ H.E AFRA RASHED ALBASTI- H.F SAEED OMEIR
ALMHEIRI - H.E SAEED SALEH ALREMEITHI - Dr. Mohamed Salem
Al Mazrouel (Secretary General) , representing the Fecleral
National Council

* And Deputy Roberto Ledn, President of GRULAC; Senators M.
Gabriela Cuevas (México) and Carmen Lucila Crexel (Argentina)
and PM's Mr. José Lean, (Perul, Luis Fernando Duque {Colombia)
and Melvin Bouva {Surinam), representing the Group of Latin
America and the Caribbean

Both parties stressed on the following:

- The Steady and multifaceted relations between the United Arab
Emirates and the Latin America and Caribbean region stem from

B
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global values, political and economic growing interests and
concordant cultural and inteliectual approaches.

- The initiation of the meetings between the Parliamentary
Graup of the United Arab Emirates and the Parliamentary Group of
Latin America and the Caribbean at the Inter-Parliamentary Union,
and their wil to hold them annually and alternately, are testimony of
the seriousness that characterizes the implementation of the
Memorandum of Understanding signed by both parties in 2014, and
the firm desire to reinforce the parliamentary caoperation in support
of the common interests taking into account the differences among
the GRULAC countries, the PMs that are a part of this group undertake
to make every effort to promote the initiativs listed herein through
National Perliaments.

- The Fourth Summit of the Arab Countries and South American
countries, in Rivah on the 10th and 11th of November 2015, the
esults of which will help t reinforce a strategic partnership based on
common interests and reciprocal respect between the Arab Counties
and South American Countries

Following the debates and exchange of views, both parties agreed
on:

Tssues

- Affirming that peace is the base for coexistence between
peoples. On the basis of this principle both parties insisted on
continuing to work to achieve peaceful solutions for national and
International conflicts and_crisis._They also_called on all_parties
3





[image: image38.jpg]involved in situation of the Middie East to adopt and implement
international and humanitarian laws as well as the United Nations

resolutions, and in particular resolution 2216 concemning the crisis
Yemen.

- Afirming the importance of respecting the principle of good
neighborhood and the responsibility of states in protecting the
diplomatic missions as per the two Vienna conventions of 1961 and
1963, and the principle of non interference in the internat affairs of
other states and the respect of national sovereignty, and that anything
contrary constitutes a flagrant violation of the international
conventions and could jeopardize the peace and security in the world,
especially in the Middle Fast where several regional conflicts still
unfolding.

- Convinced that the only solution to resolve border disputes is
by direct dialogue through relevant international organizations and
institutions. On the basis of the United Nations Charter and the
‘provisions of Intemnational faw.

- Firm condemnation of all terrorist acts no matter what their
motivation and justification are, in addition to the need to implement
international cesolutions to fight against terrorist organizations, and in
particular the organization called the Islamic State (Daesh) that
fepresents a serious threat to international peace and security,

- Emphasize the importance of fighting against terrorism and
radicalism, condemn all acts of violence committed in the name of
religion or race, considering the importance of respecting the principle
of state sovereignty, non-uso of violence or threat to use it respect for
‘the principles of the UN Charter and the categorical rejection to link
tereoristacts to any religion or belief.

Stress on the United Arab Emirates central and leading role in
resolving crises and conflicts in the Middle £ast, particularly its role in

T





[image: image39.jpg]resolving regional crisis. Call upan all parties to participate in the
resolving these conflicts on the basis of the United Nations relevant
resolutions, and support the united Nations envoys for their efforts in
reathing political solutions In the frame of international resolutions
and commitments.

- The implementation of the Security Councl resolution No. 2216
‘concerning the crisis of Yemen, and support Skhirat agreement to end
the suffering of the Libyan people, and invite all Uibyan parties to
comply to this Agreement.

- stress on the respect of intemationsl humanitarian law in the
regional miltary conflicts, 50 as to ensure the compliance to the
principles of urgent humanitarian assistance and urgent humanitarian
relief. Also commend the leading role of the Government of the
United Arab Emirates i the field of humanitarian assistance In case of
natural disasters and conflcts and the rofe of the Red Crescent of the
United Arab Emirates.

= stress on the need to reach  ust and comprehensive peace in
the Middle Fast based on the intemational resolutions and peace
initiatives.

- Call on 1o return 1o the negotiating table to resolve the Israeli
Palestinian conlict under the auspices of the United Nations and on
the hasis of its resolutions. Particularly the 1951 Geneva Convention
and its Protocol, and so to stop all Kinds of violations against religious
places and fift any kind of siege that obstruct peace opportunities to
bring peace to the region.

Pa

mentary Issucs

- Agree to establish a parliamentary friendship association
between United Arab Emirates and Latin Countries, with its own rules
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proposed areas of cooperation, so as to promote closer parliamentary
relations between both parties.

- Common quest for a parliamentary forum to hold periodic
summits between Arab and (atin Countries in order to reinforce the
role of parliaments in al the aspects of joint cooperation between the
two parties.

- stress on the importance of continuing cooperation and
coordination between both partics in the Inter-Parliamentary Union
and other international bodies in order to achieve consensus on issues.
of common interests.

Economic, Social and Cultural Tssaes

- Develop parliamentary diplomacy to ease the implementation
of economic and investment cooperation agreements between the
United Arab Emirates and South American countries, always taking
into account the sustainable development policies, particularly
‘concerning the 2030 Agenda.

-~ Propose taxation agreements and activate protection and
promolion agreements to expand investments and comercial relations.
between both parties.

- Establish cooperation mechanisms in all the different filds,
such as economic and commercial anes, and promote investments.

- Organize joint cultural activities to ensure larger intera
space, in order to promote cooperation ties and cultural diversity.

- More cooperation channels in the areas of education and
aulture, to spread cultural and poltical fife of both parties. And

g





[image: image41.jpg]eleborate educational programs for the youth and increase the
number of scholarships in addition to  students exchange between
both parties

Sustainable Energy, Environmental
Protection and Water Resources

Fields

= Jolnt cooperation in intermational parliamentary forums to
highllght the interest and the need for the parliaments ta participate
i all aspects related Lo the climate change, and developing the use of
renewable and clean energies, commending the United Arab Emirates
feading role in this regard. Also stress on the importance to use
nuclear energy for peaceful purposes and non-proliferation of nuctear
weapons

Abu Dhabi, 21 of January 2016

Dr. Amal Al Qubaisi Roberto Ledn Ramirez

Speaker of The Federal President of GRULAC

National Councit

T





12. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2841-15-INA.


“Santiago, 21 de enero de 2016.


Oficio N° 32-2016


Remite sentencia

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E., copia autorizada de la senencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 21 de enero de 2016, en el proceso Rol N° 2.841-15-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado por Inversiones Cava SpA., y otra respecto del artículo 41, N° 5, del Decreto Supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, que aprueba el texto refundido y sistematizado del DL N° 3.063, de 1979, Ley de Rentas Municipales.


Saluda atentamente a V.E.,


(Fdo.) : CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES, Secretario.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO.”

13. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2945-15-CPR.


“Santiago, 21 de enero de 2016.


Oficio N° 35-2016.


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E., copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 21 de enero de 2016, en el proceso Rol N° 2.945-15-CPR respecto al control de 


constitucionalidad del proyecto de ley sobre regularización de viviendas de autoconstrucción, otras viviendas y edificaciones destinadas a microempresas o equipamiento social, correspondiente a los boletines N°s. 9939-14 y 10076-14, refundidos.


Saluda atentamente a V.E.,


(Fdo.) : CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES, Secretario.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO.”

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


�Ley para prevenir y sancionar el acoso sexual en espacios públicos, N° 30.314, de 25/03/2015.


�Ibídem, artículo 1°.


�Ibídem, artículo 2°.


�Ibídem, artículo 4°.


�Ibídem, artículo 5°.


�Ibídem, artículo 6°.


�Véase punto 1.3.


�Legis.pe. “Ley de acoso sexual en espacios públicos: algunas precisiones necesarias”. Sandra Gutiérrez Iquise. Disponible en: http://bcn.cl/1ssgy (Octubre, 2015).


�Disponible en: http://bcn.cl/bbkw (Octubre, 2015).


�Disponible en: http://bcn.cl/1ssjx (Octubre, 2015).


�Acceder carnalmente contra una persona por vía vaginal, anal o bucal; o realizar otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías.


�En negrita se contemplan las modificaciones propuestas.


�Proponía eliminar la hipótesis de actos libidinosos contrarios al pudor, actualmente contenida en la descripción del tipo penal.


� Estas circunstancias son:


2°: Si para la ejecución del delito se haya prevalido de cualquier posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima, o de una relación de parentesco por ser ascendente, cónyuge, conviviente de este, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción o afines de la víctima, de una relación proveniente de un contrato de locación de servicios, de una relación laboral o si la víctima le presta servicios como trabajador del hogar.


3°: Si fuere cometido por personal perteneciente a las Fuerzas Armadas, Policía Nacional del Perú, Serenazgo, Policía Municipal o vigilancia privada, en ejercicio de su función pública.


4°: Si el autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual grave.


�Realizar los actos contra una persona, después de haberla puesto en estado de inconsciencia o en la imposibilidad de resistir (artículo 171); o bien conociendo que sufre anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia, retardo mental o que se encuentra en incapacidad de resistir (172).


�Acceder carnalmente contra una persona por vía vaginal, anal o bucal; o realizar otros actos análogos, introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías.


�Proponía eliminar la hipótesis de actos libidinosos contrarios al pudor, actualmente contenida en la descripción del tipo penal.


�Refiere a actos realizados en contra de menores de 14 años.


�Disponible en: http://bcn.cl/1ssjk (Octubre, 2015).


�Acceder carnalmente contra una persona por vía vaginal, anal o bucal; o realizar otros actos análogos, introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías.


�El subrayado es nuestro.


� Estas circunstancias son:


2°: Si para la ejecución del delito se haya prevalido de cualquier posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima, o de una relación de parentesco por ser ascendente, cónyuge, conviviente de este, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción o afines de la víctima, de una relación proveniente de un contrato de locación de servicios, de una relación laboral o si la víctima le presta servicios como trabajador del hogar.


3°: Si fuere cometido por personal perteneciente a las Fuerzas Armadas, Policía Nacional del Perú, Serenazgo, Policía Municipal o vigilancia privada, en ejercicio de su función pública.


4°: Si el autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual grave.


�Realizar los actos contra una persona, después de haberla puesto en estado de inconsciencia o en la imposibilidad de resistir (artículo 171); o bien conociendo que sufre anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia, retardo mental o que se encuentra en incapacidad de resistir (172).


�Disponible en: http://bcn.cl/1ssjh (Octubre, 2015).


�En negrita se contemplan las modificaciones propuestas.


�Web institucional. Disponible en: http://bcn.cl/1ss9o (Octubre, 2015).


� BELGIQUE. SERVICE PUBLIC FEDERAL INTERIEUR ET INSTITUT POUR L’EGALITE DES FEMMES ET DES HOMMES (22 Mai 2014). Loitendant à luttercontre le sexismedansl'espacepublic et modifiant la loi du 10 mai 2007 tendant à luttercontre la discrimination entre les femmes et les hommesafin de pénaliserl'acte de discrimination [C − 2014/00586] (Le MoniteurBelge, 24.07.2014, page 55452) – versionconsolidée. Disponible en: http://bcn.cl/1sst2 (Octubre, 2015).


�Ibídem, artículo 2°.


�BELGIQUE. CodePénal (versionconsolidée, mise à jourau 26-08-2015). Artículo 444. Disponible en: http://www.ejustice.just.fgov.be/cgi_loi/change_lg.pl?table_name=loi&cn=1867060801&language=fr (Octubre, 2015).


�Ibídem, artículo 2°.


�Ibídem, artículo 3°.


�Disponible en: http://www.legislatura.gov.ar/ (Octubre, 2015).


�Proyecto de ley de prevención y sanción del acoso sexual en lugares públicos. Disponible en: http://bcn.cl/1susu (Octubre, 2015).


�Ibídem, artículo 3°.


�Ibídem, artículo 2°.


�Ibídem, artículo 4°.


�Ibídem, aartículo 6°.


�Gabriela Alegre. Proyecto de Ley de prevención y sanción del acoso sexual en lugares públicos. 29-04-2015. Disponible en: http://bcn.cl/1ss9p (Octubre, 2015).


�Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ley Nº 1.472, artículo 52. Disponible en: http://bcn.cl/1stzf (Octubre, 2015).


�En negrita se contemplan las modificaciones propuestas.


�Proyecto de Ley de prevención y sanción del acoso sexual en lugares públicos. Op. Cit. Artículos 3° y 4°. Disponible en: http://bcn.cl/1ss9p (Octubre, 2015).


�Código Penal de Paraguay. Artículo 133. Disponible en: http://bcn.cl/1ssu5 (Octubre, 2015).


�Poder Judicial. Ley integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres basada en asimetrías de género. Artículo 66. Disponible en: http://bcn.cl/1sst1 (Octubre, 2015).


�Ibídem, artículo 66 números 1 y 2. Disponible en: http://bcn.cl/1sst1 (Octubre, 2015).


�Código Penal de Uruguay. Artículo 361 numeral 5. Disponible en: http://bcn.cl/1ss57 (Octubre, 2015).


�Poder Legislativo de la República Oriental del Uruguay. Ley Nº 19.120 Faltas y conservación y cuidado de los espacios públicos, artículo 3. Disponible en: http://bcn.cl/1ss66 (Octubre, 2015).


�Poder Legislativo de la República Oriental del Uruguay. Ley Nº 18.561 Acoso Sexual. Disponible en: http://bcn.cl/1ss8p (Octubre, 2015).


1 Datos extraídos desde CONADECUS.


1 Pablo Víctor Simón Rodríguez Arias, Derechos y Responsabilidades en el Consumo, FOJUCC Chile, 2013, p.116


2 http://www.sernac.cl/219303/





